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2016 del Convenio colectivo 

general del sector de derivados 

del cemento 

06.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3812 - 2 págs. - 
174 KB) 

DESPACHOS DE 

TÉCNICOS 

TRIBUTARIOS Y 

ASESORES 

FISCALES 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales para el año 2017 del V 

Convenio colectivo del sector 

despachos de técnicos 

tributarios y asesores fiscales 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4476 - 2 págs. - 

172 KB) 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

ENSEÑANZA 

PRIVADA 

SOSTENIDA 

TOTAL O 

PARCIALMENTE 

CON FONDOS 

PÚBLICOS 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo 

correspondiente a la 

Comunidad Autónoma de La 

Rioja, remitido por la Comisión 

Paritaria del VI Convenio 

colectivo de empresas de 

enseñanza privada sostenidas 

total o parcialmente con fondos 

públicos 

05.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3760 - 6 págs. - 
189 KB) 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo 

correspondiente a la 

Comunidad Autónoma de La 

Rioja, remitido por la Comisión 

Paritaria del VI Convenio 

colectivo de empresas de 

enseñanza privada sostenidas 

total o parcialmente con fondos 

públicos 

05.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3761 - 10 págs. - 
341 KB) 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo 

correspondiente a la 

Comunidad Autónoma de las 

Illes Balears, remitido por la 

Comisión Paritaria del VI 

Convenio colectivo de 

empresas de enseñanza 

privada sostenidas total o 

parcialmente con fondos 

públicos 

05.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3762 - 3 págs. - 
167 KB) 

FÚTBOL SALA Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo del fútbol sala 

05.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3758 - 26 págs. - 

402 KB)  

INDUSTRIAS DE 

AGUAS DE 

BEBIDA 

ENVASADAS 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo estatal del sector de 

industrias de aguas de bebida 

envasadas 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4471 - 19 págs. - 
451 KB) 

INDUSTRIAS DE 

PRODUCCIÓN 

AUDIOVISUAL –

técnicos- 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales para el año 2017 del 

Convenio colectivo del sector 

de la industria de producción 

audiovisual -técnicos- 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-

4475 - 10 págs. - 
541 KB) 

RECUPERACIÓN 

Y RECICLADO DE 

RESIDUOS Y 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

25.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4515 - 2 págs. - 
161 KB) 
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MATERIAS 

PRIMAS 

SECUNDARIAS 

registra y publica el Acta en la 

que se acuerda el ajuste de los 

importes de los salarios 

reflejados en las tablas salariales 

del año 2017 del Convenio 

colectivo de recuperación y 

reciclado de residuos y materias 

primas secundarias 

RESTAURACIÓN 

COLECTIVA 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican los 

acuerdos de modificación del 

Convenio colectivo estatal del 

sector laboral de restauración 

colectiva 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-

4477 - 6 págs. - 
220 KB) 

 

EMPRESAS ESTATALES 

SECTOR RESOLUCIÓN BOE LOCALIZACIÓN 

ACTREN 

MANTENIMIENTO 

FERROVIARIO, SA 

Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Plan de 

igualdad de Actren 

Mantenimiento Ferroviario, SA 

11.04.2017 PDF (BOE-A-2017-

4010 - 18 págs. - 
315 KB) 

AGENCIA 

SERVICIOS 

MENSAJERÍA, SA 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de la Agencia 

Servicios Mensajería, SA 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4469 - 23 págs. - 
391 KB) 

AIRBUS DEFENCE 

AND SPACE, 

SAU, AIRBUS 

OPERATIONS, SL, 

AIRBUS 

HELICOPTERS 

ESPAÑA, SA Y 

EADS CASA 

ESPACIO 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el V Convenio 

colectivo de Airbus Defence 

and Space, SAU, Airbus 

Operations, SL, Airbus 

Helicopters España, SA y EADS 

Casa Espacio 

04.04.2017 PDF (BOE-A-2017-

3730 - 52 págs. - 
952 KB) 

CIMODIN, SL Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Cimodin, SL 

04.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3726 - 20 págs. - 
356 KB) 

CASH 

CONVERTERS 

Resolución de 11 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Cash Converters y 

sociedades vinculadas 

27.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4617 - 40 págs. - 
704 KB) 

COVIRAN, SCA Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Coviran, SCA 

04.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3727 - 26 págs. - 
433 KB) 

Corrección de erratas de la 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

05.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3763 - 1 pág. - 
146 KB) 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Coviran, SCA 

ESSILOR ESPAÑA, 

SA 

Resolución de 11 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Essilor España, SA 

25.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4516 - 67 págs. - 

1.238 KB) 

GRUPO 

ARCELORMITTAL 

EN ESPAÑA 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el VI Acuerdo 

marco del Grupo ArcelorMittal 

en España 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4472 - 24 págs. - 
411 KB) 

GRUPO 

CHAMPION 

Resolución de 28 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales para 2017 del 

Convenio colectivo del Grupo 

Champion (Supermercados 

Champion, SA y Grupo Supeco-

Maxor, SL) 

06.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3813 - 2 págs. - 
171 KB) 

GRUPO SALAS DE 

JUEGO ORENES 

Resolución de 29 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

corrigen errores en la de 3 de 

noviembre de 2016, por la que 

se registra y publica el Convenio 

colectivo del Grupo Salas de 

Juego Orenes 

10.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3945 - 2 págs. - 
157 KB) 

IBERIA, LAE 

(pilotos) 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales para el año 2016 del 

Convenio colectivo de Iberia, 

LAE -pilotos- 

05.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3759 - 8 págs. - 
212 KB) 

IBERIA, LAE 

(tripulantes de 

cabina) 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales para el año 2016 del 

Convenio colectivo de Iberia, 

LAE, SA y sus tripulantes de 

cabina pasajeros 

06.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3810 - 8 págs. - 

292 KB) 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica la 

modificación del Convenio 

Colectivo de Iberia, LAE, SA y 

sus tripulantes de cabina de 

pasajeros 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4473 - 9 págs. - 
218 KB) 

IQUSDE 

SERVICIOS, SL 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Iqusde Servicios, SL 

04.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3728 - 18 págs. - 
365 KB) 

MANTELNOR 

OUTSOURCING, 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4470 - 13 págs. - 
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SL de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Mantelnor 

Outsourcing, SL 

298 KB) 

NEXANS IBERIA, 

SL 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican los 

acuerdos de revisión y tablas 

salariales para el 2017 del IV 

Convenio colectivo de Nexans 

Iberia, SL 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4478 - 4 págs. - 
224 KB) 

NOKIA 

SOLUTIONS AND 

NETWORKS 

SPAIN, SL 

Resolución de 13 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el IV Convenio 

colectivo de Nokia Solutions and 

Networks Spain, SL 

05.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3757 - 54 págs. - 
1.448 KB) 

RECUPERACIÓN 

DE MATERIALES 

DIVERSOS, SA 

Resolución de 28 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica la revisión 

salarial del IV Convenio 

colectivo de Recuperación 

Materiales Diversos, SA 

06.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3811 - 3 págs. - 
217 KB) 

REFRESCOS 

IBERIA, SAU 

Resolución de 29 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

corrigen errores en la de 4 de 

abril de 2016, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Refresco Iberia, 

SAU 

10.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3946 - 1 pág. - 
153 KB) 

SETEX APARKI, SA Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Plan de 

igualdad de Setex Aparki, SA 

11.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4011 - 20 págs. - 
443 KB) 

SISTEMA A 

DOMICILIO 2000, 

SL 

Resolución de 28 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica la Sentencia 

de la Audiencia Nacional, 

relativa al Convenio colectivo 

de Sistema a Domicilio 2000, SL 

07.07.2017 PDF (BOE-A-2017-
3861 - 11 págs. - 
236 KB) 

SOCIEDAD DE 

PREVENCION 

FREMAP, SLU 

Resolución de 10 de abril de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica la 

modificación del Convenio 

colectivo de Sociedad de 

Prevención de Fremap, SLU 

24.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
4474 - 4 págs. - 
179 KB) 

VUELING 

AIRLINES, SA 

Resolución de 22 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Vueling Airlines, SA 

04.04.2017 PDF (BOE-A-2017-
3729 - 43 págs. - 
818 KB) 
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/10/pdfs/BOE-A-2017-3946.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/11/pdfs/BOE-A-2017-4011.pdf
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

 

LEGISLACIÓN 
 
 

UNIÓN EUROPEA 

ESTATAL 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 

 

UNIÓN EUROPEA 

NORMA DOUE LOCALIZACIÓN 
Informe Especial n.o 5/2017 — «¿Han 

sido determinantes las políticas de 

la UE en cuanto al desempleo 

juvenil? Evaluación de la Garantía 

Juvenil y de la Iniciativa de Empleo 

Juvenil» 

C 108 de 

06.04.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.10

8.01.0009.01.SPA&toc=OJ:C:2017:108:TO

C  

Comunicación de la Comisión en el 

marco de la aplicación de la 

Directiva 89/686/CEE del Consejo 

sobre la aproximación de las 

legislaciones de los Estados 

miembros relativas a los equipos de 

protección individual 

C 118 de 

12.04.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.11

8.01.0011.01.SPA&toc=OJ:C:2017:118:TO

C  

Dictamen del Comité Económico y 

Social Europeo sobre la 

«Comunicación de la Comisión al 

Parlamento Europeo, al Consejo, al 

Comité Económico y Social Europeo 

y al Comité de las Regiones — 

Apertura de una consulta sobre un 

pilar europeo de derechos 

sociales»[COM(2016) 127 final] 

C 125 de 

21.04.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.12

5.01.0010.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TO

C  

Dictamen del Comité Económico y 

Social Europeo sobre la propuesta 

de Reglamento del Parlamento 

Europeo y del Consejo por el que se 

establece un Marco de 

Reasentamiento de la Unión y se 

modifica el Reglamento (UE) 

n.o 516/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo [COM(2016) 

468 final – 2016/0225 COD] 

C 125 de 

21.04.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.12

5.01.0040.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TO

C  

Decisión de Ejecución (UE) 2017/727 

de la Comisión, de 23 de marzo de 

2017, relativa al reconocimiento de 

Montenegro de conformidad con la 

Directiva 2008/106/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo 

en lo que respecta a los sistemas de 

formación y titulación de la gente 

de mar 

L 107 de 

25.04.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.10

7.01.0031.01.SPA&toc=OJ:L:2017:107:TOC  

Recomendación (UE) 2017/761 de la 

Comisión, de 26 de abril de 2017, 

sobre el pilar europeo de derechos 

L 113 de 

29.04.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.11

3.01.0056.01.SPA&toc=OJ:L:2017:113:TOC  

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.108.01.0009.01.SPA&toc=OJ:C:2017:108:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.108.01.0009.01.SPA&toc=OJ:C:2017:108:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.108.01.0009.01.SPA&toc=OJ:C:2017:108:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.108.01.0009.01.SPA&toc=OJ:C:2017:108:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.118.01.0011.01.SPA&toc=OJ:C:2017:118:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.118.01.0011.01.SPA&toc=OJ:C:2017:118:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.118.01.0011.01.SPA&toc=OJ:C:2017:118:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.118.01.0011.01.SPA&toc=OJ:C:2017:118:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.125.01.0010.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.125.01.0010.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.125.01.0010.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.125.01.0010.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.125.01.0040.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.125.01.0040.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.125.01.0040.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.125.01.0040.01.SPA&toc=OJ:C:2017:125:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.107.01.0031.01.SPA&toc=OJ:L:2017:107:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.107.01.0031.01.SPA&toc=OJ:L:2017:107:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.107.01.0031.01.SPA&toc=OJ:L:2017:107:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.113.01.0056.01.SPA&toc=OJ:L:2017:113:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.113.01.0056.01.SPA&toc=OJ:L:2017:113:TOC
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.113.01.0056.01.SPA&toc=OJ:L:2017:113:TOC


sociales 

 

ESTATAL 

NORMA BOE LOCALIZACIÓN 
Real Decreto-ley 6/2017, de 31 de marzo, por el que se 

aprueba la oferta de empleo público en los ámbitos de 

personal docente no universitario y universitario, Fuerzas 

Armadas, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y 

Cuerpos de Policía dependientes de las Comunidades 

Autónomas para 2017 

01.04.2017 PDF (BOE-A-2017-3546 - 
12 págs. - 309 KB) 

Real Decreto 316/2017, de 31 de marzo, por el que se 

aprueba el Reglamento para la ejecución de la Ley 

24/2015, de 24 de julio, de Patentes 

01.04.2017 PDF (BOE-A-2017-3550 - 
64 págs. - 1.079 KB) 

Resolución de 16 de marzo de 2017, de la Secretaría 

General Técnica, por la que se publica el Convenio de 

colaboración entre la Tesorería General de la 

Seguridad Social y la Asociación Nacional de 

Establecimientos Financieros de Crédito, sobre 

intercambio de información 

03.04.2017 PDF (BOE-A-2017-3679 - 
12 págs. - 245 KB) 

Corrección de errores del Real Decreto-ley 6/2017, de 

31 de marzo, por el que se aprueba la oferta de 

empleo público en los ámbitos de personal docente no 

universitario y universitario, Fuerzas Armadas, Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado y Cuerpos de Policía 

dependientes de las Comunidades Autónomas para 

2017 

07.07.2017 PDF (BOE-A-2017-3818 - 
1 pág. - 149 KB) 

Resolución de 30 de marzo de 2017, del Congreso de 

los Diputados, por la que se ordena la publicación del 

Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 5/2017, 

de 17 de marzo, por el que se modifica el Real Decreto-

ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de 

protección de deudores hipotecarios sin recursos y la 

Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la 

protección a los deudores hipotecarios, 

reestructuración de deuda y alquiler social 

07.07.2017 PDF (BOE-A-2017-3819 - 
1 pág. - 147 KB) 

Resolución de 9 de febrero de 2017, aprobada por la 

Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de 

Cuentas, en relación con el Informe de fiscalización de 

la contratación celebrada durante los ejercicios 2006 a 

2009 por el Instituto de Mayores y Servicios Sociales 

07.07.2017 PDF (BOE-A-2017-3836 - 
65 págs. - 1.402 KB) 

Real Decreto 361/2017, de 8 de abril, por el que se 

regula la concesión directa de subvenciones al Consejo 

General de la Abogacía Española y al Consejo General 

de los Procuradores de España, en materia de 

prestación de asistencia jurídica gratuita y al Consejo 

General de Colegios Oficiales de Psicólogos para la 

asistencia psicológica a las víctimas de los delitos, para 

el ejercicio presupuestario 2017 

11.04.2017 PDF (BOE-A-2017-3947 - 

8 págs. - 205 KB) 

Resolución de 27 de febrero de 2017, aprobada por la 

Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de 

Cuentas, en relación con la Moción a las Cortes 

Generales sobre la necesidad de desarrollar un 

adecuado Marco Legal para el empleo de las 

encomiendas de gestión por las Administraciones 

Públicas 

12.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4061 - 
33 págs. - 983 KB) 

Resolución de 3 de abril de 2017, de la Subsecretaría, 

por la que se aprueba la actualización de la Carta de 

servicios del Instituto Social de la Marina 

12.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4089 - 
1 pág. - 147 KB) 

Orden APM/348/2017, de 6 de abril, por la que se 

modifican determinadas órdenes por las que se 

17,04,2017 PDF (BOE-A-2017-4226 - 
5 págs. - 182 KB) 

https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/01/pdfs/BOE-A-2017-3546.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/01/pdfs/BOE-A-2017-3546.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/01/pdfs/BOE-A-2017-3550.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/01/pdfs/BOE-A-2017-3550.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/03/pdfs/BOE-A-2017-3679.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/03/pdfs/BOE-A-2017-3679.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3818.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3818.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3819.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3819.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3836.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/07/pdfs/BOE-A-2017-3836.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/11/pdfs/BOE-A-2017-3947.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/11/pdfs/BOE-A-2017-3947.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/12/pdfs/BOE-A-2017-4061.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/12/pdfs/BOE-A-2017-4061.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/12/pdfs/BOE-A-2017-4089.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/12/pdfs/BOE-A-2017-4089.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/17/pdfs/BOE-A-2017-4226.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/17/pdfs/BOE-A-2017-4226.pdf
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establecen las bases reguladoras para la concesión de 

becas para su adaptación al régimen general de la 

Seguridad SocialOrden APM/348/2017, de 6 de abril, 

por la que se modifican determinadas órdenes por las 

que se establecen las bases reguladoras para la 

concesión de becas para su adaptación al régimen 

general de la Seguridad Social 

Resolución de 28 de marzo de 2017, conjunta de la 

Dirección General de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria y de la Secretaría General del 

Tesoro y Política Financiera, por la que se modifica la de 

13 de octubre de 2016, por la que se establecen el 

procedimiento y las condiciones para la participación 

por vía telemática en procedimientos de enajenación 

de bienes a través del portal de subastas de la Agencia 

Estatal Boletín Oficial del Estado 

19.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4259 - 
2 págs. - 162 KB) 

Resolución de 7 de abril de 2017, de la Secretaría 

General del Fondo de Garantía Salarial, por la que se 

aprueba el modelo de solicitud de prestaciones, 

establecidas en el artículo 33 del Texto Refundido de la 

Ley del Estatuto de los Trabajadores 

21.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4375 - 
6 págs. - 287 KB) 

Real Decreto 396/2017, de 21 de abril, por el que se 

modifica el Real Decreto 706/1997, de 16 de mayo, por 

el que se desarrolla el régimen de control interno 

ejercido por la Intervención General de la Seguridad 

Social 

22.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4390 - 
9 págs. - 219 KB) 

Enmiendas de 2014 al Código internacional de sistemas 

de seguridad contra incendios (Código SSCI) 

adoptadas en Londres el 22 de mayo de 2014 

mediante Resolución MSC.367(93) 

27.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4581 - 

9 págs. - 216 KB) 

Enmiendas de 2014 al Código internacional de sistemas 

de seguridad contra incendios (Código SSCI) 

adoptadas en Londres el 22 de mayo de 2014 

mediante Resolución MSC.367(93) 

27.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4581 - 
9 págs. - 216 KB) 

Enmiendas de 2015 al Convenio internacional para la 

seguridad de la vida humana en el mar (Convenio 

SOLAS), 1974, Enmendado, adoptadas en Londres el 11 

de junio de 2015 mediante Resolución MSC.392(95) 

28.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4631 - 
6 págs. - 197 KB) 

Real Decreto-ley 7/2017, de 28 de abril, por el que se 

prorroga y modifica el Programa de Activación para el 

Empleo 

29.04.2017 PDF (BOE-A-2017-4678 - 

7 págs. - 199 KB) 

 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

COMUNIDAD NORMA DIARIO OFICIAL 

ILLES BALEARS 

Decreto 12/2017, de 31 de marzo, de 

modificación del Decreto 12/2014, de 28 

de febrero, por el que se regulan la 

Comisión de Igualdad y la Comisión 

Técnica de Seguimiento del Plan de 

Igualdad entre Mujeres y Hombres de la 

Administración de la Comunidad 

Autónoma de las Illes Balears 

BOIB 01.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.caib.es/eboibfront/pdf/VisPdf?action=VisEdicte&idDocument=975570&lang=ca  

CASTILLA Y LEÓN 

Orden EMP/229/2017, de 22 de marzo, por 

la que se modifica la Orden 

EMP/582/2016, de 22 de junio, por la que 

se establecen las bases reguladoras de 

una línea de ayuda destinada, en el 

BOCYL 03.04.2017 

https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4259.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/19/pdfs/BOE-A-2017-4259.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/21/pdfs/BOE-A-2017-4375.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/21/pdfs/BOE-A-2017-4375.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/22/pdfs/BOE-A-2017-4390.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/22/pdfs/BOE-A-2017-4390.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/27/pdfs/BOE-A-2017-4581.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/27/pdfs/BOE-A-2017-4581.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/27/pdfs/BOE-A-2017-4581.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/27/pdfs/BOE-A-2017-4581.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4631.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/28/pdfs/BOE-A-2017-4631.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/29/pdfs/BOE-A-2017-4678.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/04/29/pdfs/BOE-A-2017-4678.pdf
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/VisPdf?action=VisEdicte&idDocument=975570&lang=ca


ámbito de Castilla y León, a financiar las 

cuotas a ingresar por el convenio especial 

que tengan suscrito o suscriban con la 

Seguridad Social los trabajadores de 55 

años o más que provengan de empresas 

en crisis con extinción de sus contratos de 

trabajo por declaración de insolvencia de 

la empresa o procedimiento concursal 
LOCALIZACIÓN: http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/04/03/pdf/BOCYL-D-03042017-1.pdf  

MADRID 

Decreto 35/2017, de 28 de marzo, del 

Consejo de Gobierno, por el que se 

modifica el Decreto 85/1989, de 20 de 

julio, por el que se desarrolla el artículo 

74.c) de la Ley 1/1986, de 10 de abril, de 

la Función Pública de la Comunidad de 

Madrid, y el artículo 13.e) de la Ley 

4/1988, de 22 de diciembre, de 

Presupuestos Generales de la Comunidad 

de Madrid, en orden al establecimiento y 

a la fijación de criterios para la 

distribución del complemento de 

productividad 

BOCAM 03.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://w3.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2017/04/03/BOCM-20170403-1.PDF  

CASTILLA-LA MANCHA 

Orden 59/2017, de 29 de marzo, de la 

Vicepresidencia, por la que se establecen 

las bases reguladoras de las subvenciones 

para el desarrollo de acciones positivas y 

programas que contribuyan al avance de 

la igualdad real y efectiva entre mujeres y 

hombres, a la reducción de brechas de 

género y a la eliminación de la violencia 

de género 

DOCM 03.04.2017 

LOCALIZACIÓN: 

https://docm.jccm.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2017/04/03/pdf/2017_3893.pdf&tipo=rutaDocm  

COMUNITAT 

VALENCIANA 

Decreto 44/2017, de 24 de marzo, del 

Consell, por el que se crean categorías 

estatutarias del servicio de salud de la 

Comunitat Valenciana 

DOCV 04.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.dogv.gva.es/datos/2017/04/04/pdf/2017_2713.pdf  

CATALUÑA 

ACUERDO GOV/44/2017, de 4 de abril, 

por el que se crea la prestación social de 

carácter económico de derecho de 

concurrencia de atención social a las 

personas con discapacidad en el 

Departamento de Trabajo, Asuntos 

Sociales y Familias 

DOGC 06.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7345/1602862.pdf  

COMUNITAT 

VALENCIANA 

Ley 7/2017, de 30 de marzo, de la 

Generalitat, sobre acción concertada 

para la prestación de servicios a las 

personas en el ámbito sanitario 

DOCV 06.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.dogv.gva.es/datos/2017/04/06/pdf/2017_2915.pdf  

CANARIAS 

Orden de 30 de marzo de 2017, por la que 

se fijan los criterios objetivos para 

determinar el orden de cese del personal 

estatutario que desempeña plaza básica 

vacante de forma temporal o provisional 

en los centros e instituciones sanitarias del 

Servicio Canario de la Salud, cuando 

concurra alguna de las causas legal o 

reglamentariamente establecidas 

BOC 07.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2017-069-1677.pdf  

EXTREMADURA Decreto 40/2017, de 4 de abril, por el que DOE 10.04.2017 

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/04/03/pdf/BOCYL-D-03042017-1.pdf
http://w3.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2017/04/03/BOCM-20170403-1.PDF
https://docm.jccm.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2017/04/03/pdf/2017_3893.pdf&tipo=rutaDocm
http://www.dogv.gva.es/datos/2017/04/04/pdf/2017_2713.pdf
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7345/1602862.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2017/04/06/pdf/2017_2915.pdf
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2017-069-1677.pdf


JURISDICIÓN SOCIAL 
 

se modifica el Decreto 133/2016, de 2 de 

agosto, por el que regula la acreditación 

y/o inscripción de centros y entidades de 

formación y su inclusión en el Registro de 

Centros y Entidades de Formación 

Profesional para el Empleo de la 

Comunidad Autónoma de Extremadura 
LOCALIZACIÓN: http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/690o/17040046.pdf  

EXTREMADURA 

Decreto 41/2017, de 4 de abril, por el que 

se aprueba un Programa complementario 

de formación en alternancia con el 

empleo en el ámbito de gestión de la 

Comunidad Autónoma de Extremadura y 

se establecen las bases reguladoras de la 

concesión de subvenciones destinadas a 

dicho programa 

DOE 10.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/690o/17040047.pdf  

COMUNITAT 

VALENCIANA 

Ley 8/2017, de 7 de abril, de la 

Generalitat, integral del reconocimiento 

del derecho a la identidad y a la 

expresión de género en la Comunitat 

Valenciana 

DOGV 11.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.dogv.gva.es/datos/2017/04/11/pdf/2017_3089.pdf  

CATALUÑA 

DECRETO 35/2017, de 11 de abril, de 

regulación del ejercicio de las 

competencias de la Generalidad de 

Cataluña en materia de seguridad 

privada 

DOGC 13.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7350/1604213.pdf  

GALICIA 

Orden de 26 de enero de 2017 por la que 

se regulan las compensaciones 

económicas a las personas que ejerzan el 

arbitraje en los procedimientos de la 

Comisión Tripartita Gallega para la 

Inaplicación de Convenios Colectivos 

DOG 12.04.2017 

LOCALIZACIÓN: https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2017/20170412/AnuncioG0424-030417-0005_es.pdf  

NAVARRA 

Orden Foral 347E/2017, de 23 de marzo, 

del Consejero de Salud, por la que se 

aprueban las normas de gestión de las 

listas de aspirantes a la contratación 

temporal en los centros y establecimientos 

de los organismos autónomos adscritos al 

Departamento de Salud 

BON 12.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2017/72/Anuncio-1/  

GALICIA 

Orden de 3 de abril de 2017 por la que se 

modifica la Orden de 25 de noviembre de 

2015 por la que se regula el 

procedimiento para el reconocimiento, 

declaración y calificación del grado de 

discapacidad, y la organización y 

funcionamiento de los órganos técnicos 

competentes 

DOG 17.04.2017 

LOCALIZACIÓN: https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2017/20170417/AnuncioG0425-070417-0004_es.pdf  

ARAGÓN 

Decreto 55/2017, de 11 de abril, del 

Gobierno de Aragón, por el que se 

aprueba el Mapa de Servicios Sociales de 

Aragón 

BOA 21.04.2017 

LOCALIZACIÓN:  http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-

55&DOCR=4&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20170421  

LA RIOJA 

Decreto 13/2017, de 12 de abril, por el 

que se regula el Registro Electrónico de 

Convenios de la Comunidad Autónoma 

BOR 21.04.2017 

http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/690o/17040046.pdf
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/690o/17040047.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2017/04/11/pdf/2017_3089.pdf
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7350/1604213.pdf
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2017/20170412/AnuncioG0424-030417-0005_es.pdf
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2017/72/Anuncio-1/
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2017/20170417/AnuncioG0425-070417-0004_es.pdf
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-55&DOCR=4&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20170421
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-55&DOCR=4&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20170421


de La Rioja 
LOCALIZACIÓN: http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=5019639-1-PDF-508782  

ANDALUCÍA 

Acuerdo de 18 de abril de 2017, del 

Consejo de Gobierno, por el que se 

incluye en el Plan Anual Normativo para 

el año 2017 el Decreto por el que se 

aprueba el Programa de Fomento del 

Empleo Industrial en Andalucía  

BOJA 25.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.juntadeandalucia.es/boja/2017/77/BOJA17-077-00005-7069-01_00112374.pdf  

CATALUÑA 

DECRETO 38/2017, de 25 de abril, sobre el 

régimen disciplinario del personal al 

servicio de la Administración de justicia en 

Cataluña 

DOGC 27.04.2017 

LOCALIZACIÓN: http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7358/1606461.pdf  

CANTABRIA 

Ley de Cantabria 4/2017, de 19 de abril, 

por la que se modifica la Ley 1/2011, de 

28 de marzo, de Mediación de Cantabria  

BOC 27.04.2017 

LOCALIZACIÓN: https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=312160  

 
IR A INICIO 

 

 

REFERENCIAS DE SENTENCIAS 

ACCESIBLES EN LA RED 

 
TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO 

TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

OTROS PRONUNCIAMIENTOS 
 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 

MATERIA CONTENIDO 

EXTRANJERÍA Procedimiento prejudicial — Espacio de libertad, de 

seguridad y de justicia — Directiva 2004/114/CE — Artículo 6, 

apartado 1, letra d) — Requisitos de admisión de los 

nacionales de terceros países — Denegación de la 

admisión — Concepto de “amenaza para la seguridad 

pública” — Margen de apreciación (Sentencia de 04.04.2017, 

asunto C-544/15, Fahimian): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&d

ocid=189542&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&oc

c=first&part=1&cid=576056  

NO 

DISCRIMINACIÓN 

POR RAZÓN DE 

ORIGEN RACIAL O 

ÉTNICO 

Procedimiento prejudicial — Igualdad de trato entre las 

personas independientemente de su origen racial o étnico — 

Directiva 2000/43/CE — Artículo 2, apartado 2, letras a) y b) — 

Entidad de crédito que pide una prueba de identidad 

adicional consistente en una copia del pasaporte o del 

permiso de residencia a las personas que soliciten un 

préstamo para la compra de un automóvil y se identifiquen 

mediante un permiso de conducir que indique un país de 

nacimiento que no sea Estado miembro de la Unión Europea 

http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=5019639-1-PDF-508782
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2017/77/BOJA17-077-00005-7069-01_00112374.pdf
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7358/1606461.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=312160
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189542&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189542&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189542&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
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ni de la Asociación Europea de Libre Comercio (Sentencia de 

06.04.2017, asunto C-668/15, Jyske Finans A/S); 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&d

ocid=189652&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&oc

c=first&part=1&cid=576056  

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS 

Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 

2001/23/CE — Artículo 3 — Mantenimiento de los derechos de 

los trabajadores en caso de traspasos de empresas — 

Convenios colectivos aplicables al cesionario y al cedente — 

Plazo de preaviso adicional concedido a los trabajadores 

despedidos — Toma en consideración de la antigüedad 

adquirida al servicio del cedente (Sentencia de 06.04.2017, 

asunto C-336/15, Unionen): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&d

ocid=189650&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&oc

c=first&part=1&cid=576056  

SEGURIDAD 

SOCIAL DE LOS 

TRABAJADORES 

MIGRANTES 

Procedimiento prejudicial — Trabajadores migrantes — 

Seguridad social — Legislación aplicable — Reglamento 

(CEE) n.º 1408/71 — Artículo 14, apartado 2, letra a) — 

Reglamento (CEE) n.º 574/72 — Artículo 12 bis, punto 1 bis — 

Acuerdo entre la Comunidad Europea y la Confederación 

Suiza — Personal navegante — Trabajadores desplazados a 

otro Estado miembro — Sucursal suiza — Certificado E 101 — 

Fuerza probatoria (Sentencia de 27.04.2017, asunto C-620/15, 

A-Rosa Flussschiff GmbH): http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=CELEX:62015CJ0620  

 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

MATERIA CONTENIDO 

DERECHO A LA 

TUTELA 

JUDICIAL 

EFECTIVA 

(resoluciones 

judiciales) 

Vulneración del derecho a la tutela judicial (motivación): 

resoluciones judiciales que no ponderan la existencia de arraigo 

familiar al acordar la sustitución de una pena de prisión por la 

expulsión del territorio nacional. Recurso de amparo 3279-2014. 

Promovido respecto de las sentencias de la Audiencia Provincial 

de Barcelona y un Juzgado de lo Penal de Manresa que 

condenaron por un delito de falsedad en documento público 

(STC 29/2017, de 27 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25272  

DERECHO A LA 

TUTELA 

JUDICIAL 

EFECTIVA 

(resoluciones 

judiciales) 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación) 

en relación con el derecho a la legalidad sancionadora: autos 

dictados en incidente de ejecución de sentencia que no dan 

adecuada respuesta a la alegación relativa a la aplicación de 

un precepto legal posteriormente declarado inconstitucional 
(STC 13/2013). Recurso de amparo 22-2015. en relación con las 

resoluciones dictadas por un Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo de Madrid en proceso por sanción impuesta en 

materia de transportes terrestres (STC 30/2017, de 27 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25273  

DERECHO A LA 

TUTELA 

JUDICIAL 

EFECTIVA 

(Ministerio 

Fiscal) 

Vulneración de los derechos a la tutela judicial sin indefensión y a 

un proceso con todas las garantías: celebración de vista sin la 

presencia de la Fiscal designada para intervenir como defensora 
del demandado (STC 199/2006). Recurso de amparo 5030-2015. 

Promovido por el Ministerio Fiscal respecto de las Sentencias 

dictadas por la Audiencia Provincial de Pontevedra y un 

Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Ponteareas en 

proceso de incapacitación (STC 31/2017, de 27 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25275  

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189652&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189652&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189652&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189650&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189650&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189650&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=576056
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:62015CJ0620
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:62015CJ0620
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25272
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25273
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25275


ASISTENCIA 

SANITARIA/ 

AUTONOMÍAS/ 

DECRETOS-

LEYES 

Límites de los decretos-leyes, derecho a la protección de la salud 

y competencias sobre sanidad: constitucionalidad de los 

preceptos legales estatales que modifican la regulación jurídica 

de la condición de asegurado del Sistema Nacional de Salud, el 

régimen de prescripción de medicamentos y productos 

sanitarios, y la acción social destinada al personal estatutario de 

los servicios públicos de salud. Votos particulares. Recurso de 

inconstitucionalidad 4585-2012. Interpuesto por el Consejo de 

Gobierno de la Junta de Andalucía en relación con diversos 

preceptos del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de 

medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema 

Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus 

prestaciones (STC 33/2017, de 1 de marzo): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25303  

AUTONOMÍAS Límites de los decretos-leyes y competencias sobre urbanismo y 

comercio interior: constitucionalidad de los preceptos legales 

estatales relativos a la incidencia territorial de las instalaciones de 

distribución al por menor de carburante y combustibles 

petrolíferos. Voto particular. Recurso de inconstitucionalidad 

3071-2013. Interpuesto por el Gobierno de la Generalitat de 

Cataluña respecto de los artículos 39.2 y 40 del Real Decreto-ley 

4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor 

y de estímulo al crecimiento y de la creación de empleo (STC 

34/2017, de 1 de marzo): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25278  

TASAS 

JUDICIALES/ 

DECRETOS-

LEYES 

Límites de los decretos-leyes, derechos a la igualdad y a la tutela 

judicial efectiva, justicia gratuita: acreditación de la 

concurrencia del presupuesto habilitante; constitucionalidad de 

los preceptos legales controvertidos. Recurso de 

inconstitucionalidad 3076-2013. Interpuesto por más de 

cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Socialista en el 

Congreso respecto del Real Decreto-ley 3/2013, de 22 de 

febrero, por el que se modifica el régimen de las tasas en el 

ámbito de la Administración de Justicia y el sistema de asistencia 

jurídica gratuita (STC 35/2017, de 1 de marzo): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25277  

AUTONOMÍAS Competencias sobre energía: interpretación conforme con la 

Constitución del precepto reglamentario relativo a la 

autorización de instalaciones peninsulares de producción de 
energía eléctrica (STC 32/2016). Votos particulares. Conflicto 

positivo de competencia 5958-2014. Planteado por el Gobierno 

de la Generalitat de Cataluña en relación con diversos 

preceptos del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se 

regula la actividad de producción de energía eléctrica a partir 

de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos (STC 

36/2017, de 1 de marzo): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25276  

 
TRIBUNAL SUPREMO 

MATERIA FECHA/ 

NÚM. 

RECURSO 

PONENTE CONTENIDO ID. 

CENDOJ 

SENTENCIAS DESTACADAS 
INCAPACIDAD 

PERMANENTE/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

22/02/2017 

(Rec. 

1746/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Incapacidad permanente. Gran invalidez. Falta 

de contradicción y falta de contenido 

casacional. Voto particular 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1123/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

23/02/2017 

(Rec. 

2759/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Pensión de viudedad. Parejas de hecho. 

Disposición adicional tercera Ley 40/2007. La 

pensión de viudedad de parejas de hecho en el 

STS  

1127/2017 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25303
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25278
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25277
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25276
http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/04/sts-ud-22022017-rec-17462015-el-ts.html
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7979368&links=&optimize=20170403&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7979368&links=&optimize=20170403&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7979369&links=&optimize=20170403&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7979369&links=&optimize=20170403&publicinterface=true
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supuesto especial que regula la disposición 

adicional tercera de la Ley 40/2007, de 4 de 

diciembre, exige que el beneficiario no sea titular 

de otra pensión contributiva de seguridad social. 

Su naturaleza excepcional conlleva que este 

requisito se mantenga durante todo el tiempo de 

percepción de la pensión, lo que la hace 

incompatible con la prestación de incapacidad 

permanente total posteriormente reconocida a 

favor del mismo beneficiario. Voto particular 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

23/02/2017 

(Rec. 

146/2016) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Impugnación de convenio. Se negocia por 

delegado de un centro de trabajo y se afirma 

que su ámbito de aplicación se extiende al 

referido centro y a todos los contratados 

formalmente en Madrid, cualquiera que sea el 

centro de trabajo del territorio nacional para el 

que vayan a prestar servicios. Procede la 

anulación del inciso extensivo del ámbito de 

aplicación, reconduciéndolo exclusivamente al 

centro de Madrid, por aplicación del principio 

«favor negotii», muy particularmente teniendo en 

cuenta la masiva adhesión al convenio de 

Madrid ahora impugnado, tanto por los 

trabajadores posteriormente contratados como 

por los restantes centros. Solución no desvirtuada 

por la acreditada intención defraudatoria del 

principio de correspondencia, censurable pero 

sin irradiación anulatoria 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1147/2017 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

 

28/02/2017 

(Rec. 

2698/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Responsabilidad empresarial en caso de 

infracotización. Inexistencia de caducidad, pero 

retroacción efectos económicos a a tres meses 

antes de la solicitud. Falta de contradicción. 

Incongruencia extra petita de la sentencia de 

suplicación. Deficiencias de fundamentación de 

infracción legal o procedimental que, al tratarse 

de la protección de un derecho fundamental, no 

tienen entidad para la inadmisión del motivo. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial 

efectiva al apreciarse incongruencia extra petita 

de la sentencia recurrida 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1181/2017 

MEJORAS 

VOLUNTARIAS Y 

FONDOS Y 

PLANES DE 

PENSIONES/ 

MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE 

LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO 

 

08/03/2017 

(Rec. 70/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Eliminación de una póliza de seguros en 

IGAPE (empresa pública gallega). Conflicto 

colectivo .PUNTOS ABORDADOS.-1) Es posible que 

en el sector público existan condiciones más 

beneficiosas; en tal caso su eliminación unilateral 

sería nula, por oposición al art. 41 ET. Aplica 

doctrina.2) La eliminación de un derecho como 

consecuencia de lo previsto en una Ley no 

equivale a su unilateral supresión, ni a su MSCT. 

Aplica doctrina.3) La discutida naturaleza de la 

póliza de seguros (salarial, mejora voluntaria, 

beneficio de acción social) no excluye la 

aplicación de la legislación sobre congelación 

retributiva o eliminación de ventajas 

adicionales.4) No cabe el surgimiento de una 

condición más beneficiosa en contra de lo 

previsto legalmente. Aplica doctrina .FALLO.- 

Desestima recurso sindical frente a STSJ Galicia, 

coincidiendo con Informe del Ministerio Fiscal 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1173/2017 

IGUALDAD Y NO 

DISCRIMINACIÓN 

 

09/03/2017 

(Rec. 

135/2016) 

ARASTEY 

SAHUN 

Desigualdad de trato: diferencias retributivas 

según la fecha de adquisición de la condición de 

fijo en la empresa. Impugnación del convenio 

colectivo de empresa (Bebidas Gaseosas del 

STS  

1122/2017 

http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/04/sts-ud-23022017-rec-27592015.html
http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/04/sts-23022017-rec-1462016-el-principio.html
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7979191&links=&optimize=20170403&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7979191&links=&optimize=20170403&publicinterface=true
http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/04/sts-ud-28022017-rec-26982015.html
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7981191&links=&optimize=20170404&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7981191&links=&optimize=20170404&publicinterface=true
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Noroeste, SA -BEGANO-): nulidad de la cláusula 

que establece una doble escala. El 

complemento de antigüedad se mantiene y se 

regula de forma dinámica hacia el futuro 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

DESPIDO 

OBJETIVO/ 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS 

14/03/2017 

(Rec. 

229/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

VIAJES BAIXAS SA y VIAJES BARCELÓ SL. Despido 

objetivo efectuado por VIAJES BAIXAS SA por 

causas económicas, organizativas y productivas. 

El mismo día de efectos del despido, la empresa 

cesa en su actividad, el 5 de agosto de 2011. El 
22 de febrero de 2011 Viajes Barceló SL y Viajes 

Baixas SA suscribieron un contrato privado de 

compraventa de activos, en el que figura un 

anexo con la relación de los trabajadores en los 

que se subrogaba la adquirente, no figurando 

siete trabajadores, entre ellos el actor. La 

sentencia recurrida entiende que ha existido 

transmisión de empresa, que existe un contrato 

fraudulento y que el despido es improcedente, 

condenando solidariamente a ambas empresas. 

Recurre Viajes Barceló SL. Se desestima el recurso 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1270/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES/ DERECHO 

ELECTRÓNICO Y 

DERECHO DEL 

TRABAJO 

17/03/2017 

(Rec. 55/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Reducción de jornada laboral por guarda legal 

de un hijo menor de doce años. Estimación de 

demanda y revisión solicitada por la empresa 

ante esta Sala con base en un correo electrónico 

de la trabajadora a su Letrado que aquélla 

sostiene haber hallado tras habérsele notificado 

la sentencia de un Juzgado en el referido 

procedimiento hallazgo que, según ella, se ha 

producido "revisando la ingente cantidad de 

documentación acumulada" por la trabajadora 

"y motivado en la necesidad de continuar con 

trabajos no finalizados por la actora al 

encontrarse ésta de baja por IT", entendiendo la 

empresa que de haber dispuesto antes de 

pronunciarse sentencia, hubiera sido decisivo a la 

hora de sustentar su postura procesal, que 

siempre sostuvo que el verdadero objetivo de la 

demandante era perseguir lo que dice que la 

propia actora define como "una situación de 

horario excepcional (salir a las 13.23 ó 12.08)", lo 

cual no sería tolerado por la empresa y haría que 

"apostase por terminar este tema" y que en el 

caso de no conseguirlo, se interpondrían todo 

tipo de acciones con el único fin obtener un 

despido indemnizado: la justificación de la 

empresa carece de toda trascendencia 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1265/2017 

TIEMPO DE 

TRABAJO 

23/03/2017 

(Rec. 81/2016) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Conflicto Colectivo. Bankia. Horas extraordinarias. 

Necesidad de llevar un registro de la jornada 

diaria de toda la plantilla para comprobar el 

cumplimiento de la jornada laboral y horarios 

pactados. No existe. Sólo se debe llevar registro 

de horas extras realizadas. Votos Particulares 
VER RESUMEN/COMENTARIO 

VER COMENTARIO DE MIQUEL FALGUERA 

STS  

1275/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS 

23/03/2017 

(Rec. 

150/2016) 

BLASCO 

PELLICER 

Ejecución de despido colectivo declarado nulo 

producido antes de la reforma del artículo 247.2 

LRJS y después de la reforma del artículo 124 LRJS 

por la Ley 3/2012, de 6 de junio. La Sala de lo 

Social del TSJ de Castilla y León -sede de 

Valladolid- dio lugar a la ejecución y, al efecto, 

cuantificó los salarios de tramitación, ordenando 

su abono y la readmisión de los trabajadores Se 

confirma el auto recurrido pues, a diferencia de 

otro supuesto examinado por la Sala en asunto 

similar (STS de 28 de enero de 2014, Rec. 16/2013), 

en el presente el fallo de la sentencia incluye, de 

STS  

1423/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

conformidad con la norma vigente y aplicable a 

los hechos, una declaración expresa de condena 

(a la inmediata readmisión en los puestos de 

trabajo y al abono de los salarios de tramitación) 

susceptible de ser ejecutada en virtud de 

principios constitucionales y legales a través de 

los medios ejecutivos previstos en la LRJS 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

DESEMPLEO/ 

RELACIONES 

LABORALES 

ESPECIALES/ 

EXTRANJERÍA 

24/03/2017 

(Rec. 85/2016) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Prestación de desempleo. Demandante, de 

nacionalidad peruana, Residente de 

Farmacología Clínica, que ha prestado servicios 

en el Hospital Clínico San Carlos de Madrid desde 

el 20 de mayo de 2010 al 19 de mayo de 2014, 

habiendo cotizado por la contingencia de 

desempleo. El SPEE le niega la prestación 

alegando que no se encuentra entre las personas 

comprendidas en la prestación por desempleo 

que determina el artículo 205 de la LGSS, ni entre 

los que deben cotizar por dicha contingencia ya 

que la autorización por estudios que le fue 

expedida en su día únicamente le habilitaba 

para permanecer en España durante el tiempo 

de duración de la formación de especialista en 

Ciencias de la Salud y además durante la misma 

no procedía su cotización por la contingencia de 

desempleo. La sentencia de instancia, 

confirmada por la sentencia de suplicación, 

concede la prestación. Recurre el SPEE. Se 

desestima el recurso. El actor está comprendido 

en el ámbito del artículo 205 de la LGSS. Su 
relación es laboral de carácter especial y está 

comprendido en el campo de aplicación del 

Régimen General de la Seguridad Social. Hay 

obligación de cotizar por desempleo ya que así 

está establecido en la LGSS, sin que esté 

establecida exclusión alguna ni en la citada 

norma ni en la LOEX. No es aplicable a esta 

relación lo dispuesto en la DA 16 del Reglamento 

de Extranjería, RD 557/ 2011, de 20 de abril, que 

establece que no se cotizará por desempleo en 

las contrataciones de los extranjeros titulares de 

las autorizaciones de trabajo para actividades de 

duración determinada, ya que el actor no es 

titular de autorización de trabajo pues no se le 

exige, a tenor del artículo 43 del Reglamento de 

Extranjería. Es residente comunitario en España 

con permiso por cinco años, por familiar 

ciudadano de la Unión Europea desde el 12 de 

enero de 2015 hasta el 11 de enero de 2020. Voto 

particular 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1441/2017 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS/ 

DESPIDO 

28/03/2017 

(Rec. 

1664/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Contratos indefinidos no fijos: Administración. 

Cese por cobertura de la plaza. Derecho a la 

indemnización por fin de contrato. La cuantía de 

la indemnización se fija en función de veinte días 

por año servicio 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1414/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

29/03/2017 

(Rec. 

133/2016) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Despido colectivo. Aportación empresarial. La 

redacción original de la decimosexta de la Ley 

27/2011 [1/agosto] ha de interpretarse en el 

sentido de que -para que proceda la aportación 

económica al SPEE que la norma establece- 

basta con que la empresa individualmente 

considerada o el grupo al que pertenezca hayan 

obtenido beneficios en los dos ejercicios 

económicos precedentes 

VER RESUMEN/COMENTARIO 

STS  

1425/2017 
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SUCESIÓN DE 

EMPRESAS/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

29/03/2017 

(Rec. 46/2016) 

BLASCO 

PELLICER 

Integración de FEVE en Renfe. Demanda sindical 

para que se dé cumplimiento a una obligación 

contenida en el convenio colectivo de FEVE, 

suscrito antes de la absorción. En concreto, se 

persigue que se convoquen concursos de 

traslados en base a lo dispuesto en el artículo 14 

del referido Convenio. En los supuestos regulados 

en el artículo 44 ET, entre los que se encuentra el 

examinado en la sentencia, salvo que exista 

pacto en contrario producido entre la empresa 
cesionaria y los representantes de los 

trabajadores una vez producida la transmisión, 

continuará siendo de aplicación el convenio 

colectivo de la empresa transferida. Aplicación 

que se mantendrá hasta la expiración de dicho 

convenio o hasta que entrase en vigor un nuevo 

convenio que resultase de aplicación a la 

empresa transmitida. Establecida la vigencia del 

convenio de FEVE, por no haberse producido 

ninguna circunstancia que lo impida, todo su 

contenido resulta de aplicación y, 

especialmente, la obligación de convocatoria de 

concursos de traslados prevista en su artículo 14 y 

reclamada por el sindicato accionante. Se 

confirma la sentencia de la sala de lo social de la 

Audiencia Nacional 

STS  

1469/2017 

INDEFINIDOS NO 

FIJOS/ DESPIDO 

COLECTIVO/ 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS 

30/03/2017 

(Rec. 

961/2015) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Despido. Amortización de plazas de personal 

laboral indefinido fijo en el Ayuntamiento de Los 

Barrios. Aunque la extinción de los contratos de 

trabajo se produjo por acuerdo de amortización 

adoptado antes de la entrada en vigor del RDL 

3/2012, se aplica la doctrina del Pleno de la Sala 

adoptada en la STS de 24 de junio de 2014 (rec. 

217/2013, Ayuntamiento de Albal), siguiendo 

también la decisión adoptada en la STS de 8 de 

julio de 2014 (rec. 2693/2013) referida a otro 

despido del mismo Ayuntamiento de Los Barrios a 

que se refiere éste recurso, en la que se 

establecía la doctrina complementaria de que 

también se aplica aquélla --con arreglo a la que 

no caben las amortizaciones de puestos de 

trabajo laborales en las administraciones públicas 

si no se acude al art. 51 ET-- incluso en supuestos 

en los que los ceses se hayan producido antes del 

12 de febrero de 2012. No existe vulneración de la 

tutela judicial efectiva (24.1 CE) ni se infringe el 

principio de seguridad jurídica (9.3 CE) por el 

hecho de haber cambiado la jurisprudencia y 

adaptarla a la norma vigente en el momento de 

los ceses; tampoco hay eficacia retroactiva 

alguna en las decisiones de la Sala, que se limitan 

a interpretar de manera diferente una norma 

preexistente a la fecha de entrada en vigor del 

RDL 3/2012. Se rechaza también la necesidad de 

plantear cuestión prejudicial al TJUE al amparo de 
lo previsto en el art. 267 TFUE a la vista de que en 

ningún momento se ha llevado a cabo 

aplicación de la Directiva 98/59, que no afecta a 

las Administraciones Públicas, y de la 

interpretación hecha por aquél en el Auto 

dictado en el asunto C-86/14, de 11 de diciembre 

de 2014, Ayuntamiento de Huétor Vega 

aplicando las cláusulas 2 y 3 y 5, apartado 1 del 

Acuerdo marco sobre el trabajo de duración 

determinada, Anexo de la Directiva 1999/70 CE, a 

los trabajadores indefinidos no fijos en la 

Administración 

STS  

1448/2017 

OTRAS SENTENCIAS 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 
DESEMPLEO 01/02/2017 

(Rec. 

517/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Desempleo. Reposición de prestaciones 

abonadas en anteriores regulaciones de empleo 

con suspensión del contrato o reducción de la 

jornada. Aplicación del RD 21/2013 de 25 de 

enero 

STS  

1116/2017 

DESPIDO 

OBJETIVO 

15/02/2017 

(Rec. 

1991/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Despido objetivo. Falta de puesta a disposición 

de la indemnización. Justificación atendiendo a 

las cuentas bancarias de la empresa. Estima 

recurso. Carga de la prueba. Reitera doctrina STS 

25-1-2005 (Rcud. 6290/2003). Fraude, no se 

presume 

STS  

1020/2017 

CONFLICTO 

COLECTIVO 

16/02/2017 

(Rec. 1/2016) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Iberia. Conflicto Colectivo. Interpretación de 

Acuerdos sobre extinciones. Conciliación judicial. 

Impugnación conciliación. Legitimación al 

efecto. No están legitimados los afectados por el 

acuerdo al no ser terceros y venir representados 

por la RLT y sindicatos intervinientes. En casación 

no se pueden plantear cuestiones nuevas, como 

la inadecuación del procedimiento en el que se 

produjo la conciliación, ni la falta de 

representatividad de quienes aprobaron los 

pactos y representaban casi al 80 por 100 del 

personal de tierra afectado, afirmación fáctica 

no combatida. Representaban también a 

prejubilados y jubilados, máxime cuando el 

acuerdo en conciliación no fue novatorio, sino 

interpretativo y acorde con tenor literal pacto 

inicial, razón por la que no produce efectos 

retroactivos 

STS  

1117/2017 

SALARIO 21/02/2017 
(Rec. 

621/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. ADIF. Complemento personal de 
antigüedad regulado en los artículos 121 y 

siguientes de la Normativa Laboral. El 

complemento está referido a niveles de salario y 

no a categorías. Reitera doctrina SSTS de 15 de 

julio de 2015, rcud. 2429/2014; 5 de mayo 2016 

(rcud. 1431/2015), 15 de julio de 2016 (rcud. 

595/2015) y 20 de septiembre de 2016 (rcud. 

6/2015) 

STS  
1118/2017 

TIEMPO DE 

TRABAJO/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

21/02/2017 

(Rec. 

125/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Trabajo de auxilio a domicilio art. 16 y 19 del 

Convenio Colectivo de Ayuda a Domicilio de la 

Comunidad de Madrid. Necesidad de concretar 

en los partes de trabajo extremos relativos al 

desarrollo de la jornada de trabajo 

STS  

1150/2017 

DESEMPLEO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/02/2017 

(Rec. 

1798/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

RCUD. Subsidio de desempleo para mayores de 

52 años. Requisito: rentas del solicitante. Falta de 

contradicción en el caso porque, en relación a la 

cuestión objeto del recurso, son perfectamente 

coincidentes las doctrinas contenidas en la 

sentencia recurrida y en la de contraste 

STS  

1246/2017 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN/ 

JUBILACIÓN 

21/02/2017 

(Rec. 

1253/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Recurso de suplicación: procedencia al concurrir 

afectación general por notoriedad; diferencias 

en la base reguladora de pensión de jubilación 

de beneficiario contratado a tiempo parcial. 

Reitera doctrina STS/4ª de 28 octubre 2014 (rcud. 

79/2014) 

STS  

1266/2017 

CONFLICTO 

COLECTIVO/ 

CONTRATAS/ 

EXTERNALIZACIÓN 

22/02/2017 

(Rec. 

120/2016) 

MORALO 

GALLEGO 

CONVENIO COLECTIVO ALTADIS, S.A. Contratas 

de obras de la propia actividad. Interpretación 

del art. 8 del CC. Se aprecia de oficio la falta de 

acción. La pretensión ejercitada en la demanda 

supone el ejercicio de una acción meramente 

declarativa, que no se sustenta en la existencia 

de una controversia real y actual entre las partes. 

Se interesa un pronunciamiento del órgano 

judicial a modo de dictamen jurídico sobre la 

interpretación que haya de hacerse del precepto 

convencional en litigio, en previsión de 

STS  

1119/2017 
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eventuales e hipotéticos conflictos de futuro. No 

se discute ninguna específica y singular contrata 

de la empresa que pudiere contravenir lo 

dispuesto en el convenio colectivo respecto a los 

compromisos alcanzados en materia de 

subcontratación de actividades por parte de la 

misma. Es apreciable de oficio la falta de acción 

derivada de la naturaleza meramente 

declarativa de la pretensión ejercitada en la 

demanda, en cuanto la ausencia de un interés 
protegible afecta al derecho de acceso a la 

jurisdicción que es cuestión de orden público. Se 

reitera doctrina en este extremo, SSTS 24/6/1997 

(rec.2697/1996); 16/3/1999 (rec.2094/1998) 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

23/02/2017 

(Rec. 

1980/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Caducidad del expediente y 

responsabilidad de la Mutua por prestaciones 

derivadas de EP y causadas antes de 2008 

.CRITERIOS.- 1) Si el INSS declara la 

responsabilidad de la Mutua respecto de 

prestaciones por enfermedad profesional, la 

ausencia de reclamación previa y temporánea 

impide reiniciar el procedimiento.2) El art. 71 LRJS 

(caducidad del expediente) se refiere a 

prestaciones y a beneficiarios, no a las entidades 

colaboradoras y a reclamaciones por imputación 

de responsabilidad.3) Imposibilidad de que la 

Mutua reabra la reclamación si la primera 

resolución quedó firme, por no ser acto 

prestacional ni estar dirigido al beneficiario. 

NOTA.- Reitera y aplica doctrina de SSTS 15 (2) 

junio 2015 (rcud 2766 y 3477/2014, Pleno), 20 julio 

2015 (rec. 3420/2014), 14 septiembre 2015 (rcud 

3775/2014), 15 (3) septiembre 2015 (rcud 

3477/2014, 3745/2014, 96/2015), 15 octubre 2015 

(rec. 3852/2014), 20 octubre 2015 (rec. 3927/2014), 

15 diciembre 2015 (rec. 288/2015), 22 junio 2016 

(rec. 3276/2015), 1045/2016 de 9 diciembre (rec. 

1102/2015), 1065/2016 de 16 diciembre (rec. 

1900/2015) y otras muchas 

STS  

1139/2017 

DESPIDO/ 

EMPRESA/ 

EMPRESARIO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

 

23/02/2017 

(Rec. 

1166/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Despido improcedente. Responsabilidad solidaria 

de persona física en un grupo de empresas 

patológico. Inexistencia de contradicción, por 

declararse probado en la de contraste una 

participación fraudulenta inexistente en autos 

STS  

1157/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

28/02/2017 

(Rec. 

760/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Despido colectivo que finalizó con acuerdo. 

Impugnación del despido individual. Inexigibilidad 

de comunicación a la RLT. Instituto Valenciano de 

Vivienda, SA (IVVSA). Reitera doctrina 

STS  

1124/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

28/02/2017 

(Rec. 

2422/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

MUTUA MUTUALIA MUTUA DE ACCIDENTES DE 

TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL. El INSS y, posteriormente la 

sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 

Superior de Justicia del País Vasco de 20 de 
diciembre de 2011, le reconocieron a D Juan 

José Barandiarán Erauskin en situación de IPA 

derivada de enfermedad profesional, 

declarando responsable a la Mutua Mutualia, 

que procedió a constituir el capital-coste. Es 

inatacable el acto administrativo que ha ganado 

firmeza ya que el artículo 71 LRJS, que establece 

la excepción a dicho previsión legal, va 

exclusivamente referida al «reconocimiento» de 

las prestaciones, que era precisamente a lo que 

se limitaba la jurisprudencia que el precepto ha 

positivizado, y que la misma -la excepción- tiene 

por destinatario implícito al «beneficiario», no a las 

Entidades colaboradoras. No cabe que la Mutua 

STS  

1148/2017 
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impugne la decisión del INSS, que declaró su 

responsabilidad en el abono de las prestaciones 

derivadas de enfermedad profesional, más de un 

año después de que haya ganado firmeza la 

citada decisión. Reitera sentencias de Pleno de 

15 de junio de 2015, recurso 2648/2014 y 

2766/2014 

ACCIDENTE DE 

TRABAJO/ 

ENFERMEDAD 

PROFESIONAL/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

 

28/02/2017 

(Rec. 

1694/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. Incapacidad permanente por 

enfermedad profesional [asbestosis]. Se 

desestima el recurso por defectuosa formulación -

inexistente relación circunstanciada y deficiente 

fundamentación de la infracción- y por falta de 

contradicción. Reitera criterios sentencias 04-03-

2015 (rcud. 749/2014) y 28-04-2016 

(rcud.2708/2014), dictadas en casos idénticos 

STS  

1149/2017 

ACCIDENTE DE 

TRABAJO/ 

ENFERMEDAD 

PROFESIONAL/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

28/02/2017 

(Rec. 

3010/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Accidente de trabajo. Desestima. Falta de 

contradicción 

STS  

1151/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

28/02/2017 

(Rec. 

2836/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Responsabilidad de la Mutua en prestaciones por 

enfermedad profesional: la ausencia de 

reclamación previa en el plazo legal impide que 

la Mutua reinicie el procedimiento con ulterior 

reclamación. La previsión del art. 71 LRJS 

(exclusiva caducidad del expediente quedando 

intacto el derecho sustantivo) únicamente se 

refiere al reconocimiento/denegación de 
prestaciones y a las personas individuales 

interesadas, no a las entidades colaboradoras y a 

reclamaciones por imputación de 

responsabilidad. Reitera doctrina STS/4ª/Pleno 15 

junio 2015 (rcud. 2766/2014 y 2648/2014), seguida 

por otras muchas posteriores. Se desestima la 

pretensión de la Mutua de reintegro del capital 

coste constituido 

STS  

1152/2017 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

ADMINISTRACIÓN 

LABORAL Y 

DERECHO 

ADMINISTRATIVO 

DE TRABAJO 

01/03/2017 

(Rec. 

3519/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Proceso de oficio previsto en el artículo 148 b) 

LRJS. Legitimación activa: la ostenta la Autoridad 

Laboral. Por tal hay que comprender a la TGSS en 

las infracciones en materia de Seguridad Social 

cuya potestad sancionadora le corresponda en 

virtud de norma aplicable al caso. En el supuesto 

debatido la potestad sancionadora le 

corresponde a la TGSS en virtud de lo previsto en 

el artículo 4.1 a) 1º del Reglamento General para 

la imposición de sanciones por infracciones del 

orden social y para los expedientes de regulación 

de liquidación de cuotas a la Seguridad Social, 

aprobado por RD 928/1998, de 14 de mayo en 

relación a los artículos 22.2 y 23.1 b) LISOS. Se 

estima el recurso 

STS  

1120/2017 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

ADMINISTRACIÓN 

LABORAL Y 

DERECHO 

ADMINISTRATIVO 

DE TRABAJO 

01/03/2017 

(Rec. 

1172/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. Legitimación activa de la Tesorería 

General de la Seguridad Social para interponer 

demanda de oficio sobre existencia de relación 

laboral -artículo 148 d) LRJS- estimación del 

recurso 

STS  

1445/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

02/03/2017 

(Rec. 

3134/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Pensión viudedad. Uniones de hecho. Para 

causarla no basta la inscripción en Registro 

Parejas de Hecho. Es preciso que los convivientes 

no tengan vínculo matrimonial con otra persona y 

que no estén impedidos para contraer 

matrimonio. Sigue doctrina sentada para otros 

supuestos de hecho distintos en sentencias que se 

STS  

1142/2017 
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citan 

VACACIONES/ 

CONFLICTO 

COLECTIVO 

02/03/2017 

(Rec. 

151/2016) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Conflicto colectivo. Air Nostrum Lam, S. A. La 

demanda del sindicato SEPLA propugnaba el 

derecho de los pilotos a disfrutar las vacaciones 

anuales, sin limitación alguna, por tramos de 

quince días, en cualquiera de los meses del año, 

en particular en julio y agosto de 2016. La 

Audiencia Nacional desestima la demanda y la 

sala IV del Tribunal Supremo desestima el recurso 

de casación del sindicato y confirma aquella 

resolución por ajustarse a las previsiones 

convencionales y por aplicación de la reiterada 

doctrina jurisprudencial sobre el margen de 

apreciación del órgano de instancia en la 

interpretación de convenios y acuerdos 

colectivos 

STS  

1143/2017 

TIEMPO DE 

TRABAJO/ 

VACACIONES/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

 

02/03/2017 

(Rec. 

107/2016) 

BLASCO 

PELLICER 

Interpretación del artículo 61 del IV Convenio 

Colectivo de la empresa Cremoni Rail Ibérica, 

S.A. Los días de descanso adicional, 

compensatorios de los días festivos, que están 

previstos en el mencionado precepto para el 

personal que trabaje a turnos no tienen 

naturaleza vacacional y, consecuentemente, no 

se le aplican las garantías que el convenio prevé 

para las vacaciones. En concreto, si un 

trabajador causa IT o maternidad en período 

coincidente con tales días de compensación de 

festivos no tiene derecho a disfrutar el descanso 

en otro momento, como sí ocurre cuando se trata 

de período vacacional. Validez de la 

interpretación del órgano de instancia en la 

interpretación de preceptos convencionales 

salvo que la misma sea arbitraria o irracional, lo 
que no es el caso. Confirma sentencia sala de lo 

Social de la Audiencia Nacional 

STS 

1153/2017 

PRESCRIPCIÓN 02/03/2017 

(Rec. 

2452/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Reclamación del premio de antigüedad 

establecido en el V Convenio Colectivo de 

empresas de enseñanza privada sostenidas total 

o parcialmente con fondos públicos. Solicitud 

planteada cuando había transcurrido el plazo de 

dos meses previsto en la Resolución de la 

Secretaría General Técnica de la Consejería de 

Educación de la Junta de Andalucía, pero dentro 

del plazo de un año previsto en el Estatuto de los 

Trabajadores. La acción no está prescrita y la 

cantidad debe ser abonada por la Junta de 

Andalucía. Reitera doctrina STS de 1 de abril de 

2016, recurso 3392/2014 

STS  

1156/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

02/03/2017 

(Rec. 82/2016) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Conflicto colectivo en la universidad politécnica 

de Cataluña. Inadecuación de procedimiento. 

La modalidad procesal adecuada para 

impugnar un acuerdo colectivo con valor de 

convenio es el del capítulo IX de la LJS [arts. 163 A 

166] 

STS  

1160/2017 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

ADMINISTRACIÓN 

LABORAL Y 

DERECHO 

ADMINISTRATIVO 

DE TRABAJO 

03/03/2017 

(Rec. 

364/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Demanda de oficio precedida de actuación 

inspectora mediante actos de infracción y 

liquidación. Legitimación activa. La ostenta la 

Tesoreria General de la Seguridad Social 

STS  

1144/2017 

JUBILACIÓN/ 

CESIÓN ILEGAL DE 

TRABAJADORES/ 

COMPETENCIA Y 

JURISDICCIÓN/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

07/03/2017 

(Rec. 

3857/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Cesión ilegal de trabajadores. Responsabilidad 

solidaria de las empresas demandadas respecto 

de la obligación de cotización a la Seguridad 

Social española en un supuesto en el que el 

trabajador prestaba servicios en un buque de 

bandera marroquí. Resulta de aplicación el 

sistema español de Seguridad Social ya que el 

trabajador fue cedido por una empresa española 

STS  

1121/2017 
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a una empresa extranjera. Falta de contradicción 

pues la sentencia de contraste contempla un 

supuesto en el que no existe cesión ilegal sino 

trabajo para una empresa hispano-marroquí en 

un buque abanderado en Marruecos. Reitera 

solución de los rcuds. 1353/2015 y 2893/2015 

deliberados en la misma fecha. Falta de 

legitimación del ISM y TGSS para recurrir puesto 

que no recurrieron la sentencia de instancia que 

fue confirmada íntegramente por la de 

suplicación aquí recurrida 

JUBILACIÓN/ 

CESIÓN ILEGAL DE 

TRABAJADORES/ 

COMPETENCIA Y 

JURISDICCIÓN/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

07/03/2017 

(Rec. 

1353/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Pensión de jubilación. Falta de cotización. 

Inexistencia de contradicción. La sentencia 

recurrida declara la responsabilidad solidaria de 

las empresas demandadas al considerar 

concurrente una situación de cesión ilegal de 

trabajadores, que obligaba a la empresa 

española a cotizar a la seguridad social en 

España. En la de contraste no se plantea la 

cesión ilegal, y parte de la consideración de 

estimar ajustada a derecho la contratación del 

trabajador a través de una empresa conjunta 

hispano-marroquí, por lo que la prestación de 

servicios en un buque abanderado en Marruecos 

no obligaba a cotizar a la seguridad social 

española. Misma solución RCUDS. 2893/2015 y 

3857/2015 deliberados en el día de hoy 

STS  

1134/2017 

JUBILACIÓN/ 

CESIÓN ILEGAL DE 

TRABAJADORES/ 
COMPETENCIA Y 

JURISDICCIÓN/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

07/03/2017 

(Rec. 

2893/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Alta y cotización de trabajadores españoles 

embarcados por empresa española en buques 

de bandera de Marruecos, propiedad de 
sociedad marroquí. Cesión ilegal. Falta de 

contradicción. Costas procesales: estimación 

parcial del recurso de suplicación. No cabe 

imposición de costas 

STS  

1163/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

07/03/2017 

(Rec. 58/2016) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Impugnación del Convenio Colectivo de CITIUS 

OUTSOURCING ENTERPRISE SL por UGT y CCOO. El 

convenio ha sido negociado por los delegados 

de personal de los centros de trabajo de Madrid, 

Barcelona y Sevilla y su artículo 1 dispone que 

será de aplicación a todos los trabajadores y 

trabajadoras que la empresa Citius Outsourcing 

Enterprise SL tenga adscritos en cualquier centro 

de trabajo de la misma en el territorio nacional, 

así como los que en un futuro puedan constituirse. 

La sentencia de instancia declara la nulidad del 

Convenio por falta de correspondencia entre la 

representatividad de los negociadores y los 

ámbitos personal y territorial del Convenio. 

Recurre la empresa: Se desestima el recurso 

STS  

1140/2017 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

ADMINISTRACIÓN 

LABORAL Y 

DERECHO 

ADMINISTRATIVO 

DE TRABAJO 

07/03/2017 

(Rec. 

3675/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Procedimiento de oficio (art. 148 b) LRJS). 

Legitimación activa: la TGSS constituye la 

"autoridad laboral" legitimada para el caso de 

infracciones en materia de SS. Idéntica doctrina 

Rcud. 3519/2015 y otros 

STS  

1141/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

07/03/2017 

(Rec. 

1909/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. 1º Recurso INSS y TGSS.  Cuestión : 

Procedimiento social. Si por resolución del INSS se 

declara la responsabilidad de una Mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la Mutua reinicie 

el procedimiento con ulterior reclamación, 

porque la previsión del art. 71 LRJS, limitando los 

efectos del defecto de formulación de demanda 

a la exclusiva caducidad del expediente y 

STS  

1145/2017 
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dejando intacto el derecho sustantivo, 

únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 

las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad.- Estimación 

íntegra del recurso. Reitera doctrina SSTS/IV 15-

junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 

3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 3477/2014), 
15-septiembre-2015 (rcud 86/2015) y 16-

diciembre-2015 (rcud 441/2015); 2-marzo-2016 

(rcud 995/2015), 4-mayo-2016 (rcud. 732/2015), 

01-junio-2016 (rcud. 1821/2015), 07-junio2016 

(rcud. 555/2016) 18-octubre-2016 (rcud 1915/2015) 

y 17-enero-2017 (rcud 393/2015) 2º Cuestión : 

Recurso de la Mutua para limitar a tres meses el 

efecto de la condena al INSS. Falta de 

contradicción, e irrelevancia en todo caso, dada 

la estimación del recurso de las Entidades 

Gestoras y carecer del derecho a la devolución 

la Mutua. Desestimación de su recurso. Reitera 

doctrina SSTS/IV 02-marzo-2016 (rcud. 995/2015), 

18-octubre-2016 (rcud 1915/2015) y 17-enero-2017 

(rcud 3393/2015) 

SINDICATOS 07/03/2017 

(Rec. 

101/2016) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Secciones y Delegados Sindicales. Agrupación de 

centros de trabajo. La organización de la 

representación sindical en la empresa 

corresponde al sindicato quien puede tomar 

como referencia, a efectos del nombramiento de 

sus representantes, la empresa, el centro de 

trabajo o la agrupación de centros de trabajo 

constituida a efectos electorales (Reitera 

doctrina. Por todas la S. 21-6-2016 (R. 182/2015) y 

las de 12-7-2016 (R. 361/2014) y 11-1-2017 (R. 

11/2016) 

STS 

1162/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

07/03/2017 

(Rec. 

3016/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Procedimiento Laboral. Si por resolución del INSS 

se declara la responsabilidad de una Mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la Mutua reinicie 

el procedimiento con ulterior reclamación, 

porque la previsión del art. 71 LRJS, limitando los 

efectos del defecto de formulación de demanda 

a la exclusiva caducidad del expediente y 

dejando intacto el derecho sustantivo, 

únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 

las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad. Reitera doctrina 

SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno) y 15-

junio-2015 (rcud 2648/2014, Pleno), 20-julio-2015 

(rcud.3420/2014), 9-septiembre-2015 (rcud 

3775/2014),14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 
15-septiembre-2015 (rcud 3477/2014), 15-octubre-

2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-2015 (rcud 

11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 

16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-marzo-2016 

(rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-

mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-junio-2016 (rcud 

443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015) 

STS  

1164/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

07/03/2017 

(Rec. 89/2016) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Conflicto colectivo en la Universidad de 

Barcelona. Inadecuación de procedimiento. La 

modalidad procesal adecuada para impugnar 

un acuerdo colectivo con valor de convenio es la 

del capítulo ix de la LRJS (artsS. 163 a 166)  

STS  

1166/2017 

JUBILACIÓN/ 

SEGURIDAD 

08/03/2017 

(Rec. 

CALVO 

IBARLUCEA 

Jubilación. Base reguladora. Responsabilidad por 

infracotización. Personal dependiente del Insalud 

STS  

1154/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 
SOCIAL: 

PRESTACIONES 

2376/2015) hasta el traspaso de competencias a la Junta de 

Castilla y León. Responsabilidad del INGESA por la 

infracotización habida durante la dependencia 

del INSALUD al no haber repuesto la entidad 

gestora el tipo de cotización al adecuado 

cuando cesó la situación de pluriempleo del 

interesado debido a la incompatibilidad entre la 

actividad por cuenta del INSALUD y la realizada 

para otra Administración 

DESPIDO 

COLECTIVO 

 

08/03/2017 

(Rec. 

1523/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

DESPIDO COLECTIVO EN BANKIA. Impugnación 

individual. Suficiencia de la comunicación escrita. 

Inexistencia de contradicción porque el asunto 

de la sentencia referencial se refiere a una 

distinta empresa y no es comparable el 

contenido de la carta de despido. Notificación 

de la carta a la representación legal de los 

trabajadores, no es exigible. Reitera doctrina. SSTS 

21/12/2016, rcud.52/2015; 16/03/16, rcud 832/15; 

30/03/16, rcud 2797/14; 07/04/16,rcud 426/15; 

20/04/16,rcud 130515., entre otras 

STS  

1155/2017 

INCAPACIDAD 

PERMANENTE/ 

SEGURIDAD 

SOCIAL: 

PRESTACIONES 

08/03/2017 

(Rec. 

2686/2015) 

VIROLES PIÑOL Incapacidad Permanente Total. Cumplimiento 

del requisito de situación asimilada al alta. 

Flexibilización de la exigencia del requisito de alta 

o asimilada.- Se debe tener por cumplido el 

requisito de estar en alta cuando éste concurría 

al iniciarse acontecer que conduce al hecho 

causante situación de incapacidad permanente 

y es fundadamente explicable que se hayan 

descuidado los resortes legales prevenidos para 

continuar formalmente en alta o asimilada.- 
Reitera doctrina, entre otras, SSTS/IV 26-enero-

1998 (rcud 1385/1997), 25-julio-2000 (rcud 

4436/1999), y 3-junio-2014 (rcud. 2588/2013) 

STS  

1161/2017 

DESEMPLEO 08/03/2017 

(Rec. 

3340/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Reposición de prestaciones por desempleo en 

crisis arrastradas con ERTES en 2010 y 2011, siendo 

extinguido el contrato mediante Auto del 

Juzgado de lo Mercantil el 2 enero 2013. La 

interpretación finalista y constitucional de la 

norma conduce excepcionalmente a que se 

tenga por extinguido dentro de plazo (acababa 

el 31 de diciembre 2012) el contrato al que le 

pone término Auto del Juzgado de lo Mercantil 

dictado el primer día hábil posterior (2 enero). Se 

confirma STSJ Cataluña 26-11-2014 aunque por 

distintos fundamentos. Reitera STS 16-12-2016, 

RCUD 439/2015 y de 28-04-2016 (R. 356/2016) 

STS  

1165/2017 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

08/03/2017 

(Rec. 

162/2016) 

AGUSTI JULIA Recurso de casación ordinario. Conflicto 

colectivo. Incumplimiento empresarial 

determinación destino incentivos. Recurso 

defectuoso de la empresa. Únicamente se 

formula un motivo por error en la apreciación de 

la prueba. No hay motivo de infracción de norma 

jurídica ni de jurisprudencia 

STS  

1248/2017 

DERECHOS 

FUNDAMENTALES/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

08/03/2017 

(Rec. 

162/2016) 

AGUSTI JULIA RCUD. Reclamación de indemnización en 

concepto de daños morales derivados de 

vulneración de derechos fundamentales. Falta de 

contradicción 

STS  

1272/2017 

DESEMPLEO 09/03/2017 

(Rec. 

3503/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Subsidio desempleo por cargas familiares. El 

esposo de la beneficiaria percibe durante ocho 

meses un salario en promedio cercano a 2.000 

euros mensuales. La falta de comunicación de 

esos ingresos determina la aplicación de los 

artículos 25.3 y 47.1 b) de la LISOS que tipifican la 

ausencia de información sobre datos relevantes 

en el ámbito del percibo de la prestación como 

falta grave, a la que anuda la sanción de 

STS  

1138/2017 
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pérdida del derecho al subsidio. Reitera doctrina 

del Pleno, STS 19/2/2016, rcud.3035/2014 Subsidio 

desempleo por cargas familiares. El esposo de la 

beneficiaria percibe durante ocho meses un 

salario en promedio cercano a 2.000 euros 

mensuales. La falta de comunicación de esos 

ingresos determina la aplicación de los artículos 

25.3 y 47.1 b) de la LISOS que tipifican la ausencia 

de información sobre datos relevantes en el 

ámbito del percibo de la prestación como falta 
grave, a la que anuda la sanción de pérdida del 

derecho al subsidio. Reitera doctrina del Pleno, 

STS 19/2/2016, rcud.3035/2014 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

09/03/2017 

(Rec. 

3113/2015) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Prestaciones por muerte y supervivencia 

derivadas de enfermedad profesional. 

Responsabilidad del pago. Incumbe a la Mutua 

que lo asumió inicialmente dejando firme la 

resolución administrativa. Reitera doctrina SSTS/IV 

15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno) y 15-junio-

2015 (rcud 2648/2014, Pleno) 

STS  

1146/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

09/03/2017 

(Rec. 

565/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Despido Colectivo en Bankia. Impugnación 

individual. Suficiencia de la comunicación escrita. 

Inexistencia de contradicción porque el asunto 

de la sentencia referencial se refiere a una 

distinta empresa y no es comparable el 

contenido de la carta de despido. Notificación 

de la carta a la representación legal de los 

trabajadores, no es exigible. Reitera doctrina. SSTS 

21/12/2016, rcud.52/2015; 16/03/16, rcud 832/15; 

30/03/16, rcud 2797/14; 07/04/16, rcud 426/15; 

20/04/16, rcud 130515., entre otras 

STS  

1158/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

 

09/03/2017 

(Rec. 19/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Demanda de revisión interpuesta por el 

trabajador frente a sentencia de la Sala de lo 

Social del Tribunal Superior de Justicia de 

Andalucía, sede de Granada, de 23 de octubre 

de 2013, recurso 1575/2013, que declaró la 

improcedencia de su despido. La acción está 

caducada porque la parte fija el inicio del plazo 

de caducidad de tres meses en la fecha en la 

que el TS le deniega la entrega de certificación 

de la sentencia -que pidió el 9 de diciembre de 

2014- dictada el 17 de febrero de 2014, casación 

142/2013, Consorcio UTEDLT de Andújar (Sierra 

Morena). Aún cuando no estuviera caducada, se 

desestimaría la demanda ya que no concurre 

maquinación fraudulenta. Reitera doctrina de las 

sentencias de 21 de enero de 2016, revisión 

24/2015, 20 de octubre de 2016, revisión 17/2015 y 

26/2015 y 19 de enero de 2017, revisión 16/2015 

STS  

1159/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA/ 

REGÍMENES 

ESPECIALES DE LA 

SEGURIDAD 

SOCIAL 
 

09/03/2017 

(Rec. 

1727/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Prestaciones por muerte y supervivencia 

(viudedad) en el R.E.A. el requisito de estar al 

corriente se cumple cuando los familiares han 

abonado las cuotas pendientes después del 

fallecimiento. Reitera doctrina (SSTS4ª 31-5-2004, 

pleno, que revisa doctrina anterior, 18-1-2005 Y 
26-4-2005; RR. 2343/03, 5889/03 y 2053/04) 

STS  

1167/2017 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

ADMINISTRACIÓN 

LABORAL Y 

DERECHO 

ADMINISTRATIVO 

DE TRABAJO 

09/03/2017 

(Rec. 

2958/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Demanda de la TGSS en solicitud de que se 

declare que las mujeres a que se refiere un acta 

de infracción levantada por la Inspección de 

Trabajo prestan servicios de naturaleza laboral 

para la empresa demandada que constituye un 

club de alterne. Estimación de oficio de la 

excepción de falta de legitimación activa de 

dicha Tesorería: no procede, hallándose ésta 

habilitada legalmente para ejercer la acción 

correspondiente 

STS  

1169/2017 

SECTOR PÚBLICO 14/03/2017 

(Rec. 

140/2016) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Conflicto colectivo. Devolución de la paga extra 

suprimida por el art. 2.2 y 2.5 del RDL 20/2012 en la 

Corporación Catalana de Medios Audiovisuales -

STS  

1170/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

Televisión-- No procede aplicar la reducción con 

anterioridad a la entrada en vigor (15-7-2012) de 

esa norma y, por tanto, es correcta la decisión de 

la sentencia recurrida cuando reconoce el 

derecho de los trabajadores afectados por el 

conflicto a percibir la paga extra de diciembre 

de 2012 en cantidad proporcional a la 

devengada desde el 1 hasta el 14 de julio de 

2012 para quienes percibían dos pagas, o la 

devolución de la parte devengada en esa fecha 

del 7,14% de la retribuciones anuales, detraído a 

quienes tenían acreditadas más de dos pagas 

extras al año. Reitera doctrina SSTS de 9 

diciembre 2015 (rec. 12/2015), 16 diciembre 2015 

(rec. 13/2015), 17 diciembre 2015 (rec. 22/2015) la 

STS nº 20/2016, de 20 de enero (rec. 220/2014) y 

STS nº 29/2016, de 21 de enero (recurso 277/2013) 

ACCIDENTE DE 

TRABAJO/ 

ENFERMEDAD 

PROFESIONAL 

14/03/2017 

(Rec. 

1083/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Recargo de prestaciones: Se mantiene el 

incremento del 50% su determinación opera en 

los límites del artículo 123.1 de la LGSS, sin 

supeditación a una previa calificación de la falta 

en los términos de la LISSOS. Reitera doctrina SSTS 

de 4 de marzo de 2014 (R.C.U.D 788/2013) y 26-4-

2016 (RCUD 149/2015) 

STS  

1247/2017 

DESEMPLEO 14/03/2017 

(Rec. 

3871/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Desempleo: incidencia ausencia en territorio 

español por tiempo inferior a 90 días sin previa 

comunicación al SPEE de beneficiarios: 

Delimitación concepto "traslado de residencia" ex 

art. 213.g) LGSS.- Alcance obligaciones de 

comunicación y documentación a cargo 
beneficiarios.- Reitera doctrina, entre otras, 

SSTS/IV 18-octubre-2012 (rcud 4325/2011), 23-

octubre-2012 (rcud 3229/2011), 24-octubre-2012 

(rcud 4478/2011), 30-octubre-2012 (rcud 

4373/2011), 17-junio-2013 (rcud 1234/2012), 17-

septiembre-2013 (rcud 2646/2012), 22-octubre-

2013 (rcud 3200/2012), 23-octubre-2013 (rcud 

84/2013), 4-noviembre-2013 (rcud 3258/2012), 13-

noviembre-2013 (rcud 1691/2012), 10-marzo-2014 

(rcud 1432/2013), 27-marzo-2014 (rcud 3079/2012), 

8-abril-2014 (rcud 2675/2012), 3-junio-2014 (rcud 

1518/2013), 22-septiembre-2014 (rcud 2834/2013), 

15-abril-2015 (rcud 3266/2014, Pleno) y 29 -junio-

2015 (rcud 2896/2014); dictadas con relación a 

hechos causantes acaecidos con anterioridad a 

entrada en vigor Real Decreto-ley 11/2013.- 

STS  

1267/2017 

SECTOR PÚBLICO 14/03/2017 

(Rec. 

299/2014) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Conflicto colectivo. Aplicación de la reducción 

salarial prevista en el RD-Ley 20/2012 a las 

entidades representadas por la «Unió Catalana 

d’Hospitals» y «Asociació Patronal Sanitária 

Social». Concepto de sector público, a los 

efectos de la aquella disposición 

STS  

1268/2017 

CONTRATOS 

TEMPORALES/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

14/03/2017 

(Rec. 

3008/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

SERVICIO EXTREMEÑO DE PROMOCIÓN DE LA 

AUTONOMÍA Y ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA -

SEPAD- (JUNTA DE EXTREMADURA). Reclamación 

de trienios correspondientes a los servicios 

prestados al amparo de sucesivos contratos 

temporales, existiendo entre la finalización de uno 

de ellos y el comienzo del siguiente un lapso de 

tiempo superior a un año. La sentencia recurrida 

ha confirmado la de instancia que desestimó la 

demanda. Falta de contradicción 

STS  

1271/2017 

JUBILACIÓN 

PARCIAL/ 

CONTRATO DE 

RELEVO/ DESPIDO 

14/03/2017 

(Rec. 

2714/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Contrato de relevo. Demandas acumuladas de 

despido y cantidad por vacaciones no 

disfrutadas. Cese de la trabajadora tras la 

jubilación anticipada a los 64 años del trabajador 

parcialmente jubilado y relevado por aquélla con 

STS  

1274/2017 
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formalización por la empleadora de un nuevo 

contrato de obra con otro trabajador por el 

tiempo restante hasta los 65 años del relevado: 

no hay causa justificativa del despido 

SECTOR PÚBLICO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

14/03/2017 

(Rec. 

2750/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Conflicto colectivo. Demanda de CCOO para 

que se declare que la práctica de la empresa -

sociedad de economía mixta fundada por el 

Ayuntamiento de Blanca, con 306 

participaciones sociales de un total de 600, y una 

sociedad limitada- de suspender el abono de la 
paga extra de diciembre de 2012 a todos sus 

trabajadores no directivos resulta contraria a 

Derecho por carecer de norma que le 

proporcione cobertura jurídica y contraviene el 

32 convenio colectivo de aguas: falta de 

contradicción 

STS  

1276/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

14/03/2017 

(Rec. 

1218/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Entrega de la carta de despido derivada 

de ERE a la RLT. PUNTOS DESTACADOS.-1) Entrega 

de copia "del escrito de preaviso" individual a la 

RLT en el seno de un despido. Examen de la 

contradicción. Rectificación del criterio 

contenido en ATS 8 septiembre 2015 (rec. 

3560/2014).2) El traslado de la comunicación 

individual al trabajador afectado en el marco del 

despido colectivo no es necesario para su 

validez. Se trata de obligación propia del despido 

objetivo del art. 52.c ET.3) Reitera doctrina de SSTS 

228/2016 de 16 marzo (rec. 832/2015) y 251/2016 

de 30 de marzo (rec. 2797/2014) y otras muchas. 

FALLO.- De acuerdo con Ministerio Fiscal, estima 

recurso frente a STSJ Extremadura 74/2015 

STS  

1172/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

14/03/2017 

(Rec. 

105/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Convenio de empresa multicéntrica 

negociado por el comité de un centro de trabajo 

e impugnado por UGT y CCOO. NOTA.- Recurso 

de casación estrictamente procesal, sin 

cuestionar la decisión de fondo (nulidad del 

convenio, por ignorar el "principio de 

correspondencia"). PUNTOS EXAMINADOS.- 1) Los 

sindicatos más representativos poseen 

legitimación para impugnar directamente un 

convenio colectivo ya registrado y publicado.2) 

No es motivo de casación que se haya 

presentado la demanda de impugnación de 

convenio sin haber agotado previamente el 

trámite preprocesal de los conflictos colectivos. 3) 

La exclusión de la necesidad de agotar trámite 

preprocesal para impugnar convenios colectivos 

(art. 64 LRJS) opera tanto en los casos de 

actuación de oficio cuanto en los de 

impugnación directa por los sujetos legitimados. 

Aplica criterio de STS 2 diciembre 2015 (rec. 

326/2014). FALLO.- De acuerdo con Ministerio 

Fiscal, desestima recurso frente a SAN 144/2015 

STS  

1416/2017 

SECTOR PÚBLICO/ 

MODIFICACIÓN 
SUSTANCIAL DE 

LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO 

15/03/2017 

(Rec. 
159/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

Tema.- Conflicto colectivo en IBERMUTUAMUR, 

sobre complemento de incapacidad temporal. 
Puntos abordados.-1) Sujeción de los convenios 

colectivos para sector público a lo previsto en la 

LPGE y otras disposiciones. Recuerda doctrina.2) 

Pertenencia de la Mutua al sector público estatal 

de carácter administrativo. Recuerda doctrina.3) 

Aplicación directa de las previsiones legales, sin 

necesidad de descuelgue o de modificación 

sustancial de condiciones de trabajo. Recuerda 

doctrina.4) Previsiones del RDL 20/2012 sobre 

complemento de incapacidad temporal: solo 

afecta a Administraciones Públicas, no a las 

Mutuas.Fallo.- Coincidiendo con Informe del 

Ministerio Fiscal, confirma la SAN 46/2016 

STS  

1174/2017 

CONVENIOS 16/03/2017 GILOLMO Conflicto colectivo. Grupo Airbus (AIRBUS STS  
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 
COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA/ 

SALARIO 

 

(Rec. 

122/2016) 

LOPEZ OPERATIONS, SL; EADS-CASA ESPACIO, SLU; AIRBUS 

HELICOPTERS, SA; Y AIRBUS DEFENCE AND 

SPACE).la denominada "paga variable o por 

objetivos" y la de beneficios deben abonarse 

conforme a un nuevo cálculo, distinto al 

efectuado por la empleadora. La sala iv del 

tribunal supremo desestima el recurso de 

casación común de las empresas demandadas y 

confirma la sentencia de la sala de lo social de la 

audiencia nacional que interpreta el modo de 

cálculo de aquellas retribuciones porque ni 

siquiera se denuncia la infracción de cualquier 

norma del ordenamiento jurídico o de la 

jurisprudencia que pudieren resultar aplicables 

para resolver la cuestión objeto de debate. 

Reglas de interpretación y límites de su denuncia 

en el ámbito del recurso de casación común. 

Doctrina sobre el margen de apreciación del 

órgano de instancia en la interpretación de 

acuerdos colectivos 

1168/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

16/03/2017 

(Rec. 93/2016) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Impugnación del convenio colectivo estatal de 

empresas de seguridad por la Asociación de 

Empresas de Seguridad Privada Integral -AESPRI- y 

por el sindicato Alternativa Sindical de 

Trabajadores de Seguridad Privada. Falta de 

legitimación de los vocales de la comisión 

negociadora del Convenio. Interesan la nulidad 

del Convenio por estar indebidamente 

constituida la mesa negociadora ya que 

APROSER solo representa a 12 empresas de un 
sector de 424 empresas y en la comisión 

negociadora tiene diez vocales -de un total de 

quince- debiendo repartirse los vocales en 

función de las empresas o de forma mixta, 

atendiendo a las empresas y a los trabajadores. 

La sentencia de la Audiencia Nacional desestima 

las demandas. Recurre AESPRI. Se desestima el 

recurso 

STS  

1182/2017 

SECTOR PÚBLICO 16/03/2017 

(Rec. 

117/2016) 

AGUSTI JULIA Recurso de casación ordinario. Conflicto 

colectivo. Personal laboral de la "CORPORACIÓ 

CATALANA DE MITJANS AUDIOVISUALS, S.A" 

(Catalunya Radio). Devolución de la paga extra 

suprimida por el art. 2.2 y 2.5 del RDL 20/2012 en la 

Corporación Catalana de Medios Audiovisuales 

(medio CATALUNYA RADIO). No procede aplicar 

la reducción con anterioridad a la entrada en 

vigor (15-7-2012) de esa norma y, por tanto, es 

correcta la decisión de la sentencia recurrida 

cuando reconoce el derecho de los trabajadores 

afectados por el conflicto a percibir la paga 

extra de diciembre de 2012 en cantidad 

proporcional a la devengada desde el 1 hasta el 

14 de julio de 2012 para quienes percibían dos 

pagas, o la devolución de la parte devengada 

en esa fecha del 7,14% de la retribuciones 

anuales, detraído a quienes tenían acreditadas 

más de dos pagas extras al año. Se desestiman 

los dos recursos. Reitera doctrina SSTS de 9 

diciembre 2015 (rec. 12/2015), 16 diciembre 2015 

(rec. 13/2015), 17 diciembre 2015 (rec. 22/2015) la 

STS nº 20/2016, de 20 de enero (rec. 220/2014), STS 

nº 29/2016, de 21 de enero (recurso 277/2013), y 

específicamente, la sentencia de 14 de marzo de 

2017 (recurso casación 140/2016), para el medio 

TV3 de la misma "CORPORACIÓ CATALANA DE 

MITJANS AUDIOVISUALS, S.A.", planteando 

idéntica cuestión 

STS  

1277/2017 
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CLASIFICACIÓN 

PROFESIONAL 

16/03/2017 

(Rec. 86/2016) 

AGUSTI JULIA Recurso casación ordinario. Conflicto colectivo. 

Instituto Andaluz de la Mujer. Reclasificación-

encuadramiento de intérpretes- informadoras 

que vienen realizando funciones superiores. La 

sentencia recurrida no incurre en incongruencia, 

y en cuanto al fondo del asunto, no existe 

obligación actual legal ni convencional de 

Convocar concurso de promoción ni de 

Reclasificar a las Interpretes-Informadores. Se 

desestima el recurso 

STS  

1430/2017 

JUBILACIÓN/ 

CONTRATOS A 

TIEMPO PARCIAL 

16/03/2017 

(Rec. 

1871/2013) 

LUELMO 

MILLAN 

Jubilación. Demanda de reconocimiento de una 

base reguladora y de una pensión de jubilación 

superiores a las calculadas por el ente gestor. Se 

declara probado que la beneficiaria tiene 

reconocidos 33 años de cotización a tiempo 

completo, a excepción de un período de 23 

mensualidades en que estuvo trabajando a 

tiempo parcial, habiendo estado desde entonces 

sin cotizar 10 años y 4 meses en que se volvió a 

dar de alta en RETA. Determinación de si las 

lagunas cotizatorias deben integrarse con las 

bases mínimas a tiempo completo por ser el 

período de cotizaciones por trabajo a tiempo 

parcial breve en relación con el total: ha de 

seguirse el criterio legalmente establecido 

conforme se desprende de lo resuelto por el TC y 

el TJUE 

STS  

1444/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

21/03/2017 

(Rec. 

2935/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Pensión de viudedad: cónyuges separados con 

convenio regulador en que no se fija pensión de 

ningún tipo a favor de la esposa -ahora 

demandante-. La pensión de alimentos de los 

hijos no permite la confusión. Carencia del 

requisito de ser acreedor de pensión 

compensatoria. Recuerda doctrina STS/4ª/Pleno 

de 29 enero 2014 y ss. 

STS  

1269/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2877/2015) 

VIROLES PIÑOL ALIMERKA.- Despido colectivo que finalizó con 

acuerdo en el periodo de consultas: 

comunicación de la extinción individual. 

Contenido de la carta al trabajador afectado. 

Reitera doctrina. No obstante, queda confirmada 

la improcedencia del despido que, además, se 

fundaba en la inexistencia de causa, sin que ese 

motivo haya sido impugnado en casación 

unificadora, en donde tampoco se ofrece 

sentencia de contraste. Aplicación del art. 228 

LRJS. Reitera STS/IV -Pleno- de 21-febrero-2017 

(rcud. 2859/2015) 

STS  

1415/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2862/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

ALIMERKA. Despido colectivo que finalizó con 

acuerdo en el periodo de consultas: 

comunicación de la extinción individual. 

Contenido de la carta al trabajador afectado, es 

suficiente. Reitera doctrina. No obstante, queda 

confirmada la improcedencia del despido que, 

además, se fundaba en la inexistencia de causa, 

sin que ese motivo haya sido impugnado en 
casación unificadora, en donde tampoco se 

ofrece sentencia de contraste. Art. 228 LRJS. 

Reitera doctrina Pleno STS, rcud. 2859/2015 

STS  

1420/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2869/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Despido colectivo en ALIMERKA, SA, concluido 

con acuerdo declaración -en la instancia y el tsj- 

de improcedencia del despido individual, por 

defectos en la carta de despido y por no 

acreditarse la causa. Se reitera doctrina relativa a 

los requisitos de la notificación del despido a los 

trabajadores individuales [STS pleno 15/03/16 rcud 

2507/14]. Pero se mantiene la declaración de 

improcedencia, por no haberse articulado 

motivo alguno relativo a la inexistencia de causa 

para el despido 

STS  

1421/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 
DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2959/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

ALIMERKA SA. Despido individual derivado de 

despido colectivo que finalizó con acuerdo en el 

periodo de consultas. La sentencia recurrida 

declara el despido improcedente. Recurre la 

empresa. Contenido de la carta de despido: Se 

considera que es suficiente, por lo que se estima 

este motivo del recurso. (Reitera doctrina, entre 

otras, STS/Pleno de 15 de febrero de 2016, recurso 

2507/2014; 8 de marzo de 2016, recurso 

3788/2014; 21 de junio de 2016, recurso 138/2015 y 

14 de julio de 2016, recurso 374/2015). La 

sentencia recurrida había declarado la 

improcedencia del despido por un segundo 

motivo -aparte de la insuficiencia de la carta-, a 

saber, por inexistencia de las causas de despido 

alegadas. Este segundo motivo no es impugnado 

en casación unificadora, por lo que se confirma 

la improcedencia del despido. En idéntico 

sentido que la sentencia de Pleno, de 15 de 

febrero de 2017, recurso 2859/2015 

STS  

1422/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2863/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Despido individual en el seno del colectivo 

de ALIMERKA.PUNTOS ABORDADOS.-1) Suficiencia 

de la comunicación extintiva individual cuando el 

despido colectivo finaliza con acuerdo. Reitera 

doctrina. 2) La suficiencia de la carta de despido 

no altera su carácter improcedente porque la 

ausencia de causa bastante proclamada por la 

sentencia recurrida ni se impugna ni es 

contrastado con sentencia referencial (art. 228 

LRJS). NOTA.- Reitera doctrina SSTS Pleno 142/2017 
de 21 febrero (rec. 2859/2015) y 173/2017 de 1 

marzo (rec. 2860/2015) 

STS  

1433/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2865/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

ALIMERKA, S.A. Despido colectivo que finalizó con 

acuerdo en el periodo de consultas: 

comunicación de la extinción individual. 

Contenido de la carta al trabajador afectado. 

Reitera doctrina. No obstante, queda confirmada 

la improcedencia del despido que, además, se 

fundaba en la inexistencia de causa, sin que ese 

motivo haya sido impugnado en casación 

unificadora, en donde tampoco se ofrece 

sentencia de contraste. Art. 228 LRJS. Reitera 

doctrina Pleno STS núms. 142/17 y 173/17, de 

fechas 21-2-2017 y 1-3-2017, RRCUD 2859/15 y 

2860/15 

STS  

1428/2017 

VACACIONES/ 

SALARIO 

21/03/2017 

(Rec. 80/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Retribución de vacaciones en ADIF. 

Conflicto colectivo. PUNTOS ABORDADOS.1) 

Revisión de hechos probados. Aplicación de 

doctrina.2) Retribución de vacaciones. Recuerda 

y aplica doctrina reciente.3) Declara el derecho 

de los trabajadores de ADIF a percibir en su 

retribución vacacional la parte correspondiente a 

las siguientes claves, siempre que formen parte 

de su retribución normal o media:-Reemplazo a 

cargo superior (Clave 055).-Compensación por 

descanso para refrigerio trabajado (Clave 153).-

Gratificación Conducción personal IIFF (Clave 

342).-Régimen de la gratificación por conducción 

personal V y O (Clave 347).-Gratificación por 

polivalencias (Clave 367). 4) Declara el derecho 

de los trabajadores de ADIF procedentes de FEVE 

a percibir en su retribución vacacional la parte 

correspondiente a las siguientes claves, siempre 

que formen parte de su retribución normal o 

media:-Complementos por Guardia 

Infraestructura Vía y Obras (Clave R08).-Guardia 

Infraestructura Servicio Eléctrico (Clave R09).-

STS  

1424/2017 
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Guardia Inspector Principal de Movimiento (Clave 

R10).-Complemento por Incidencias (Clave 

U97).FALLO.- Estima parcialmente recuro de UGT 

frente a SAN 182/2015. VOTO PARTICULAR 

INCAPACIDAD 

PERMANENTE/ 

SEGURIDAD 

SOCIAL EN 

GENERAL/ 

RECURSO DE 
CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

1380/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Gran Invalidez. Trabajador al que se le reconoce 

afecto de Gran Invalidez con derecho a 

prestaciones. Posteriormente, tras su ingreso en un 

centro para personas con discapacidad, el INSS 

le suprime el complemento del 50% con motivo 

de su ingreso en el citado centro. Tres años 
después se producen sendas resoluciones del 

INSS y del IMSERSO por las que, en la primera, se 

repone el complemento del 50% de la base 

reguladora y se ordena la devolución de las 

cantidades no cobradas; y, en la segunda, se le 

practica liquidación de estancia en centro 

residencial para persona con discapacidad 

exigiéndole el abono de las cantidades 

pendientes. El beneficiario impugna ambas 

resoluciones por entender que implican una 

revisión de actos declarativos de derechos 

prohibida por el artículo 146 LRJS. El Juzgado de 

lo Social, en decisión ratificada por la Sala de lo 

Social del TSJ de Castilla-La Mancha, estima la 

pretensión. Recurre el INSS y el IMSERSO. Falta de 

contradicción 

STS  

1440/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2877/2015) 

VIROLES PIÑOL ALIMERKA.- Despido colectivo que finalizó con 

acuerdo en el periodo de consultas: 

comunicación de la extinción individual. 

Contenido de la carta al trabajador afectado. 

Reitera doctrina. No obstante, queda confirmada 

la improcedencia del despido que, además, se 

fundaba en la inexistencia de causa, sin que ese 

motivo haya sido impugnado en casación 

unificadora, en donde tampoco se ofrece 

sentencia de contraste. Aplicación del art. 228 

LRJS. Reitera STS/IV -Pleno- de 21-febrero-2017 

(rcud. 2859/2015) 

STS  

1415/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2862/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

ALIMERKA. Despido colectivo que finalizó con 

acuerdo en el periodo de consultas: 

comunicación de la extinción individual. 

Contenido de la carta al trabajador afectado, es 

suficiente. Reitera doctrina. No obstante, queda 

confirmada la improcedencia del despido que, 

además, se fundaba en la inexistencia de causa, 

sin que ese motivo haya sido impugnado en 

casación unificadora, en donde tampoco se 

ofrece sentencia de contraste. Art. 228 LRJS. 

Reitera doctrina Pleno STS, rcud. 2859/2015 

STS  

1420/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2869/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Despido colectivo en ALIMERKA, SA, concluido 

con acuerdo declaración -en la instancia y el tsj- 

de improcedencia del despido individual, por 

defectos en la carta de despido y por no 

acreditarse la causa. Se reitera doctrina relativa a 

los requisitos de la notificación del despido a los 
trabajadores individuales [STS pleno 15/03/16 rcud 

2507/14]. Pero se mantiene la declaración de 

improcedencia, por no haberse articulado 

motivo alguno relativo a la inexistencia de causa 

para el despido 

STS  

1421/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2959/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

ALIMERKA SA. Despido individual derivado de 

despido colectivo que finalizó con acuerdo en el 

periodo de consultas. La sentencia recurrida 

declara el despido improcedente. Recurre la 

empresa. Contenido de la carta de despido: Se 

considera que es suficiente, por lo que se estima 

este motivo del recurso. (Reitera doctrina, entre 

otras, STS/Pleno de 15 de febrero de 2016, recurso 

2507/2014; 8 de marzo de 2016, recurso 

STS  

1422/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

3788/2014; 21 de junio de 2016, recurso 138/2015 y 

14 de julio de 2016, recurso 374/2015). La 

sentencia recurrida había declarado la 

improcedencia del despido por un segundo 

motivo -aparte de la insuficiencia de la carta-, a 

saber, por inexistencia de las causas de despido 

alegadas. Este segundo motivo no es impugnado 

en casación unificadora, por lo que se confirma 

la improcedencia del despido. En idéntico 

sentido que la sentencia de Pleno, de 15 de 

febrero de 2017, recurso 2859/2015 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2863/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Despido individual en el seno del colectivo 

de ALIMERKA.PUNTOS ABORDADOS.-1) Suficiencia 

de la comunicación extintiva individual cuando el 

despido colectivo finaliza con acuerdo. Reitera 

doctrina. 2) La suficiencia de la carta de despido 

no altera su carácter improcedente porque la 

ausencia de causa bastante proclamada por la 

sentencia recurrida ni se impugna ni es 

contrastado con sentencia referencial (art. 228 

LRJS). NOTA.- Reitera doctrina SSTS Pleno 142/2017 

de 21 febrero (rec. 2859/2015) y 173/2017 de 1 

marzo (rec. 2860/2015) 

STS  

1433/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

2865/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

ALIMERKA, S.A. Despido colectivo que finalizó con 

acuerdo en el periodo de consultas: 

comunicación de la extinción individual. 

Contenido de la carta al trabajador afectado. 

Reitera doctrina. No obstante, queda confirmada 

la improcedencia del despido que, además, se 

fundaba en la inexistencia de causa, sin que ese 
motivo haya sido impugnado en casación 

unificadora, en donde tampoco se ofrece 

sentencia de contraste. Art. 228 LRJS. Reitera 

doctrina Pleno STS núms. 142/17 y 173/17, de 

fechas 21-2-2017 y 1-3-2017, RRCUD 2859/15 y 

2860/15 

STS  

1428/2017 

VACACIONES/ 

SALARIO 

21/03/2017 

(Rec. 80/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Retribución de vacaciones en ADIF. 

Conflicto colectivo. PUNTOS ABORDADOS.1) 

Revisión de hechos probados. Aplicación de 

doctrina.2) Retribución de vacaciones. Recuerda 

y aplica doctrina reciente.3) Declara el derecho 

de los trabajadores de ADIF a percibir en su 

retribución vacacional la parte correspondiente a 

las siguientes claves, siempre que formen parte 

de su retribución normal o media:-Reemplazo a 

cargo superior (Clave 055).-Compensación por 

descanso para refrigerio trabajado (Clave 153).-

Gratificación Conducción personal IIFF (Clave 

342).-Régimen de la gratificación por conducción 

personal V y O (Clave 347).-Gratificación por 

polivalencias (Clave 367). 4) Declara el derecho 

de los trabajadores de ADIF procedentes de FEVE 

a percibir en su retribución vacacional la parte 

correspondiente a las siguientes claves, siempre 

que formen parte de su retribución normal o 

media:-Complementos por Guardia 

Infraestructura Vía y Obras (Clave R08).-Guardia 

Infraestructura Servicio Eléctrico (Clave R09).-

Guardia Inspector Principal de Movimiento (Clave 

R10).-Complemento por Incidencias (Clave 

U97).FALLO.- Estima parcialmente recuro de UGT 

frente a SAN 182/2015. VOTO PARTICULAR 

STS  

1424/2017 

DESPIDO 

OBJETIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/03/2017 

(Rec. 

316/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. Despido por causas económicas. Dos 

motivos de recurso: incongruencia de la 

sentencia y concurrencia de causas económicas. 

Falta de contradicción en los dos motivos 

STS  

1470/2017 
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DESPIDO 

COLECTIVO 

22/03/2017 

(Rec. 

2741/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Comunicación individual en el marco de despido 

colectivo INSTITUTO VALENCIANO DE VIVIENDA 

(IVVSA). En las extinciones contractuales 

derivadas de un despido colectivo no opera la 

necesidad de entregar copia de la carta a la RLT. 

Reitera doctrina de SSTS 228/2016 de 16 marzo 

(rec. 832/2015) y 251/2016 de 30 de marzo (rec. 

2797/2014) entre otras 

STS  

1278/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

22/03/2017 

(Rec. 
126/2016) 

LUELMO 

MILLAN 

Impugnación de convenio colectivo. Demanda 

interpuesta por CCOO y UGT contra la empresa 
empleadora en solicitud de que "se declare la 

nulidad del convenio colectivo de la empresa, al 

haberse incumplido los arts 87.1, 88.2 y 89.3 del ET, 

por firmar el mismo en representación de los 

trabajadores representantes de un único centro 

de trabajo, a pesar de que el texto es de 

aplicación a los empleados de todos los centros 

de trabajo que la empresa tiene en el territorio 

nacional": procede. Reitera doctrinaImpugnación 

de convenio colectivo. Demanda interpuesta por 

CCOO y UGT contra la empresa empleadora en 

solicitud de que "se declare la nulidad del 

convenio colectivo de la empresa, al haberse 

incumplido los arts 87.1, 88.2 y 89.3 del ET, por 

firmar el mismo en representación de los 

trabajadores representantes de un único centro 

de trabajo, a pesar de que el texto es de 

aplicación a los empleados de todos los centros 

de trabajo que la empresa tiene en el territorio 

nacional": procede. Reitera doctrina 

STS  

1279/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

22/03/2017 

(Rec. 

1944/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Despido objetivo en el contexto de un despido 

colectivo finalizado con acuerdo y no 

impugnado. Falta de comunicación de la 

decisión final del despido colectivo a los 

representantes de los trabajadores. La sentencia 

de instancia declaró la nulidad del despido 

individual, calificación que modificó la sentencia 

de suplicación que consideró el despido 

improcedente. Se alega de contraste la 

sentencia de esta Sala de 19 de noviembre de 

2014 que estableció la nulidad del despido 

colectivo en el que no se había notificado la 

decisión final a los representantes de los 

trabajadores. Falta de contradicción: -en la 

referencial se trata de la impugnación de un 

despido colectivo, en la recurrida de un despido 

individual. -En la recurrida el período de consultas 

finalizó con acuerdo, en la de contraste no hubo 

acuerdo. -En la de contraste la norma aplicable 

era el artículo 51.4 ET en su redacción establecida 

por la Ley 3/2012 de 6 de julio, mientras que en la 

sentencia recurrida resultaba de aplicación el 

mencionado artículo en la redacción establecida 

por el RDL 11/2003, de 2 de agosto 

STS  

1273/2017 

INCAPACIDAD 
PERMANENTE/ 

REGÍMENES 

ESPECIALES DE LA 

SEGURIDAD 

SOCIAL 

22/03/2017 
(Rec. 

3757/2015) 

VIROLES PIÑOL RETA: Los afiliados al Régimen especial de 
trabajadores autónomos carecen de derecho a 

prestaciones de incapacidad permanente 

parcial por contingencias comunes. Reitera 

doctrina: entre otras muchas SSTS/IV de 19-

septiembre-2007 (rcud. 3488/2006), 29-marzo-2016 

(rcud. 3756/2014) y 18-octubre-2016 (rcud. 

2367/2015) 

STS  
1427/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

22/03/2017 

(Rec. 

1487/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Despido colectivo que finalizó con acuerdo. 

Impugnación del despido individual posterior. 

Inexigibilidad de comunicación a los RLT. Instituto 

Valenciano de Vivienda SA (IVVSA). Reitera 

doctrina 

STS  

1431/2017 

CONFLICTO 

COLECTIVO 

22/03/2017 

(Rec. 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

Conflicto Colectivo. Interpretación leyes. Las 

normas restrictivas de derechos no pueden 

STS  

1432/2017 
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143/2016) SERRANA interpretarse de forma extensiva, como pretende 

la recurrente 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA/ 

SINDICATOS 

22/03/2017 

(Rec. 

127/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Impugnación del I Convenio Colectivo del Grupo 

de Empresas de AENA artículo 127 y cuadro 

Anexo. Determinación valor hora-ordinaria. Se 

desestima la totalidad de los recursos en cuanto 

al fondo. Legitimación activa de los sindicatos 

para la impugnación que se hace depender del 

interés acreditado 

STS  

1443/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

23/03/2017 

(Rec. 

1581/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Administración Pública. No desvirtúa la existencia 

de contradicción, la circunstancia de que la 

sentencia recurrida y la de contraste hayan 

resumido de diferente manera en los hechos 

probados la indiscutida literalidad del acuerdo 

del organismo público demandado mediante el 

que se amortizan los puestos de trabajo. Cese por 

amortización de la plaza de trabajador indefinido 

no fijo al servicio de la Administración Pública, sin 

seguir el cauce del despido colectivo del artículo 

51 ET. Se amortizan un total de 26 puestos de 

trabajo, en número que supera los umbrales del 

despido colectivo. Despido nulo. Reitera doctrina 

del Pleno de 24 de junio de 2014, recurso 

217/2013, seguida de sentencias, entre otras 

muchas, de 8 y 14 julio (rcud.2693/2013 y 

2680/2013) y 2 diciembre 2014 (rcud.2371/2013); 

18 marzo (rcud.1521/2014), 26 mayo 

(rcud.391/2014), 23 junio (rcud.1981/2014), 30 junio 

(rcud.2068/2014) y 13 julio 2015 (rcud.2405/2014); 

16 y 25 febrero (rcud.1199/2014 y 2537/2014), 5 y 
20 abril 2016 (rcud.1874/2014 y 3258/2014) y 7 y 8 

julio 2016 (rcud.2536/2014 y 1325/2014) 

STS  

1412/2017 

INCAPACIDAD 

PERMANENTE/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

23/03/2017 

(Rec. 

1536/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Grado de discapacidad y baremo de asistencia 

de tercera persona. Falta de contradicción 

STS  

1417/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

23/03/2017 

(Rec. 

2097/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Despido colectivo. Impugnación del despido 

individual. Inexigencia de comunicarlo a la RLT. 

Reitera doctrina 

STS  

1437/2017 

MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE 

LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO/ 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS 

23/03/2017 

(Rec. 

377/2016) 

VIROLES PIÑOL RCUD. Modificación sustancial de las condiciones 

de trabajo. Subrogación empresarial: empresa de 

seguridad privada "OMBUDS COMPAÑÍA DE 

SEGURIDAD, S.A." la obligación de mantener las 

condiciones de trabajo en la empresa saliente no 

puede eludirse por un pacto colectivo 

negociado transcurrido un mes de la subrogación 

por la empresa entrante. Se desestima recurso 

empresa. Se cuestiona si dicha MSCT se realizó en 

fraude de ley. Reitera doctrina : sentencias (2) de 

14-05-2014. (rrcud. 2143/2013 y 2232/2013), 15-12-

2016 (rcud. 4177/2015), y 21 de diciembre de 2016 

((2) rrcud. 3245/2015 y 4010/2015) 

STS  

1426/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

23/03/2017 

(Rec. 

2548/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Procedimiento laboral. Si por resolución del INSS 

se declara la responsabilidad de una mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la mutua reinicie 

el procedimiento con reclamación casi tres años 

después, porque la previsión del art. 71 LRJS, 

limitando los efectos del defecto de formulación 

de demanda a la exclusiva caducidad del 

expediente y dejando intacto el derecho 

sustantivo, únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 

las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

STS  

1434/2017 
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imputación de responsabilidad. Reitera doctrina. 

S.S.T.S., pleno de 15 de junio de 2015 (R.C.U.D. 

2648/2014), de 23 de julio de 2015 (R.C.U.D 

2903/2014),de 19 de septiembre de 2015 (R.C.U.D. 

3128/2014), S.T.S. de 20 de julio de 2015 (R.C.U.D 

3420/2014) 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

28/03/2017 

(Rec. 77/2016) 

ARASTEY 

SAHUN 

Convenio colectivo Agencia EFE: interpretación 

de las cláusulas del convenio. Criterios reiterados 

de la doctrina de la Sala 

STS  

1264/2017 

DESPIDO 

OBJETIVO 

28/03/2017 

(Rec. 

255/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Despido por causas objetivas, en concreto, 

causas económicas. Falta de puesta a 

disposición de la indemnización bajo la 

alegación de falta de liquidez derivada de la 

mala situación económica que justifica el 

despido. La carga probatoria acerca de la 

iliquidez incumbe al empresario, por ser quien 

tiene mayor facilidad y disponibilidad (art. 217.6 

LEC), aunque puede no ser exigible en todos los 

casos una prueba plena al respecto, bastando 

en ocasiones con la introducción de sólidos 

indicios de los que racionalmente se desprenda 

la realidad de la alegación. No hace falta que la 

empresa acredite de manera exhaustiva la 

existencia de falta de liquidez o el desequilibrio 

económico invocado para que pueda operar la 

excusa del cumplimiento del requisito. Basta con 

que se invoque con el suficiente detalle en la 

carta y que ante una eventual negación por 

parte del trabajador de la realidad de esas 

dificultades que impiden la puesta a disposición, 

se ofrezcan elementos suficientes para entender 

que fue adecuadamente utilizada la excepción. 

Reitera doctrina SSTS de 25 de enero de 2005, rec. 

6290/2003, de 21 de diciembre de 2005, rec. 

5470/2004 y de 21 de diciembre de 2016, rec. 

142/2015 

STS  

1436/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

 

28/03/2017 

(Rec. 

1814/2015) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Prestaciones por muerte y supervivencia 

derivadas de enfermedad profesional. 

Responsabilidad del pago. Incumbe a la Mutua 

que lo asumió inicialmente dejando firme la 

resolución administrativa. Reitera doctrina SSTS/IV 

15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno) y 15-junio-

2015 (rcud 2648/2014, Pleno), entre otras muchas 

STS  

1442/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

28/03/2017 

(Rec. 74/2016) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Prestaciones por muerte y supervivencia 

derivadas de enfermedad profesional. 

Responsabilidad del pago. Incumbe a la Mutua 

que lo asumió inicialmente dejando firme la 

resolución administrativa. Reitera doctrina SSTS/IV 

15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno) y 15-junio-

2015 (rcud 2648/2014, Pleno), entre otras muchas 

STS  

1446/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 
RCUD 

29/03/2017 

(Rec. 

2185/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

Tema.- Contenido de la comunicación extintiva 

derivada de despido colectivo pactado. 

LÁMPARAS SOLERA. Puntos abordados.- 1) Falta 

de contradicción: no cabe contrastar las 
exigencias de la carta de despido objetivo 

individual con las aplicables cuando la extinción 

deriva de un despido colectivo pactado. 2) 

Apartamiento razonado del criterio acogido por 

la STS 12 mayo 2015 (rec. 1731/2014), sin que la 

dispar solución vulnere preceptos legales o 

constitucionales. Fallo.- De acuerdo con Ministerio 

Fiscal, desestima el recurso 

STS  

1419/2017 

JUBILACIÓN 

PARCIAL/ 

CONTRATO DE 

RELEVO 

29/03/2017 

(Rec. 

2142/2015) 

VIROLES PIÑOL Contrato de relevo. Validez del suscrito para el 

periodo de jubilación parcial del relevado, a 

pesar de que éste hubiese concentrado su 

jornada reducida (15%) en el periodo 

inmediatamente posterior a la suscripción del 

contrato de relevo, y que tras ello no volviese a 

STS  

1429/2017 
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prestar servicios, accediendo a la Jubilación en la 

fecha prevista. Aunque esa concentración del 

periodo a trabajar no está exactamente prevista 

en la D.A. Tercera del RD. 1131/2002, no se 

aprecia fraude en tal actuar, ni perjudica los 

intereses en juego, tanto del relevista como de la 

Seguridad Social. Reitera doctrina STS/IV de 19-

enero-2015 (rcud. 627/2014) 

FONDO DE 

GARANTÍA 

SALARIAL/ 

CONTRATOS 

TEMPORALES 

29/03/2017 

(Rec. 

2536/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Reclamación al FOGASA de la diferencia entre el 

importe de la indemnización por despido 

reconocida al trabajador por la empresa en el 

acto de conciliación judicial y la cantidad que el 

FOGASA le ha abonado por ese concepto. El 

FOGASA no fue citado al juicio y es ajeno al 

pacto alcanzado entre empresa y trabajador. Se 

opone a la indemnización pactada por entender 

que no es computable, a efectos 

indemnizatorios, el periodo de tiempo en el que 

el trabajador estuvo en situación de IT, ni 

tampoco el periodo en el que estuvo 

percibiendo prestación por desempleo. La 

sentencia de instancia, confirmada por la de 

suplicación, desestima la demanda. Recurre el 

trabajador. Primer motivo: No se rompe la unidad 

esencial del vínculo por el periodo en el que el 

trabajador estuvo en IT entre uno y otro contrato 

temporal. Falta de contradicción. Segundo 

motivo: No se rompe la unidad esencial del 

vínculo por el periodo en el que el trabajador 

percibió prestación de desempleo -29 días- se 
estima. Reitera doctrina, STS de 15 de mayo de 

2015, recurso 878/2014 y las que en ella se citan 

STS  

1438/2017 

CONFLICTO 

COLECTIVO 

29/03/2017 

(Rec. 61/2016) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Conflicto colectivo. Inadecuación 

procedimiento. Incongruencia. Interpretación 

convenio colectivo. Existe un concreto conflicto 

interpretativo actual sobre concesión permisos 

que afecta a toda la plantilla, luego es correcto 

el proceso seguido. No hay incongruencia extra 

petita porque la sentencia solo resuelve 

peticiones del suplico. Debe prevalecer la 

interpretación Tribunal de la Instancia porque se 

ajusta a la intención de los firmantes del convenio 

colectivo 

STS  

1439/2017 

SINDICATOS/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

29/03/2017 

(Rec. 25/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Sección sindical. Delegados sindicales. Convenio 

Colectivo de Bridgestone. Art. 21-e). La norma no 

confiere el derecho a crear una sección del 

conjunto de centros sumada a las que existen 

con nuevos delegados. Se desestima el recurso 

STS  

1468/2017 

INCAPACIDAD 

PERMANENTE/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

30/03/2017 

(Rec. 

3212/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Efectos temporales de la IPT reconocida 

por la STSJ sin que el INSS haya alegado 

previamente realización de trabajo incompatible. 

FALTA DE CONTRADICCIÓN.- 1) El tenor de la 

parte dispositiva de las sentencias ejecutadas en 

los asuntos contrastados posee diferencias 

significativas. 2) El dato fáctico que se pretende 

introducir en el respectivo proceso (desempeño 

de la actividad para la que se declara la IPT; 

percepción de prestación por desempleo) posee 

naturaleza, regulación y significado bien diverso 

STS  

1418/2017 

COMPETENCIA Y 

JURISDICCIÓN 

30/03/2017 

(Rec. 41/2016) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Conflicto colectivo sobre modificación sustancial 

de condiciones de trabajo del personal laboral 

del Ministerio de Asuntos Exteriores en Bélgica. 

Competencia de los Juzgados de lo Social de 

Madrid para conocer de las pretensiones de la 

demanda, de conformidad con el art. 10.1 LRJS. 

Reitera doctrina de la STS de 20 de diciembre de 

2016 Sentencia nº 1082/2016, recurso 19/2016 

STS  

1435/2017 
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SUSPENSIÓN DEL 

CONTRATO DE 

TRABAJO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

30/03/2017 

(Rec. 

2155/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

Tema.- Suspensión contractual impuesta por la 

empleadora a trabajador que ha sido privado 

del permiso de conducir, necesario para el 

desarrollo de su actividad. Criterio.- Una cosa es 

que el trabajador sea privado del permiso de 

conducir durante doce meses (recuperación 

automática; plazo cierto) y otra que le sea 

retirado, no pudiendo obtenerlo de nuevo hasta 

que transcurran doce meses (recuperación 

condicionada; plazo y acaecimiento 
inciertos).Fallo.- Desestima recurso, por falta de 

contradicción, separándose del criterio de la 

Fiscalía 

STS  

1471/2017 

 

TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

MATERIA CONTENIDO 

JUBILACIÓN Jubilación anticipada por discapacidad por limitación visual 

derivada de las secuelas de un craneofaringioma: el requisito del 

período mínimo de quince años concurrencia de discapacidad 

puede acreditarse a través de otros medios de prueba, además 

de la resolución administrativa que fija el grado de discapacidad 

(STJS País Vasco 04.04.2017): VER SENTENCIA  

 

OTROS PRONUNCIAMIENTOS 

MATERIA CONTENIDO 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

Pensión de viudedad en el caso de violencia de género: 

derecho a la prestación. Mujer víctima de maltrato que pese a 

iniciar el trámite de separación en 1994 sigue conviviendo con el 

causante hasta el fallecimiento de éste (2012) (SJS núm. 12 de los 

de Barcelona, de 16.03.2017): VER SENTENCIA 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

Pensión de viudedad en el caso de pareja de hecho no 

formalizada: procedente. La aplicación de la STC 140/2014 no 

tiene efectos constitutivos hasta el decurso de los dos años 

posteriores. Principio de igualdad y de no discriminación por 

razón de sexo (SJS núm. 33 de Barcelona de 06.04.2017): VER 

SENTENCIA 

 

IR A INICIO 
 

 

COLABORACIONES DOCTRINALES 

 
 

 

RECOPILACIÓN DE RECIENTE DOCTRINA CASACIONAL (abril 2017) 

MANUEL DÍAZ DE RÁBAGO 
Sala de lo Social del TSJ del País Vasco 

1.- STS de 12 de enero de 2017 (RC 26/2016).- Sr. Sempere 
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Doctrina: confirma la caducidad de la acción ejercitada impugnando una modificación 

sustancial de condiciones de trabajo de carácter colectivo, con acuerdo (en el caso, de 4 de 

julio de 2013), ya que si bien el cómputo del plazo de 20 días del art. 138.1 LJS comienza el día 

siguiente al de notificación formal de la decisión empresarial y ésta, por regla general, no se 

identifica con el acuerdo, las circunstancias del caso concreto sí permiten esa identificación 

(hubo previo acuerdo informal, que se sometió a la aprobación de los trabajadores y al aceptarlo 

éstos, se firmó finalmente el acuerdo impugnado, que se impugna meses después) 

2.- STS de 12 de enero de 2017 (RC 74/2016).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma que el personal docente que presta sus servicios en empresas de 

enseñanza privada sostenidas con fondos públicos en Andalucía, acogidas al VI convenio 

colectivo para ese tipo de empresas, no tiene derecho a percibir mediante pago delegado, en 

2015, la totalidad de la retribución del profesorado de la enseñanza pública en los términos 

pactados en el acuerdo de 2-Jl-08, dada la disposición adicional sexta de la Ley 6/2014, de 30 de 

diciembre, de Presupuestos de esa Comunidad Autónoma, que limitó el alcance de la 

equiparación retributiva entre ambos profesorados, establecida por Ley 3/2012, de 21 de 

septiembre 

**3.- STS de 12 de enero de 2017 (RC 50/2016).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: confirma que tras la declaración de inconstitucionalidad del art. 41.1 de la Ley 

11/2010, de 20 de diciembre, de presupuestos generales de Canarias para 2011, subsiste la validez 

de la reducción salarial del 5% aplicada desde el año 2010 al personal laboral de la Fundación 

Canaria de Juventud IDEO, dado que: 1) la naturaleza de ésta no es la de una sociedad 

mercantil pública y, por ello, no le afecta esa declaración; 2) ésta, en todo caso, podría afectar 

al período posterior a la publicación de esa sentencia en el BOE (13-En-15), ya que el efecto de 

cosa juzgada, resultante de la sentencia firme que había desestimado anteriormente esa misma 

pretensión, sólo opera respecto al período anterior a la fecha de esa publicación; 3) la norma de 

aplicación en 2015 es el art. 35.1 de la Ley 11/2014, de 26 de diciembre, de presupuestos 

generales de Canarias para 2015, que dispone que las retribuciones del personal laboral público 

en 2015 no experimentarán incremento alguno respecto a las del año 2014. 

 NOTA: aunque la doctrina del punto 1) es suficiente para la confirmación de la 

desestimación de la demanda, llamo la atención sobre los dos restantes, ya que parecen sentar 

unos criterios que, de mantenerse en otros casos, tendrán indudable relevancia 

**4.- STS de 12 de enero de 2017 (RCUD 3433/2015).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: anula la resolución del SPEE que sancionó con la extinción de la prestación de 

desempleo y declaró indebido el cobro de la misma durante un período determinado, dado que 

se impuso sin haberle oído previamente, al no haber quedado debidamente notificado de la 

propuesta efectuada en tal sentido, tras haber resultado infructuoso el intento de hacerlo por el 

Servicio de Correos siguiendo lo previsto en el art. 42 del R. Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre, 

pues no se acudió a hacerlo mediante edictos en el BOE, tal y como lo ordena el art. 59.1 de la 

Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, 

reponiendo el curso del procedimiento administrativo al inicio del mismo para su adecuada 

notificación 

5.- STS de 17 de enero de 2017 (RC 2/2016).- Sr. López García de la Serrana 

 

 Doctrina: confirma que no constituye modificación sustancial de condiciones de trabajo y, 

por ello, no es aplicable el régimen del art. 41 ET, el cambio resultante de la circular de la 

directora de RRHH de ENAIRE, de 27-Ab-15, por la que ampliaba la jornada diaria en quince 

minutos durante cuatro meses al 4% de su plantilla sin sobrepasar la jornada establecida en el 

convenio y basada en la necesidad de dar formación, dada la naturaleza de la condición 

afectada, su ámbito subjetivo y temporal y el alcance del cambio 

6.- STS de 24 de enero de 2017 (RCUD 38/2016).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: confirma que, a efectos del derecho a la reposición de los días de prestación 

por desempleo contemplado en el art. 3 de la Ley 27/2009, de 30 de diciembre, cabe considerar 

como extinción debidamente autorizada y, por ello, procede la reposición, la que resulta del 

mismo acuerdo de adecuación laboral aprobado por la autoridad laboral que contenía la inicial 

suspensión del contrato de trabajo que generó la prestación por desempleo inicialmente 



consumida y la opción de los trabajadores a acogerse a la baja incentivada si, como en el caso, 

no aceptaban el traslado contemplado como medida de flexibilidad interna, dado que esa baja 

es una medida equiparable al despido por causas no inherentes a la persona del trabajador. 

 NOTA: sigue y cita su precedente de 18-My-16 (RCUD 2919/2014) –nº 54 de mi resumen de 

julio de 2016-, relativo a otro trabajador afectado por el mismo acuerdo 

7.- STS de 24 de enero de 2017 (RC 32/2016).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: confirma que la promoción de la antigüedad para el personal del Banco de 

Sabadell SA procedente tanto del Banco CAM como del Banco BMN, ha de atender a la que se 

ostente en el “nivel” y no en la empresa de origen, dada la remisión que se hace al acuerdo de 4-

Nv-10 en los respectivos pactos de integración 

8.- STS de 30 de enero de 2017 (RC 44/2016).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: confirma que el personal de ADIF que percibe los complementos de toma y deje 

del servicio y de jornada partida no tienen derecho a que la remuneración de sus vacaciones 

incluya el promedio de lo obtenido por tales conceptos en los tres últimos meses, dado que: 1) 

ninguno de ellos está contemplado a tal efecto en el art. 245 de la normativa laboral de la 

empresa; 2) no puede ampararse en la doctrina del TJUE sentada en su sentencia de 22-My-16 

(caso Lock), dado que el primero de ellos es un complemento que retribuye un tiempo que 

excede de la jornada ordinaria de trabajo, en tanto que el segundo tiene naturaleza 

indemnizatoria conforme al art. 188 de esa normativa laboral 

**9.- STS de 31 de enero de 2017 (RC 114/2016).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma la nulidad de la resolución de la Dirección General de Ordenación de 

la Seguridad Social, de 19 de mayo de 2015, que acordó tener por desistido a la UGT, por no 

haber aportado la documentación requerida por ésta (relación de empresas afectadas), de su 

petición de inicio del procedimiento administrativo previsto en el art. 11 del R. Decreto 1698/2011, 

de 18 de noviembre, a fin de establecer coeficientes reductores de la edad jubilación para los 

trabajadores que prestan servicios en trabajos de pocería en el sector de la construcción, dado 

que no es documentación exigible a los peticionarios para su tramitación 

10.- STS de 1 de febrero de 2017 (RCUD 1067/2015).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: reconoce que producido un despido que se declara improcedente antes del 12 

de febrero de 2012 (en el caso, por sentencia de 19 de enero de ese año) pero cuyo contrato se 

extingue en ejecución de sentencia, con posterioridad a la vigencia de la Ley 3/2012 (en el caso, 

el 13 de febrero de 2013), la indemnización sustitutiva de la readmisión ha de calcularse 

aplicando las previsiones del apartado 2 de la disposición transitoria quinta de la Ley 3/2012. 

 NOTA: aunque dice seguir el criterio aplicado en sus sentencias de 18-Fb-16 (RCUD 

3257/2014) –nº 39 de mi resumen de abril de 2016-, 18-Ab-16 (RCUD 1921/2014) y 16-Sp-16 (RCUD 

38/2015) –nº 32 del resumen de noviembre de 2016-, en ninguna de ellas se daba esa 

peculiaridad de régimen transitorio 

11.- STS de 1 de febrero de 2017 (RC 38/2016).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: 1) reconoce la validez del acuerdo, de 20-Jn-13, de la comisión paritaria del II 

convenio colectivo de Puertos del Estado y Autoridades Portuarias, dado que su contenido no 

implica el ejercicio de funciones negociadoras, limitándose a adaptar el régimen de los 

representantes de los trabajadores al cambio introducido por el art. 10 del RDL 20/2012, de 13-Jl; 

2) confirma la validez del art. 40.g).1 de ese convenio por no contravenir el 68.2.e) ET; 3) confirma 

la falta de acción para impugnar el acuerdo de esa comisión paritaria, de 20 de abril de 2006, 

sobre “valoración de representantes sindicales”, por estar ya declarado nulo por STS de 16-Dc-08 

(RC 124/2007); 4) confirma la validez de varios acuerdos  de esa comisión paritaria, de la comisión 

negociadora de dicho convenio y de la del III convenio por no haber incurrido en las infracciones 

legales denunciadas 

12.- STS de 1 de febrero de 2017 (RCUD 3262/2015).- Sala General.- Sr. López García de la 

Serrana.- Voto particular 

 

 Doctrina: reconoce la validez de la prueba de la grabación mediante cámaras de 

videovigilancia que pueden permitir acreditar la realización de la conducta imputada a la 

trabajadora despedida, sin que con ello se vulneren derechos fundamentales de ésta dado que 

su instalación estaba justificada por razones de seguridad (control de posibles hechos ilícitos por 

empleados, clientes y terceros), era idónea a tal fin (controlaba los cobros y la caja), necesaria y 
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proporcional, habiendo informado de su existencia y ubicación a la trabajadora, no siendo 

relevante que no se la informase del destino de las imágenes ni de que pudieran utilizarse en su 

contra, por lo que repone el curso del litigio a fin de que se practique dicha prueba. 

 NOTA: caso análogo al de la STS de 31-En-17 (RCUD 3331/2015) –nº 52 de mi resumen de 

marzo de 2017- en la misma empresa y, como en ésta, recuerda la STC 39/2016, de 3-Mz-16, y la 

STS de 7-Jl-16 (RCUD 3233/2014) –nº 4 de mi resumen de noviembre de 2016-, conteniendo 

también un similar voto particular de la Sra. Segoviano, al que se adhieren dos magistrados, 

defendiendo la confirmación de la improcedencia del despido por falta de contradicción. El 

criterio se reitera en STS de 2-Fb-17 (RCUD 554/2016), también de Sala General y similar voto 

particular, en el caso de un despido disciplinario en otra empresa 

13.- STS de 1 de febrero de 2017 (RCUD 2309/2015).- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: confirma la improcedencia de un despido ex art. 52.c) ET por causas productivas 

y organizativas vinculadas (reajuste de plantilla por reducción de una contrata debido a 

reducción presupuestaria del titular del servicio), al no haberse acreditado esas reducciones, sin 

que pueda justificarse el reajuste como mera causa organizativa (reorganización de las horas de 

trabajo que necesita para acometer el servicio) 

14.- STS de 1 de febrero de 2017 (RCUD 1595/2017).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: reconoce la procedencia del despido de dos trabajadores de la empresa 

contratista del servicio de limpieza del Aeropuerto de Barcelona ex art. 52.c) ET por haberse 

reducido el número de horas de servicio en el nuevo contrato sin que se haya acreditado que les 

pudo recolocar en contratas diferentes, ya que el trabajador quien corre con la carga de la 

prueba de esta última circunstancia. 

 NOTA: reitera la doctrina tradicional de la Sala con cita de múltiples sentencias, incluidas 

las de 30-Jn-15 (2769/2014) –nº 51 de mi resumen de octubre de 2015- y 3-My-16 (RCUD 3040/2014) 

–nº 23 del resumen de julio de 2016-, ya bajo la vigencia de la reforma laboral de 2012, razonando 

que no puede ampararse la improcedencia en la doctrina aplicada en su sentencia de 29-Nv-10 

(RCUD 3876/2009) –nº 7 del resumen de febrero de 2011-, dado que ahí sí estaba acreditada esa 

posibilidad de recolocación 

15.- STS de 1 de febrero de 2017 (RCUD 3007/2015).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: reconoce que no tiene derecho a la pensión a favor de familiares la hija de la 

causante, con la que convivía desde su separación matrimonial de hecho, dedicada a su 

cuidado y viviendo a cargo de ésta, al precisarse, ex art. 176.2.b) y 4 LGSS-1994, un estado civil 

(viuda, divorciada o legalmente separada) que no cumplía, sin que obste a ello que obtuviera la 

separación legal a los dos meses de la muerte de su madre.  

 NOTA: recuerda sus precedentes de 10-Fb-04 (RCUD 1701/2002) –separada de hecho- y 

21-Dc-16 (RCUD 2255/2015) –nº 44 de mi resumen de febrero de 2017, en hija con divorcio en 

trámite, luego concedido- 

16.- STS de 1 de febrero de 2017 (RC 4/2016).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: confirma que los trabajadores del Banco de Sabadell procedentes del Banco 

CAM con niveles I al VIII tienen derecho, desde el 1 de enero de 2015, a percibir el primer trienio 

técnico del convenio estatal de banca (art. 16) y no sólo el común (art. 15), conforme al acuerdo 

de homologación de 15-Jn-12 por el que se reguló la transición del convenio de cajas de ahorro 

al de banca 

17.- STS de 1 de febrero de 2017 (RC 18/2016).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: estima la excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario por no haberse 

demandado a la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco y, por ello, anula 

actuaciones desde la presentación de la demanda, a fin de que se permita ampliarla frente a 

ella, en litigio pretendiendo que se declare contraria a derecho la falta de convocatoria anual 

de los complementos retributivos adicionales del personal docente e investigador de la 

Universidad del País Vasco, dadas las competencias que tiene dicha Administración para 

establecer esos complementos y sus límites (art. 34 de la Ley del Parlamento Vasco 3/2004), 

garantizar la suficiencia presupuestaria, la evaluación de méritos y exigencia de dotación 

presupuestaria específica para su financiación en unos porcentajes determinados (art. 3.1 del 

Decreto del Gobierno Vasco 64/2011) 

**18.- STS de 1 de febrero de 2017 (RC 78/2016).- Sr. Moralo 



 

 Doctrina: confirma la prescripción de la acción de tutela de derechos fundamentales de 

libertad sindical, huelga e igualdad ejercitada por un sindicato en su propio nombre e interés (en 

el caso, el de tripulantes de vuelo de líneas aéreas de España) mediante demanda interpuesta el 

1-Sp-15, basada en la conducta de una empresa (en el caso, Iberia LAE SAU Operadora) 

despidiendo a sus catorce representantes en la misma por su participación en una huelga que 

había convocado su sección sindical, tras declararla ilegal la Audiencia Nacional, porque el 

plazo no discutido de un año para ejercitarla, ex art. 59 ET: 1) nace el 26-Jn-14, con la notificación 

de la sentencia del Tribunal Supremo, de 17-Fb-14, que declaró la legalidad de la huelga, 

revocando la sentencia de la AN, y no en la fecha de readmisión del último de los despedidos 

que obtuvo sentencia favorable, en que cesan los efectos de esa conducta ilícita (19-En-15, en el 

caso de uno; el resto, lo fueron todos antes del 1-Sp-14), ya que la tramitación de esos litigios por 

despido no era impedimento para el ejercicio de la acción ejercitada por el sindicato, que bien 

pudo acudir a los medios de interrumpir la prescripción previstos en el art. 1973 CC (por ejemplo, 

reclamación extrajudicial a la empresa), en tanto los mismos se dirimían y quedaban 

definitivamente fijados los perjuicios ocasionados; 2) ese plazo no ha quedado interrumpido por el 

ejercicio de las acciones de despido ejercitadas por los despedidos sustentando su nulidad por 

vulneración de esos mismos derechos fundamentales, ya que son acciones distintas y efectuadas 

por sujetos diferentes, no siendo acreedores solidarios de la responsabilidad que se reclama en 

esta demanda y, por ello, no pudiendo aplicarse el art. 1974 CC 

**19.- STS de 1 de febrero de 2017 (RCUD 517/2016).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: reconoce que la reposición del derecho a las prestaciones por desempleo 

previstas en el art. 16.1 de la Ley 3/2012, de 6 de julio, en su redacción dada por el art. 3.1 del RDL 

1/2013, de 25 de enero, para quienes han visto extinguido su contrato de trabajo entre el 12-Fb-12 

y el 31-Dc-14 ex arts. 51 y 52 ET o art. 64 de la Ley Concursal (en el caso, el 3 de mayo de 2014 por 

auto concursal), alcanza a los períodos de prestación consumida a partir del 1 de enero de 2014 

con tal de que deriven de suspensiones de contratos de trabajo o reducciones de jornada 

iniciadas en 2012 y 2013 (en el caso, el 21 de octubre de 2013) y no sólo a los períodos 

transcurridos hasta el 31-Dc-13 

**20.- STS de 1 de febrero de 2017 (RC 119/2016).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: reconoce que no constituye condición más beneficiosa el disfrute del crédito 

horario de los representantes unitarios y sindicales de una empresa (en el caso, Sitel Ibérica 

Teleservices SA) por el mes de vacaciones cuando, como es el caso, se venía disfrutando del 

mismo en la creencia de que era exigencia legal, que deja de reconocerse tras la publicación de 

la STS de 23-Mz-15 (RC 49/2014) –nº 28 de mi resumen de junio de 2015- que niega que resulte así 

del art. 68 ET, en relación con el art. 10.3 LOLS, ya que no obedece a una voluntad empresarial de 

otorgar una mejora sobre el régimen legal y, por lo demás, tampoco parece posible reconocerlas 

en el ámbito de las relaciones colectivas. 

 NOTA: la sentencia, a mi juicio, tiene interés por el doble fundamento en que se sustenta 

su decisión, si bien en cuanto al segundo de ellos no lo afirma de forma categórica, lo que 

aconseja estar a nuevas decisiones que reafirmen o desmientan el criterio que aquí se apunta 

21.- STS de 1 de febrero de 2017 (Rev. 36/2015).- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: desestima la demanda de revisión de una sentencia recaída en litigio seguido 

sobre grado de incapacidad permanente y contingencia del mismo por no constituir la causa de 

maquinación fraudulenta del art. 510.4º LEC que el empresario recurriese en suplicación la 

sentencia del Juzgado de lo Social que le reconoció el grado de incapacidad permanente 

absoluta pero no que derivase de accidente de trabajo, ya que dicho demandado tenía un 

interés legítimo para hacerlo puesto que el trabajador también la recurría para que derivase de 

accidente de trabajo y aquél había sido demandado por éste exigiéndole responsabilidad por el 

mobbing sufrido 

22.- STS de 2 de febrero de 2017 (Rev. 58/2015).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: desestima demanda de revisión por no ser causa de la misma que el Tribunal 

Supremo haya dictado sentencia con posterioridad a la del TSJ que se quiere revisar, con nueva 

doctrina de signo contrario a la aplicada en ésta, no teniendo esa sentencia del TS la naturaleza 

del documento previsto en el art. 510.1º LEC 

23.- STS de 2 de febrero de 2017 (RCUD 1325/2015).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: conforme al art. 191.2.g) LJS, no es recurrible en suplicación y, por ello, anula la 
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sentencia del TSJ que resolvió ese recurso, recaída en litigio que dirime diferencias de 79,30 

euros/mes en la cuantía de la pensión de jubilación ordinaria, derivadas de no haber contratado 

su empresario último a un nuevo relevista durante unos meses en que estuvo en jubilación parcial, 

dada la cuantía del litigio y que, en contra de lo sostenido por el TSJ, no concurre el requisito de 

afectación general, que no se alegó ni deriva de la mera proyección general del litigio sobre la 

interpretación de una norma, sino que exige un nivel de litigiosidad relevante y actual sobre el 

problema que se debate 

24.- STS de 2 de febrero de 2017 (RCUD 53/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: reconoce como despido improcedente (y no como válida terminación del 

contrato de un indefinido no fijo de RTV de Andalucía por cobertura reglamentaria de su plaza), 

dado que no estaban suficientemente identificadas las plazas ofrecidas en el concurso, siendo la 

demandada quien corría con la carga de probar ese extremo, sin el cual no hay garantías de 

que el puesto de trabajo que ocupaba era uno de los afectados por el proceso selectivo 

**25.- STS de 2 de febrero de 2017 (RC 87/2016).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: confirma que, conforme al art. 15.6 ET, los contratos de interinidad que concierte 

Altadis SA han de realizarse con la categoría y retribución del trabajador sustituido y no en 

algunas de las nuevas categorías creadas en el convenio colectivo de la empresa, cuyo art. 12 

en modo alguno faculta a hacerlo 

26.- STS de 2 de febrero de 2017 (RCUD 2012/2015).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: reconoce que el convenio colectivo aplicable a un trabajador de un Centro 

Especial de Empleo con relación laboral especial para personas con discapacidad que trabajen 

en esos Centros, que presta servicios de operario de limpieza en una contrata concertada por 

ese empleador, es el de Centros y Servicios de Atención a personas con discapacidad y no el 

sectorial para limpieza de edificios y locales de la provincia (en el caso, Toledo) y, por ello, revoca 

la condena al pago de diferencias salariales reclamadas en base a este último y fija como salario 

rector de la improcedencia del despido el que tenía conforme al primero de esos convenios. 

 NOTA: sigue sus precedentes de 23-Sp-14 (RC 50/2013) –nº 43 de mi resumen de noviembre 

de 2014-, 24-Nv-15 (RC 136/2014) –nº 1 de mi resumen de abril de 2016- y 9-Dc-15 (RC 135/2014) –

nº 24 del resumen de marzo de 2016-, en doctrina que deja intacta la aplicada respecto al deber 

de subrogación fijado en el convenio sectorial 

27.- STS de 3 de febrero de 2017 (RC 39/2016).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: reconoce que vulnera el derecho de libertad sindical de un sindicato (en el 

caso, CCOO) que una empresa (en el caso, Andaluza de Instalaciones y Turismo Joven SA –

INTURJOVEN-) obstaculice su acción sindical negándole el acceso a determinadas informaciones 

por no reconocerle derecho a tener un delegado sindical ex art. 10.1 LOLS pese a que la empresa 

tiene más de 250 trabajadores, aunque no los tenga ninguno de sus centros de trabajo, siendo 

sindicato más representativo, dado que es facultad del sindicato estructurar su presencia a nivel 

de empresa (como aquí hizo) o de centro. 

 NOTA: sigue la nueva línea de la Sala iniciada en sentencia, de Sala general, de 18-Jl-14 

(RC 91/2013) –nº 22 de mi resumen de noviembre de 2014-, con cita de las últimas que la siguen, 

de 21-Jn-16 (RC 182/2015) –nº 11 del resumen de octubre de 2016- y 27-Oc-16 (RC 281/2015). El 

criterio se reitera en STS de 7-Mz-17 (RC 101/2016), en donde confirma el derecho de ELA a tener 

siete delegados sindicales en Kutxabank SA (en lugar de los tres admitidos por ésta), tras cambiar 

aquél la configuración sindical en la misma, constituyendo secciones sindicales vinculadas a los 

cinco comités de empresa en lugar de una en cada uno de los territorios históricos de Araba, 

Bizkaia y Gipuzkoa 

28.- STS de 7 de febrero de 2017 (RCUD 536/2015).- Sr. López García de la Serrana 

 

 Doctrina: reconoce que no deriva de accidente de trabajo la muerte de un trabajador en 

misión, acaecida a media mañana en la habitación del hotel en el que se alojaba y del que no 

salió para ir a trabajar por estar ya indispuesto, debida a una crisis cardíaca, al no entrar en juego 

la presunción de laboralidad del art. 115.3 LGSS-1994 por no ocurrir en el lugar de trabajo ni 

acreditarse ninguna relación causal entre el trabajo y dicha crisis. 

 NOTA: recuerda su sentencia, de Sala general, de 6-Mz-07 (RCUD 3415/2015) y la de 11-Fb-

14 (RCUD 42/2013) –nº 19 del resumen de mayo de 2014-, citada de contraste 

29.- STS de 7 de febrero de 2017 (RC 76/2016).- Sra. Segoviano 



 

 Doctrina: confirma que se ajusta a derecho la reducción íntegra (y no en 11/12) de la 

catorceava parte de la retribución anual de 2014 aplicada a los trabajadores de Corporació 

Catalana de Mitjans Audiovisuals SA ex Ley 1/2014, de 27-En, de Presupuestos de la Generalitat de 

Catalunya, dado que el único motivo del recurso de casación plantea una cuestión nueva en el 

litigio (la no aplicación del Decreto de la Generalitat 269/2013, de 23 de diciembre, a las 

sociedades mercantiles participadas por las administraciones públicas) 

30.- STS de 8 de febrero de 2017 (RC 29/2016).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma que los titulados superiores de HUNOSA que extingan sus contratos de 

trabajo al amparo del Plan de Empresa 2013/2018 no tienen derecho, como condición más 

beneficiosa, a la indemnización complementaria que sí recibieron los que lo extinguieron 

conforme a los cinco Planes de Empresa anteriores, ya que el reconocimiento a éstos deriva de lo 

previsto en tal sentido en dichos Plantes anteriores, lo que no concurre en el último 

31.- STS de 8 de febrero de 2017 (Rev. 11/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: desestima demanda de revisión de la sentencia firme que declaró procedente 

el despido disciplinario del demandante, basada en la existencia de sentencia penal absolutoria 

sobre los mismos hechos por falta de acreditación de éstos, dado que no acredita haberla 

interpuesto dentro de los tres meses siguientes a la notificación de la sentencia penal (que exige 

el art. 512.2 LEC) ni es causa de revisión del art. 510 LEC ni la del art. 86.3 LJS la absolución penal 

por falta de acreditación de los hechos 

32.- STS de 8 de febrero de 2017 (RC 66/2016).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: confirma que el personal laboral de la Comunidad de Madrid no tiene derecho 

a que, a efectos del art. 37 del convenio colectivo para dicho personal con vigencia inicial 

2004/2007, se les reconozca los servicios prestados a otras Administraciones Públicas, sin que tal 

derecho resulte de lo dispuesto en los arts. 21 y 23 del Estatuto Básico del Empleado Público, no 

pudiendo examinar si constituye discriminación con lo que acontece a sus funcionarios de carrera 

por defectos del recurso, si bien el estar sujetos a un régimen jurídico justifica la diferencia de 

trato. 

 NOTA: recuerda, no obstante, que subsiste el criterio aplicado en su sentencia de 17-Jl-13 

(RC 5/2013) –nº 58 de mi resumen de octubre de 2013-, que sí admitía el cómputo, en el caso de 

los servicios prestados a Administraciones Públicas que luego se integran en la Comunidad de 

Madrid 

33.- STS de 8 de febrero de 2017 (RC 132/2016).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: el personal de Canal Isabel II Gestión SA subrogado de Canal Isabel II y no sujeto 

a trabajo a turnos no tiene derecho a disfrutar de dos días sin trabajar en compensación por los 

dos sábados del año 2015 que coincidieron con festivos oficiales o su compensación económica 

como horas extras, ya que el art. 37 ET no lo reconoce (sólo para los festivos que caigan en 

domingo y disponiendo que el Gobierno fije otro día en sustitución) y tampoco se previó en el 

“compromiso de garantías individuales” suscrito con ocasión de la subrogación (a diferencia de 

lo sucedido para el caso del 24 y 31 de diciembre, si caían en sábados). 

 NOTA: recuerda sus precedentes de 13-My-14 (RC 181/2013) –nº 54 de mi resumen de julio 

de 2014- y 14-Sp-15 (RCUD 368/2014) –nº 40 del resumen de noviembre de 2015-.  En igual sentido, 

la de 14-My-14 (RC 180/2013) que mencionaba en mi nota a la primera de ellas 

34.- STS de 9 de febrero de 2017 (RCUD 1456/2015).- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: confirma que la fecha inicial de efectos económicos de la pensión de viudedad 

solicitada al amparo de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, por quien había pedido sin éxito la 

prestación al amparo de la normativa precedente, es desde tres meses antes a esa nueva 

solicitud, conforme al art. 43.1 LGSS, y no desde la fecha de la primera 

35.- STS de 9 de febrero de 2017 (RCUD 2718/2015).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: confirma que se ajusta a derecho, conforme al art. 26.5 ET y el art. 7 del XVI 

convenio colectivo estatal de empresas de consultoría y estudios de mercado, que una empresa 

sujeta al mismo (en el caso, Atos Spain SA) reduzca el importe del denominado “complemento 

personal convenido” que venía abonando, en igual cuantía con que les incrementa el 

complemento de promoción profesional y antigüedad por aplicación de lo previsto en el art. 25 

de ese convenio, pese a que la naturaleza del complemento absorbido sea la de un 

complemento de cantidad o calidad, ya que la absorción y compensación también cabe entre 
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conceptos heterogéneos cuando, como es el caso, el propio convenio generador del 

complemento salarial “absorbente” permite la absorción sin ese límite (en el caso, “con las 

mejoras de cualquier tipo que vinieran anteriormente satisfaciendo”) y el complemento 

absorbido estaba reconocido expresamente como absorbible, en conclusión a la que tampoco 

se opone el art. 8 del referido convenio que impone el respeto de los derechos adquiridos. 

 NOTA: reitera el criterio de su sentencia de 10-En-17 (RCUD 503/2016) –nº 25 de mi resumen 

de marzo de 2017-, referida a otro trabajador de la misma empresa, y de las que ahí se citan 

**36.- STS de 10 de febrero de 2017 (RCUD 1082/2015).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: confirma que no cabe reconocer derecho a pensión de viudedad, al amparo 

de la disposición transitoria 18ª LGSS-1994, a quien: 1) no reúne los requisitos para hacerlo al 

amparo de su párrafo primero por haber transcurrido más de diez años entre su divorcio del 

causante y la muerte de éste; y 2) no se le puede aplicar el párrafo segundo pese a que tenía 

más de 65 años a la muerte de su ex cónyuge y el matrimonio duró más de quince años, dado 

que éste entró en vigor el 1 de enero de 2013 ex disposición final duodécima de la Ley 27/2011, 

de 1 de agosto, que lo introdujo y la muerte del causante se produjo con anterioridad a esa 

fecha (en el caso, el 18 de agosto de 2012) 

37.- STS de 14 de febrero de 2017 (RCUD 838/2015).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: reconoce que es accidente de trabajo in itinere del art. 115.2.a) LGSS-1994 la 

muerte en accidente de tráfico sufrida por un trabajador con su coche, regresando el viernes a su 

casa por trayecto habitual que incluía pequeño desvío a otra localidad intermedia para dejar en 

sus domicilios a dos compañeros, sufriendo el accidente tras dejarlos, sin que desparezca el nexo 

cronológico por el hecho de que acaeciera en torno a la hora de la salida del trabajo cuando 

ese trayecto en coche podía no rebasar la media hora. 

 NOTA: sigue la nueva línea de la Sala sobre el accidente in itinere, que inició su sentencia, 

de Sala general, de 26-Dc-13 (RCUD 2315/2012) –nº 47 de mi resumen de marzo de 2014- 

38.- STS de 14 de febrero de 2017 (RC 45/2016).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: confirma que, conforme al art. 7.1 del convenio 132 de la OIT, los trabajadores 

de las empresas incluidas en el ámbito de aplicación del I convenio colectivo de Abertis, 

Autopistas de España, tienen derecho a que la retribución de sus vacaciones incluya los pluses 

festivo, nocturno, pista y centro operaciones-control, calculados en función del promedio 

obtenido en el último año, por ser conceptos salariales, de naturaleza similar a complementos 

variables devengados en jornada ordinaria de trabajo 

39.- STS de 14 de febrero de 2017 (RC 43/2016).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: confirma que los trabajadores que han ingresado en Canal Isabel II Gestión SA 

no procedentes de Canal Isabel II SA y a los que, por ello, no se les aplicó el XVIII convenio 

colectivo de ésta ni les afecta el acuerdo de garantías para los trabajadores a los que se le 

aplicaba éste, no tienen derecho a cobrar el plus de factor ambiental que perciben estos últimos, 

al amparo de ese acuerdo, al ser una diferencia de trato de causa justificada que no vulnera el 

principio de igualdad y prohibición de discriminación del art. 14 CE 

40.- STS de 14 de febrero de 2017 (RC 104/2016).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma: 1) que en empresa, como Servinform SA, de más de 250 trabajadores y 

sujeta a un convenio colectivo de ámbito superior al de empresa (en el caso, el estatal de 

contact center), conforme al art. 85.2 ET y art. 87.3 de ese convenio colectivo, ha de constituirse 

por acuerdo entre empresa y los representantes legales de los trabajadores una comisión 

negociadora del plan de igualdad, en sustitución del plan 2011/2013 que había negociado la 

empresa con una comisión ad hoc de trabajadores cuando éstos no tenían representación legal; 

2) que CGT no está legitimada para pedir que el banco social de esa comisión negociadora se 

integre por sindicatos y con su presencia, sin que obste a ello que haya formado parte del banco 

social que negoció el referido convenio o disponga de más del 10% de los representantes 

unitarios en el sector 

**41.- STS de 15 de febrero de 2017 (RCUD 2921/2015).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: reconoce que se ajustó a derecho el archivo de un expediente de solicitud de 

subsidio de desempleo por responsabilidades familiares debido a no haber atendido el 

peticionario la documentación requerida destinada a determinar el cumplimiento del requisito de 



tener responsabilidades familiares (en el caso, las nóminas de la madre de su hija, con las que 

aquél convive, a fin de conocer su capacidad para prestar alimentos a la hija), con 

independencia de la relevancia que esa documentación hubiera podido tener para acreditarlo 

**42.- STS de 15 de febrero de 2017 (RCUD 1810/2015).- Sr. Sempere.- Voto particular 

 

 Doctrina: reconoce que la reanudación del subsidio de desempleo (en el caso, para 

mayores de 52 años), previamente suspendido (en el caso, contrato de duración indefinida, 

como empleado de hogar familiar, concertado en noviembre de 2011), conforme al art. 212.3.b) 

LGSS en su redacción vigente en esa fecha y por remisión del art. 219.1 LGSS, no es automática ni 

incondicionada, requiriendo que concurra una nueva situación legal de desempleo, no siéndolo 

el desistimiento del contrato de trabajo por el trabajador en período de prueba el primer día de 

trabajo y por razones particulares. 

 NOTA: el voto particular de la Sra. Virolés defiende la confirmación del derecho a la 

reanudación, aunque no cita al efecto la norma que, a mi juicio, sí lo ampara, como es el 

segundo párrafo del art. 219.2 LGSS, en donde se contempla expresamente el supuesto y se limita, 

a exigir, para la reanudación, que se acredite el requisito de carencia de rentas y, en su caso, el 

de responsabilidades familiares, sin mención alguna a que deba concurrir nueva situación legal 

de desempleo, que sin embargo sí requiere específicamente en el párrafo siguiente para el caso 

de obtención de rentas o ausencia de responsabilidades familiares por tiempo superior a doce 

meses 

43.- STS de 15 de febrero de 2017 (RC 75/2016).- Sr. Gullón 

 

 Doctrina: confirma la nulidad del convenio colectivo de Mantrol Servicios SL por ser 

cuestión nueva la suscitada en el recurso de casación (omisión de la intervención de la comisión 

mixta de dicho convenio, prevista en su art. 46), no ser exigible ese trámite preprocesal en litigios 

de impugnación de convenios colectivos y resultar contradictorio que el recurso no cuestione la 

nulidad total del convenio y se alegue únicamente que no se ha cumplido con uno de sus 

preceptos 

44.- STS de 15 de febrero de 2017 (RC 168/2016).- Sala General.- Sr. Arastey 

 

 Doctrina: confirma que no se ajusta a derecho el despido colectivo de ocho de los nueve 

trabajadores de Irschmer SAE, iniciado el 18 de noviembre de 2015 por causas económicas y cese 

de actividad, finalizado sin acuerdo, por integrar esa empresa un grupo laboral con las otras dos 

sociedades demandadas del grupo mercantil Irschmer, dada la confusión de plantillas y falta de 

autonomía decisoria respecto a la demandada sociedad alemana cabecera del grupo 

45.- STS de 15 de febrero de 2017 (RCUD 1991/2015).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: reconoce la procedencia del despido ex art. 52.c) ET por causas económicas, 

revocando su improcedencia, ya que está acreditada la falta de liquidez para la puesta a 

disposición de la indemnización a los dos trabajadores despedidos, debidamente alegada en la 

carta, al constar los saldos negativos de una cuenta corriente y de una cuenta de crédito por 

valor conjunto superior a 50.000 euros y el saldo positivo de 128 euros en otra cuenta corriente, sin 

que pueda presumirse que concurra fraude por no haber aportado más datos sobre su estado de 

tesorería. 

 NOTA: recuerda sus sentencias de 25-En-05 (RCUD 6290/2003) y 17-Jl-07 (RCUD 2929/2007) 

sobre la carga de la prueba en esta materia 

46.- STS de 16 de febrero de 2017 (RCUD 2535 /2015).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: reconoce que la sentencia que declara una situación de incapacidad 

permanente total a un trabajador autónomo mayor de 55 años no puede reconocerle la pensión 

en un porcentaje del 75%, sino sólo en un 55%, si no consta, como en el caso sucede, que cumpla 

el resto de requisitos exigidos en el art. 38.1 del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, en redacción 

dada por R. Decreto 463/2003, de 25 de abril, y concretamente que ya no mantiene la titularidad 

del establecimiento por el que estaba de alta como trabajador autónomo. 

 NOTA: recuerda sus sentencias de 15-Jl-15 (RCUD 2204/2014) y 5-Jl-16 (RCUD 379/2015) –nº 

2 de mi resumen de noviembre de 2016- 

47.- STS de 16 de febrero de 2017 (RCUD 2481/2015).- Sr. Moralo  

 

 Doctrina: aún no concurriendo contradicción, reconoce que cabe recurso de suplicación, 

ex art. 191.3.c) LJS, contra la sentencia de un JS que dirime litigio sobre complemento de mínimos 

(en el caso, en pensión por incapacidad permanente total), dado que debe entenderse que su 
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objeto es el derecho a una prestación autónoma de seguridad social.  

 NOTA: recuerda sus precedentes de 13-Dc-11 (RCUD 702/2011) –nº 11 de mi resumen de 

marzo de 2012- y 22-Nv-16 (RCUD 2561/2015) –nº 32 del resumen de enero de 2017- 

**48.- STS de 16 de febrero de 2017 (RC 90/2016).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: reconoce que, declarada la vulneración de un derecho fundamental (en el 

caso, el de libertad sindical) y aún no producido daños, conforme al art. 183 LJS es obligado fijar 

indemnización de daños y perjuicios como prevención de conductas lesivas del derecho 

fundamental vulnerado 

49.- STS de 16 de febrero de 2017 (RC 1/2016).- Sr. López García de la Serrana 

 

 Doctrina: confirma: a) la desestimación de la pretensión de nulidad de la conciliación 

judicial alcanzada en litigio de conflicto colectivo promovido por Iberia LAE sobre el salario 

regulador de las indemnizaciones derivadas de un despido colectivo de 3.807 trabajadores 

finalizado con acuerdo de 13-Mz-13, dado que: 1) no cabe estimar que fue inadecuado el 

procedimiento de conflicto colectivo porque no se planteó en ese litigio, se suscita en éste 

novedosamente en fase de recurso y, en todo caso, era el adecuado para dirimir un problema 

interpretativo del acuerdo de mediación; 2) no lesiona el derecho el derecho a la tutela judicial 

efectiva de los trabajadores afectados por el hecho de que se dirima una cuestión que les afecta 

directamente sin haber intervenido, ya que sus intereses han estado representados por los 

sindicatos intervinientes; 3) no vulnera la prohibición de irretroactividad del art. 9.3 CE y art. 2.3 

CC, dado que la conciliación no introduce cambio alguno en lo pactado previamente sino que 

lo interpreta por quienes lo alcanzaron; b) la falta de legitimación de los prejubilados y jubilados 

afectados por ese despido, ya que no fueron parte en el litigio de conflicto colectivo y no eran 

terceros ajenos a lo convenido sino sujetos también representados por quienes alcanzaron el 

acuerdo conciliatorio 

50.- STS de 17 de febrero de 2017 (RC 112/2016).- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: confirma que el personal laboral de administración y servicios de la Universidad 

de Barcelona no tiene derecho a que, en materia de días de ausencia por enfermedad, se 

mantengan los términos pactados con sus representantes legales antes de la entrada en vigor de 

la Instrucción 5/2004 de la Gerencia, dado que ésta no los ha alterado sino la disposición 

adicional 38 de la Ley 17/2012, de Presupuestos Generales del Estado para 2013, que esa 

Instrucción aplica 

**51.- STS de 21 de febrero de 2017 (RCUD 2859/2015).- Sala General.- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: 1) reconoce que la carta de despido de un trabajador afectado por el despido 

colectivo adoptado por una empresa (en el caso, Alimerka SA), con acuerdo, es suficiente por 

expresar las causas del mismo (en el caso, las pérdidas de las cuatro tiendas que se seleccionaron 

para su cierre, entre ellas la de la demandante) y referenciar el acuerdo alcanzado; 2) sin 

embargo, confirma la improcedencia del despido, ya que el TSJ también lo confirmó por negar 

que concurriera causa y sobre esta cuestión no se ha planteado en el RCUD sentencia 

contradictoria 

 NOTA: el criterio se reitera en otra sentencia de la misma fecha (RCUD 2860/2015), referida 

a otro trabajador de la misma empresa y con similar RCUD 

52.- STS de 21 de febrero de 2017 (RCUD 2720/2015).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: reconoce el derecho de un trabajador objeto de cesión ilegal a Radiotelevisión 

de Galicia SA a percibir, durante un período en esa situación de cesión en la que junto a las 

funciones propias de su categoría de redactor hacía las de presentador televisivo, el plus de 

pantalla previsto en el art. 72 del convenio colectivo de la Televisión de Galicia, dado que esa 

función de presentador no era inherente a la de su categoría 

53.- STS de 21 de febrero de 2017 (RCUD 621/2015).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma que los mandos intermedios de ADIF integrados voluntariamente, el 1-

En-99, en el nuevo régimen normativo de ese grupo profesional y que accedieron, por ello, a un 

nuevo nivel salarial, no tienen derecho a las diferencias que reclaman en el complemento 

personal de antigüedad por llevar veinte años en el mismo nivel salarial previsto en el art. 121 del 

X convenio colectivo de RENFE, dado que no cumplen el requisito en cuestión, resultando 

irrelevante que lleven veinte años en la categoría. 



 NOTA: sigue el criterio de las SSTS de 15-Jl-15 (RCUD 2429/2014) y 5-My-16 (RCUD 1431/2015) 

–recogidas en el nº 32 de mi resumen de julio de 2016-, 15-Jl-16 (RCUD 595/2015) –nº 66 del 

resumen de octubre de 2016- y 20-Sp-16 (RCUD 6/2015) –nº 36 del resumen de noviembre de 2016- 

54.- STS de 21 de febrero de 2017 (RC 125/2016).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: confirma el derecho de los trabajadores de una empresa sujeta al convenio 

colectivo de ayuda a domicilio de la Comunidad de Madrid (en el caso, Limpiezas, 

Ajardinamientos y Servicios Seralia SA) a que, dado el alcance del art. 19 del mismo, las 

exigencias de buena fe e información que resultan del art. 1258 CC y art. 4.1.g) ET y evitar su 

indefensión, en los partes de trabajo que les entrega se incluya dentro del cómputo de la jornada 

el tiempo de desplazamiento estimado entre los domicilios de los usuarios computándolo como 

tiempo de trabajo efectivo, así como las incidencias que repercutan en el cómputo de la jornada 

y, al menos trimestralmente, el cómputo de las jornadas realizadas en el trimestre. 

 NOTA: ver la nº 76 de este resumen 

55.- STS de 22 de febrero de 2017 (RC 120/2016).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: de oficio, por afectar al derecho de acceso a la jurisdicción, declara la falta de 

acción de conflicto colectivo para pedir una determinada interpretación del art. 8 del convenio 

colectivo de Altadis SA, sobre cuyo alcance discrepan las partes, al no venir vinculada por los 

sindicatos demandantes a ninguna situación de conflicto real que se quiera resolver y tratarse, 

por ello, de una petición de consulta 

56.- STS de 22 de febrero de 2017 (RC 138/2016).- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: confirma que los controladores aéreos de ENAIRE que, por haber cotizado a más 

de un régimen de Seguridad Social, optan por no totalizarlos para el acceso a la pensión de 

jubilación y acceder, así, a dos pensiones, no tienen derecho, dado lo dispuesto en el art. 175 del 

II convenio colectivo para ese colectivo, a que su edad de jubilación forzosa en ENAIRE se 

prorrogue más allá de los 65 años si a esa fecha no pueden acceder aún a la pensión de 

jubilación en el régimen general por esa falta de totalización. 

 NOTA: se trata de un problema específico que afecta a los controladores aéreos que en 

su día fueron funcionarios públicos y como tales prestaron servicios al Estado, generadores de 

derecho a pensión de jubilación de clases pasivas, que causan sin totalización en ejercicio de esa 

opción legal, pero que luego les impide causar derecho a la pensión de jubilación de régimen 

general al cumplir los 65 años por no reunir en éste el período de cotización para poder hacerlo a 

esa fecha, que sólo podrán percibir al cabo de unos meses, quedando en el ínterin sin derecho a 

pensión y sin salario por razón de la jubilación forzosa en ENAIRE, que impone ese precepto del 

convenio. Razona el TS, en esencia, que ese perjuicio es fruto de una opción suya, que nadie les 

impone 

57.- STS de 22 de febrero de 2017 (RCUD 999/2015).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: reconoce que, apreciada la excepción de falta de litisconsorcio pasivo 

necesario, la consecuencia que debe extraerse, ex art. 81.1 LJS, es reponer el curso del litigio a la 

presentación de la demanda a fin de que se amplíe frente a quienes también debieron ser 

demandados (en el caso, quienes obtuvieron los puestos cuya asignación se impugna por el 

comité de empresa). 

 NOTA: recuerda su precedente de 14-En-16 (RC 23/2015), con cita de otras muchas 

58.- STS de 22 de febrero de 2017 (RCUD 1563/2015).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: reconoce derecho a pensión de orfandad por estimar cumplido el requisito de 

situación de alta o asimilada del art. 124.1 LGSS en el causante, en interpretación flexible del 

mismo, dado que su falta de inscripción como demandante de empleo tras su última situación de 

alta, en la que cesó treinta y dos meses antes de su muerte, está justificada por su enfermedad 

(cirrosis hepática debida a su alcoholismo crónico, que mantenía). 

 NOTA: recuerda precedentes suyos en otros casos de grave enfermedad derivada de 

alcoholismo crónico (sentencias de 19-Dc-96, RCUD 1159/1996, 19-Nv-97, RCUD 1194/1997, y 27-

My-98, RCUD 2460/1997) 

59.- STS de 23 de febrero de 2017 (RCUD 2120/2015).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: reconoce derecho a pensión de incapacidad permanente total derivada de 

accidente no laboral por cumplir el requisito de alta o situación asimilada del art. 124.1 LGSS, en 

interpretación flexible del mismo, a quien sufre el accidente días después de cesar 
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voluntariamente en una empresa y antes del inicio previsto del nuevo empleo, ya que no revela 

voluntad de apartarse del mercado de trabajo. 

 NOTA: sigue el criterio de sus sentencias de 19-En-10 (RCUD 4014/2008) –nº 13 de mi 

resumen de marzo de 2010, citada de contraste- y 20-En-15 (RCUD 507/2014) –nº 18 del resumen 

de abril de 2015- 

**60.- STS de 23 de febrero de 2017 (RCUD 2759/2015).- Sala General.- Sr. Moralo.- Voto particular 

 

 Doctrina: reconoce la incompatibilidad entre la pensión de viudedad reconocida al 

amparo de la disposición adicional tercera de la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, y la de 

incapacidad permanente total que surge, al reconocerle ésta a la beneficiaria de aquélla, ya 

que el requisito de la misma consistente en no tener derecho a prestación contributiva de la 

Seguridad Social previsto en la letra c) de esa disposición adicional es exigible no sólo al causarla 

sino durante su disfrute. 

 NOTA: el voto particular del Sr. Agustí, al que se adhieren dos magistradas, defiende la 

compatibilidad por considerar que el requisito en cuestión sólo es exigible al momento de causar 

la pensión de viudedad 

61.- STS de 23 de febrero de 2017 (RCUD 2066/2015).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: reconoce que no procede reducir del 50% al 40% el recargo por falta de 

medidas de seguridad impuesta a una empresa (en el caso, Uralita SA) por enfermedad 

profesional derivada de exposición al amianto, con resultado de incapacidad permanente total, 

cuando el trabajador ha estado expuesto al contacto con sus fibras en suspensión ambiental por 

razón de su trabajo durante diez años en la empresa, sin medidas preventivas respecto a ese 

riesgo. 

 NOTA: recuerda sus sentencias de 17-Mz-15 (RCUD 2045/2014) –nº 25 de mi resumen de 

junio de 2015- y 26-Ab-16 (RCUD 149/2015) –nº 14 del resumen de julio de 2015- 

**62.- STS de 23 de febrero de 2017 (RC 146/2016).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: reconoce que no cabe declarar la nulidad total del convenio colectivo de 

Adaptalia Especialidades de Externalización SL por el hecho de que lo negociara el delegado de 

personal del centro de trabajo de Madrid y su ámbito incluyera a ese centro y a todos los 

trabajadores formalmente contratados en Madrid, cualquiera que sea el centro en el que vayan 

a prestar servicios, sino únicamente la nulidad de ese ámbito en cuanto excede del centro de 

Madrid, como subsidiariamente se pide, y ello por aplicación del principio de conservación del 

negocio jurídico y por la masiva adhesión al convenio efectuada por los trabajadores 

posteriormente contratados y por los representantes de los restantes centros. 

 NOTA: ver la nº 73 de este resumen, aunque en ese caso no se formuló esa petición 

subsidiaria ni concurrían esas circunstancias adhesivas 

63.- STS de 24 de febrero de 2017 (RCUD 1296/2015).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma que estuvo bien apreciada la inadecuación del procedimiento 

ordinario seguido por el trabajador demandante reclamando el pago de diferencias en la 

indemnización propia del despido colectivo de que había sido objeto, derivadas de haberla 

calculado la empresa con un salario inferior al que se considera aplicable, dado que debieron 

reclamarse por el cauce del proceso de despido. 

 NOTA: sigue el criterio aplicado, en caso similar, en sentencia de 22-Dc-16 (RCUD 

3458/2015), que a su vez seguía el sentado en sentencia, de Sala general, de 23-Nv-16 (RCUD 

431/2014) –nº 24 de mi resumen de febrero de 2017- 

**64.- STS de 28 de febrero de 2017 (RC 103/2016).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: confirma que no se ha vulnerado el derecho fundamental al honor de la 

empresa demandante por el hecho de que un sindicato exhibiera pancartas atribuyendo 

“terrorismo empresarial” a una supuesta cesión ilegal de trabajadores por parte de aquélla, pues 

aunque sea expresión ilegítima y disponer también de ese derecho las personas jurídicas, no 

alcanza a vulnerarlo porque la valoración de su intromisión no puede hacerse en términos 

semejantes al de las personas físicas, la expresión citada no se utiliza en su significado literal sino 

en el habitual del lenguaje político/sindical y con ánimo de defensa de los trabajadores, sin que 

haya generado perjuicio alguno. 

 NOTA: la sentencia aplica cánones jurisprudenciales de la Sala 1ª del Tribunal Supremo, 

con abundante cita de sentencias de ésta 



65.- STS de 28 de febrero de 2017 (RCUD 1366/2015).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: confirma la válida extinción ex art. 49.1.c) ET, por terminación del servicio objeto 

de su contratación, de los contratos de trabajo por obra o servicio determinado concertados por 

dos trabajadores con una empresa (en el caso, Tecnologías y Servicios Agrarios SA -TRAGSATEC-), 

cuyo objeto se vinculaba a una determinada contrata (en el caso, la asistencia técnica en el 

asesoramiento, control y seguimiento de concesiones y expedientes administrativos en Alicante 

por encargo del Ministerio de Medio Ambiente), al ser objeto válido de un contrato de esa 

naturaleza, estar debidamente identificado en el contrato y haberse extinguido al finalizar ese 

encargo. 

 NOTA: la sentencia recuerda sus precedentes en caso de extinciones similares en sendos 

casos de la empresa TRAGSA referidos a contratas del servicio de incendios (sentencias de 6-Jn-

09, RCUD 5117/2006, y 11-Mz-10, RCUD 4084/2008) 

66.- STS de 1 de marzo de 2017 (RCUD 3519/2015).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: reconoce que la Tesorería General de la Seguridad Social está legitimada para 

iniciar el procedimiento de oficio previsto en el art. 148.d) LJS a fin de determinar el carácter 

laboral o no de una prestación de servicios (en el caso, mantenida por mujeres que los prestaban 

en clubs de alterne), en el marco de expedientes administrativos sancionadores tras  actas de 

infracción por falta de afiliación o alta, dado que aquélla tiene la condición de autoridad laboral 

con potestad sancionadora, según resulta del art. 4.1.a).1º del Reglamento aprobado por R. 

Decreto 928/1998, de 14 de mayo, en relación con los arts. 22.2, 23.1.b y 48 de la LISOS y 

expresamente reconoce el art. 19 de ese Reglamento. 

 NOTA: el criterio se reitera en sentencias de 3, 7 -2- y 9-Mz-17 (RCUD 364/2016, 3675/2015, 

3476/2015 y 2958/2015) 

**67.- STS de 1 de marzo de 2017 (RCUD 2128/2015).- Sr. Gullón 

 

 Doctrina: reconoce que la denuncia de incongruencia omisiva, en trámite de recurso (en 

el caso, el de suplicación), no exige para su éxito que previamente se haya solicitado el 

complemento de sentencia, por no derivar tal requisito de lo dispuesto en los arts. 215.2 LEC y 

267.5 LOPJ ni existir, en nuestra ley procesal laboral, preceptos análogos al art. 469.2 LEC o el art. 

89.2.c) de la LJCA ex disposición final 3.1 de la LO 7/2015, de 21-Jl. 

68.- STS de 1 de marzo de 2017 (RCUD 2021/2015).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: anula, de oficio, las actuaciones seguidas en trámites de recurso de suplicación, 

proclamando la firmeza de la sentencia de instancia, que dirime pretensión de pago de 

diferencias en la prestación por desempleo que no rebasan los 3.000 euros, derivada de 

determinar cómo se calcula cuando la empresa (en el caso, Alstom Transporte SA) cotiza todos 

los meses por 30 días, en función de que se promedie por ese módulo mensual o por el número de 

días efectivos de cada mes, ya que la litigiosidad acreditada no es masiva y, por ello, no cabe 

estimar que concurre el requisito de afectación general que permite el acceso al recurso ex art. 

191.3.b) LJS en un asunto que por su cuantía no lo tiene, a tenor del art. 191.2.g) LJS. 

 NOTA: recuerda, entre otras, sus SSTS de 23, 24 y 29-Jn-15 (RCUD 2325/2014, 1470/2014 y 

1626/2014) –las dos primeras, junto a alguna otra, recogidas en el nº 4 de mi resumen de 

noviembre de 2015, referidas a trabajadores de Telefónica-. No cita, sin embargo, sus sentencias 

de 29-Jn-16 (RCUD 245/2015) –nº 23 de mi resumen de octubre de 2016- y dos del 10-En-17 (RCUD 

3747/2015 y 3900/2015) –nº 21 del resumen de marzo de 2017-, referidas a pretensión similar de 

otros ex trabajadores de Alstom Transporte SA. 

 La reiteración del criterio me lleva a no volver a incluir sentencias similares, salvo que 

contengan elementos diferenciales relevantes 

69.- STS de 2 de marzo de 2017 (RC 82/2016).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: confirma que el procedimiento de conflicto colectivo no es el adecuado para 

conocer de una pretensión que, en el fondo, se sustenta en negar la eficacia aplicativa de un 

acuerdo colectivo con valor de convenio por colisionar con un precepto de otro convenio 

colectivo (en el caso, el acuerdo que alcanzaron el 10-Oc-14 quienes negociaron el VI convenio 

colectivo del personal de administración y servicios de las Universidades de Cataluña, con 

vigencia 2010/2015, para modificar el alcance de su art. 41 por su posible contravención con las 

leyes de presupuestos, puesta de manifiesto por la autoridad laboral con carácter previo a su 

publicación oficial), sino el de impugnación de convenios colectivos regulado en los arts. 163 a 

166 LJS, dado que: 1) el recurso es defectuoso por no articularse al amparo del art. 207.c) LJS sino 

al amparo de lo dispuesto en su letra e); 2) el verdadero sentido de la pretensión se sustenta en 
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impugnar la eficacia normativa del acuerdo; 3) el alcance de la modalidad procesal de 

impugnación de convenios prevista en esos preceptos no se limita a los convenios estatutarios; 4) 

la remisión que hace el art. 163 LJS a los trámites del proceso de conflicto colectivo no afecta a la 

determinación de las partes, requisitos de la demanda, acto del juicio y la propia sentencia que 

se contemplan en esos preceptos. 

 NOTA: tiene interés destacar: 1) que no intervino el Ministerio Fiscal; 2) que la Audiencia 

Nacional intentó encauzarlo por esa vía  pero los demandantes se negaron a ello. 

 El criterio se reitera en sentencia de 7-Mz-17 (RC 89/2016) que resuelve litigio con el mismo 

objeto, aunque promovido por más sindicatos que en el caso anterior 

70.- STS de 2 de marzo de 2017 (RCUD 2452/2015).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: confirma: 1) que no ha prescrito la acción para reclamar el premio de 

antigüedad establecido en el V convenio colectivo de empresas de enseñanza privada 

sostenidas total o parcialmente con fondos públicos por el hecho de no solicitar su abono a la 

Junta de Andalucía dentro de los dos meses previstos en la resolución de de la Secretaría General 

Técnica de la Consejería de Educación de la Junta de Andalucía, dado que no es un plazo de 

prescripción ni podría alterar el año del art. 59 ET, habiéndolo solicitado la demandante dentro 

del año en que cumplió los 25 años de antigüedad que dan derecho al mismo; 2) que tal 

circunstancia tampoco eximía a la Junta de Andalucía de su obligación de pago, conforme a lo 

que acordó con las patronales y sindicatos del sector. 

 NOTA: reitera el criterio de su sentencia de 1-Ab-16 (RCUD 3392/2014) –nº 46 de mi 

resumen de mayo de 2016- 

71.- STS de 2 de marzo de 2017 (RC 151/2016).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: confirma que se ajusta al art. 14.5.A del IV convenio colectivo para pilotos de Air 

Nostrum LAM SA la decisión de esta empresa de no permitir disfrutar los períodos quincenales de 

vacaciones en los meses de julio y agosto de 2016, dado que se ha acreditado que concurren 

necesidades del servicio que lo impiden 

72.- STS de 2 de marzo de 2017 (RC 107/2016).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: confirma que el personal de Cremonini Rail Ibérica SA sujeto a su IV convenio 

colectivo que por trabajar a turnos disfruta de una quincena de descanso en compensación de 

los festivos anuales, conforme al art. 61 de dicho convenio, no tiene derecho a que, si durante el 

disfrute de ese período se superpone una situación de incapacidad temporal, disponga de 

nuevos días de vacaciones en sustitución de los superpuestos, dado que esa previsión está 

prevista en dicho precepto únicamente para los días de vacaciones en estricto sentido y no para 

ese período de descanso en compensación por los festivos trabajados 

**73.- STS de 7 de marzo de 2017 (RC 58/2016).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: confirma la nulidad del convenio colectivo de Citius Outsourcing Enterprise SL 

porque fija su ámbito de aplicación a todos los trabajadores de la empresa cuando sólo han 

negociado los delegados de personal de los tres centros existentes al inicio de la negociación, ya 

que no podían fijar un ámbito superior al de sus propios centros, cuando luego hay nuevos 

centros. 

 NOTA: la sentencia invoca, como precedente, su sentencia de 10-Jn-15 (RC 175/2014) –nº 

21 de mi resumen de octubre de 2015-, no despejando la duda que ésta me generó, pues en 

ninguna de las dos se concreta si concurren ya al tiempo de firmarse el convenio esos nuevos 

centros o trabajadores no representados en ese momento, aunque cabe entenderlo implícito, 

pues de no ser así, equivaldría a negar la posibilidad de que los representantes unitarios 

concierten convenios colectivos fijando como ámbito el de la empresa, en contra de lo que, a mi 

juicio, resulta del art. 87.1 ET 

74.- STS de 7 de marzo de 2017 (RCUD 2893/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: reconoce que, conforme al art. 235.1 LJS, no cabe condena en costas al 

recurrente cuyo recurso se estima en parte. 

 NOTA: sigue el criterio de su sentencia de 10-Fb-95 (RCUD 2187/1994), citada de contraste 

75.- STS de 8 de marzo de 2017 (RCUD 2686/2015).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: reconoce que cumple con el requisito de alta del art. 124.1 LGSS-1994 en 

interpretación flexible y, por ello, tiene derecho a percibir pensión por la situación de 



incapacidad permanente total para la profesión habitual propia de sus secuelas quien estaba en 

alta cuando inicia el proceso patológico que desemboca en la situación invalidante, siendo 

razonable que haya descuidado el cumplimiento de los resortes legales para seguir formalmente 

en situación de alta o asimilada (aquí, al hecho causante llevaba dos meses sin estar inscrito 

como demandante de empleo). 

 NOTA: recuerda sus precedentes de 26-En-98 (RCUD 1385/1997), 25-Jl-00 (RCUD 4436/1999) 

y 3-Jn-14 (RCUD 2588/2013) –nº 10 de mi resumen de octubre de 2014- 

**76.- STS de 23 de marzo de 2017 (RC 81/2016).- Sala general.- Sr. López García de la Serrana.- 

Votos particulares 

 

 Doctrina: reconoce que el art. 35.5 ET no impone a las empresas (en el caso, a Bankia) el 

deber de registrar la jornada diaria de toda su plantilla a fin de comprobar el cumplimiento de la 

jornada laboral y horario de aplicación sino únicamente el de registrar las horas extraordinarias 

que realicen sus trabajadores. 

 NOTA: hay tres votos particulares (de la Sra. Arastey, al que se adhiere la Sra. Segoviano; 

del Sr. Sempere; y del Sr. Agustí, al que se adhieren la Sra. Virolés), coincidiendo todos ellos en que 

las empresas sí tienen ese deber de registro de la jornada diaria pretendido en la demanda, que 

en el caso del primero y del tercero coinciden en fundarlo en una distinta interpretación del art. 

35.5 ET, mientras que el segundo niega que tenga ese amparo, que proviene en cambio del 

deber empresarial de fiscalizar y controlar la actividad de los trabajadores que deriva de la 

exigencia de conocer si han superado la jornada ordinaria, cumplir con medidas preventivas y 

con el deber de remunerarlo en cuanto fijado sobre el tiempo de trabajo 

**77.- STS de 28 de marzo de 2017 (RCUD 1664/2015).- Sala general.- Sr. López García de la 

Serrana 

 

 Doctrina: rectificando expresamente la doctrina anterior de la Sala, confirma que la 

extinción del contrato de trabajo del indefinido no fijo por cobertura reglamentaria de la plaza 

que ocupaba genera derecho a la indemnización prevista en el art. 53.1.b) ET y no a la 

establecida en el art. 49.1.c) ET. 

 NOTA: doctrina previa de la Sala, ahora rectificada, expresada en sus sentencias de 15-Jn-

15 (RCUD 2924/2014), 6-Oc-15 (RCUD 2592/2014) –nº 18 de mi resumen de diciembre de 2015-, 4-

Fb-16 (RCUD 2638/2014) –nº 24 del resumen de abril de 2016- y 7-Nv-16 (RCUD 755/2015) –nº 58 del 

resumen de diciembre de 2016- 
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RESUMEN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA SOCIAL (ABRIL 2017) 
CARLOS HUGO PRECIADO DOMÈNECH 

Magistrado especialista TSJ Cataluña 

I.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA 

STC 13/2017, de 30 de enero 

Procedimiento: recurso de amparo 
Ponente: Ricardo Enri ́quez Sancho  

Resumen: Derecho de la Unión Europea: Eficacia directa vertical de Directivas de la UE que no 

han sido transpuestas en plazo para determinar el contenido esencial de derechos 

fundamentales contenidos en la Constitución 

"...no cabe rechazar tampoco la posibilidad de que una directiva comunitaria que no haya sido 
transpuesta dentro de plazo por el legislador espan ̃ol, o que lo haya sido de manera insuficiente 

o defectuosa, pueda ser vinculante en cuanto contenga disposiciones incondicionales y 

suficientemente precisas en las que se prevean derechos para los ciudadanos, incluyendo 
aquellos de naturaleza procesal que permitan integrar por vi ́a interpretativa el contenido 

esencial de los derechos fundamentales, al haberse incorporado por vi ́a de la jurisprudencia del 

Tribunal de Justicia de la Unio ́n Europea, al acervo comunitario.  

Asi ́ debemos reconocerlo ahora respecto de la Directiva 2012/13/UE, de 22 de mayo de 2012, 

desde la fecha en que expiro ́ el plazo para su transposicio ́n (2 de junio de 2014), hasta la de la 

entrada en vigor de la Ley Orga ́nica 5/2015, de 27 de abril (vgr, el 28 de octubre de 2015), que 

llevó a cabo este último cometido. Sin perjuicio de que corresponde a los tribunales ordinarios la 
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intelección de sus preceptos [con los li ́mites señalados por nuestra doctrina para no incurrir en 

una alteración del sistema de fuentes, lesiva del art. 24.1 CE: por todas, STC 232/2015, de 5 de 

noviembre, FFJJ 4 y 5 b) y las que cita], desde nuestra perspectiva de control externo, resulta de 
la lectura de su arti ́culo 7, especialmente de su apartado 1, la consagracio ́n del derecho de 

acceso a los materiales del expediente por la persona que se encuentre detenida y por su 

abogado, que resulten «fundamentales» para poder impugnar de manera «efectiva» la legalidad 
de la detención. Y sin perjuicio de respetar las dema ́s disposiciones legales que, como se ha 

dicho en el fundamento juri ́dico anterior, letra d), pueden imponer tambie ́n deberes de 

confidencialidad de materias y actuaciones.  
Vulneracio ́n de los derechos a la libertad personal y a la asistencia letrada: negativa del 

funcionario instructor a proporcionar copia del atestado policial que hiciera posible la 
impugnación de la detención del solicitante 

COMPETENCIAS SOBRE FUNCIÓN PÚBLICA 

STC 20/2017, de 2 de febrero 

Procedimiento: recurso de inconstitucionalidad 
Ponente: Santiago Martínez-Vares Garci ́a  

Resumen: Competencias sobre función pública: son inconstitucionales y nulos el art. 27.2 y el 
inciso «incluidos los procesos internos de movilidad voluntaria y promocio ́n interna, que se 

convoquen por el Servicio Madrilen ̃o de Salud, en las mismas condiciones que el personal 

estatutario» del art. 27.3 de la Ley 9/2015, de 28 de diciembre, de medidas fiscales y 

administrativas de la Comunidad de Madrid. 
El precepto incurreen una contradiccio ́n insalvable por vi ́a interpretativa al permitir que personal 

laboral participe en unos procedimientos que la norma básica restringe al personal estatutario 

fijo, lo que determina su inconstitucionalidad por contravenir el orden constitucional de 
distribución de competencias 

COMPETENCIAS SOBRE  SANIDAD 

STC 16/2017, de 2 de febrero de 2017 

Procedimiento: conflicto positivo de competencia 
Ponente: Andrés Ollero Tassara  

Resumen: competencias sobre sanidad:  conflicto positivo de competencia promovido por el 
Gobierno de la Nacio ́n contra la resolucio ́n de 25 de enero de 2012, de la Direccio ́n Gerencia del 

Servicio Andaluz de Salud, por la que se anuncia convocatoria para la seleccio ́n de 

medicamentos a dispensar por las oficinas de farmacia de Andaluci ́a, cuando, en las recetas 

médicas y órdenes de dispensacio ́n oficiales del Sistema Nacional de Salud, sean prescritos o 

indicados por principio activo. 

No se vulneran las competencias del Estado en materia de sanidad, igualdad, farmacia y 
Seguridad social, entre otras razones  , porque el destinatario de la prestacio ́n farmacéutica va a 

recibir en todo caso el medicamento de precio ma ́s bajo, tal y como prevé la norma estatal, la 

única diferencia es que en Andaluci ́a la selección del precio más bajo la hace el Servicio 

Andaluz de Salud y en el resto del Estado la hace el farmace ́utico, sin que ello suponga perjuicio 

alguno para el destinatario, por lo que no establece diferencias en las condiciones de acceso a 
los medicamentos financiados por el Sistema Nacional de Salud, cata ́logo y precios.  

A nivel estatal no existe regla especi ́fica en materia de dispensacio ́n de productos sanitarios. No 

hay una norma básica que condicione o limite las medidas que en materia de dispensacio ́n de 

productos sanitarios pueden adoptar las Comunidades Auto ́nomas y, en consecuencia, no 

podemos entender que la norma andaluza al aprobar una medida como la descrita, que tiende 

a racionalizar el gasto en materia de productos sanitarios al seleccionar el producto sanitario que 
debe ser dispensado por la oficina de farmacia cuando se prescriba por denominacio ́n 

genérica, haya producido diferencias en las condiciones de acceso a los productos sanitarios 

financiados por el Sistema Nacional de Salud, ni en el cata ́logo ni en los precios. 

Reitera doctrina: STC 210/2016, de 15 de diciembre 

 II. TRIBUNAL SUPREMO 
ACCIDENTE DE TRABAJO 
STS 07/02/2017 

( ROJ: STS 813/2017 - ECLI:ES:TS:2017:813 ) 

Sentencia: 104/2017 Recurso: 536/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Accidente de trabajo: no puede ser calificado como contingencia profesional, 

modalidad de accidente en misión, el fallecimiento de un trabajador trasladado a otra localidad 



que acaece mientras el mismo descansaba en la habitación de un hotel. Como la crisis cardiaca 

sobrevino al causante en horas de descanso y en la habitación del hotel en que se alojaba un 

día en el que amaneció indispuesto y no se levantó para ir al trabajo, no puede estimarse la 

existencia de accidente de trabajo "in itinere" y, consecuentemente, al no jugar la presunción en 

favor de la existencia de accidente laboral, ni constar la existencia de conexión alguna entre el 

trabajo realizado y la enfermedad causante de la muerte, ni que esta tuviese por origen el 

trabajo realizado, procede estimar el recurso 

STS 14/02/2017 

ROJ: STS 878/2017 - ECLI: ES:TS:2017:878  

Sentencia: 121/2017  

Recurso: 838/2015 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO  

Resumen: Accidente de trabajo: accidente laboral in itinere. Existencia. Se considera AT el  sufrido 
por trabajador el regresar hacia su domicilio, conduciendo vehi ́culo de su propiedad, pero tras 

determinado desvío  e intervalo de tiempo. En su viaje de regreso hacia Linares, el trabajador 

transporta a dos compañeros que residen en Mengi ́bar.  

Sobre las 19,40 horas, a la altura del kilo ́metro 12,700 de la autovi ́a de Sierra Nevada A-44 Bailén-

Vélez Benaudalla, sentido Bailén, se produce un accidente de tra ́fico que acaba con la vida del 

trabajador.  El siniestro acaece como consecuencia de que el coche del trabajador es 
alcanzado, en su parte trasera, por otro vehi ́culo  

A) Elemento teleológico. - la finalidad principal del viaje durante el cual fallece el causante 
posee claro tinte laboral. Aunque podri ́a haber regresado a su domicilio de manera directa, el 

desvío a Mengíbar es para dejar en sus respectivos domicilios a dos compan ̃eros de trabajo. 

El desplazamiento desde la poblacio ́n donde trabaja, Puente Tablas (Jaén), hasta la de 

residencia (Linares) se realiza incluyendo el desvi ́o a Mengíbar, pero se trata de una alteracio ́n no 

solo habitual ("cada di ́a", según el HP 3o) sino también razonable tanto por razones de 

solidaridad entre compañeros de trabajo cuanto por economizar costes (abriendo la posibilidad 

de compartirlos). También es evidente que la proteccio ́n del medio ambiente ( art. 45 CE ) 

concuerda bien con las pautas de desplazamiento en transportes pu ́blicos o vehículos 

compartidos. Y aunque, lamentablemente, en el presente caso se produce un fatal siniestro, la 
minimización de los riesgos derivados del tra ́fico aconseja disminuir el nu ́mero de vehículos en 

circulación. 

Que el empresario conozca la pra ́ctica de compartir el vehi ́culo de alguno de sus empleados no 

constituye elemento necesario para sostener el cara ́cter laboral del desplazamiento, pero si ́ un 

indicio claro del mismo. Que el trabajador fallecido traslade a otras personas cuando regresa a 
su domicilio podri ́a cuestionar la finalidad del desplazamiento; pero que esos pasajeros sean, a su 

vez, personas que comparten actividad en la empresa y que tambie ́n regresan a sus domicilios al 

acabar la jornada laboral opera en la misma li ́nea de refuerzo sobre la teleologi ́a laboral del 

desplazamiento. 
B) Elemento espacial: El accidente se produce en un itinerario cuyo trazado no es el más directo 

para enlazar la poblacio ́n donde se trabaja y el lugar de residencia. Sin embargo, no se ha roto 

la conexión entre trayecto y trabajo, pues se va al lugar de residencia haciendo un alto para 

dejar a los compañeros (de viaje y de empresa)  

Aunque si viajara él solo no habría tenido que desviarse a Mengi ́bar, esa derivación queda 

integrada en el carácter laboral del desplazamiento (elemento teleolo ́gico), de modo que la 

concreta ubicación del siniestro no comporta ruptura del trayecto habitual.  

C) Elemento modal.- El medio de transporte utilizado para realizar el desplazamiento desde 
Puente Tablas (Jaén) a Linares, pasando por Mengi ́bar, es un vehi ́culo de tipo utilitario (Seat 

Ibiza), claramente concordante con la necesidad de recorrer un nu ́mero de kilómetros no 

despreciable (en torno a cien diarios, sumando ida y regreso), pero tambie ́n con el presumible 

nivel económico del propietario (el HP séptimo refiere que su base reguladora anual es de 

18.283,78 €).  
D) Elemento cronológico.- La sentencia recurrida considera decisiva la "fragmentacio ́n que se 

produce en el nexo causal del elemento cronolo ́gico", porque el accidente ocurre a unos veinte 

kilómetros del lugar de inicio y transcurrida ma ́s de una hora. Ese "retraso", que no aparece 

justificado, aparece como la clave para romper el cara ́cter laboral del desplazamiento 

El TS no comparte el modo en que se aborda el factor cronolo ́gico en la sentencia recurrida, que 

se limita a tomar como hora de salida la (aproximada) de cierre de la valla de la obra, 
contrastarla con la hora del siniestro y concluir que se ha utilizado ma ́s de una hora para recorrer 

unos veinte kilómetros por autovía.  

Lo acreditado es que el trabajador emprende el regreso con posterioridad a las 18,30. No consta 
la hora real en que el vehi ́culo emprende la marcha; si realmente lo hizo a las 18,45, es lo ́gico 
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pensar que accede a la poblacio ́n de Mengi ́bar sobre las 19,15; teniendo presente que realiza 

dos paradas, es razonable pensar que a las 19,30 este ́ en condiciones de reemprender el viaje a 

Linares.  

Pues bien, recordemos que el accidente lo sufre sobre las ocho menos veinte y a la salida de 
Mengi ́bar. La sentencia recurrida expone que al no haberse acreditado las causas del retraso en 

cuestión, el viaje se ha deslaboralizado.  

El TS considera que el número de minutos sin justificar ha podido dedicarse a muy diversos 

menesteres, sin que ello comporte la ruptura del elemento cronolo ́gico 

ACUERDO DE EMPRESA 

STS 17/01/2017 

( ROJ: STS 833/2017 - ECLI:ES:TS:2017:833 ) 

Sentencia: 140/2017 Recurso: 112/2016 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen. Acuerdo de empresa sobre abono por días de enfermedad. No puede prevalecer 

sobre lo establecido en una norma con rango legal. Se desestima la pretensión formulada en 

conflicto colectivo  en relación con los días de ausencia por enfermedad, se mantengan los 

términos pactados con los representantes legales antes de la entrada en vigor de la Instrucción 

5/2004 de Gerencia. Dicha pretensión fue desestimada por la sentencia de la Sala de lo Social 

del TSJC y dicha desestimación se confirma pro el TS 

ANTIGÜEDAD 

STS 08/02/2017 

( ROJ: STS 824/2017 - ECLI:ES:TS:2017:824 ) 

Sentencia: 108/2017 Recurso: 66/2016 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Antigüedad: de desestima la demanda de conflicto colectivo que versa sobre si los 

trabajadores de la Comunidad de Madrid tienen derecho, atendiendo al Convenio Colectivo 

que regula las condiciones de trabajo de su personal laboral, Ley 70/1978 y Real Decreto 

1461/1982, en relación al artículo 14 de la Constitución y jurisprudencia asociada, a que se les 

reconozca los servicios prestados en otras Administraciones Públicas a efectos del complemento 

de antigüedad 

COMPENSACIÓN Y ABSORCIÓN 

STS 25/01/2017 

( ROJ: STS 630/2017 - ECLI:ES:TS:2017:630 ) 

Sentencia: 58/2017 Recurso: 2198/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Compensación y absorción:  el reclamante   suscribió con la empresa demandada 

contrato en el que se hacía constar que resultaría de aplicación el Convenio Colectivo de 

Planificación y Organización de Empresas, y que el trabajador disfrutaría de una partida salarial 

denominada «mejora voluntaria compensable y absorbible». A partir de 2008, le resultó de 

aplicación el Convenio de Oficinas y Despachos [Vizcaya], en cuyo art. 6 se dispuso el respeto, 

"como derechos adquiridos, a título personal, las situaciones que pudieran existir ... que 

computadas en conjunto y anualmente, resultasen superiores a las establecidas en el mismo". La 

empresa ha compensado la mejora voluntaria con el plus de antigüedad previsto en el Convenio 

de Oficinas y Despachos.  

Procede la compensación porque la mejora no podía ser calificada como condición más 

beneficiosa adquirida [CBM], por haber sido configurada expresamente en el contrato como 

compensable y absorbible, y a la par ofrecer -como complemento personal- homogeneidad con 

el complemento de antigüedad. La naturaleza personal de la mejora pactada en autos 

comporta suficiente homogeneidad con el también personal complemento de antigüedad 

utilizado como elemento compensador, como para consentir el mecanismo neutralizador. 

Resumen doctrina TS sobre compensación y absorción: 

. a).- Para que pueda operar el mecanismo -absorción/compensación- es necesario que entre 

los conceptos retributivos a examinar medie imprescindible homogeneidad, siendo norma 

general en la materia que únicamente se excepcionan los supuestos en que uno de los 

conceptos retributivos que intervienen en la operación sea inabsorbible por propia naturaleza o 

por expresa disposición de la norma legal o convencional que lo regula (siguiendo muchos 

precedentes, SSTS 01/12/09 -rec. 34/08-; ... 30/09/10 -rco 186/09-; 20/07/12 -rco 43/11-; y 03/07/13 -

rco 279/11-). 

b).- De esta manera, «cuando la cláusula convencional que introduce una mejora salarial 



especifique que la misma podrá ser "compensable o absorbible", ello significa que lo podrá ser 

con futuras mejoras salariales siempre que las mismas cumplan el requisito de homogeneidad -en 

los términos exigidos tradicionalmente por nuestra jurisprudencia- para que sea jurídicamente 

válida esa compensación o absorción» ( STS SG 26/11/14 -rcud 1982/13-). 

c).- Pero la solución ha de ajustarse a cada situación de hecho, por lo que no es fácil extraer una 

doctrina universal en esta materia con la que puedan resolverse todos los supuestos, por lo que 

casi siempre es preciso examinar las peculiaridades del caso concreto ( SSTS 26/03/04 -rec. 

135/03-; ... 01/12/09 -rco 34/08-; 30/09/10 -rco 186/09-; ... 24/04/13 -rco 16/12-; ... y 19/04/16 -rco 

128/15-), con lo que la compensación/absorción del art. 26.5 ET y, sobre todo, exigencia de 

homogeneidad, «no solo ha de tener un tratamiento individualizado en función de las concretas 

mejoras o conceptos en cuestión ..., sino que, en principio, la exigencia de homogeneidad... 

debe atenerse a los términos, modo y extensión en los que han sido pactadas, máxime si ... ello 

no supone disponer de ningún derecho necesario ni de los reconocidos como indisponibles por 

convenio colectivo» (recientes, SSTS 13/03/14 -rcud 122/13-; 08/05/15 -rcud 1347/14-; y 14/09/16 -

rco 137/15-). 

d).- También con carácter general se ha indicado que «... si bien es innegable que el salario se 

compone de la suma de todos sus elementos [ art. 26.1 ET...], de todas formas esa definición nos 

lleva únicamente a una cuantificación matemática de la retribución, pero para obtener un 

análisis jurídico del mismo en los términos que la exigible homogeneidad impone, es preciso 

atender a las diversas causas atributivas que sinalagmáticamente integran la estructura salarial. 

Porque -esto es lo decisivo- el mecanismo compensatorio únicamente es viable entre conceptos 

salariales que tengan idéntica o similar causa atributiva; lo contrario -admitir la sustitución global 

de la remuneración- comportaría una reestructuración salarial extramuros de las previsiones del 

art. 26.5 ET y dejaría sin efecto las circunstancias específicas de atribución que corresponden a 

las diversas partidas salariales, con quiebra -se ha dicho- del principio de sinalagmaticidad de las 

relaciones laborales. Y en la materia -neutralización- se impone la aplicación de los principios de 

irrelevancia del nomen iuris y de causalidad o concausalidad» ( STS 30/09/10 -rco 186/09-). 

e).- De todas formas, el requisito se ha relativizado en algún supuesto, como tratándose de los 

conceptos retributivos antigüedad y salario base, afirmándose que «si bien el complemento de 

antigüedad reviste carácter personal [...], sin embargo, se singulariza en su configuración jurídico-

retributiva, por cuanto aparece ligado más rigurosamente, a ciertos efectos, al salario base y no 

se halla condicionado a las características del trabajo realizado o al volumen y calidad de este 

último», por lo que «desde esta perspectiva no es desmesurado homogeneizarlo con el salario 

base, por lo que cabe su absorción y compensación con el mismo» ( SSTS 18/07/96 -rcud 2724/95-; 

26/03/04 -rco 135/03-; 06/03/07 -rcud 5293/05-; 30/09/10 -rco 186/09-; 30/06/11 -rco 174/10-; 

20/07/12 -rco 43/11-; 24/04/13 -rco 16/12-; y 25/06/13 -rcud 2567/12-). 

f).- Con ello «parece apuntarse al paso desde una exigencia de estricta homogeneidad a la de 

posible neutralización entre conceptos que por genéricos -no determinados por condiciones de 

trabajo singulares u obligaciones adicionales del trabajador- resulten homogeneizables» ( SSTS 

30/09/10 -rco 186/09-; 20/07/12 - rco 43/11-; 24/04/13 -rco 16/12-; y 03/07/13 -rco 279/11-). 

g).- En un plano más concreto, similar al de autos ahora enjuiciado, se ha sostenido que es 

posible la compensación cuando se trata de una «... mejora voluntaria denominada "absorbible", 

vemos que su propio título constitutivo la contempla, sin que represente obstáculo la búsqueda 

de la homogeneidad dado que la fórmula empleada en su reconocimiento deja abierta la 

aptitud compensatoria en términos de compatibilidad siempre que el origen de la variación sea 

legal o convencional» ( SSTS 21/10/09 -rco 35/09-; 03/07/13 -rco 279/11-; y 21/01/14 -rco 99/13-); y 

que cabe la compensación y absorción del complemento de antigüedad con un complemento 

personal tras una fusión y absorción de empresas, y procede por previsión de la norma 

convencional aplicable ( STS 24/04/13 - rco 16/12-) 

STS 09/02/2017 

ROJ: STS 864/2017 - ECLI: ES:TS:2017:864  

Sentencia: 118/2017   

 Recurso: 2718/2015  

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA  
Resumen: compensación y absorción: el complemento personal convenido si ́ puede ser 

absorbido y compensado con los incrementos salariales derivados de la promocio ́n profesional 

(ascensos) o de mayor antigu ̈edad (cumplimiento de nuevos trienios). la empresa entrega a 
cada trabajador una comunicación escrita en la que se señala el Salario Bruto Anual, que segu ́n 

dicha comunicacio ́n se abonará "de una parte por lo que corresponda por aplicacio ́n del 

Convenio Colectivo en vigor, y el resto hasta completar la citada cantidad bajo los conceptos 
voluntarios, en su caso de Mejora voluntaria compensable y absorbible. Cualquier variacio ́n legal 

o convencional de sus retribuciones reglamentarias determinara ́ la compensación del concepto 
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Mejora voluntaria". Con ello quedan sentadas las bases de la finalidad a la que está destinado el 

complemento, una cantidad expuesta, desde su atribucio ́n a la compensacio ́n por "cualquier 

variación legal o convencional".  

En consecuencia, tanto si se analizara la compensacio ́n acudiendo a la normativa convencional 

( cf. el artículo 7 ) como si se observa la base para la compensacio ́n desde la perspectiva del 

complemento que resulta minorado (mejora voluntaria denominada "absorbible"), vemos que su 
propio título constitutivo la contempla, sin que represente obsta ́culo la búsqueda de la 

homogeneidad dado que la fo ́rmula empleada en su reconocimiento deja abierta la aptitud 

compensatoria en términos de compatibilidad siempre que el origen de la variacio ́n sea legal o 

convencional. »  

Reitera doctrina: SSTS 03 julio 2013 (rec. 279/2011 ), 21 enero 2014 (rec. 99/2013 ), 13 marzo 2014 

(rec. 122/2013 ), 8 mayo 2015 (rcud. 1347/2014 ) y 9 marzo 2016 (rec. 138/2015 ) 

COMPLEMENTOS SALARIALES 

STS 01/02/2017 

ROJ: STS 873/2017 - ECLI: ES:TS:2017:873 

 Sentencia: 92/2017   

Recurso: 4/2016 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ  

Resumen: Complementos salariales: derecho de los trabajadores con nivel I a VIII, procedentes 

del BANCO CAM (CAM, en adelante), a percibir a partir del 1 de enero de 2015 el primer trienio 
de Banca (común y de técnico, regulados en los arts. 15 y 16 del XXII Convenio Colectivo de 

Banca [CCB ]: BOE 5-5-2012) 

STS 21/02/2017 

ROJ: STS 874/2017 - ECLI: ES:TS:2017:874  

Sentencia: 146/2017    

Recurso: 2720/2015  

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER  
Resumen: Complementos salariales: derecho a la percepcio ́n del complemento salarial 

denominado "Plus de Pantalla" un trabajador que habi ́a sido objeto de cesio ́n ilegal entre la 

empresa PRODUCTORA EL PROGRESO S.L. y el ente TELEVISIÓN DE GALICIA, S.A. habiendo 

optado, tras la correspondiente declaracio ́n judicial, por quedarse como trabajador de ésta 

última y cuyas funciones habituales correspondientes a su categori ́a son las de redactor 

realizando también funciones de presentador 

CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA 

STS 8/02/2017 

( ROJ: STS 1015/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1015 ) 

Sentencia: 106/2017  

Recurso: 29/2016 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA  

Resumen: Condición más beneficiosa: inexistencia: se desestima la pretensión formulada en 

conflicto colectivo de que se reconozca el derecho que asiste a los trabajadores afectados por 

el conflicto, titulados superiores que extingan sus contratos de trabajo al amparo del E.R.E. 

NUM000 , Plan de Empresa 2013- 2018, a percibir en concepto de indemnización complementaria 

la cantidad que para cada uno de ellos resulte de la aplicación de la Tabla de Indemnizaciones 

Titulados Superiores trascrita bajo dicha rúbrica en el punto Tres del Hecho Tercero, condenado a 

la demandada a estar y pasar por esta declaración y a adoptar las medidas necesarias para la 

efectividad de este derecho" 

El reconocimiento de una indemnización complementaria a los titulados superiores que acceden 

a la jubilación ha sido objeto, ya desde 1998, de sucesivas variaciones tanto con los requisitos 

para su concesión como su ámbito temporal y cuantías, y ese reconocimiento ha venido 

además indisolublemente unido a los sucesivos Planes de Empresa temporales, con un ámbito y 

condiciones que afectaba únicamente a los trabajadores que accedían a la jubilación en 

momentos puntuales y temporales determinados, por lo que no puede hablarse de existencia de 

condición más beneficiosa en la forma señalada por la descrita doctrina de la Sala. 

CONTRATO DE INTERINIDAD 
STS 02/02/2017 

( ROJ: STS 812/2017 - ECLI:ES:TS:2017:812  

Sentencia: 101/2017 Recurso: 87/2016 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 



Resumen: Contrato de interinidad:  los contratos de interinidad de la empresa se formalizan 

siempre con las nuevas categorías profesionales del convenio y no con la categoría del 

trabajador sustituido. Por lo que existen diferencias retributivas entre el interino y el sustituido, que 

son inadmisibles a la luz del art.15.6 ET y cláusula 4 Directiva 99/70 

Siendo ello así, parece obvio que la discrepancia retributiva entre el trabajador interino y aquel al 

que sustituye no deriva simplemente de cuestiones relacionadas con complementos salariales de 

carácter personal del sustituido que no concurran en el interino, sino de la diferencia en su 

clasificación profesional. Es importante poner de relieve que no están en discusión los pluses o 

complementos ad personam o vinculados con las especiales condiciones y cualificaciones de 

dicho trabajador sustituido. Lo que el conflicto colectivo plantea es la discrepancia con el nivel 

retributivo que viene asignado al interino precisamente por la clasificación profesional que se le 

aplica 

La acomodación del puesto de trabajo y, por ende, de las funciones, con la categoría 

profesional del que lo ocupa parece, a todas luces, indiscutible; y, de ahí, que el nivel retributivo 

aparejado haya de guardar esa misma y congruente correspondencia. 

5. Así lo exige, además, el apartado 6 del art. 15 ET cuando impone la equiparación de 

condiciones de trabajo entre trabajadores temporales e indefinidos, en coherencia con la 

cláusula 4 de la Directiva 1999/70/CE, de 28 de junio, que tiene por objeto aplicar el Acuerdo 

marco sobre el trabajo con contrato de duración determinada, que figura en el anexo, 

celebrado el 18 de marzo de 1999 entre las organizaciones interprofesionales de carácter general 

(UNICE, CEEP y CES), incorporada a nuestro Ordenamiento Jurídico por la Ley 12/2001, de 9 de 

julio, de Medidas Urgentes de Reforma del Mercado de Trabajo para el incremento del empleo y 

la mejora de su calidad. 

La piedra angular para el análisis de la equiparación de condiciones está en la posibilidad de 

comparar las situaciones en las que se hallen los trabajadores temporales -en este caso, 

interinos- respecto de los indefinidos -en este caso, el correlativo trabajador sustituido-. 

Resulta evidente que el contenido y naturaleza de las funciones a desarrollar por los trabajadores 

interinos se corresponderá con aquéllas que dejan de desempeñar los sustituidos y, siendo, pues, 

comparables las mismas, nada justificaría un trato salarial desigual que no viniera motivado por 

razones claramente individualizadas, sólo concurrentes en el trabajador sustituido e inexistentes 

en el trabajador interino. 

6. Cabe añadir que, contrariamente a lo que sostiene la empresa, el convenio colectivo 

aplicable no permite amparar el cambio de categoría profesional al que somete a los 

empleados mediante contrato de trabajo de interinidad. Precisamente, su cláusula 12, sobre 

categorías de incorporación del personal externo, excluye a las contrataciones de interinidad de 

la imposición de incorporación a través de las nuevas categorías profesionales. Es ésta una 

norma convencional que guarda el más perfecto respeto a los mandatos legales a los que nos 

venimos refiriendo y que, en línea con ellos, mantiene a los trabajadores interinos en el mismo 

esquema de clasificación profesional que resultaba de la situación del trabajador sustituido 

CONTRATO DE OBRA Y SERVICIO DETERMINADO 
STS 28/02/2017 

( ROJ: STS 1017/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1017 ) 

Sentencia: 166/2017 Recurso: 1366/2015 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Contrato de obra y servicio determinado: vinculación del contrato a la duración de 

una contrata. Correcta extinción del contrato temporal a la terminación de la contrata.  Sentada 

la licitud de vincular la duración de un contrato para obra o servicio determinado a la duración 

de una contrata -TRAGSATEC ha vinculado la duración de los contratos para obra o servicio 

determinado suscritos por los actores a la duración de la contrata con el Ministerio de Medio 

Ambiente y Medio Rural y Marino- procede examinar si se cumplen los requisitos exigidos por la 

modalidad contracual de obra o servicio determinado. 

3.- Tal y como resulta del artículo 2.2 a) del Real Decreto 2720/1998 , por el que se desarrolla el 

artículo 15 del ET , el contrato deberá especificar e identificar suficientemente, con precisión y 

claridad, la obra o el servicio que constituya su objeto. Tal y como resulta del relato de hechos 

probados de la sentencia de instancia en el contrato de los actores figura que el objeto es 

"asistencia técnica en el asesoramiento, control y seguimiento de concesiones y otros 

expedientes administrativos. Provincia de Alicante-Encargo del Ministerio de Medio Ambiente", 

existiendo una Addenda suscrita el 12 de junio de 2010, en la que consta: "A.T. en el 

asesoramiento, control y seguimiento de concesiones y otros expedientes administrativos. 

Provincia de Alicante. Encargo del Ministerio de Medio Ambiente/Ampliación encargo exp. 

NUM001 ", teniendo dicha obra autonomía y sustantividad propia dentro de la actividad de la 

empresa. 
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La obra o servicio objeto del contrato figura claramente identificada, habiendo prestado los 

actores sus servicios de forma exclusiva en el cumplimiento de dicho objeto 

CONVENIO COLECTIVO 

STS 24/01/2017 

( ROJ: STS 655/2017 - ECLI:ES:TS:2017:655 ) 

Sentencia: 50/2017 Recurso: 23/2016 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: Convenio colectivo: impugnación de convenio por considerar que las categorías 

profesionales que establece conculcan la legalidad vigente y lesionar gravemente el interés de 

terceros con grave vulneración de los preceptos legales que regulan la profesión y las 

competencias de los protésicos dentales de la Comunidad de Madrid". Se desestima porque las 

normas legales que la recurrente entiende infringidas, se limitan a establecer o configurar las 

exigencias profesionales de los Protésicos Dentales (que, al parecer, pueden colmarse, bien por 

una titulación específica, o bien por una habilitación profesional derivada de una previa 

actividad o experiencia en el desarrollo de tales cometidos). Pero las funciones que se 

encomiendan en el Convenio Colectivo a los trabajadores de los niveles 2 y 3 del Grupo 

Profesional de Oficios Varios, que son precisamente las que se cuestionan en el recurso, no 

constituyen, en ningún caso, la realización de tareas propias de los técnicos, ya que se limitan a 

auxiliar a estos en su ejecución, pues han de ser los técnicos quienes dirijan y supervisen la 

actividad y, desde luego, son también los responsables exclusivos de las funciones de diseño, 

preparación, elaboración, fabricación y reparación de prótesis dentales 
STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 805/2017 - ECLI:ES:TS:2017:805 ) 

Sentencia: 85/2017 Recurso: 38/2016 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Convenio colectivo: se revoca la declaración nulidad del Acuerdo de 20-6-2013 de la 

Comisión Paritaria del II Convenio Colectivo de Puertos del Estado y Autoridades Portuarias .la 

nulidad se había declarado por extralimitación de las funciones de la comisión paritaria. El 

Acuerdo de la Comisión Paritaria del II Convenio Colectivo fechado el 20 de abril de 2006 y 

respecto del que la sentencia declaró la falta de acción fue declarado nulo en la STS de 16-12-

2008 (Rec. 124/2007 ) y su objeto renegociado por la Comisión Negociadora del II Convenio 

Colectivo, a través del Acuerdo de 21-7-2009 al que CIG se adhirió a través del Acuerdo de 13-6-

2014. El objeto de los Acuerdos de 20-4-2006, privado de eficacia y de 21-7-2009, este último 

declarado válido, era la valoración de representantes. 

No se advierte una innovación extralímite, ya que la novedad no es creación o iniciativa de la 

Comisión Paritaria sino imposición nacida de una norma de rango superior, el RDL 20/2012 de 13 

de julio y la adaptación al mismo del régimen o límite de horas y su retribución establecido en 

anteriores acuerdos válidos, al sólo objeto de un resultado proporcional y una posibilidad 

admitida por el artículo 86-3 del ET , procediendo la estimación del motivo de conformidad con el 

Informe del Ministerio Fiscal 
STS 15/02/2017 

( ROJ: STS 829/2017 - ECLI:ES:TS:2017:829 ) 

Sentencia: 128/2017 Recurso: 75/2016 

Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ 

Resumen: convenio colectivo: proceso de impugnación de convenio colectivo: Innecesaria 

conciliación o mediación: en supuestos como el presente, la intervención previa del SIMA no es 

preceptiva para el inicio de la vía judicial, puesto que el procedimiento de mediación será 

obligatorio cuando lo solicite una de las partes legitimadas, salvo los casos en que se exija el 

acuerdo de ambas partes, (Artículo 12.4 del ASAC), ninguno de estos presupuestos concurren en 

el presente caso. Por tanto, la intervención del SIMA no viene regulada en términos exigentes ya 

que la simple lectura de los preceptos del ASAC atinentes a esta cuestión, permite concluir que 

no es obligatorio el sometimiento del presente proceso de impugnación de convenio colectivo al 

referido trámite preprocesal". 

Nulidad del convenio: el convenio colectivo de la empresa Mantrol Servicios, SL impugnado ... se 

negoció por cinco miembros del comité de empresa de Madrid, a pesar de que el convenio es 

de aplicación a todos los trabajadores de la empresa que presten servicios en todos los centros 

de trabajo que actualmente mantiene abiertos la empresa, así como aquellos otros que 

eventualmente pudiera abrir en el futuro, teniendo o habiendo tenido la empresa trabajadores 

distribuidos en las provincias de Madrid, Valencia, Castellón, Alicante, Barcelona, Illes Balears, 

Murcia, Ciudad Real y Guipúzcoa ... se hace evidente que los firmantes del convenio colectivo 



en representación de los trabajadores no estaban legitimados para firmar el convenio, de 

conformidad con lo dispuesto en los arts. 87 , 88 y 89 ET , por haber sido negociado por una 

Comisión Negociadora irregularmente constituida, por no estar integrada por los representantes 

de los trabajadores de todos los centros de la empresa ... 

DERECHOS DE INFORMACIÓN Y CONSULTA 

STS 23/01/2017 

( ROJ: STS 529/2017 - ECLI:ES:TS:2017:529 ) 

Sentencia: 42/2017 Recurso: 63/2016 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Derechos de información y consulta: derecho de información convencional de los RLT 

sobre el plan de formación anual del convenio de contact center. No hay vulneración del 

derecho de información . El art 72 del convenio colectivo del sector "contact center" (que se cita 

sin más precisiones) se limita a disponer que "las empresas informarán con carácter previo a los 

representantes legales de los trabajadores sobre su plan anual de formacón, quienes podrán 

emitir informes sobre el mismo que en ningún caso tendrán carácter vinculante". Se trata, pues, 

de un precepto de carácter general que establece el deber de información empresarial previa 

en la materia y la facultad de la RLT de emitir informes al respecto. Consecuentemente con ello, 

no es posible sostener su vulneración más que en la ausencia, por parte de la empresa, de la 

información previa pertinente a la RLT, de manera que si ésta se ha producido, cualquier otra 

apreciación crítica no tiene cabida en dicho texto convencional, quedando fuera de tal 

posibilidad entender que los planes de formación no son tales sino más bien un dossier de uso 

interno de la propia empresa o que no responde a "una fiel planificación real de la formación", o 

que las acciones comunicadas y finalmente realizadas no son representativas de las acciones 

formativas. Toda esa denuncia habría de realizarse en un contexto normativo diferente y tras las 

precisiones o modificaciones fácticas, en su caso, en el relato de la sentencia recurrida que 

pudieran servir de base demostrativa al respecto, resultando de todo punto insuficiente en ese 

sentido el recurso al meritado precepto convencional como exclusivo fundamento, no siendo 

posible por ello aceptar tampoco la introducción de facto en el motivo de un gráfico de más de 

tres páginas que, según dicha parte, constituye la muestra de acciones formativas coincidentes 

entre 2014-2015 con fundamento en los descriptores 20 y 21 aportados por la empresa, porque 

ello posee un valor fáctico que sólo si tiene reflejo en el relato correspondiente de la sentencia 

recurrida sería posible atender 

DERECHO AL HONOR 

STS 28/02/2017 

( ROJ: STS 989/2017 - ECLI:ES:TS:2017:989 ) 

Sentencia: 172/2017 Recurso: 103/2016 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Derecho al honor: no se vulnera el derecho al honor de la empresa «DLH FreigtSpain, 

SL» por «CNT Sindicat Oficis Varis», por el hecho de que en diversas concentraciones convocadas 

por CNT en el periodo Marzo a Octubre, aprovechando diversos eventos empresariales y 

sindicales, afiliados a tal Sindicato exhibieron pancartas y repartieron octavillas con el texto «DLH 

Terrorismo Patronal», así como «precariedad laboral y cesión ilegal de trabajadores en DHL», 

«represión sindical», etc. Asimismo consta -HDP- que la CNT ha enviado correos electrónicos a 

clientes de la empresa demandante, explicando el conflicto que de los trabajadores de «C&J» y 

sus relaciones con «DLH», a las que acusa pública y judicialmente de tráfico ilegal de 

trabajadores. 

a) que estamos en presencia de una persona jurídica, por lo que -conforme a la doctrina arriba 

citada- ha de relativizarse cualquier posible vulneración del honor, y si conforme al expuesto 

planteamiento jurisprudencial, «la problemática se centra en la apreciación del aspecto 

trascendente o exterior - consideración pública protegible-», la propia estimativa de la 

reclamante respecto de que ni ha sufrido perjuicios materiales ni ha perdido clientela, demuestra 

bien a las claras que ese aspecto -trascendencia- y su consiguiente «honor» como persona 

jurídica han permanecido incólumes;  

b) que el contexto en el que examinar la supuesta vulneración es el de una confrontación laboral 

prolongada y relativa a extremos -supuesto prestamismo laboral- que de resultar ciertos 

ofrecerían innegable gravedad [laboral e incluso penal] justificativa de una enérgica respuesta 

sindical, como la de autos -aunque sin improperios-; y  

c) que  «la expresión "terrorismo patronal" se ha convertido en lugar común en nuestra sociedad, 

al utilizarse de manera habitual para descalificar determinadas actuaciones empresariales por 

sindicatos e incluso por partidos políticos, lo que ha devaluado socialmente su significado, 

convirtiéndose así en una crítica dura, pero sin que ninguna persona razonable lo asocie 
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propiamente con el concepto de terrorismo...» 

DESEMPLEO 

STS 31/01/2017 

( ROJ: STS 650/2017 - ECLI:ES:TS:2017:650  

Sentencia: 78/2017  

Recurso: 3345/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Desempleo: denegación administrativa de la prestación contributiva de desempleo 

solicitada en su momento por el trabajador, por no computarse a tal efecto su anterior actividad 

laboral, al carecer entonces éste, y durante la misma, en el período 22/02/2010 a 25/10/2011, de 

autorización para trabajar y no hallarse en alta en la SS, habiendo transcurrido en la actividad 

posterior en otra empresa que da origen, a su extinción, a su situación de desempleo, un total de 

129 días cotizados por el período 16/07/2012 al 21/11/2012 

El TS revoca la sentencia de suplicación, que reconocía como computable a efectos de 

desempleo aquél en que el trabajador carecía de autorización para trabajar.  

Si al término de su anterior actividad profesional (independientemente de que pudiese ser 

suficiente el plazo de duración de la misma) el actor no se hallaba en condiciones de causar la 

prestación por desempleo, tal situación negativa, (...), no se sana con el nuevo período de 

trabajo, y, por tanto, no se pueden sumar ambos, de modo que sólo con la nueva actividad, y a 

su término, nace un espacio prestacional ex novo que puede dar origen al derecho si se han 

cumplido los requisitos legalmente exigibles, uno de los cuales, además de la cotización 

pertinente, es el de la ocupación cotizada en los seis años anteriores, conforme al mencionado 

art 210.1 de la LGSS (269.1 actual), lo que el actor no reúne, al ser únicamente, según se ha dicho, 

129 días los computables al efecto cuando el mínimo requerido es considerablemente superior 

(360) 

Voto particular:  voto particular formulado por la Excma. Sra. Doña Maria Luisa Segoviano 

Astaburuaga, al que se adhieren los/as Excmos/as. Sres/as. Magistrados/as, Doña Rosa Maria 

Viroles Piñol, Doña Maria Lourdes Arastey Sahun, Don Sebastian Moralo Gallego y Don Jordi Agusti 
STS  31/01/2017 

( ROJ: STS 656/2017 - ECLI:ES:TS:2017:656 ) 

Sentencia: 76/2017 Recurso: 1153/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN  

Resumen: Desempleo: denegación administrativa de la prestación contributiva de desempleo 

solicitada en su momento por el trabajador, por no computarse a tal efecto su anterior actividad 

laboral, al carecer entonces éste, y durante la misma, en el período 22/02/2010 a 25/10/2011, de 

autorización para trabajar y no hallarse en alta en la SS, habiendo transcurrido en la actividad 

posterior en otra empresa que da origen, a su extinción, a su situación de desempleo, un total de 

129 días cotizados por el período 16/07/2012 al 21/11/2012 

El TS revoca la sentencia de suplicación, que reconocía como computable a efectos de 

desempleo aquél en que el trabajador carecía de autorización para trabajar.  

Si al término de su anterior actividad profesional (independientemente de que pudiese ser 

suficiente el plazo de duración de la misma) el actor no se hallaba en condiciones de causar la 

prestación por desempleo, tal situación negativa, (...), no se sana con el nuevo período de 

trabajo, y, por tanto, no se pueden sumar ambos, de modo que sólo con la nueva actividad, y a 

su término, nace un espacio prestacional ex novo que puede dar origen al derecho si se han 

cumplido los requisitos legalmente exigibles, uno de los cuales, además de la cotización 

pertinente, es el de la ocupación cotizada en los seis años anteriores, conforme al mencionado 

art 210.1 de la LGSS (269.1 actual), lo que el actor no reúne, al ser únicamente, según se ha dicho, 

129 días los computables al efecto cuando el mínimo requerido es considerablemente superior 

(360) 

Voto particular: Maria Luisa Segoviano Astaburuaga, DOÑA Rosa Maria Viroles Piñol, Angel Blasco 

Pellicer y Jordi Agusti Julia 

STS 15/02/2017 

( ROJ: STS 700/2017 - ECLI:ES:TS:2017:700 ) 

Sentencia: 130/2017 Recurso: 1810/2015 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Desempleo: se pierde el derecho a reanudar la percepción del subsidio por 

desempleo suspendido a causa de la realización de un trabajo (de duración inferior a doce 

meses) cuando el contrato en cuestión finaliza por libre dimisión del trabajador. Que la extinción 

se produzca durante el periodo de prueba no cambia esa conclusión; sería necesaria, para eso, 



que el trabajador hubiera activado alguna de las opciones legalmente tipificadas (tras una 

modificación sustancial o movilidad geográfica, o tras incumplimiento empresarial relevante) 

Voto particular: Excma. Sra. Doña Rosa María Virolés Piñol 

STS 15/02/2017 

ROJ: STS 827/2017 - ECLI:ES:TS:2017:827 ) 

Sentencia: 127/2017 Recurso: 2921/2015 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Desempleo: se confirma el archivo de un expediente de solicitud de subsidio de 

desempleo por tener responsabilidades familiares (art.215.2 LGSS), por la negativa del solicitante 

ante el requerimiento formulado por el SPEE para que aportara las nóminas de la pareja con la 

que convive desde agosto de 2012 habida cuenta de la existencia de una hija en común 

DESPIDO 

STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 803/2017 - ECLI:ES:TS:2017:803 ) 

Sentencia: 84/2017 Recurso: 1067/2015 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Despido: indemnización por despido improcedente. Aplicación de la DT2 de la Ley 

3/12.  

La modificación del artículo 56.1 ET (...) ha supuesto, por designio del Legislador, una importante 

reducción cuantitativa de las indemnizaciones por despido improcedente (de 45 días a 33 por 

año; de 42 a 24 mensualidades como máximo). El derecho transitorio o forma de aplicar esta 

rebaja de la cuantía indemnizatoria, lo estableció la norma, según es de ver, no teniendo en 

cuenta la fecha del despido, sino en función de la fecha del contrato formalizado por el 

trabajador despedido. Así, para los trabajadores contratados a partir del 12 de febrero de 2012 

(fecha de entrada en vigor del RDL 3/2012) la rebaja de la indemnización se produce con toda la 

amplitud que dispone el nuevo redactado del artículo 56.1 del ET . Por el contrario, conforme al 

apartado 2 de la Disposición Transitoria, se dulcifica la rebaja de la cuantía indemnizatoria para 

los trabajadores contratados antes de la citada fecha, en la forma que establece dicho 

apartado, ... 

Reitera doctrina: SSTS  18/02/2016 (rcud 3257/2014 ), 18/04/2016 (rcud 1921/2014 ) y 16/09/2016 

(rcud 38/2015 ) 

DESPIDO COLECTIVO 
STS 30/01/2017 

( ROJ: STS 649/2017 - ECLI:ES:TS:2017:649 ) 

Sentencia: 74/2017 Recurso: 1878/2015 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Despido colectivo: suficiencia carta despido Bankia. - 

a).- La comunicación individual al trabajador afectado tiene por obligada indicación -

exclusivamente- la expresión de la concreta «causa motivadora» del despido [económica, 

técnica o productiva], en términos compatibles con el derecho de defensa del interesado a los 

que más arriba nos hemos referido [precedente apartado «1.a)» de este mismo FJ], 

proporcionando -como indicamos- detalles que permitan al trabajador tener un conocimiento 

claro e inequívoco de los hechos generadores de su despido; y ello -además- en el marco de 

una posible contextualización de las previas negociaciones colectivas, que puedan proporcionar 

el acceso a elementos fácticos que complementen los términos de la comunicación escrita [vid. 

apartado 1.b) de este mismo FJ]. Y 

b).- Los criterios de selección y su concreta aplicación al trabajador individualmente 

considerado, solamente han de pasar al primer plano de documentación para el supuesto de 

que se cuestionen en oportuna demanda -por los afectados- los propios criterios de selección y/o 

su específica aplicación a los singulares trabajadores; demanda que bien pudiera ser preparada 

o precedida de aquellas medidas -diligencias preliminares; actos preparatorios; solicitud de 

aportación de documental- que autoriza la Ley y que permiten al trabajador la adecuada 

defensa de sus derechos e interese legítimos [nos remitimos a los ya citados arts. 76 y 77 LRJS ; y 

art. 256 LECiv ]" 

Reitera doctrina: STS 15/03/2016- Rec. 219/2016 
STS 08/02/2017 

( ROJ: STS 819/2017 - ECLI:ES:TS:2017:819 ) 

Sentencia: 112/2017 Recurso: 1655/2015 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: Despido colectivo: las extinciones contractuales individualizadas, enmarcadas en el 

despido colectivo finalizado con acuerdo entre el Instituto Valenciano de la Vivienda (IVVISA) y la 
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representación legal de los trabajadores (RLT), no requería que se entregara a tales 

representantes copia de la carta que comunicaba la extinción  

Reitera doctrina: SSTS 228/2016, de 16/3/2016 (R. 832/2015 ); 251/2016, de 30/3/2016 (R. 2797/2014 

); 281/2016, de 7/4/2016 (R. 426/2015 ); 387/2016, de 6/5/2016 (R. 3020/2014 ); la ya citada 

633/2016 , de 7/7/2016 (R. 246/2015 ); 521/2016, de 14/6/2016 (R. 3938/2014 ); 804/2016, de 

5/10/2016 (R. 340/15 ); 957/2016, de 16/11/16 (R. 739/15 ); 966/2016, de 17/11/2016 (R. 1238/15 ); 

985/2016, de 23/11/2016 (R. 250/15 ) 
STS 15/02/2017 

( ROJ: STS 834/2017 - ECLI:ES:TS:2017:834 ) 

Sentencia: 132/2017 Recurso: 168/2016 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: Despido colectivo: se declara no ajustado a derecho el despido colectivo porque, tras 

apreciar la existencia de un grupo de empresas que ha de responder solidariamente frente a los 

trabajadores, no se acreditó la situación del grupo durante el periodo de consultas 

Reitera doctrina sobre grupos de empresas: STS/4ª/Pleno de 27 mayo 2013 (rec. 78/2012 )  STS/4ª 

de 24 septiembre 2013 (rcud. 2828/2012 ) y STS/4ª/Pleno de 25 septiembre de 2013 (rec. 3/2013 ), 

19 diciembre 2013 (rec. 37/2013 ) y de 28 enero 2014 (rec. 46/2013 ), 29 septiembre 2015 (rec. 

1/2015 ) y 23 noviembre 2016 (rec. 94/2016 ) 
STS 21/02/2017 

ROJ: STS 882/2017 - ECLI: ES:TS:2017:882  

Recurso: 2859/2015  

Sentencia 142/2017 Procedimiento: SOCIAL  

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN  

Resumen: Despido colectivo: suficiencia carta despido   

a).- La comunicación individual al trabajador afectado tiene por obligada indicación -

exclusivamente- la expresión de la concreta «causa motivadora» del despido [económica, 

técnica o productiva], en términos compatibles con el derecho de defensa del interesado a los 

que más arriba nos hemos referido [precedente apartado «1.a)» de este mismo FJ], 

proporcionando -como indicamos- detalles que permitan al trabajador tener un conocimiento 

claro e inequívoco de los hechos generadores de su despido; y ello -además- en el marco de 

una posible contextualización de las previas negociaciones colectivas, que puedan proporcionar 

el acceso a elementos fácticos que complementen los términos de la comunicación escrita [vid. 

apartado 1.b) de este mismo FJ]. Y 

b).- Los criterios de selección y su concreta aplicación al trabajador individualmente 

considerado, solamente han de pasar al primer plano de documentación para el supuesto de 

que se cuestionen en oportuna demanda -por los afectados- los propios criterios de selección y/o 

su específica aplicación a los singulares trabajadores; demanda que bien pudiera ser preparada 

o precedida de aquellas medidas -diligencias preliminares; actos preparatorios; solicitud de 

aportación de documental- que autoriza la Ley y que permiten al trabajador la adecuada 

defensa de sus derechos e interese legítimos [nos remitimos a los ya citados arts. 76 y 77 LRJS ; y 

art. 256 LECiv ]" 

Reitera doctrina: STS 15/03/2016- Rec. 219/2016 
STS 01/03/2017 

ROJ: STS 1026/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1026 ) 

Sentencia: 173/2017 Recurso: 2860/2015 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: Despido colectivo: suficiencia carta despido   

a).- La comunicación individual al trabajador afectado tiene por obligada indicación -

exclusivamente- la expresión de la concreta «causa motivadora» del despido [económica, 

técnica o productiva], en términos compatibles con el derecho de defensa del interesado a los 

que más arriba nos hemos referido [precedente apartado «1.a)» de este mismo FJ], 

proporcionando -como indicamos- detalles que permitan al trabajador tener un conocimiento 

claro e inequívoco de los hechos generadores de su despido; y ello -además- en el marco de 

una posible contextualización de las previas negociaciones colectivas, que puedan proporcionar 

el acceso a elementos fácticos que complementen los términos de la comunicación escrita [vid. 

apartado 1.b) de este mismo FJ]. Y 

b).- Los criterios de selección y su concreta aplicación al trabajador individualmente 

considerado, solamente han de pasar al primer plano de documentación para el supuesto de 

que se cuestionen en oportuna demanda -por los afectados- los propios criterios de selección y/o 

su específica aplicación a los singulares trabajadores; demanda que bien pudiera ser preparada 



o precedida de aquellas medidas -diligencias preliminares; actos preparatorios; solicitud de 

aportación de documental- que autoriza la Ley y que permiten al trabajador la adecuada 

defensa de sus derechos e interese legítimos [nos remitimos a los ya citados arts. 76 y 77 LRJS ; y 

art. 256 LECiv ]" 

Reitera doctrina: la STS/4ª/Pleno de 15 marzo 2016 -rcud. 2507/2014 -,   STS/4ª de 8 marzo 2016 -

rcud. 3788/2014 -, 15, 20 y 27  -, 21 junio 2016 -rcud. 138/2015- y 14 julio 2016 -rcud. 374/2015- 

DESPIDO OBJETIVO 

STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 828/2017 - ECLI:ES:TS:2017:828 ) 

Sentencia: 90/2017 Recurso: 1595/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Despido objetivo: la empresa demandada es la adjudicataria del servicio de limpieza 

de los aparcamientos del aeropuerto de Barcelona desde enero del año 2010. 

Con efectos de 18 de diciembre de 2013, firma un nuevo contrato con la empresa principal en el 

que se reduce la prestación de servicios de 520 horas semanales a 400 horas a la semana. 

Con base a esa circunstancia procede a extinguir por causas objetivas los contratos de tres 

trabajadores indefinidos y a tiempo completo destinados en la contrata.. 

La reducción del volumen de una determinada contrata de servicios supone una dificultad que 

impide el buen funcionamiento de la empresa, y constituye por ello causa organizativa y 

productiva que permite acudir el mecanismo del despido objetivo para superar esa situación de 

exceso de plantilla que se presenta en aquel concreto espacio o sector de la actividad 

empresarial 

Reitera doctrina: SSTS 14 de junio de 1996, rec.3099/1995 ; 7 de junio de 2007, rec.191/2006 ; 12 de 

diciembre de 2008, rec.4555/2007 ; 16 de septiembre de 2009, rec.2027/2008 ; 8 de julio de 2011, 

rec.3159/10 ; 31 de enero de 2013, rec.709/2012 ; 24 de abril de 2013, rec. 2396/2012 . Así como las 

más recientes de 30 de junio de 2015, rec.2769/2014 , y 3 de mayo de 2016, rec.3040/2014, 

posteriores a la reforma de la ley 3/12 
STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 821/2017 - ECLI:ES:TS:2017:821 ) 

Sentencia: 88/2017 Recurso: 2309/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Despido objetivo: reducción de la contrata que no ha quedado acreditada. 

Improcedencia del despido. La empresa comunicó a la trabajadora, limpiadora de profesión, 

que en el contrato por el que se hacía cargo de la plantilla de la contrata del servicio de 

limpiezas de un centro de edificaciones de la dirección regional de navegación aérea se 

estableció una reducción presupuestaria de un 20% que obligaba a una reorganización por 

reducción de las 682 horas contratadas con anterioridad a 562 horas, lo que llevaba a la 

necesidad de minorar igualmente la plantilla de 18 trabajadores y un encargado a 15 

trabajadores, ya que existía un excedente en la mano de obra del servicio de limpieza, que 

llevaba a amortizar su puesto de trabajo 

Se desestima el RCUD formulado por la parte empresarial, porque "la disminución de encargos o 

reducción de actividad de la empresa requiere una acreditación que aquí no consta, habida 

cuenta que la reorganización horaria, causa organizativa, tiene causa en la disminución de la 

contrata, y como expone la sentencia recurrida, ni la causa productiva ni la causa organizativa 

han quedado acreditadas" 
STS 15/02/2017 

( ROJ: STS 1020/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1020 ) 

Sentencia: 131/2017 Recurso: 1991/2015 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Despido objetivo: falta de liquidez como justificación de la falta de puesta a 

disposición de la indemnización. La cuestión que se plantea en estas actuaciones se contrae a 

determinar en que medida una empresa que procede a la extinción de los contratos de trabajo 

por causas económicas alegando falta de liquidez y no abona en el momento de los despidos 

las indemnizaciones por despido objetivo en su importe legal, se halla amparada por la situación 

de falta de efectivo en los términos que la empresa acredita.  

Hemos de comenzar por distinguir la mala situación económica de la empresa -que constituye 

una causa objetiva del despido a tenor del art. 52.c) del ET en relación con su art. 51.1- de la 

alegación por parte del empresario en el sentido de que carece de liquidez, para, con base en 

ello, eximirse de poner a disposición del empleado la indemnización correspondiente en el 

momento de la comunicación del cese, sin perjuicio de su obligación de satisfacerla en otro 

momento posterior, tal como permite el art. 53.1.b).II. 
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Carga de la prueba de la falta de iliquidez y de la actuación fraudulenta: No cabe transformar el 

onus probandi que pesa sobre la empleadora en una prueba diabólica, ni establecer 

suposiciones carentes de un principio de base acreditada acerca de la retirada de fondos en 

momento oportuno cuando tales extremos en realidad deberían ser materia de una 

contraprueba. La sentencia de contraste ha expuesto con claridad la aplicación de la doctrina 

del fraude al caso concreto de la incapacidad para poner la indemnización a disposición del 

trabajador, estableciendo como premisa fundamental la prueba del mismo. De esta forma nos 

hallamos ante dos diferentes exigencias probatorias, la de la falta de "liquidez" que la 

demandada ha llevado a cabo mostrando extractos de cuentas y el endeudamiento derivado 

de una póliza de crédito y de otro lado la de la prueba de fraude, la demostración de 

conductas que la sentencia refiere desde el terreno de la suposición pero que carecen de 

respaldo probatorio, factor imprescindible como acertadamente señala la sentencia de 

contaste. La suma de los anteriores razonamientos lleva a la conclusión de que lo demostrado en 

las actuaciones es la ausencia de disponibilidad en efectivo de una cantidad suficiente para 

cubrir las indemnizaciones que no fueron satisfechas al tiempo de despido sin que ello suponga 

una automática vinculación a la situación económica negativa por la que atraviesa la empresa 

sino el resultado de una actividad probatoria destinada a demostrar cual es la capacidad de la 

empresa para hacer frente al doble compromiso indemnizatorio 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE SEXO 
STS 24/01/2017 

( ROJ: STS 633/2017 - ECLI:ES:TS:2017:633 ) 

Sentencia: 43/2017 Recurso: 1902/2015 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: Discriminación por razón de sexo: discriminación directa. Existencia .  La actora, 

médico residente de primer año en el Hospital Universitario Príncipe de Asturias, había solicitado la 

adaptación de su puesto de trabajo por encontrarse en el octavo mes de gestación. Como 

resultado de ello, dejó de realizar guardias médicas desde dicho momento hasta que inició la 

baja por maternidad (13 de octubre de 2013). Al reincorporarse (en enero de 2014) solicitó 

asimismo la adaptación por riesgo durante la lactancia. 

Se reclama que durante el periodo de adaptación del puesto de trabajo, debió percibir la media 

ponderada de los últimos meses en concepto de guardias y que la falta de abono de ese 

concepto supone una discriminación indirecta por razón de su situación como mujer gestante. Se 

da la circunstancia de que el contrato de la trabajadora, como MIR/1 finalizaba el 20 de mayo 

de 2014 y, sin embargo, le fue prorrogado por periodo idéntico al afectado por la situación de no 

realización de guardias, a fin de que pudiera llevar a cabo las mismas. 

El TS estima la existencia de una discriminación directa y condena al abono de la cantidad 

solicitada, considerando además que la compensación que la prórroga del contrato implicaba 

no afecta a la cuestión del salario percibido durante el periodo de adaptación del puesto, ya 

que, en todo caso, las guardias efectuadas durante la prórroga fueron remuneradas por el 

tiempo efectivamente trabajado como tales guardias, es decir, retribuían trabajo efectivo en las 

condiciones a las que se refiere el complemento en cuestión y, por tanto, no se estaba 

remunerando otra cosa distinta que lo objetiva y justamente debido. 

En el Ordenamiento jurídico español la trabajadora que, por razón de su situación de riesgo 

durante el embarazo o lactancia, debe ser protegida con la suspensión del contrato de trabajo -

por no ser posible la adaptación o el cambio de puesto-, pasa a percibir la prestación 

consistente en el 100 por 100 de la base reguladora correspondiente, la cual es la misma que la 

establecida para la prestación de incapacidad temporal por contingencia profesionales ( arts. 

135 y 135 ter LGSS). Esto comporta tomar como base reguladora la correspondiente al mes 

anterior a la baja y, por ende, a incluir en la misma el salario percibido en dicha mensualidad, 

incluyendo, en suma, todos los complementos salariales. 

Se desprende de ello que, de no ser posible la adaptación o el cambio de puesto, a la 

trabajadora se la hubiera compensado con una prestación que mantendría el más perfecto 

equilibrio con el salario que venía percibido antes de incurrir en situación de riesgo, y tal equilibrio 

se produciría por incluirse en aquel el importe del complemento de atención continuada que 

hubiera percibido en la mensualidad anterior. Cabría pues afirmar que en esos supuestos de 

suspensión del contrato no hay duda del respeto al principio del mantenimiento de los derechos 

retributivos de las trabajadoras. 

Se hace así difícil sostener que cuando la adaptación del puesto es posible, como en el caso, la 

trabajadora afectada pueda sufrir una disminución salarial que, no sólo se produce en relación 

con la situación habitual de prestación de servicios -esto es, cuando no habiendo riesgos, se 



realizan efectivamente las guardias-, sino incluso con respecto a los emolumentos percibidos en 

el caso de suspensión del contrato de trabajo, en que, como hemos visto, las cotizaciones por las 

guardias médicas del mes anterior tendrán reflejo también en la prestación. 

Aplica doctrina comunitaria:  STJUE de 1 julio 2010 (Asunto Parviainen, C-471/08),  STJCE de 30 

marzo 2000 (Asunto JämO - Jämställdhetsombudsmannen-, C-236/98), STJCE 13 de febrero de 

1996, Asunto Gillespie, C-342/93). 

HUELGA 

STS 23/01/2017 

( ROJ: STS 528/2017 - ECLI:ES:TS:2017:528 ) 

Sentencia: 41/2017 Recurso: 60/2016 

Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ 

Resumen: Huelga: no hay deber de negociar entre la principal y los comités de huelga de los 

trabajadores huelguistas de las contratistas y subcontratistas  

 pretensión de tutela del derecho de huelga, y vinculado con él el de libertad sindical, formulada 

por el sindicato AST contra Telefónica de España S.A.. Se plantea si ésta empresa vulnera ese 

derecho fundamental cuando los trabajadores en huelga no pertenecen a su platilla, sino a la de 

diferentes empresas que subcontratan con aquélla la actividad de provisión de servicios finales 

de telecomunicaciones, y si en esa situación cabe exigir el cumplimiento por parte de esa 

empresa de los deberes de negociación que impone en situaciones de huelga el artículo 8.2 del 

RDL 17/1977 . Se concluye que no existe vulneración de derecho de huelga por Telefónica 

España SA respecto de los huelguistas de las subonctratistas 

Toda la regulación del derecho de huelga parte de la necesaria existencia de trabajadores que 

ejercitan ese derecho subjetivo aunque de manera colectiva frente a un empresario, tal y como 

se desprende con claridad de los artículos 3 , 5 , 7 y 8 del RDL 17/1977 , de manera que si, como 

ocurre en el presente caso, esa vinculación entre la huelga convocada y llevada a cabo por los 

trabajadores de las empresas contratadas y subcontratadas por Telefónica (...), no existió, no 

cabe que se le exija que adopte una posición que resultaría ilegítima en la estructura del 

desarrollo del derecho de huelga, y particularmente en el artículo 8.2 del RDL 17/1977 (...) 

En dicha norma se dice que "Desde el momento del preaviso y durante la huelga, el Comité de 

huelga y el empresario, y en su caso los representantes designados por los distintos Comités de 

huelga y por los empresarios afectados, deberán negociar para llegar a un acuerdo, sin perjuicio 

de que en cualquier momento los trabajadores puedan dar por terminada aquélla. El pacto que 

ponga fin a la huelga tendrá la misma eficacia que lo acordado en Convenio Colectivo". De lo 

que hemos razonado hasta ahora se desprende entonces que Telefónica en modo alguno tenía 

la condición de empresario afectado porque no era sujeto del derecho correlativo de los 

trabajadores a llevar a cabo la huelga, por lo que tampoco tenía capacidad ni por ello 

obligación de concurrir a la negociación con el comité de huelga para buscar soluciones al 

conflicto y poner término a la huelga. 

Debemos decir que el problema que resolvemos en el presente recurso no se refiere a la 

vulneración del derecho de huelga por parte de la empresa principal en situaciones de huelga 

de los trabajadores de un grupo de empresas, de contratas o subcontratas, como sucedió en 

nuestra STS de 11/02/2015 (rec. 95/2014 ) , en la que se analizaba la vulneración del artículo 6.5 

del RDL 17/1977 en relación con la sustitución de trabajadores en huelga -esquirolaje interno-en 

un grupo de empresas conectadas entre sí por muy especiales vínculos que incidían en la 

actividad laboral de los huelguistas y el ciclo productivo al que estaban adscritos. 

INADECUACIÓN DE PROCEDIMIENTO 
STS 24/02/2017 

ROJ: STS 869/2017 - ECLI: ES:TS:2017:869  

Recurso: 1296/2015  

Sentencia: 163/2017    

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA  
Resumen: Inadecuación de procedimiento:  inadecuacio ́n del procedimiento ordinario para el 

encauzamiento de la pretensio ́n formulada por la parte actora en su demanda sobre solicitud de 

mayor indemnizacio ́n derivada del despido  

Reitera doctrina: STSS 22-diciembre-2016 (rcud 3458/2015 ) 

INCAPACIDAD PERMANENTE 
STS 16/02/2017 

( ROJ: STS 1010/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1010 ) 

Sentencia: 138/2017 Recurso: 2535/2015 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: incapacidad permanente total: RETA. es necesario que el solicitante acredite hallarse 
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en alguna de las situaciones que permiten reconocer el incremento del 20% de la prestación de 

Incapacidad permanente Total a los mayores de 55 años y,  por el contrario, no es necesario que 

el INSS acredite la no concurrencia de los mismos 

JUBILACIÓN 

STS 31/01/2017 

( ROJ: STS 810/2017 - ECLI:ES:TS:2017:810 ) 

Sentencia: 82/2017 Recurso: 114/2016 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Jubilación: coeficientes reductores: nulidad de la resolución 14 de octubre de 2015, por 

la que acordó el desistimiento y consiguiente archivo de la solicitud realizada para iniciar el 

procedimiento general en orden a establecer coeficientes reductores y anticipar la edad de 

jubilación en el sistema de la Seguridad Social para la actividad de pocería en la industria del 

sector de la construcción  

Declaración indebida de desistimiento de la parte que instó el procedimiento (UGT y MCA UGT) 

por no aportar documentos que no están exigidos por la normativa 

En la vía administrativa la UNIÓN GENERAL DE TRABAJADORES (UGT), y la FEDERACIÓN DE METAL, 

CONSTRUCCIÓN Y AFINES DE LA UNIÓN GENERAL DE TRABAJADORES (MCA-UGT), aportaron todos 

los datos identificativos que tenían en su poder, en términos suficientes como para que 

Administración demandada diese el paso siguiente de completarlos por sí misma, sin echar sobre 

los instantes del procedimiento la carga de la aportación de unos datos de los que carecen, y 

que indudablemente le era mucho más simple y eficaz obtener a la propia demandada, con 

arreglo al denominado por la doctrina "auxilio administrativo" y menos intimarlos con la 

consecuencia de un desistimiento de su petición, que es como al final se resolvió en las 

resoluciones administrativas impugnadas, por lo que ni el motivo, ni por ende, el recurso, puede 

prosperar 

STS 22/02/2017 

ROJ: STS 880/2017 - ECLI: ES:TS:2017:880  

Recurso: 138/2016  

Sentencia: 150/2017  

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN  

Resumen: Jubilación: se desestima la acción de conflicto en que se pretende el reconocimiento 
del derecho de los controladores aéreos a optar de forma real y efectiva por no totalizar los 

períodos de cotizacio ́n que acrediten en más de un régimen de la Seguridad Social, en cuyo 

caso, el pase a situacio ́n de jubilación se producirá a la edad que legalmente este ́ vigente en 

cada momento según la legislación de Seguridad Social aplicable para tener derecho a la 

pensión de jubilación en su modalidad contributiva".  

"la carencia de cotizacio ́n suficiente en uno de esos regi ́menes por el que el interesado opto ́ 

libremente y a su conveniencia, no puede afectar a la empresa, la cual es ajena a la relacio ́n 

jurídica de seguridad social existente entre el trabajador y la Administracio ́n de la Seguridad 

Social", lo que ya expresa la sentencia recurrida en el segundo y tercer pa ́rrafo de su 

mencionado tercer fundamento de derecho cuando sen ̃ala que "es cierto que dicho co ́mputo 

no puede efectuarse contra la voluntad del trabajador, pero tampoco puede imponerse a la 
empresa. En realidad lo que se pretende en el conflicto es que la prestacio ́n de servicios 

seextienda en el caso de quienes no desean efectuar dicho co ́mputo desde el cumplimiento de 

la edad de 65 años hasta la fecha en que se alcance la edad en la que se tiene derecho a 

pensión conforme al régimen transitorio de la LGSS. Ello supone para la empresa la obligacio ́n de 

mantener vigente el contrato de trabajo vulnerando con ello el texto taxativo de la Ley 9/2010, 
máxime cuando tampoco en el convenio colectivo se efectu ́a concreta mencio ́n a la normativa 

en materia de seguridad social.  
Puede por tanto el trabajador, y la aplicacio ́n que efectúa la empresa no se lo impide ni limita, 

valorando las ventajas y desventajas que le suponga, solicitar o no el co ́mputo recíproco de 

cotizaciones pero de dicha decisio ́n personal no puede derivarse obligacio ́n alguna para la 

empresa, que no puede quedar vinculada por dicha decisio ́n del trabajador" 

LIBERTAD SINDICAL 
STS 26/01/2017 

( ROJ: STS 531/2017 - ECLI:ES:TS:2017:531 ) 

Sentencia: 70/2017 Recurso: 73/2016 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Libertad sindical: mientras las demandantes entienden que el artículo 9.2 LOLS obliga a 



las empresas a liberar a los representantes sindicales que participen en las comisiones 

negociadoras de los convenios colectivos de suerte que, mientras dure la negociación del 

convenio, tales representantes estarían totalmente exentos de su obligación de trabajar, con 

independencia de la duración de las sesiones negociadoras y de las correspondientes reuniones 

de preparación; la Sala IV acepta la tesis de las asociaciones profesionales demandadas, que 

entienden que el mencionado precepto únicamente obliga a conceder todos los permisos que 

sean necesarios para participar en las comisiones negociadoras de los convenios y en las 

actividades inherentes a tal cometido negocial, pero sin que ello obligue a exonerar 

completamente y mientras dure el proceso de negociación a los miembros de las indicadas 

comisiones negociadoras de su obligación de trabajo que subsiste en aquellos momentos en los 

que no resulte necesaria su ausencia al trabajo por resultar incompatible con su actividad 

negociadora 

STS 26/01/2017 

( ROJ: STS 647/2017 - ECLI:ES:TS:2017:647 ) 

Sentencia: 66/2017 Recurso: 54/2016 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Libertad sindical: vulneración. vulneración de la libertad sindical y de la no 

discriminación por razones de orientación sindical a CCOO  y dos liberados.  La empresa ha 

extinguido unilateralmente un Acuerdo de mejora de garantías sindicales (liberados y 

subvención), sin someterse al procedimiento pactado,  y por razón de no haber suscrito el 

Sindicato determinados acuerdos con la empresa y haber impugnado otros acuerdos 

alcanzados con otros sindicatos.  

Competencia de la jurisdicción social: a pretensión ejercitada, consistente en la vulneración del 

derecho de libertad sindical colectiva (FACCOO) e individual (delegados institucionales) por 

parte de PANRICO debe considerarse de la competencia del orden social conforme al art. 2 h) 

LRJS ya que el Acuerdo de 2011, en cuyo incumplimiento se basa la demanda, no es un pacto 

mercantil, sino un pacto laboral entre un empresario y un sindicato, regulando la concesión de 

determinadas ventajas para el desarrollo de la acción sindical en la empresa. Si a ello se une el 

que FACCOO denuncia que el incumplimiento del acuerdo supone un trato discriminatorio de 

PANRICO con respecto a UGT por no haber firmado determinados acuerdos o convenios, debe 

concluirse que las pretensiones de la demanda son competencia de la jurisdicción social. 

Competencia funcional y acumulación correcta de acciones: No hay una indebida acumulación 

de acciones en la demanda presentada ante la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional 

porque las interpuestas poseen una evidente conexidad ( art. 25.3 LRJS). Asimismo, se formulan 

ante un tribunal que es el competente, funcional y territorialmente, para su conocimiento, toda 

vez que se cuestiona un comportamiento eventualmente lesivo de la libertad sindical (para la 

Federación, para los delegados sindicales) que hace sentir sus efectos sobre las diversas 

Comunidades Autónomas en que desarrollan una y otros su actividad. 

Conducta vulneradora de la libertad sindical: no estamos solo ante la aportación de indicios 

contrarios a la libertad sindical por parte de los demandantes y la práctica de contraprueba por 

la empresa demandada. Lo que hay, en algunos aspectos muy relevantes, es la acreditación de 

una conducta vulneradora de la libertad sindical, por tanto, sin posibilidad de que sea 

considerada proporcional o razonable. Para entenderlo basta con recordar alguno de los 

pasajes del Fundamento Sexto de la SAN recurrida. 
"Acreditado de modo pleno que la empresa extinguió unilateralmente el acuerdo [...] porque el 

sindicato demandante no alcanzó acuerdos con la empresa e impugnó los alcanzados con los 

demás representantes de los trabajadores. 

Probado directamente que la extinción del acuerdo de 5-04-2011, que reconocía derechos 

sindicales adicionales a CCOO, se produjo unilateralmente, porque dicho sindicato se negó a 

adherirse a las políticas empresariales, lo que colocó a CCOO en una posición de clara 

debilidad, que se acentuó posteriormente con el despido del Secretario General de la Sección 

Sindical Intercentros, inmediatamente después de que un sector de CCOO no suscribiera el 

acuerdo de despido colectivo, así como y el cese en la liberación del otro delegado institucional 

inmediatamente después de que CCOO se negara a firmar los acuerdos alcanzados entre la 

empresa y UGT el 19-05-2015, a quien se negó, además, la condición de delegado LOLS con 

derecho a crédito horario sin el más mínimo fundamento..." 

STS 16/02/2017 

( ROJ: STS 830/2017 - ECLI:ES:TS:2017:830 ) 

Sentencia: 133/2017 Recurso: 90/2016 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Libertad sindical: la sentencia recurrida declara contraria al derecho de libertad 

sindical de los dos delegados de la sección sindical de USIT.EP la negativa de la Administración 
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demandada a proporcionar a éstos, en su condición de delegados de aquella sección, la 

documentación relativa a la copia básica de los contratos y notificación de prórrogas y sus 

denuncias correspondientes en el plazo de diez días siguientes a que tuvieran lugar así como las 

previsiones de nuevos contratos con indicación del número de éstos y de las modalidades y tipos 

que serán utilizados incluidos los contratos a tiempo parcial. En su parte dispositiva la sentencia 

condena a estar y pasar por el anterior pronunciamiento sin que dicha condena se extienda a la 

indemnización solicitada 

El TS estima que la indemnización tiene una función disuasoria (daño punitivo):  

Son dos los aspectos a los que el artículo 183 de la LJS dispensa protección, el daño unido a los 

perjuicios y la contribución a prevenir el daño. 

La sentencia recurrida niega la producción del daño ya que la finalidad de información ha sido 

satisfecha en cuanto se refiere a los delegados sindicales y esa la valoración realizada en la 

instancia no ha sido desvirtuada por actividad probatoria alguna en casación. No obstante resta 

la satisfacción del otro aspecto al que se refiere el artículo 183 de la LJS, contribuir a la 

prevención, que en este caso se acentúa por ser la segunda vez de la que se tiene noticia que 

los demandantes han acudido nuevamente y por la misma conducta aunque en diferente 

momento a recabar la declaración de que su derecho ha sido vulnerado. 

La reiteración en el comportamiento de la demandada hace evidente que una previa 

declaración de vulneración del derecho fundamental no ha contribuido a prevenir el ilícito. 

Esa razón y lo imperativo de la norma determinan que la pretensión indemnizatoria deba ser 

estimada en parte y cuantificada fundadamente en la cantidad de 6.000 €, sin que haya lugar a 

la imposición de costas a tenor de lo preceptuado en el art. 235 de la LJS 

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO 

STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 530/2017 - ECLI:ES:TS:2017:530 ) 

Sentencia: 93/2017 Recurso: 18/2016 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Litisconsorcio pasivo necesario: la sentencia de instancia  declarando contraria a 

derecho la falta de convocatoria anual de los complementos retributivos adicionales del 

personal docente e investigador, reconociéndose el derecho del personal a que la citada 

convocatoria sea anual. 

El TS anula la sentencia de instancia y aprecia indebida constitución de la relación jurídica 

procesal por no haber sido demandada la Administración de la Comunidad Autónoma del País 

Vasco, teniendo en cuenta que la misma podía resultar afectada en sus derechos e intereses por 

el proceso judicial seguido. 

En efecto, del examen de la normativa de aplicación resulta que a la citada Administración le 

corresponde establecer complementos retributivos para el personal docente e investigador, 

funcionario y contratado ( artículo 34.1 de la Ley 3/2004 ); establecer los límites de dichas 

retribuciones ( artículo 34.2 de la Ley 3/2004 ); garantizar la suficiencia presupuestaria, junto con la 

UPV/EHU, para la satisfacción efectiva de dichos complementos (Acuerdo de 19 de julio de 

2006); la evaluación de los méritos -se realiza por Unibasq- ( artículo 6.1 del Decreto 64/2011 ) y en 

el proyecto de Ley de Presupuestos ha de incluirse una dotación específica destinada a la 

financiación de dichos complementos, equivalente a un porcentaje entre el 85% y el 90% ( 

artículo 3.1 del Decreto 64/2911 ). 

Al ser el objeto del pleito que se declare no ajustada a derecho la falta de convocatoria anual 

de los complementos retributivos adicionales del PDI laboral, ordenando se proceda a la citada 

convocatoria, es evidente que, dadas las competencias atribuidas a la Administración de la 

Comunidad Autónoma del País Vasco(..), debió ser llamada al pleito la citada administración y, 

al no haberse efectuado así, se ha incurrido en una falta de litisconsorcio pasivo necesario, 

vulnerándose el artículo 12.2 de la LEC 
STS 22/02/2017 

STS 876/2017 - ECLI: ES:TS:2017:876  

Recurso: 999/2015  

Sentencia: 152/2017  
Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL  

Resumen: litisconsorcio pasivo necesario. Existencia. El Litisconsorcio pasivo necesario obedece a 
la necesidad de integrar en el proceso a cuantos sean titulares de la relacio ́n jurídico-material 

que da soporte al litigio, de modo que han de ser llamadas a juicio, todas las personas que 
puedan estar interesadas directamente en el litigio. Ninguna duda cabe que impugna ́ndose una 

resolución de la Administracio ́n, sobre asignación de puestos de trabajo, interesando que se 



anule y deje sin efectos, sin identificar a los afectados, va a producir indefensio ́n a éstos, y es 

contrario a lo dispuesto en el art. 151.3 de la LRJS que exige que la demanda incluya a "las 
personas o entidades cuyos derechos o intereses legi ́timos pudieran quedar afectados por la 

estimación de las pretensiones de la demanda  

La sentencia recurrida estima que la parte pudo conocer los trabajadores que podi ́an verse 

afectados de estimarse la pretensio ́n, y que a ella le incumbi ́a y tenía la obligación de indicar en 

su demanda tal afectación o en caso de desconocerlo, interesar del Juzgado la pra ́ctica de las 

oportunas Diligencias Preliminares. Dicha resolucio ́n no es respetuosa con la obligacio ́n que 

compete al Órgano Jurisdiccional derivada del art. 81 LRJS en relacio ́n a la subsanación de 

defectos de la demanda, en su deber de velar por la correcta constitucio ́n de la relacio ́n 

jurídico-procesal en las situaciones de litisconsorcio pasivo.  

No habiéndose constituido correctamente el litisconsorcio pasivo necesario, la estimacio ́n de 

este motivo de recurso ha de comportar, como sen ̃ala el Ministerio Fiscal en su informe, la nulidad 

de actuaciones, retrotrayéndolas al momento de presentacio ́n de la demanda a efectos de que 

la parte pueda subsanar el defecto de falta de llamamiento a juicio de los interesados en el 
mismo ampliando la demanda frente a ellos, haciendo asi ́ efectivo el principio de tutela judicial 

que proclama el art. 24 CE 

MODIFICACIÓN SUSTANCIAL DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO 

STS 24/01/2017 

( ROJ: STS 628/2017 - ECLI:ES:TS:2017:628 ) 

Sentencia: 67/2017 Recurso: 97/2016 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: MSCT: inexistencia de modificación sustancial. No constituye una modificación 

sustancial de las condiciones de trabajo el cambio de procedimiento en las funciones 

desempeñadas durante las escalas de los aviones por los trabajadores con categoría profesional 

de Tripulantes de Cabina de Pasajeros (TCP), que la línea aérea demandada ha comunicado a 

los representantes legales en fecha 8 de octubre de 2015. 

La STS 22 de junio de 2016, rec. 250/2015, pone de manifiesto como el ordenamiento laboral- art. 

5.c y 20 1 y 2 ET- atribuye al empresario la capacidad de variar unilateralmente las condiciones 

de trabajo, " siempre que el cambio no haya de ser sustancial", porque forma parte del poder de 

dirección empresarial " un «ius variandi» o facultad de modificación no sustancial del contrato, 

entendido como poder de especificación o concreción de la necesariamente genérica 

prestación laboral(así, STS 10/11/15 -rco 261/14-, asunto «Siemens ») 

En el caso de autos no hay una variación sustancial: la única variación que se introduce es la 

realización de un nuevo pase durante las escalas para llevarse los que puedan haber quedado 

en el avión tras la salida de los pasajeros, con la particularidad de que tan solo deben recoger los 

que estén a la vista y que pueden solicitar además en cualquier momento la presencia del 

servicio de limpieza cuando lo estimen oportuno. 

No hay mayor diferencia en este punto entre las funciones que ya vienen desempeñando los TCP 

durante vuelo y las que la empresa les impone en la escala, puesto que se trata exactamente de 

la misma recogida de residuos con la única particularidad de que se efectúa en tierra y sin la 

presencia de pasajeros 

STS 25/01/2017 

( ROJ: STS 648/2017 - ECLI:ES:TS:2017:648 ) 

Sentencia: 62/2017 Recurso: 47/2016 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: MSCT: nulidad de la medida empresarial  por la que se suprimía la tarjeta de crédito 

por importe de 600 € al mes para realizar compras en los establecimientos de la propia empresa. 

Era esta una ventaja que, pese a lo sostenido por la recurrente, se reconocía a quienes tiene la 

condición de trabajadores de la empresa en razón precisamente de tal vínculo laboral y, por 

tanto, está claramente conectada con el sistema de abono de la retribución mensual, sobre la 

que se cargan posteriormente los gastos efectuados por tales compras. 

La supresión de aquel beneficio o ventaja tiene una incidencia sustancial en las condiciones de 

trabajo de los afectados. Éstos venían disfrutando de una posibilidad de crédito cuya supresión 

se ha llevado a cabo sin seguir los trámites previstos en el citado art. 41 ET. La ventaja económica 

que con tal línea de crédito se beneficiaba los trabajadores constituye una condición de trabajo 

que, como tal no podía ser alterada de modo unilateral, pues el importe mensual del crédito 

resulta además significativo 

MUERTE Y SUPERVIVENCIA 

STS 25/01/2017 

( ROJ: STS 631/2017 - ECLI:ES:TS:2017:631 ) 
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Sentencia: 59/2017 Recurso: 2729/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Muerte y supervivencia: fecha de efectos de la prestación de Orfandad reconocida 

por sentencia dictada en 13/02/14 por el J/S nº 5 de Granada, tras solicitud de 12/07/12 y 

resolución administrativa denegatoria. EL JS fijó como fecha inicial de efectos la de tres meses 

anteriores a la ya referida de solicitud en vía administrativa [12/07/12], rechazando la propuesta 

por la representación del beneficiario, pretendiendo que se tomase como punto de partida una 

precedente solicitud de la pretensión, efectuada en 06/05/10 y cuyo rechazo había adquirido en 

su día firmeza- 

El TS considera que los efectos se retrotraen a 06/05/10 (primera solicitud administrativamente 

desestimada) 

Retroacción de los efectos económicos a tres meses anteriores a la presentación de la solicitud 

(art.43 LGSS1994): el TS considera que el término «solicitud»  puede referirse a una reclamación 

anterior denegada, siempre que entre ésta y la posterior exitosa concurra identidad en los 

hechos que son presupuesto del derecho; que es lo que precisamente ahora se debate 

NEGOCIACIÓN COLECTIVA 

STS 14/02/2017 

( ROJ: STS 815/2017 - ECLI:ES:TS:2017:815 ) 

Sentencia: 126/2017 Recurso: 104/2016 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Negociación colectiva: constitución de la comisión negociadora del plan de igualdad: 

Nulidad de plan de igualdad suscrito con una comisión ad hoc de trabajadores en empresa que 

cuenta con más de 250 trabajadores.  

Falta de validez del Plan de Igualdad (2011-2013), elaborado por la empresa "Bureau Veritas" y 

acordado con determinados trabajadores, puesto que no cabe duda -como también se razona 

por el Ministerio Fiscal- de una parte, que, al tener la empresa demandada más de 250 

trabajadores, tras las elecciones que tuvieron lugar en los distintos centros de trabajo, debió 

elaborar y aplicar un plan de igualdad, al estar legalmente obligada a negociar con los 

representantes legales de los trabajadores medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de 

discriminación laboral entre mujeres y hombres, medidas que atenderán a la elaboración y 

aplicación de un plan de igualdad, entendido como aquel en el que se contemplan objetivos 

concretos de igualdad y no discriminación, estrategias y prácticas para su consecución, así 

como sistemas eficaces de seguimiento y evaluación; y de otra parte, que el convenio colectivo 

al que remite la ley, señala que el Plan de Igualdad que se suscriba en la empresa ha de contar 

con el acuerdo de la empresa y los representantes legales de los trabajadores, lo que no permite 

sustituir el mismo por un acuerdo entre la empresa y una comisión de trabajadores creada ad 

hoc para su negociación 

ORFANDAD 
STS 22/02/2017 

ROJ: STS 868/2017 - ECLI: ES:TS:2017:868  

 Recurso: 1563/2015  

Sentencia: 154/2017    

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA  

Resumen: Orfandad: requisito de situación de alta. Interpretación flexible. Puede considerarse en 
situación de asimilada al alta el causante que, tras haber cotizado a lo largo de su vida laboral 

4.550 días a la Seguridad Social, fallece tras una larga y grave enfermedad, sin estar dado de 

alta, en el fecha del fallecimiento en el sistema de la Seguridad Social. E el causante estaba en 
seguimiento médico por sus dolencias de cirrosis hepa ́tica por abuso de alcohol de forma 

crónica, con gran deterioro de la funcio ́n hepática, presentando problemas de coagulacio ́n y 

encefalopatía hepática, habiendo sufrido dos hepatitis agudas eti ́licas en 2007 y 2009, consumi ́a 

habitualmente hasta 5 litros de cerveza al día, y desde noviembre de 2012 a febrero de 2013, 

cumplió periodo de abstinencia con recai ́da posterior e ingreso hospitalario por vo ́mitos 

hemáticos que mantuvo hasta su fallecimiento y que se habi ́a iniciado de forma trascendente 

antes de producirse la baja en la Seguridad Social, siendo evidente, en su consecuencia, que 

estaba imposibilitado por su enfermedad para personarse en la oficina de empleo, bien para 
inscribirse inicialmente en la misma, bien para pasar las revistas perio ́dicas reglamentarias 

PERSONAL LABORAL ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
STS 02/02/2017 

( ROJ: STS 659/2017 - ECLI:ES:TS:2017:659 ) 



Sentencia: 97/2017 Recurso: 53/2015 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: Personal laboral Administración pública: despido improcedente por cese de indefinida 

no fija en virtud de concurso en que no venían identificadas de forma individualizada las plazas 

que se cubrían, sin que conste que la de la actora fuera una de ellas, cuestión cuya prueba 

atañía a la administración demandada.   

La actora ha venido prestando servicios para la RTVA en virtud de sucesivos contratos 

temporales, celebrados sin solución de continuidad desde el 13 de noviembre de 2006, siéndole 

reconocida la condición de trabajadora indefinida no fija. El cese que ahora se discute se 

produjo el 24 de enero de 2012, al comunicarle la parte demandada que la plaza ocupada 

había sido cubierta de forma reglamentaria. 

Consta en los hechos probados de la sentencia de instancia que las plazas sacadas a concurso 

no estaban codificadas, ni se identificaban de forma individualizada (véase el Hecho Probado 

tercero, al que hemos de atenernos). Asimismo consta, con valor de hecho probado, que en la 

plantilla estructural existían otras plazas de la categoría de la actora (redactora) que no estaban 

cubiertas. 

. Aun cuando, la identificación de la plaza no requiera de ninguna formalidad especial ( STS/4ª 

de 22 diciembre 2011, rcud. 734/2011), nos encontramos ante una cuestión de carga probatoria, 

pues es la parte demandada la obligada a acreditar que la plaza que ocupaba la actora era 

precisamente una de las vacantes cuya cobertura mediante concurso oposición se convocó. No 

podemos obviar el hecho de que estamos ante la situación de quien posee la condición de 

indefinido no fijo, y no está cubriendo necesariamente una particular vacante, pues la naturaleza 

de su relación se ha generado por la irregularidad de su contratación, sin vinculación directa y 

expresa con una plaza pendiente de cobertura. Estamos, por tanto, ante un supuesto en que la 

falta de identificación de la plaza no sólo se da respecto de la convocatoria para su cobertura, 

sino también respecto de la situación de la trabajadora, de la cual sólo se acredita que presta 

servicios en determinada categoría profesional y centro de trabajo. 

Y, ciertamente, llegados a este punto, las circunstancias en que se inserta el litigio permiten 

sostener que, dada la referencia genérica en la convocatoria, no existen garantías para 

considerar que el puesto de trabajo de la actora quedaba claramente afectado. No podemos 

afirmar que la superación del concurso por otro trabajador implicara cubrir una plaza que 

estuviera ocupada por la actora 
STS 09/03/2017 

( ROJ: STS 1025/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1025 ) 

Sentencia: 201/2017 Recurso: 2636/2015 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Personal laboral administración pública:  despido nulo: el despido ha sido 

correctamente calificado como nulo, pues según resulta de lo actuado, no solo no se ha 

acudido por la Administración a la vía de extinción prevista en los arts. 51 y 52 ET , y que 

acreditadamente se ha producido el despido superando los umbrales previstos en el art. 51 ET , 

además se produjo cuando se encontraba el trabajador en situación de reducción de jornada 

por guarda legal, que conforme al art. 55.5.b) ET , establece una garantía objetiva y automática 

a favor de las personas que se encuentran en tal situación, por lo que el despido en tales 

circunstancias solo podía ser calificado de nulo 

PRESCRIPCIÓN 
STS 12/01/2017 

( ROJ: STS 526/2017 - ECLI:ES:TS:2017:526 ) 

Sentencia: 25/2017 Recurso: 48/2016 

Ponente: JESUS SOUTO PRIETO 

Resumen: la Prescripción  de la acción para impugnar un Acuerdo alcanzado entre la empresa y 

la representación de los trabajadores en fecha 27/09/2010, que se produjo para dar 

cumplimiento a la Ley 7/2010 de 15 de julio, y en el mismo se negociaron una serie de 

compensaciones extrasalariales que fueron suprimidas por la empresa para dar cumplimiento a 

las medidas acordadas por el Gobierno de Canarias, en fecha 13 de enero de 2011, tras la 

aprobación de la Ley 11/2010 de 30 de diciembre de presupuestos de la Comunidad de 

Canarias para el año 2011. Esta ley suprimió la negociación colectiva para aplicar la reducción 

del 5% (art. 41.1 ) suprimiéndose así cualquier compensación que se hubiera alcanzado en 

negociación colectiva.  

El plazo de prescripción debe computarse desde la fecha de publicación de la STC en el BOE, 

porque el Acuerdo se formalizó por negociación entre las partes y la cláusula cuarta del Acuerdo 

- que contenía las compensaciones extrasalariales propuestas por la empresa - se suprimió por 

disposición legal, lo cual fue cumplimentado por la legislación autonómica, de manera que los 
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trabajadores no podían ejercitar la acción hasta el momento en que el precepto fue declarado 

nulo, porque, con anterioridad a su declaración de inconstitucionalidad, la supresión de las 

citadas compensaciones estaban amparadas por aquel mandato legal. 

Por ello: "A partir del 13 enero 2015 , fecha de publicación en el BOE, no existe precepto legal que 

ampare la minoración de las retribuciones no negociadas colectivamente del personal no 

directivo de los entes del sector público autonómico con presupuesto estimativo. Y ahora sí se 

abre una brecha entre quienes negociaron y vieron eliminada la contraprestación y quienes no 

negociaron, porque, vigente el Acuerdo en su día alcanzado, aquellos mantienen la " imposición 

" de la reducción salarial, mientras que estos percibirán el sueldo íntegro sin minoración alguna." 

PRESTACIÓN EN FAVOR DE FAMILIARES 
STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 836/2017 - ECLI:ES:TS:2017:836 ) 

Sentencia: 91/2017 Recurso: 3007/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: prestación en favor de familiares:  denegación de la prestación la separación de 

hecho no equivale a separación legal  

a) la actora se halla separada de hecho desde 30/09/89 y obtuvo sentencia de separación 

judicial en 09/05/13 ;  

b) desde aquella fecha de separación ha venido conviviendo con su madre, pensionista de 

Jubilación y fallecida en 12/03/13, a la que hasta la fecha del óbito dedicó prolongados 

cuidados y de la que dependía económicamente; y  

c) solicitada pensión en favor de familiares, le fue denegada por el INSS porque «A la fecha del 

hecho causante estaba casada con don Pedro Francisco . Por tanto, no acreditaba el requisito 

de estado civil exigido en la normativa vigente para el acceso a la pensión en Favor de 

Familiares» 

La situación legal de la actora en la fecha del HC era la de separada «de hecho», y la cuestión 

que se plantea es la de si esta situación es equiparable a la «situación legal de separación» a la 

que el art. 176.4 LGSS atribuye igualdad de efectos al divorcio. Cuestión ya de antiguo 

examinada -y rechazada- por el TS 

Ciertamente que en la STS 10/02/04  se muestra en principio abierto a ciertas posibilidades 

interpretativas en plano diverso, el de la material insuficiencia económica, al afirmar que «sólo 

cuando consta que se han agotado los deberes de protección recíproca en el marco de la 

institución matrimonial para los cónyuges separados de hecho ... cabría pensar en la posibilidad 

de recurso a la protección social dispensada por las prestaciones de Seguridad Social por muerte 

y supervivencia en favor de otros familiares distintos de los viudos y huérfanos». Pero esta es una 

línea de posible reconocimiento prestacional que no se corresponde con la pretensión de autos 

PRINCIPIO DE IGUALDAD 
STS 14/02/2017 

( ROJ: STS 1012/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1012 ) 

Sentencia: 120/2017 Recurso: 43/2016 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Principio de igualdad: inexistencia de doble escala salarial. No infracción del principio 

de igualdad.  no nos encontramos ante un supuesto de doble escala salarial con aplicación de 

un único convenio, ni en una aplicación discriminatoria entre los trabajadores "antiguos" y los 

"nuevos". Los trabajadores antiguos gozan de una condición más beneficiosa respetada por la 

empresa, frente a los nuevos contratados bajo diferente convenio colectivo que suprimió tal 

condición, en cumplimiento del pacto de empresa suscrito entre la empresa y la representación 

legal de los trabajadores, con un conjunto de condiciones en materia salarial, jornada, 

descansos, licencias, protección social, protección contra el despido, etc, reconocidas a título 

individual a los trabajadores fijos y temporales del ente empresarial Canal Isabel II, aplicable 

como consecuencia de la sucesión empresarial operada conforme se constata en el relato de 

hechos probados, condiciones reconocidas para estos en el convenio colectivo del Canal de 

Isabel II. 

Y ello no comporta, como se ha dicho, una vulneración del principio de igualdad 

PROCESO DE OFICIO 

STS 07/02/2017 

( ROJ: STS 1027/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1027 ) 

Sentencia: 183/2017 Recurso: 3476/2015 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 



Resumen: Proceso de oficio: legitimación activa: la TGSS tiene legitimación activa para promover 

mediante demanda el proceso de oficio ante la jurisdicción social, de conformidad con el 

artículo 148 b) LRJS , en un procedimiento sancionador iniciado por Acta de infracción extendida 

por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social por falta de alta y cotización a la Seguridad 

Social 

PRUEBA 
STS 30/01/2017 

( ROJ: STS 632/2017 - ECLI:ES:TS:2017:632 ) 

Sentencia: 81/2017 Recurso: 52/2016 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Prueba: la falta de aportación de la documental requerida por el Tribunal a la parte no 

determina per se  la nulidad de actuaciones, sino la "ficta documentatio".  

La prueba documental de que tratamos fue admitida por la Sala de instancia, por medio de 

Auto 21/05/15 , pero en ella la Audiencia Nacional se limitó a acordar -como en derecho 

procedía- «requerir a la parte demandada para que aporte la documentación solicitada en 

demanda». Y la consecuencia de la desatención empresarial al mandato judicial, no es -en 

absoluto- la nulidad de actuaciones ahora pretendida, sino -como adelantamos- la que 

específicamente dispone el art. 94.2 LJS, de que «podrán estimarse probadas las alegaciones 

hechas por la contraria en relación con la prueba acordada»; posible -y única- consecuencia 

hasta el punto de que -como se indica en el FJ Séptimo de la decisión recurrida- en el acto de 

juicio «se solicita por la parte demandante que se haga uso de la facultad prevista en el artículo 

94.2 de la LRJS en relación a la prueba documental solicitada en demanda y admitida por la 

Sala...». 

STS 31/01/2017 

ROJ: STS 654/2017 - ECLI:ES:TS:2017:654 ) 

Sentencia: 77/2017 Recurso: 3331/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Prueba: no es prueba ilícita la obtención de imágenes de un trabajador por  un sistema 

de vídeo-vigilancia instalado por razones de seguridad, siendo el actor conocedor de dicho 

sistema, sin que haya sido informado del destino que pueda darse a las imágenes o que pudieran 

ser utilizadas en su contra. 

Despido por transgresión de la buena fe contractual, fraude, deslealtad y abuso de confianza, 

mediante manipulación de los tickets y hurtando diferentes cantidades en fechas concretas 

La doctrina de esta sentencia ya la ha aplicado la Sala IV en su sentencia de 07-07-2016 (R. 

3233/2014) en la que se contempla el caso de una empleada de supermercados DIA que junto 

con otra, al menos, consumía productos de la empleadora en el almacén, constando, como 

hecho probado, que todo el personal tenía conocimiento de la instalación de cámaras de 

vigilancia, instalación que además, estaba anunciada por carteles. 

La aplicación de la anterior doctrina al presente caso obliga a estimar el recurso porque la 

instalación de cámaras de seguridad era una medida justificada por razones de seguridad 

(control de hechos ilícitos imputables a empleados, clientes y terceros, así como rápida 

detección de siniestros), idónea para el logro de ese fin (control de cobros y de la caja en el caso 

concreto) y necesaria y proporcionada al fin perseguido, razón por la que estaba justificada la 

limitación de los derechos fundamentales en juego, máxime cuando los trabajadores estaban 

informados, expresamente, de la instalación del sistema de vigilancia, de la ubicación de las 

cámaras por razones de seguridad, expresión amplia que incluye la vigilancia de actos ilícitos de 

los empleados y de terceros y en definitiva de la seguridad del centro de trabajo pero que 

excluye otro tipo de control laboral que sea ajeno a la seguridad, esto es el de la efectividad en 

el trabajo, las ausencias del puesto de trabajo, las conversaciones con compañeros, etc. etc.. Y 

frente a los defectos informativos que alegan pudieron reclamar a la empresa más información o 

denunciarla ante la Agencia Española de Protección de Datos, para que la sancionara por las 

infracciones que hubiese podido cometer 

Votos particulares: Excma. Sra. María Luisa Segoviano Astaburuaga en la sentencia dictada en el 

recurso 3331/2015, al que se adhieren los Magistrados Excma. Sra. Doña Rosa Maria Viroles Piñol y 

Excmo. Sr. D. Jordi Agusti Julia 

STS 01/02/2017 

ROJ: STS 811/2017 - ECLI:ES:TS:2017:811 ) 

Sentencia: 86/2017 Recurso: 3262/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Prueba. Video vigilancia. No es ilícita la prueba de video vigilancia instalada para fines 

de impedir robos y otros delitos. La trabajadora conocía la existencia del sistema de vídeo 
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vigilancia sin que fuera informada del destino que pudiera darse a la imágenes o que pudieran 

ser utilizadas en su contra 

En este caso, la actora trabaja para la demandada desde 13/11/00 con la categoría de 

dependiente. El 25/09/13 fue despedida por la transgresión de la buena fe contractual, fraude, 

deslealtad y abuso de confianza, mediante manipulación de tickets y presunta sustracción de 

diferentes cantidades . El centro de trabajo contaba con un sistema de vídeo vigilancia, por 

razones de seguridad, que almacenaba imágenes en un archivo, declarado ante la AEPD para 

fines de impedir robos y otros delitos. La trabajadora conocía la existencia del sistema de vídeo 

vigilancia sin que fuera informada del destino que pudiera darse a la imágenes o que pudieran 

ser utilizadas en su contra. No se ha solicitó autorización judicial para el uso de las imágenes 

grabadas en soporte de disco duro y obtenidas mediante la vídeo vigilancia. 

El TS, en una fundamentación jurídica idéntica a su STS 31 enero 2017, sostiene que  

" la instalación de cámaras de seguridad era una medida justificada por razones de seguridad 

(control de hechos ilícitos imputables a empleados, clientes y terceros, así como rápida 

detección de siniestros), idónea para el logro de ese fin (control de cobros y de la caja en el caso 

concreto) y necesaria y proporcionada al fin perseguido, razón por la que estaba justificada la 

limitación de los derechos fundamentales en juego, máxime cuando los trabajadores estaban 

informados, expresamente, de la instalación del sistema de vigilancia, de la ubicación de las 

cámaras por razones de seguridad, expresión amplia que incluye la vigilancia de actos ilícitos de 

los empleados y de terceros y en definitiva de la seguridad del centro de trabajo pero que 

excluye otro tipo de control laboral que sea ajeno a la seguridad, esto es el de la efectividad en 

el trabajo, las ausencias del puesto de trabajo, las conversaciones con compañeros, etc. etc.. Y 

frente a los defectos informativos que alegan pudieron reclamar a la empresa más información o 

denunciarla ante la Agencia Española de Protección de Datos, para que la sancionara por las 

infracciones que hubiese podido cometer".  

Voto particular: Magistrada Excma. Sra. Doña Rosa Maria Viroles Piñol, en la sentencia dictada en 

el recurso de casación para la unificación de doctrina 3262/2015, al que se adhieren los 

Magistrados Excma. Sra. Doña Maria Luisa Segoviano Astaburuaga y Excmo. Sr. D. Jordi Agusti 

Julia 

STS 02/02/2017 

( ROJ: STS 817/2017 - ECLI:ES:TS:2017:817 ) 

Sentencia: 96/2017 Recurso: 554/2016 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Prueba. Video vigilancia. No es ilícita la prueba de video vigilancia instalada para fines 

de impedir robos y otros delitos. La trabajadora conocía la existencia del sistema de vídeo 

vigilancia sin que fuera informada del destino que pudiera darse a la imágenes o que pudieran 

ser utilizadas en su contra 

En este caso, la actora trabaja para la demandada desde 13/11/00 con la categoría de 

dependiente. El 25/09/13 fue despedida por la transgresión de la buena fe contractual, fraude, 

deslealtad y abuso de confianza, mediante manipulación de tickets y presunta sustracción de 

diferentes cantidades . El centro de trabajo contaba con un sistema de vídeo vigilancia, por 

razones de seguridad, que almacenaba imágenes en un archivo, declarado ante la AEPD para 

fines de impedir robos y otros delitos. La trabajadora conocía la existencia del sistema de vídeo 

vigilancia sin que fuera informada del destino que pudiera darse a la imágenes o que pudieran 

ser utilizadas en su contra. No se ha solicitó autorización judicial para el uso de las imágenes 

grabadas en soporte de disco duro y obtenidas mediante la vídeo vigilancia. 

El TS, en una fundamentación jurídica idéntica a su STS 31 enero 2017, sostiene que  

" la instalación de cámaras de seguridad era una medida justificada por razones de seguridad 

(control de hechos ilícitos imputables a empleados, clientes y terceros, así como rápida 

detección de siniestros), idónea para el logro de ese fin (control de cobros y de la caja en el caso 

concreto) y necesaria y proporcionada al fin perseguido, razón por la que estaba justificada la 

limitación de los derechos fundamentales en juego, máxime cuando los trabajadores estaban 

informados, expresamente, de la instalación del sistema de vigilancia, de la ubicación de las 

cámaras por razones de seguridad, expresión amplia que incluye la vigilancia de actos ilícitos de 

los empleados y de terceros y en definitiva de la seguridad del centro de trabajo pero que 

excluye otro tipo de control laboral que sea ajeno a la seguridad, esto es el de la efectividad en 

el trabajo, las ausencias del puesto de trabajo, las conversaciones con compañeros, etc. etc.. Y 

frente a los defectos informativos que alegan pudieron reclamar a la empresa más información o 

denunciarla ante la Agencia Española de Protección de Datos, para que la sancionara por las 

infracciones que hubiese podido cometer".  



Voto particular: Magistrada Excma. Sra. Doña Rosa Maria Viroles Piñol, en la sentencia dictada en 

el recurso de casación para la unificación de doctrina 3262/2015, al que se adhieren los 

Magistrados Excma. Sra. Doña Maria Luisa Segoviano Astaburuaga y Excmo. Sr. D. Jordi Agustí 

Julia 

RECARGO DE PRESTACIONES 

STS 23/02/2017 

( ROJ: STS 1021/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1021 ) 

Sentencia: 160/2017 Recurso: 2066/2015 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: Recargo de prestaciones: no es procedente la rebaja del recargo al 40% lograda en 

suplicación por a la empresa URALITA por falta de medidas de seguridad, en un caso de 

enfermedad profesional que produjo la incapacidad permanente total cualificada de la 

trabajadora implicada, sino que procede  el 50% reconocido en la instancia por el Juzgado de lo 

Social que, desestimando la demanda empresarial, había confirmado así la resolución inicial del 

INSS 

RECLAMACIÓN PREVIA 

STS 17/01/2017 

( ROJ: STS 561/2017 - ECLI:ES:TS:2017:561 ) 

Sentencia: 33/2017 Recurso: 2036/2015 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 17/01/2017 

( ROJ: STS 560/2017 - ECLI:ES:TS:2017:560 ) 

Sentencia: 32/2017 Recurso: 3780/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 17/01/2017 

 ( ROJ: STS 532/2017 - ECLI:ES:TS:2017:532 ) 

Sentencia: 35/2017 Recurso: 4125/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 
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por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 17/01/2017 

( ROJ: STS 534/2017 - ECLI:ES:TS:2017:534 ) 

Sentencia: 34/2017 Recurso: 3393/2015 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 25/01/2017 

( ROJ: STS 629/2017 - ECLI:ES:TS:2017:629 ) 

Sentencia: 56/2017 Recurso: 431/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 25/01/2017 

( ROJ: STS 652/2017 - ECLI:ES:TS:2017:652 ) 

Sentencia: 54/2017 Recurso: 3453/2015 

Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 



por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 658/2017 - ECLI:ES:TS:2017:658 ) 

Sentencia: 87/2017 Recurso: 1324/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 26/01/2017 

( ROJ: STS 796/2017 - ECLI:ES:TS:2017:796 ) 

Sentencia: 68/2017 Recurso: 1226/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 14/02/2017 

( ROJ: STS 816/2017 - ECLI:ES:TS:2017:816 ) 

Sentencia: 124/2015 Recurso: 2930/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 
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imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 16/02/2017 

( ROJ: STS 826/2017 - ECLI:ES:TS:2017:826 ) 

Sentencia: 136/2017 Recurso: 1397/2015 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 16/02/2017 

ROJ:  STS 871/2017 - ECLI: ES:TS:2017:871  

 Recurso: 1095/2015  Sentencia: 135/2017    

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA  

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 
STS 22/02/2017 

ROJ: STS 867/2017 - ECLI: ES:TS:2017:867  

Recurso: 1167/2015  

Sentencia: 153/2017    

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA  

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 



responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 

RECURSO DE CASACIÓN ORDINARIO 

STS 07/02/2017 

( ROJ: STS 809/2017 - ECLI:ES:TS:2017:809 ) 

Sentencia: 105/2017 Recurso: 76/2016 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Recurso de casación ordinaria: se desestima por introducir cuestiones nuevas en el 

recurso no planteadas en la instancia.  

Ni en la demanda, ni en el acto del juicio, se alegó por la parte actora que el Decreto 269/2013, 

de 23 de diciembre, no resultara de aplicación al supuesto debatido porque en el ámbito de 

aplicación del mismo, contenido en el artículo 9.1 , entre los organismos cuyos trabajadores o 

empleados van a ser objeto de minoración retributiva, no se encontraban enumeradas las 

sociedades mercantiles participadas por las administraciones públicas. Dicho fundamento es el 

que esgrime en el único motivo del recurso. 

En efecto, la parte actora en su demanda, ratificada en el acto del juicio, alegaba que la 

minoración salarial, correspondiente al ejercicio de 2014, se produjo a partir de la Ley 1/2014, de 

27 de enero, de Presupuestos de la Generalitat de Catalunya, publicada en el DOGC el 30 de 

enero de 2014, por lo que, como entró en vigor al día siguiente de su publicación, esto es el 31 de 

enero de 2014, ya se había devengado la parte proporcional de 30 días de la catorceava parte 

del salario anual retenido en virtud de la norma indicada. 

2.- Aplicando la doctrina (...)procede la desestimación del recurso formulado, al invocarse como 

único motivo del mismo una cuestión nueva no planteada en la instancia 

RECURSO DE CASACIÓN PARA LA UNIFICACIÓN DE DOCTRINA 

STS 22/02/2017 

ROJ: STS 870/2017 - ECLI: ES:TS:2017:870  

Recurso: 2693/2015  

Sentencia: 155/2017    

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ  

Resumen: Recurso de Casación para la Unificación de Doctrina: inadmisión por falta de 
fundamentación del precepto infringido.   La denuncia de la infraccio ́n de ley es uno de los 

requisitos esenciales del recurso de casación para la unificación de doctrina, pues si la parte 

recurrente no lo hiciese habri ́a de hacerlo el Tribunal, asumiendo asi ́ una función de defensa 

material de la parte recurrente que quebrari ́a el principio de imparcialidad inherente a la funcio ́n 

de juzgar y supondri ́a improcedente aplicacio ́n del principio «da mihi factum, dabo tibi ius», que 

es ajeno al recurso de casacio ́n; y que una denuncia correctamente formulada no so ́lo se tiene 

que referir a precepto o preceptos concretos, sino que adema ́s -salvo supuestos de innegable 

sencillez normativa- ha de razonar de forma clara sobre la fundamentacio ́n de la infraccio ́n, tal 

como se deduce no sólo del art. 210.2 LRJS [«... razonando la pertinencia y fundamentacio ́n» de 

los motivos], sino del art. 481.1 de la supletoria LECV [«... se expondrán con la necesaria extensio ́n, 

sus fundamentos...»] 

RECURSO DE SUPLICACIÓN 

STS 02/02/2017 

( ROJ: STS 835/2017 - ECLI:ES:TS:2017:835 ) 

Sentencia: 98/2017 Recurso: 1325/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Recurso de suplicación: inadmisión por falta de cuantía e inexistencia de afectación 

general. Cuestión relativa a la imputación de responsabilidad por diferencias en la base 

reguladora de la pensión de Jubilación, cuando el beneficiario tuvo previa situación de 
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Jubilación parcial y la empresa no sustituyó durante cinco meses al trabajador relevista que 

había sido inicialmente contratado y causado baja voluntaria, dejando por ello de cotizar 

durante ese periodo de tiempo por el 15% de la jornada del beneficiario, produciendo así una 

diferencia de bases de cotización real de 51,39 €/mes y pretendida -en demanda- de 79,3 €/mes 

STS 01/03/2017 

ROJ: STS 879/2017 - ECLI: ES:TS:2017:879  

 Recurso: 2128/2015  

Sentencia: 134/2017    

Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ  
Recurso de suplicación: la denuncia en el recurso de suplicacio ́n de la infracción procesal de 

incongruencia en la que eventualmente haya podido incurrir la sentencia de instancia recurrida, 
no ha de ser precedida de la peticio ́n de complemento de la sentencia a que se refieren los 

artículos 215.2 LEC y 267.5 LOPJ como requisito imprescindible antecedente para que el tribunal 

que ha de resolver después el recurso se pronuncie sobre tal infraccio ́n procesal.  

No hay   exigencia procesal alguna previa que de manera específica establezca la necesidad 

de pedir el complemento de la sentencia a que se refiere el art. 215.2 LEC para poder despue ́s 

invocar en casacio ́n la correspondiente infracción procesal 

En el proceso laboral no cabe establecer un requisito procesal no contemplado expresamente 
en la LRJS, incorporando al mismo una exigencia de acceso a la casacio ́n que por no resultar 

aplicable en la forma en la que lo ha hecho la sentencia recurrida, resultari ́a vulneradora del 

derecho fundamental de tutela judicial efectiva, art. 24.1 CE , en la modalidad de derecho de 
acceso al recurso, razón por la que entendemos que en ella se llevo ́ a cabo una interpretacio ́n 

errónea de los preceptos denunciados en el recurso de casacio ́n para la unificación de doctrina 

cuando se decidió por dicho motivo rechazar el recurso de suplicacio ́n planteado contra la 

sentencia de instancia en el que se denunciaba su incongruencia 

STS 16/02/2017 

( ROJ: STS 1023/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1023 ) 

Sentencia: 137/2017 Recurso: 2481/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO.  

Resumen: Recurso de suplicación: hay acceso a la suplicación cuando lo que se reclama es el 

derecho al reconocimiento o denegación del complemento de mínimos, para concluir que 

cabe recurso de suplicación en este tipo de asuntos, aunque la cuantía de tales complementos 

en cómputo anual sea inferior al límite legal previsto a tal efecto, en la medida en que se trata 

de prestaciones complementarias de seguridad social que tienen autonómica propia y 

diferenciada de la prestación principal respecto a la que están referidos en cada caso, y se rigen 

por el cumplimiento de determinados requisitos específicos de los que depende el derecho a su 

percepción 

STS 01/03/2017 

( ROJ: STS 1022/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1022 ) 

Sentencia: 174/2017 Recurso: 2021/2015 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Recurso de suplicación: Diferencias en el módulo de cálculo de la Base reguladora de 

la prestación de desempleo cuando la cotización se ha calculado por días (180) y no por meses 

(6 meses). Falta de cuantía y falta de afectación general, porque la litigiosidad acreditada no 

ofrece la cualificación de «masiva» que conferiría el acceso al recurso de suplicación y, por ello, 

al de casación para la unidad de la doctrina y porque no es susceptible de acceso a la 

suplicación y a esta casación unificadora por razón de la cuantía 

REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES 

STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 657/2017 - ECLI:ES:TS:2017:657 ) 

Sentencia: 95/2017 Recurso: 119/2016 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Representantes de los trabajadores. Crédito horario. La empresa venía concediendo el 

crédito horario correspondiente por cada uno de los doce meses de año, que los representantes 

solían acumular en una bolsa de horas para ser distribuida entre algunos de ellos, lo que 

notificaban a la empresa. Como consecuencia de la STS de 23 de marzo de 2015, Rec. 49/2014 

que estableció que el crédito durante el período de vacaciones carece de sustento legal puesto 

que es un permiso retribuido que no se puede disfrutar cuando no se trabaja, la empresa remitió 

escrito a los trabajadores comunicándoles que a partir de su recepción no podrían acumularse 

las horas del crédito horario correspondientes al mes de vacaciones, comunicación que motivó 



la interposición de las demandas a que se ha hecho referencia 

La AN anuló la conducta de la empresa consistente en reducir el crédito horario de los 

representantes unitarios y sindicales de las Secciones Sindicales existentes en la empresa, al 

considerar dicha práctica una condición más beneficiosa 

El TS revoca la sentencia de la AN, en síntesis, porque mejora en las condiciones de disfrute del 

crédito horario de los representantes tuvo como origen, exclusivamente, la creencia de que la 

normativa vigente exigía que tal crédito previsto en el artículo 68. e) ET y en el artículo 76 del 

convenio colectivo aplicable se computase por todos los meses del año sin descontar el mes de 

vacaciones. Por ello, cuando se publica la STS  23 de marzo de 2015, la empresa comunicó de 

manera inmediata que su actuación se iba a atener a la interpretación que en la misma se 

efectuaba, indicando a los representantes que la bolsa de acumulación de horas del crédito 

horario se iba a conformar por las horas correspondientes a once meses al año, puesto que se 

excluía el mes de vacaciones. Comunicación empresarial que se fundamentó en la indicada 

doctrina de la Sala -que aquí se reitera- y que se hizo efectiva a las pocas semanas de la fecha 

de la misma. 

En tales condiciones no se puede sostener la existencia de la condición más beneficiosa 

pretendida y sí de una práctica que se llevaba a cabo en la empresa en la creencia de que era 

la que se derivaba de la exigencia de la ley, práctica cuya modificación no vulneró las 

exigencias del artículo 1256 CC puesto que no estamos en presencia de un derecho que se 

hubiera incorporado al nexo contractual 

REVISIÓN DE SENTENCIAS FIRMES 

STS 25/01/2017 

ROJ: STS 640/2017 - ECLI:ES:TS:2017:640 ) 

Sentencia: 57/2017 Recurso: 29/2015 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Revisión de sentencias firmes: se inadmite por a falta del requisito de agotamiento del 

recurso jurisdiccional procedente contra la sentencia cuya revisión se insta 

Se desestimaría en el fondo porque el documento invocado no es decisivo. Si bien el  documento 

que se invoca fue expedido con fecha posterior a la sentencia cuya rescisión se interesa, es claro 

que se refieren hechos anteriores, que se hubieran podido acreditar en el procedimiento que dio 

lugar a dicha sentencia, y por otro lado el documento referido, en modo alguno puede ser 

calificados como documento decisivo para fundamentar una demanda de revisión, por lo que 

no cabe la rescisión de la sentencia firme que se interesa, que atendiendo a la fecha de su 

firmeza, la revisión es extemporánea por haber transcurrido el plazo de cinco años previsto para 

ello 

STS 26/01/2017 

( ROJ: STS 638/2017 - ECLI:ES:TS:2017:638 ) 

Sentencia: 65/2017 Recurso: 41/2015 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: revisión de sentencias firmes: presentación del recurso transcurridos tres meses desde 

que se descubre la existencia del documento. No tiene la condición de documento recobrado u 

obtenido del que no pudo disponer la parte antes de la sentencia por intervención de la 

contraria, una sentencia del contencioso confirmando un acta de inspección de trabajo;  siendo 

que la impugnación del Acta en la vía contencioso administrativa, que beneficiaba a la 

impugnante en suplicación, se aportó por ésta, que no aportó, sin embargo, la sentencia del 

Juzgado de lo Contencioso Administrativo, sin que sea esta actitud, de haberse producido, la 

que contempla el artículo 510.1º de la LEC . (obra de la parte que no lo aporta) 

STS 02/02/2017 

( ROJ: STS 651/2017 - ECLI:ES:TS:2017:651 ) 

Sentencia: 100/2017 Recurso: 58/2015 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Revisión de sentencias firmes: No es posible fundar la revisión en la existencia de una 

sentencia del TS que, con posterioridad a la firmeza de la sentencia combatida, haya 

establecido una doctrina diferente o contraria a la contenida en la sentencia firme, puesto que 

la revisión no está establecida en nuestro ordenamiento jurídico para corregir sentencias 

supuestamente injustas, sino para rescindir las ganadas injustamente lo que no es el caso 

STS 06/02/2017 

 ( ROJ: STS 670/2017 - ECLI:ES:TS:2017:670 ) 

Sentencia: 103/2017 Recurso: 16/2014 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Revisión de sentencias firmes: No es posible fundar la revisión en la existencia de una 
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sentencia del TS que, con posterioridad a la firmeza de la sentencia combatida, haya 

establecido una doctrina diferente o contraria a la contenida en la sentencia firme, puesto que 

la revisión no está establecida en nuestro ordenamiento jurídico para corregir sentencias 

supuestamente injustas, sino para rescindir las ganadas injustamente lo que no es el caso. No hay 

maquinación fraudulenta. La actuación de la demandada que se identifica como supuesta 

maquinación fraudulenta no está dirigida en particular al caso de autos con la finalidad de 

conseguir ilícitamente una sentencia favorable a sus intereses, sino que lo que se imputa en 

realidad es la concurrencia de fraude de ley en la contratación de los trabajadores destinados 

en este servicio para la promoción del empleo en todo el ámbito territorial de la Comunicad 

Autónoma. 

No solo no se trataría por lo tanto de una posible maquinación fraudulenta específica en el caso 

de autos dirigida a la ilícita obtención de la sentencia cuya revisión se insta, sino que viene 

referida a un momento anterior al propio despido objeto del litigio y constituye la misma causa 

de pedir en la que se sustentó la demanda para solicitar su declaración de nulidad o 

improcedencia." 

STS 19/01/2017 

Roj: STS 862/2017 - ECLI: ES:TS:2017:862  

 Sentencia 40/2017 

 Recurso: 57/2015  

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA    

Resumen: revisión de sentencias firmes: inadmisión por falta de agotamiento de los recursos 

previos (no se interpuso suplicación). la demandante no ha cumplido con dicho requisito, ya que 
ni ella interpuso recurso de suplicación -a pesar de no estar de acuerdo con el derecho de 

opción establecido en la sentencia de instancia (despido)- ni tampoco contra la sentencia que 

confirmó dicha opción en el recurso de suplicacio ́n interpuesto por el demandado, formalizo ́ el 

oportuno recurso de casacio ́n unificadora ante esta Sala, que hubiera podido examinar la 

cuestión que ahora, extemporáneamente, se aduce.  

No existe "maquinacio ́n fraudulenta", En efecto, la demandante de revisio ́n construye el motivo 

sobre un supuesto error ofimático, que se habría producido -dice- en el pie de la sentencia y que 

tanto la Juez de instancia como el Abogado del Estado, en representacio ́n del Ministerio 

demandado, lo habri ́an asumido de forma tácita, al ser plenos conocedores de que no cabe 

opción de indemnizacio ́n, sino exclusivamente la readmisio ́n. Dicho proceder no puede 

considerarse como una actuacio ́n maliciosa llevada a cabo mediante falacia o engan ̃o, con 

consciente y voluntario aprovechamiento de actos directos o inmediatos que hubieran 
provocado una grave situacio ́n de irregularidad procesal, con la consiguiente indefensio ́n de la 

parte, aquí y ahora demandante, que es en lo que consiste la "maquinacio ́n fraudulenta" 

STS 09/03/2017 

( ROJ: STS 1028/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1028 ) 

Sentencia: 202/2017 Recurso: 31/2014 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: revisión de sentencias firmes:  La demanda resulta extemporánea; el documento 

aportado no tiene la condición de "decisivo"; no se trata tampoco de documentos que hayan 

sido retenidos por fuerza mayor o por obra de la parte a cuyo favor se hubiese dictado el fallo 

impugnada y la sentencia penal que se invoca no es relevante por referirse a hechos sucedidos 

en día distinto de los que motivaron el despido 

SECCIÓN SINDICAL 

STS 03/02/2017 

( ROJ: STS 820/2017 - ECLI:ES:TS:2017:820 ) 

Sentencia: 102/2017 Recurso: 39/2016 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Sección sindical: derecho a constituir sección sindical en el ámbito de empresa o de 

centro a elección del sindicato. Si la empresa o centro cuenta con más de 250 trabajadores 

tendrá derecho a delegado sindical 

El sindicato puede organizar libremente la estructura representativa que desea implantar en la 

empresa, en particular, a nivel de centros de trabajo o de la empresa en su conjunto. Dicho de 

otro modo: cuando el artículo 10.1 LOLS alude a los "centros de trabajo" debe entenderse que 

incluye la posibilidad de tomar en consideración los mismos individualmente considerados pero 

también varios de ellos (por provincias, regiones, etc.), o todos los que posea la empresa. 

Puesto que la sección sindical de CCOO se ha constituido a nivel de empresa ese mismo ámbito 

es el que ha de tomarse en cuenta para determinar su derecho a designar delegado sindical al 



amparo del artículo 10.1 LOLS . Dado que INTURJOVEN sobrepasa los 250 trabajadores y que 

CCOO es sindicato más representativo, debe reconocérsele el derecho. 

La conducta empresarial, al desconocer el derecho de CCOO a la designación de la Sra. Amelia 

como delegada sindical con las atribuciones previstas en el artículo 10.3 LOLS ha desconocido la 

libertad sindical. 

Reitera doctrina:   STS 18 julio 2014 (rec. 91/2013 ), STS 30 de enero de 2015 (rec. 3221/2013 ) y 23 

septiembre 2015 (rec. 253/2014 ),  STS 2 marzo 2016 (rec. 141/2014  

STS de 23 septiembre 2015 (rec. 253/2014 ) , STS 541/2016 de 21 junio (rec. 182/2015 )  STS 914/2016 

de 27 octubre (rec. 281/2015 )   

Daños y perjuicios derivados de vulneración de libertad sindical:  300 euros. 

Reitera doctrina: SSTS/ 17-diciembre-2013 (rco 109/2012 ), 8-julio-2014 (rco 282/2013 ), 2-febrero-

2015 (rco 279/2013 ), 26-abril-2016 -rco 113/2015 o 649/2016 de 12 julio ( rec. 361/2014 )   ( arts. 

179.3 , 182.1.d , 183.1 y 2 LRJS ) 

TIEMPO DE TRABAJO 
STS 08/02/2017 

( ROJ: STS 823/2017 - ECLI:ES:TS:2017:823 ) 

Sentencia: 113/2017 Recurso: 132/2016 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Tiempo de trabajo: se desestima la pretensión de los trabajadores del Canal de Isabel II 

Gestión con jornada continuada de mañana y jornada partida que prestan servicios de lunes a 

viernes y descansan los sábados y domingos, y prestan servicios en los centros de trabajo de 

Collado-Villalba, Móstoles, Alcobendas, Fuenlabrada y Tres Cantos ; que estaban subrogados , 

consistente en que "los dos sábados que han coincidido con el festivo, computen y sean 

compensados como exceso de jornada y con valor de horas extraordinarias retribuidas 

económicamente o en su caso con descanso equivalente". 

Se argumenta en la demanda que es derecho de los trabajadores disfrutar de 12 días festivos 

nacionales y 2 locales, en total 14 festivos, y que en el año 2015 se ha dado la circunstancia de 

que dos de los días festivos a disfrutar han coincidido en sábado de tal manera que se han 

solapado el descanso (por ser sábado) y el festivo sea nacional o local, circunstancia que 

genera -dicen- la realización de una jornada superior a la que les corresponde 

El conflicto afecta a los trabajadores del Canal de Isabel II Gestión con jornada continuada de 

mañana y jornada partida que prestan servicios de lunes a viernes y descansan los sábados y 

domingos, y prestan servicios en los centros de trabajo de Collado-Villalba, Móstoles, Alcobendas, 

Fuenlabrada y Tres Cantos. 

2º.- "Dichos trabajadores, procedentes del Canal de Isabel II y subrogados por la entidad Canal 

de Isabel II Gestión, S.A. en fecha 1.07.2012 -subrogación acaecida por mor de la constitución de 

esta Sociedad Anónima autorizada por Ley 3/2008-, quedaron bajo la cobertura de un 

Compromiso de Garantías Individuales por el que la Dirección Empresarial asumió garantizar para 

el futuro, a título individual, determinados derechos, con referencia al XVIII Convenio Colectivo. 

Entre las garantías individuales recogidas en el Compromiso para el personal que no trabaja a 

turnos (personal de "no turno") se estableció lo que sigue: se considerarán días inhábiles a efectos 

laborales todos los sábado y domingos del año; las fiestas laborales, tanto de carácter nacional 

como autonómico o local; un "puente" al año; los días 24 y 31 de diciembre (cuando estos días 

coinciden con sábado o domingo, su disfrute pasará al día anterior o posterior). También fijó 

inicialmente una jornada de 35 horas en cómputo semanal. Posteriormente el cómputo semanal 

asciende a 37,30 horas y anualmente realizan un número de jornadas diferentes en función del 

día de la semana en el que acaezcan los 14 festivos establecidos por el legislador. 

Los trabajadores fijos no afectados por el presente conflicto, que también prestan servicios en los 

centros relacionados y que trabajan a turnos - a quienes se aplica Compromiso de garantías 

individual- tienen fijada una jornada de referencia anual de 1673,5 horas, (antes fue de 1562). 

Se desestima porque los sábados no son días festivos sino laborables, aunque puedan ser 

inhábiles. 

Como queda dicho, los trabajadores afectados por el presente conflicto, tiene una jornada de 

referencia semanal, trabaja de lunes a viernes y descansa los sábados y domingos, de manera 

que los festivos que coinciden en sábado no se disfrutan en otras fechas, pero tampoco se 

recuperan días laborables cuando concurre un festivo de lunes a viernes. Circunstancia que 

motivó que en 2015, en el que dos de los días festivos coincidieron en sábado (el caso de 

Collado Villalba), no se alcanzara la cifra de 1673, 50 horas anuales, lo cual se respetó como 

consecuencia justamente de la subrogación operada autorizada por Ley 3/2008 y los 

compromisos asumidos por la empresa de garantizar de futuro determinados derechos al 

personal integrado, como señala la sentencia recurrida 
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TUTELA DE DERECHOS FUNDAMENTALES 

STS 01/02/2017 

( ROJ: STS 814/2017 - ECLI:ES:TS:2017:814 ) 

Sentencia: 94/2017 Recurso: 78/2016 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: tutela de derechos fundamentales. Prescripción: la naturaleza imprescriptible de los 

derechos fundamentales no es incompatible con las previsiones legales que limitan 

temporalmente la vida de las acciones concretas que derivan de las lesiones infligidas a los 

mismos, en aras al principio de seguridad jurídica y para garantizar la protección de derechos 

ajenos ( STC 7/1993 y 13/1983), y como recuerda la sentencia de 13 de julio de 2015, rec.221/2014 

: " teniendo siempre en cuenta que dicha prescripción «en modo alguno puede extinguir el 

derecho fundamental de que se trate, que (...) podrá hacer valer en relación con cualquier otra 

lesión futura, sino que significará tan sólo que ha transcurrido el plazo dentro del cual el 

ordenamiento le permite reclamar jurisdiccionalmente ante una presunta y determinada 

violación» ( STC 7/1989, de 19/Enero ) ( STS 20/06/00 -rec. 4140/99 -). 

En el caso de autos el cómputo ha de iniciarse en el momento de notificación al sindicato 

demandante el día 26 de junio de 2014 de la sentencia del TS de 17 de febrero de 2014 que 

declaró la legalidad de la huelga y revocó la sentencia de la Audiencia Nacional de 2 de abril 

de 2012 que había establecido lo contrario, y por ese motivo considera que la acción habría 

prescrito cuando se interpone la demanda el 1 de septiembre de 2015 una vez transcurrido más 

de un año desde aquella notificación. 

Mientras que el recurrente, cuya tesis se desestima,  sostiene que la actuación empresarial 

denunciada como vulneradora de derechos fundamentales se mantiene hasta la fecha de la 

readmisión del último de los trabajadores despedido por su participación en la huelga que se 

produce el 19 de enero de 2015, porque hasta ese momento se extienden los efectos de la 

ilegalidad y consiguiente nulidad radical de los despidos que constituyen la infracción del 

derecho a la huelga y a la libertad sindical que se imputa a la empresa, con lo que no habría 

finalizado el plazo de un año cuando se presenta la demanda 

VACACIONES 
STS 25/01/2017 

( ROJ: STS 637/2017 - ECLI:ES:TS:2017:637 ) 

Sentencia: 52/2017 Recurso: 96/2016 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Vacaciones: se desestima la pretensión principal de nulidad del Acuerdo de 

Modificación del XV Convenio Colectivo ONCE, y la subsidiaria de  nulidad de los artículos 46 ter y 

46 quater, de dicho acuerdo, así como la pretensión de declaración del derecho de los 

trabajadores a percibir en vacaciones el promedio de las comisiones percibidas en los últimos 11 

meses, con efectos retroactivos desde la presentación de la reclamación ante la Comisión 

Paritaria.  

El TS confirma el criterio de la AN que presta especial atención al artículo 46.10 del Convenio 

Colectivo cuya redacción es la siguiente: "Aquellas jomadas en las que no se preste trabajo 

efectivo (por ejemplo, por estar el agente vendedor de baja por incapacidad temporal o 

maternidad, o disfrutando de alguno de los permisos, licencias y excedencias establecidos en el 

presente Convenio o en la normativa legal de aplicación), no computarán para obtener el 

Mínimo de Venta, el Umbral de Venta y la Tabla de comisiones.)". 

Señala que el precepto deberá ser interpretado en el sentido de considerar las vacaciones como 

jornadas en las que no se presta trabajo efectivo aunque no figuren dentro del paréntesis 

descrito por la norma para así garantizar que la cantidad a percibir en dicho período sea la 

equivalente a la que devengan en períodos de actividad a fin de que no le resulte rentable no 

disfrutar vacaciones pues frente a la posibilidad de aumentar el importe bruto de las ventas, se 

enfrentaría al riesgo de no acceder a los niveles necesarios tanto para acceder al cobro de 

comisiones como para obtener un mayor porcentaje de comisión al elevarse la variable N del 

artículo 46.7 del Convenio Colectivo ante un mayor número de jornadas. 

Este razonamiento de la sentencia viene a garantizar que la reforma efectuada se acomoda a la 

Directiva 2003/88 CE por cuanto establecido el mecanismo de cálculo se cumple el efecto 

disuasorio de trabajo en vacaciones. No desconoce la sentencia y así lo resalta en el 

fundamento de derecho octavo, apartado d) párrafo tercero que inclusive podría resultar 

rentable a cada vendedor disfrutar de vacaciones en los períodos del año que suponga que 

será menor el número de ventas, pero en todo caso estaría garantizado el derecho a las 

vacaciones retribuidas 



STS 14/02/2017 

( ROJ: STS 825/2017 - ECLI:ES:TS:2017:825 ) 

Sentencia: 125/2017 Recurso: 45/2016 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen:  Vacaciones: su retribución ha de incluir el denominado "festivo" [que retribuye, según 

el art. 26.2 del Convenio de Abertis , BOE 27-9-2014: "el trabajo en domingo y festivos oficiales 

(0:00 a 24:00)"], el denominado "nocturno" [que retribuye, según el mismo precepto 

convencional, "el trabajo en horario nocturno (22:00 a 06:00). Precio/hora = 1 euro"], el titulado 

"Plus pista" [que, también literalmente, "se abona por hora realizada en funciones de 

mantenimiento y vialidad. Precio/hora = 0,70 euros"] y el llamado "Plus centro operaciones-

control" [que "compensa las funciones específicas del centro de operaciones-control 

(exclusivamente para personal de Grupo II). Precio/hora = 1,00 euros"], puesto que  "tienen 

naturaleza salarial", por lo que han de retribuirse su importe medio anual, como integrantes de la 

retribución debida en el período vacacional,  

No han de retribuirse dado su carácter o naturaleza esencialmente indemnizatoria y/o 

compensatoria de los gastos o perjuicios puntuales causados a los afectados a consecuencia de 

la prestación laboral (el "plus transporte" [que "compensa el desplazamiento del domicilio al 

puesto de trabajo. Precio/día = 5 euros"], y el denominado "peaje quebranto y conteo" [que, 

igualmente de modo literal, "se abona por hora realizada en funciones de cobro, itinerancia y 

LAR y como contraprestación por la asunción del riesgo de realizar operaciones con dinero, 

tarjetas, VIA-T u otros elementos electrónicos. y del correspondiente descuento en caso de errores 

de conteo"]) 

VIUDEDAD 

STS 09/02/2017 

ROJ: STS 877/2017 - ECLI: ES:TS:2017:877  

 Sentencia: 115/2017 

Recurso: 1456/2015  

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN  
Resumen: Viudedad: fecha de efectos de una pensio ́n de viudedad. El causante, que estaba 

casado con la actora desde el 9 de abril de 1977 y divorciado de la misma por sentencia de 29 
de diciembre de 2006 , fallecio ́ el 18 de junio de 2008 , y con esta fecha dicha beneficiaria solicito ́ 

la prestación, que le fue denegada el 31 de julio siguiente por no haberse establecido en el 

convenio regulador una pensio ́n compensatoria, con cuya decisio ́n, una vez agotada la vi ́a 

administrativa, no consta que interpusiese demanda. Posteriormente y con motivo de la entrada 

en vigor de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Grales del Estado para 2010, 
instó de nuevo la prestacio ́n con fecha 23 de marzo de 2011, indicando que la fecha de efectos 

debía ser la de la primera peticio ́n, siendo reconocida aquélla el 8 de abril de 2011 con efectos 

desde el 23 de diciembre de 2010, tres meses antes de la segunda solicitud.  
Es incorrecto entender que desde que aparece esa nueva legislacio ́n, el ente gestor deba de 

revisar unilateralmente sus anteriores resoluciones denegatorias de la prestacio ́n en expedientes 

ya cerrados para aplicarles la legislacio ́n modificativa, exigencia ésta que se desprenderi ́a de la 

sentencia de contraste y que carece de soporte tanto normativo como jurisprudencial, de 

manera, pues, que se requiere una nueva solicitud motivadora de la apertura de un igualmente 
nuevo expediente administrativo, que dara ́ derecho, en su caso, al reconocimiento 

correspondiente con efectos desde tres meses antes de aquélla, de acuerdo con el art 43.1 de la 

LGSS (53.1 del vigente TRLGSS) 

STS 10/02/2017 

( ROJ: STS 1008/2017 - ECLI:ES:TS:2017:1008 ) 

Sentencia: 119/2017 Recurso: 1082/2015 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Viudedad: denegación  del derecho a la pensión porque habían transcurrido más de 

diez años entre el divorcio y la fecha de fallecimiento según la Disposición Transitoria 18ª LGSS - 94 

en la redacción dada a la misma por la Ley 26/2009, de 23 de diciembre.  Se rechaza aplicar, por 

razones temporales, el apartado segundo de la citada norma que, aunque introducido por la Ley 

27/2001, de 1 de agosto, entró en vigor el 1 de enero de 2013; esto es, con posterioridad a la 

producción del hecho causante. En el caso de autos 1) La demandante contrajo matrimonio con 

el causante el 19 de diciembre de 1965 . 2) En 1998 se disolvió el matrimonio por divorcio sin que 

se fijase ningún tipo de pensión compensatoria. 3) El fallecimiento del causante ocurrió el 18 de 

agosto de 2012 

En el momento de producirse el hecho causante, para el supuesto aquí discutido, únicamente 

estaba en vigor el apartado 1 de la DT 18ª LGSS -94 que exigía determinados requisitos para el 

acceso a la prestación de viudedad que no cumplía la demandante, por lo que la denegación 
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de su solicitud solo puede ser calificada como ajustada a derecho. 

A la fecha de entrada en vigor del reiterado apartado segundo de la Disposición Transitoria 18ª -

el 1 de enero de 2013- la recurrente, aunque cumplía los requisitos del párrafo primero del 

apartado primero de la indicada disposición (esto es: tenía hijos comunes del matrimonio y una 

edad superior a los cincuenta años) no se encontraba en la situación descrita en ese primer 

párrafo (persona divorciada o separada sin derecho a pensión compensatoria cuyo matrimonio 

hubiera durado más de diez años y que entre el divorcio y el fallecimiento del causante no 

hubieran transcurrido más de diez años), precisamente porque desde la disolución del 

matrimonio hasta la fecha del hecho causante habían transcurrido catorce años, condicionante 

de necesaria concurrencia para aplicar el régimen transitorio ( SSTS de 15 de julio de 2014, rcud. 

2074/2013 y de 26 febrero 2014, rcud. 1225/2013 ), por lo que, materialmente, tampoco podría 

aplicarse la previsión excepcional que el segundo apartado de la reiterada Disposición Transitoria 

18ª contempla 

III. TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 
CARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
STJUE 7/03/2017 

Procedimiento prejudicial — Reglamento (CE) n.º 810/2009 — Artículo 25, apartado 1, letra a) — 

Visado de validez territorial limitada — Expedición de un visado por razones humanitarias o 

debido a obligaciones internacionales — Concepto de “obligaciones internacionales” — Carta 

de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — Convenio Europeo para la Protección de 

los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales — Convención de Ginebra — 

Expedición de un visado cuando resulta probado que existe el riesgo de que se infrinjan los 

artículos 4 y/o 18 de la Carta de los Derechos Fundamentales — Inexistencia de obligación» 
En el asunto C‑638/16 PPU, 

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 

267 TFUE, por el Conseil du Contentieux des Étrangers (Consejo del contencioso de extranjería, 

Bélgica), mediante resolución de 8 de diciembre de 2016, recibida en el Tribunal de Justicia el 12 

de diciembre de 2016, en el procedimiento entre X y X y État belge, 

el Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 

El artículo 1 del Reglamento (CE) n.º 810/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de 

julio de 2009, por el que se establece un Código comunitario sobre visados (Código de visados), 

en su versión modificada por el Reglamento (UE) n.º 610/2013 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 26 de junio de 2013, debe interpretarse en el sentido de que una solicitud de visado 

de validez territorial limitada presentada por un nacional de un tercer país por razones 

humanitarias, sobre el fundamento del artículo 25 de este Código, en la representación del 

Estado miembro de destino situada en el territorio de un tercer país con la intención de presentar, 

en cuanto llegue a este Estado miembro, una solicitud de protección internacional y de 

permanecer, por tanto, en dicho Estado miembro más de 90 días en un período de 180 días, no 

está comprendida dentro del ámbito de aplicación de dicho Código, sino que, en el estado 

actual del Derecho de la Unión Europea, sólo está sujeta al Derecho nacional 

CUESTIÓN PREJUDICIAL 

STJUE 15/03/2017 

Procedimiento prejudicial — Derecho de la Unión — Derechos conferidos a los particulares — 

Vulneración por un órgano jurisdiccional — Cuestiones prejudiciales — Sometimiento al Tribunal 

de Justicia — Órgano jurisdiccional nacional que resuelve en última instancia» 
En el asunto C‑3/16, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con 

arreglo al artículo 267 TFUE, por el hof van beroep te Brussel (Tribunal de Apelación de Bruselas, 

Bélgica), mediante resolución de 23 de diciembre de 2015, recibida en el Tribunal de Justicia el 4 

de enero de 2016, en el procedimiento entre Lucio Cesare Aquino y Belgische Staat 

el Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

1)      El artículo 267 TFUE, párrafo primero, debe interpretarse en el sentido de que un órgano 

jurisdiccional cuyas decisiones sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno no 

puede ser considerado como un órgano jurisdiccional que resuelve en última instancia cuando el 

recurso de casación interpuesto contra una decisión de dicho órgano jurisdiccional no ha sido 

examinado a causa del desistimiento de la parte recurrente. 

2)      No procede responder a la segunda cuestión prejudicial. 

3)      El artículo 267 TFUE, párrafo tercero, debe interpretarse en el sentido de que un órgano 

jurisdiccional que resuelve en última instancia puede abstenerse de plantear una cuestión 

prejudicial al Tribunal de Justicia cuando un recurso de casación es rechazado por causas de 



inadmisibilidad propias del procedimiento ante ese órgano 

jurisdiccional, siempre y cuando se respeten los principios de equivalencia y de efectividad 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE RELIGIÓN 
STJUE 14/03/2017 

«Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2000/78/CE — Igualdad de trato — 

Discriminación por motivos de religión o convicciones — Reglamento interno de una empresa 

que prohíbe a los trabajadores llevar signos visibles de naturaleza política, filosófica o religiosa en 

el lugar de trabajo — Discriminación directa — Inexistencia — Discriminación indirecta — 

Prohibición a una trabajadora de llevar un pañuelo islámico» 
En el asunto C‑157/15, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con 

arreglo al artículo 267 TFUE, por el Hof van Cassatie (Tribunal de Casación, Bélgica), mediante 

resolución de 9 de marzo de 2015, recibida en el Tribunal de Justicia el 3 de abril de 2015, en el 

procedimiento entre Samira Achbita, Centrum voor gelijkheid van kansen en voor 

racismebestrijding y G4S Secure Solutions NV, 

El Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 

El artículo 2, apartado 2, letra a), de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 

2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 

ocupación, debe interpretarse en el sentido de que la prohibición de llevar un pañuelo islámico 

dimanante de una norma interna de una empresa privada que prohíbe el uso visible de cualquier 

signo político, filosófico o religioso en el lugar de trabajo no constituye una discriminación directa 

por motivos de religión o convicciones en el sentido de esta Directiva. 

En cambio, tal norma interna de una empresa privada puede constituir una discriminación 

indirecta en el sentido del artículo 2, apartado 2, letra b), de la Directiva 2000/78 si se acredita 

que la obligación aparentemente neutra que contiene ocasiona, de hecho, una desventaja 

particular a aquellas personas que profesan una religión o tienen unas convicciones 

determinadas, salvo que pueda justificarse objetivamente con una finalidad legítima, como el 

seguimiento por parte del empresario de un régimen de neutralidad política, filosófica y religiosa 

en las relaciones con sus clientes, y que los medios para la consecución de esta finalidad sean 

adecuados y necesarios, extremos que corresponderá comprobar al órgano jurisdiccional 

remitente 

LIBRE CIRCULACIÓN DE TRABAJADORES 

STJUE 2/03/2017 

Procedimiento prejudicial — Libre circulación de los trabajadores — Artículo 45 TFUE — 

Reglamento (UE) n.º 492/2011 — Artículo 7 — Igualdad de trato — Trabajador fronterizo que es 

sujeto pasivo del impuesto sobre la renta en el Estado miembro de residencia — Indemnización 

abonada por el Estado miembro de empleo en caso de insolvencia del empresario — Métodos 

de cálculo de la indemnización por insolvencia — Toma en consideración ficticia del impuesto 

sobre la renta del Estado miembro de empleo — Indemnización por insolvencia inferior a la 

retribución neta anterior — Convenio bilateral para la prevención de la doble imposición» 
En el asunto C‑496/15, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con 

arreglo al artículo 267 TFUE, por el Landessozialgericht Rheinland‑Pfalz, Mainz (Tribunal Regional de 

Seguridad Social de Renania‑Palatinado, Maguncia, Alemania), mediante resolución de 23 de 

julio de 2015, recibida en el Tribunal de Justicia el 22 de septiembre de 2015, en el procedimiento 

entre Alphonse Eschenbrenner y Bundesagentur für Arbeit, 

el Tribunal de Justicia (Sala Segunda) declara: 

El artículo 45 TFUE y el artículo 7 del Reglamento (UE) n.º 492/2011 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre circulación de los trabajadores dentro de la 

Unión, deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a que, en circunstancias como las 

del litigio principal, el importe de la indemnización por insolvencia, concedida por un Estado 

miembro a un trabajador fronterizo que no es sujeto pasivo del impuesto sobre la renta en dicho 

Estado ni debe tributar por dicha indemnización por insolvencia, se determine deduciendo de la 

remuneración que sirve de base para calcular dicha indemnización el impuesto sobre la renta, 

tal como se aplica en dicho Estado, con el resultado de que ese trabajador fronterizo no reciba, 

contrariamente a las personas que residen y trabajan en ese mismo Estado, una indemnización 

que corresponda a su remuneración neta anterior. El hecho de que ese trabajador no posea 

frente al empresario un crédito correspondiente a la parte de su salario bruto anterior que no ha 

cobrado debido a esa deducción carece de relevancia a este respecto 

STJUE 29/03/2017 

«Procedimiento prejudicial — Acuerdo de Asociación entre la Unión Europea y Turquía — Decisión 

n.º 1/80 — Artículo 13 — Cláusula de standstill — Derecho de residencia de los miembros de la 

familia de un trabajador turco que forma parte del mercado legal de trabajo de un Estado 
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miembro — Posible existencia de una razón imperiosa de interés general que justifique nuevas 

restricciones — Gestión eficaz de los flujos migratorios — Obligación de los nacionales de terceros 

Estados menores de 16 años de estar en posesión de un permiso de residencia — 

Proporcionalidad» 
En el asunto C‑652/15, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con 

arreglo al artículo 267 TFUE, por el Verwaltungsgericht Darmstadt (Tribunal de lo Contencioso-

Administrativo de Darmstadt, Alemania), mediante resolución de 1 de diciembre de 2015, 

recibida en el Tribunal de Justicia el 7 de diciembre de 2015, en el procedimiento entre Furkan 

Tekdemir, representado legalmente por Derya Tekdemir y Nedim Tekdemir, y Kreis Bergstraße 

El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

El artículo 13 de la Decisión n.º 1/80 del Consejo de Asociación, de 19 de septiembre de 1980, 

relativa al desarrollo de la Asociación, adjunta al Acuerdo por el que se crea una Asociación 

entre la Comunidad Económica Europea y Turquía, firmado en Ankara el 12 de septiembre de 

1963 por la República de Turquía, por una parte, y los Estados miembros de la CEE y la 

Comunidad, por otra, y concluido, aprobado y confirmado en nombre de ésta mediante la 

Decisión 64/732/CEE del Consejo, de 23 de diciembre de 1963, debe interpretarse en el sentido 

de que el objetivo de una gestión eficaz de los flujos migratorios puede constituir una razón 

imperiosa de interés general que permite justificar una medida nacional, introducida con 

posterioridad a la entrada en vigor de aquella Decisión en el Estado miembro de que se trata, 

que impone a los nacionales de terceros Estados menores de 16 años la obligación de estar en 

posesión de un permiso de residencia a efectos de la entrada y la estancia en ese Estado 

miembro. 

No obstante, tal medida no es proporcionada en relación con el objetivo perseguido, puesto que 

sus modalidades de aplicación por lo que respecta a los menores nacionales de un tercer Estado 

nacidos en el Estado miembro de que se trata, uno de cuyos progenitores es un trabajador turco 

que reside legalmente en ese Estado miembro, como es el caso del menor demandante en el 

litigio principal, van más allá de lo necesario para la consecución de dicho objetivo 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 

STJUE 9/03/2017 

Procedimiento prejudicial — Datos personales — Protección de las personas físicas en lo que 

respecta al tratamiento de estos datos — Directiva 95/46/CE — Artículo 6, apartado 1, letra e) — 

Datos sujetos a publicidad en el registro de sociedades — Directiva 68/151/CEE — Artículo 3 — 

Liquidación de la sociedad afectada — Limitación del acceso de terceros a estos datos» 
En el asunto C‑398/15, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con 

arreglo al artículo 267 TFUE, por la Corte suprema di cassazione (Tribunal Supremo de Casación, 

Italia), mediante resolución de 21 de mayo de 2015, recibida en el Tribunal de Justicia el 23 de 

julio de 2015, en el procedimiento entre Camera di Commercio, Industria, Artigianato e 

Agricoltura di Lecce y Salvatore Manni, 

el Tribunal de Justicia (Sala Segunda) declara: 

Los artículos 6, apartado 1, letra e), 12, letra b), y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 

95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la 

protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la 

libre circulación de estos datos, en relación con el artículo 3 de la Directiva 68/151/CEE del 

Consejo, de 9 de marzo de 1968, Primera Directiva tendente a coordinar, para hacerlas 

equivalentes, las garantías exigidas en los Estados miembros a las sociedades definidas en el 

segundo párrafo del artículo 58 del Tratado, para proteger los intereses de socios y terceros, en su 

versión modificada por la Directiva 2003/58/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de 

julio de 2003, deben interpretarse en el sentido de que, en el estado actual del Derecho de la 

Unión, incumbe a los Estados miembros determinar si las personas físicas a las que se refiere el 

artículo 2, apartado 1, letras d) y j), de esta Directiva pueden solicitar a la autoridad responsable 

de la llevanza del registro central, del registro mercantil o del registro de sociedades, 

respectivamente, que compruebe, sobre la base de una apreciación caso por caso, si está 

excepcionalmente justificado, por razones preponderantes y legítimas relacionadas con su 

situación particular, limitar, al expirar un plazo suficientemente largo tras la disolución de la 

empresa de que se trate, el acceso a los datos personales que les conciernen, inscritos en dicho 

registro, a los terceros que justifiquen un interés específico en la consulta de dichos datos. 

TIEMPO DE TRABAJO 

STJUE 02/03/2017 

Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2002/15/CE — Protección de la seguridad 



y de la salud de los trabajadores — Ordenación del tiempo de trabajo — Transporte por 

carretera — Trabajador móvil — Conductor autónomo — Concepto — Inadmisibilidad» 
En el asunto C‑97/16, 

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 

267 TFUE, por el Juzgado de lo Social n.º 3 de Barcelona, mediante auto de 2 de febrero de 2016, 

recibido en el Tribunal de Justicia el 17 de febrero de 2016, en el procedimiento entre José María 

Pérez Retamero y TNT Express Worldwide Spain, S.L., 

Last Mile Courier, S.L., anteriormente Transportes Sapirod, S.L., y Fondo de Garantía Salarial 

(Fogasa) 

el Juzgado de lo Social n.º 3 de Barcelona decidió suspender el procedimiento y plantear al 

Tribunal de Justicia las cuestiones prejudiciales siguientes: 

«1)      ¿La definición de “trabajador móvil” establecida en el artículo 3, apartado d), de la 

[Directiva 2002/15] debe ser [interpretada] en el sentido [de] que se opone a una norma legal 

interna como el [artículo 1, apartado 3, letra g),] del Estatuto de los Trabajadores, que establece 

que no pueden ser [consideradas] como “trabajadores móviles” “las personas prestadoras del 

servicio de transporte al amparo de autorizaciones administrativas de las que sean titulares, 

[realizado] [...] con vehículos [...] cuya propiedad o poder directo de disposición ostenten [...]”»? 

2)      ¿El párrafo segundo del [artículo 3, letra e),] de la Directiva [...] debe interpretarse en el 

sentido [de] que, si no concurre alguno o uno solo de los criterios establecidos para ser 

[considerado] como “[conductor autónomo]”, debe entenderse que se trata de un “trabajador 

móvil”»? 

El TJUE inadmite la cuestión prejudicial porque: el litigio principal, que trata de una demanda por 

despido, no tiene por objeto una cuestión de ordenación del tiempo de trabajo sino si, a efectos 

de la aplicación del Derecho laboral nacional y más concretamente de la normativa de 

despido, debe considerarse al afectado «trabajador móvil» y, con ello, empleado por cuenta 

ajena. 

 Por lo tanto, procede concluir que un litigio como el del asunto principal no está comprendido 

en el ámbito de aplicación de la Directiva 2002/15 y que, en consecuencia, los conceptos que se 

recogen en el artículo 3, letras d) y e), de Directiva no son de aplicación al presente litigio 

TRABAJADORES CON DISCAPACIDAD 
STJUE 9/03/2017 

Procedimiento prejudicial — Política social — Igualdad de trato en el empleo y la ocupación — 

Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad — 

Artículos 5 y 27 — Directiva 2000/78/CE — Artículo 7 — Protección reforzada en caso de despido 

de trabajadores por cuenta ajena con discapacidad — Inexistencia de tal protección para los 

funcionarios con discapacidad — Principio general de igualdad de trato» 
En el asunto C‑406/15, 

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 

267 TFUE, por el Varhoven administrativen sad (Tribunal Supremo de lo Contencioso-

Administrativo, Bulgaria) mediante resolución de 16 de julio de 2015, recibida en el Tribunal de 

Justicia el 24 de julio de 2015, en el procedimiento entre 

Petya Milkova e Izpalnitelen direktor na Agentsiata za privatizatsia i sledprivatizatsionen kontrol, 

con intervención de: Varhovna administrativna prokuratura 

el Tribunal de Justicia (Sala Segunda) declara: 

1)      El artículo 7, apartado 2, de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 

2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 

ocupación, a la luz de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas 

con discapacidad, aprobada en nombre de la Comunidad Europea mediante la Decisión 

2010/48/CE del Consejo, de 26 de noviembre de 2009, y atendiendo al principio general de 

igualdad de trato, consagrado en los artículos 20 y 21 de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en el sentido de que permite una 

normativa de un Estado miembro, como la controvertida en el litigio principal, que confiere a los 

trabajadores por cuenta ajena con determinados tipos de discapacidad una protección 

especial ex ante frente al despido, sin conferir tal protección a los funcionarios con 

discapacidades del mismo tipo, a menos que se compruebe una vulneración del principio de 

igualdad de trato, lo cual ha de ser verificado por el órgano jurisdiccional remitente. A efectos de 

dicha verificación, la comparación de las situaciones debe basarse en un análisis centrado en el 

conjunto de las normas de Derecho nacional pertinentes que regulan la posición de los 

trabajadores por cuenta ajena con una determinada discapacidad, por un lado, y de los 

funcionarios con la misma discapacidad, por otro, teniendo particularmente en cuenta el 

objetivo de la protección frente al despido controvertida en el litigio principal. 
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2)      En el supuesto de que el artículo 7, apartado 2, de la Directiva 2000/78, a la luz de la 

Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad y 

atendiendo al principio general de igualdad de trato, se oponga a una normativa de un Estado 

miembro como la controvertida en el litigio principal, la obligación de respetar el Derecho de la 

Unión exigirá extender el ámbito de aplicación de las normas nacionales que protegen a los 

trabajadores por cuenta ajena con un determinado tipo de discapacidad, con el fin de que 

dichas normas de protección cubran igualmente a los funcionarios con una discapacidad del 

mismo tipo 

IV. TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
DERECHO DE PROPIEDAD 

STEDH 07/03/2017. Caso Baczúr c. Hungría 

 Resumen:  Derecho de propiedad  (art1 del Protocolo nº 1 de Protección de la propiedad). El 

demandnate, István Baczúr, es originario de Hungría, nacido en 1958 y residente en Nagykozár. 

Denuncia la infracción del art.1 del Protocolo nº 1 y se queja de que la prestación que recibía por 

su incapacidad laboral fue sustancialmente revisada a la baja. 

A consecuencia de la promulgación de la Ley CXCI de 2011, relativa a las prestaciones 

dispensadas a las personas con capacidad laboral reducida, el Sr. Baczúr solicitó una pensión de 

invalidez. Recibió una pensión de readaptación neta de unos 510 euros al mes, puesto que había 

perdido el 50% de su capacidad de trabajo.  

A consecuencia de una valoración efectuada bajo la vigencia de la nueva ley, su capacidad 

fue fijada en el 46% a contar desde el 1 de julio de 2012, y no recibió más de unos 140 euros 

mensuales.  

Intentó en vano en varias ocasiones recurrir esta decisión ante la justicia. La suma fue mantenida 

hasta 2014, cuando tras la introducción de nuevas modificaciones legislativas se le reconoció 

una pensión de unos 520 euros por mes, con efecto retroactivo a 1 de enero de 2014.  

El Sr. Baczúr mantenía que la importante reducción de su pensión mensual de invalidez  y la 

aplicación de la pensión reducida de 1/07/12 a 31/12/13 supusieron una privación injustificada 

de su propiedad, dado que su estado de salud no había mejorado. 

El TEDH considera que hubo violación del art.1 del Protocolo nº 1 .    

Para llegar a tal conclusión, razona que, en primer lugar, la medida controvertida tenía 

indiscutiblemente un claro apoyo en una ley nacional; y acepta que responde al interés general 

en racionalizar el sistema de Seguridad Social. En esta tesitura, el TEDH reitera que "el hecho de 

que una persona haya entrado a formar parte del Sistema de Seguridad social( incluso si es 

obligatorio, como ocurre en el presente caso), no implica necesariamente que ese sistema no 

pueda sufrir cambios, incluso en las condiciones de elegibilidad de pago o en la cantidad de las 

rentas o pensiones (vid. mutatis mutandi Carson and Others v. the United Kingdom [GC], no. 

42184/05, §§ 85-89, ECHR 2010; y  [Richardson v. the United Kingdom (dec.), no. 26252/08, § 17, 10 

April 2012]) 

En efecto, el TEDH ha aceptado la posibilidad de modificaciones de la legislación de Seguridad 

Social que pueden adoptarse como respuesta a cambios sociales y afectar al enfoque de las 

personas que necesitan asistencia social, así como a la evolución de las situaciones individuales    

(see Wieczorek v. Poland, no. 18176/05, § 67, 8 December 2009)” (see Béláné Nagy, cited above, 

§ 88).  

El TEDH destaca que, en la situación actual, estas consideraciones desempeñan un papel 

primordial en la evaluación de las demandas que afectan a los derechos de bienestar social, y 

sin lugar a dudas proporcionan al Estado un amplio margen de apreciación en la racionalización 

de sus Sistemas de Seguridad social.  

Sin embargo, la proporcionalidad de estas medidas no puede ser obviada  

Al examinar la proporcionalidad de la medida, es decir, al valorar si la injerencia impuso un 

sacrificio individual excesivo al demandante, el TEDH tendrá en cuenta el particular contexto en 

que se da el caso, en especial en un Sistema de Seguridad Social.  

Se trata de un marco que constituye la expresión de la solidaridad de la sociedad con sus 

miembros más vulnerables  (see Béláné Nagy, cited above, § 116).  

Una consideración de  importancia es si el derecho del demandante a obtener beneficios del 

sistema de seguridad social en cuestión, ha sido infringido de modo que se haya afectado al 

contenido esencial de sus derechos de pensión. (see Béláné Nagy, cited above, § 118). 

Para el TEDH una reducción de 2/3, como en el presente caso, sin duda cae dentro de esta 

última categoría.  

El TEDH señala que aunque el demandante -a diferencia de la Sra. Nagy- no fue completamente 

http://hudoc.echr.coe.int/eng#%7B%22appno%22:%5B%2242184/05%22%5D%7D
http://hudoc.echr.coe.int/eng#%7B%22appno%22:%5B%2226252/08%22%5D%7D
http://hudoc.echr.coe.int/eng#%7B%22appno%22:%5B%2218176/05%22%5D%7D


privado de sus derechos, sin embargo, su renta fue abruptamente reducida a 180 euros 

mensuales, lo que , como admite el propio Gobierno , era a penas el 60% del nivel mínimo de 

subsistencia en ese período en cuestión.   

Este elemento se agrava por el hecho de que el demandante no tenía ninguna otra renta 

significativa con la que subsistir y pertenece al grupo vulnerable de personas con discapacidad 

(vid. Béláné Nagy, cited above, § 123). 

 El TEDH considera en este caso que la aplicación de la legislación impugnada supuso una 

situación en la que no hubo una ponderación justa de los intereses en juego, incluso si la 

legislación tenía por objeto la protección del interés público racionalizando el régimen de las 

pensiones para personas con discapacidad, un problema de interés general en cuyo logro el 

Estado goza de un amplio margen de apreciación. 

Una vez más, debe subrayarse que el demandante sufrió la privación de 2/3 de su renta, mientras 

que no hay indicio alguno de que hubiera obrado jamás de mala fe, omitido cooperar con las 

autoridades o que hubiera hecho cualquier reclamación relevante ( vid. Béláné Nagy, citado en, 

§§ 121, 125 and 126). 

En conclusión, el TEDH considera que no hubo una razonable relación de proporcionalidad entre 

la finalidad perseguida y las restricciones aplicadas al demandante en el período de 1 de julio de 

2012 a 31 de diciembre de 2013.  

Por tanto, considera que, sin perjuicio del amplio margen de apreciación del Estado en este 

campo, el demandante tuvo que soportar en el citado período, un sacrificio individual excesivo. 

Incluso si el demandante se benefició después por una modificación legislativa más beneficiosa, 

que supuso un incremento de su subsidio de discapacidad, tal medida sólo se aplicó a partir de 1 

de enero de 2014. 

Por tanto, de todo ello se sigue que se vulneró su derecho a la propiedad conforme al art.1 del 

Protocolo nº 1 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA 
STEDH 14/03/2017. Caso Yevgeniy Zakharov c. Rusia 

Resumen: Derecho a la vida privada. El estado no ha ponderado el justo equilibrio entre los 

derechos en juego en un caso de desahucio de una vivienda pública 

El TEDH considera por unanimidad que ha habido vulneración del art.8 CEDH (derecho al respeto 

a la vida privada y familiar y al domicilio)  

El demandante, Sr.  Zakharov denuncia  haber sido expulsado de un apartamento comunitario 

tras el fallecimiento de su novia. En el marco de una proceso de desahucio, los jueces 

rechazaron reconocerle la calidad de miembro de la familia de su difunta pareja, cualidad que 

le habría dado derecho a ocupar la habitación que ella tenía alquilada en un apartamento 

comunitario. El TEDH considera que la habitación que el Sr. Zakahrov compartió con su 

compañera durante 10 años era su domicilio, y concluye que los jueces no han ponderado el 

derecho del Sr. Zakahrov al respeto de su domicilio y  los intereses de los ocupantes de las otras 

habitaciones del apartamente, de forma que no han concretado la proporcionalidad de la 

injerencia en el derecho al respeto del domicilio del demandante. De esta forma, el tribunal 

nacional atribuuó una importancia primordial al derecho de que durante los 10 años que pasó 

con su novia,  el Sr. Zakahrov  estaba inscrito como residente en otro lugar; sin tener en cuenta el 

argumento del Sr. Zakharov, que afirmaba que tenía necesidad de la habitación porque carecía 

de otro alojamiento  y que, si no podía volver, se vería compelido a vivir en la escuela en que 

trabajaba como vigilante nocturno 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

STEDH 09/03/2017. CASO Athanasios Makris c. Grecia 

Resumen: libertad de expresión. La demandante, Sra. Athanasios Markis, es originaria griega, 

nacida en 1946 y residente en la isla de Salamina.-. La Sra. Makris fue la alcaldesa de la Isla de 

Salamina durante 12 años, y en el momento de los hechos, era concejal municipal y jefe del 

partido de la oposición La Unidad. 

 El caso trata de la codena penal de la Sra. Makris por difamación calumniosa, por haber 

distribuido, durante una reunión del consejo municipal, un texto criticando al alcalde saliente a 

propósito de la adjudicación de un contrato público. 

En enero de 2007, la Sra. Makris distribuyó a los miembros del consejo municipal un texto 

criticando al alcalde saliente en el marco de la adjudicación de un contrato público; texto que 

fue seguidamente publicado en la prensa local.  

En diciembre de 2007, interpuesta una demanda por el alcalde saliente, el tribunal correccional 

del Pireo declará a la Sra. Makris responsable de difamación calumniosa, condenándola a una 

pena de prisión de un año con suspensión por haber denunciado hechos falsos y que atentaban 

contra el honor y la reputación de la parte civil. La sentencia fue confirmada por la Corte de 
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apelación del Pireo, que redujo la pena impuesta a seix meses de prisión con suspensión. El 

recurso de casación que interpuso la Sra. Makris también fue desestimado.  

El CEDH condena a Grecia por violación del art. 10 CEDH 
STEDH 21/03/2017. Caso Ana Ioniţă c. Rumanía 

Resumen: Libertad de expresión: la demandandante, Ana Ioniţă, es originaria de Rumanía, 

nacida en 1954 y residente en Piatra Neamţ. Notaria de profesión, se le impusieron diversas 

sanciones por su organización profesional, a las que respondió invocando que atentaban contra 

su libertad de expresión.  

En enero de 2006 el Consejo de disciplina de la Unión nacional de notarios públicos de Rumanía, 

impuso a la demandante una sanción por irregularidades en su trabajo e impago de la tasa 

profesional. En julio de 2006, fue suspendida de sus funciones. En agosto de 2006, después del 

pago de las sumas debidas, la demandante fue rehabilitada en sus función por orden del Ministro 

de Justicia.  

En septiembre de 2006, mientras participaba en un debate televisivo, la demandante anunció, a 

lo largo de la emisión, su intención de iniciar una huelga de hambre para protestar por la tasa 

profesional impuesta por la UNNPR. Criticó el funcionamiento de la UNNPR y de la Cámara  de 

notarios de Bacau (CNB), a la que pertenecía. En octubre de 2006, el director de la CNB le abrió 

un procedimiento disciplinario. Por resolución de enero de 2007 el consejo disciplinario de la 

UNNPR ordenó la suspensión de empleo por un periodo de 4 meses, considerando que las 

declaraciones hechas en la televisión habían atentado al honor y a la probidad profesional del 

cuerpo de notarios, así como a la imagen de la UNNPR y de la CNB. Tras rechazarse su recurso 

ante la Corte suprema, interpone una demanda por vulneración de la libertad de expresión que 

es rechazada por el TEDH 

 

IR A INICIO 
 

 

LA APRECIACIÓN DE FACTORES DE DISCRIMINACIÓN EN LOS DESPIDOS  

COLECTIVOS 

MIQUEL ÀNGEL FALGUERA BARÓ 
Sala de lo Social del TSJ de Cataluña 

 

1. Despidos colectivos y objetivos: la regulación de los efectos de la vulneración de derechos 

fundamentales y del principio de no discriminación en el marco legal. Problemas aplicativos 

 

En principio podría pensarse que la voluntad del legislador tras las reformas laborales del 2012 y el 2013 a la 

hora de determinar el campo legal aplicable al juicio de constitucionalidad es más o menos clara. Así, en 

primer lugar, la letra d) del apartado 2 del artículo 124 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de 

la jurisdicción Social (LRJS), al regular la acción colectiva contra los despidos colectivos, contempla como 

causa de impugnación en la demanda la conclusión de parte que “la decisión extintiva se ha efectuado 

vulnerando derechos fundamentales y libertades públicas”.  Y, posteriormente, el apartado 12 del mismo 

artículo sanciona con la calificación de nulidad por el juez, entre otros supuestos “cuando la medida 

empresarial se haya efectuado en vulneración de derechos fundamentales y libertades públicas”. 

Por su parte, en la regulación de la acción individual (art. 124.13 LRJS) no se establece singularidad alguna 

al respecto, con remisión a la modalidad procesal de impugnación de despidos objetivos. Y, como es 

perfectamente conocido, el art. 122.2 a) LRJS establece que la decisión extintiva “discriminatoria o 

contraria a los derechos fundamentales y libertades públicas del trabajador”, ha de ser calificada como 

nula. A lo que se añaden los supuestos de denominada “nulidad objetiva” (por falta de procedencia) 

derivadas de embarazo, filiación, conciliación de la vida laboral y familiar y ejercicio de derechos legales 

por las mujeres víctimas de violencia de género (letras c), d) y e) del mismo artículo), en términos similares –

sino idénticos- a los de los artículos 53.4 y 55.5 del R. Decreto Legislativo 2/2013, de 23 de octubre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley Estatuto de los Trabajadores (ET) y 108.2 LRJS. 

De ese enumerado normativo se desprende pues claramente que la impugnación de las extinciones del 

art. 51 ET que tienen una dimensión colectiva deben ser abordadas a través de la submodalidad procesal 

de los apartados 1 a 12 del art. 124 LRJS (por tanto, la acción colectiva), mientras que las reclamaciones 

individuales se formulan a través de la modalidad procesal de despido objetivo, con las salvedades del 

apartado 13 del art. 124 LRJS. Y, en el terreno del juicio de constitucionalidad efectuado por jueces y 

tribunales cabrá aplicar un aspecto reflejo: la infracción de normas o principios constitucionales de tipo 



colectivo deben plasmarse por la acción colectiva, mientras que las de ámbito subjetivo se vehiculan a 

través de la acción individual. Así parece desprenderse del contenido del artículo 124.2 LRJS que, a la hora 

de regular las pretensiones de nulidad de la parte actora, contempla que “en ningún caso podrán ser 

objeto de este proceso [la acción colectiva] las pretensiones relativas a la inaplicación de las reglas de 

prioridad de permanencia previstas legal o convencionalmente o establecidas en el acuerdo adoptado 

en el período de consultas”. 

Redunda en esa interpretación un aspecto de la redacción legal que no es insignificante: en la modalidad 

procesal de despido colectivo (a diferencia de la las extinciones disciplinarias u objetivas) no se contempla 

mención alguna a la figura de la “discriminación”, limitándose la Ley a hacer mención a la vulneración de 

derechos fundamentales y libertades públicas. No es ésa una cuestión meramente formal. De hecho, la 

garantía de igualdad y no discriminación está observada en nuestra Constitución en forma autónoma, no 

integrada dentro del epígrafe de la Sección 1ª del Capítulo II del Título Primero.  

Por tanto, bien podría entenderse que los supuestos de discriminación se plasman esencialmente en la 

esfera de los despidos individuales, y no en lo que la doctrina del TJUE califica como “proyecto de despido 

colectivo” (por tanto, la tramitación del mismo previa a la notificación extintiva singularizada). De esta 

forma, si, por ejemplo, el despido colectivo es reactivo ante una huelga o un conflicto, la vía de 

impugnación adecuada es la acción colectiva. Y, por seguir con la ejemplarificación, si la persona 

afectada cree que ha sido despedida por razón del ejercicio de sus derechos de conciliación de la vida 

laboral y familiar, la vía impugnativa es la acción individual. 

Sin embargo, esa posible hermenéutica no deja de ser discordante en la práctica por dos motivos. En 

primer lugar, porque puede existir discriminación conexa con la vulneración de derechos fundamentales. 

Y, en segundo lugar y en forma especialmente significativa: porque la posible discriminación articulada 

únicamente con invocación del art. 14 CE puede aparecer también en el “proyecto de despido” y su 

tramitación. Aquél primer escenario no presenta mayores problemas aplicativos, en tanto que una 

discriminación vinculada con una vulneración de derechos fundamentales ostenta una doble naturaleza, 

fácilmente reconducible a ésta última (por ejemplo: si el sindicato actor denuncia que las personas 

afectadas son mayoritariamente afiliadas, concurre la infracción tanto del art. 14 CE, como del 28.1 CE). 

Sin embargo, más compleja resulta la respuesta de la segunda objeción. Así, por ejemplo: si en la 

propuesta empresarial de afectación o en la decisión final de los criterios aplicables para la designación 

afecta mayoritariamente a mujeres o a los trabajadores de mayor edad. En estos supuestos operaría 

únicamente una vulneración del art. 14 CE –en su vertiente de no discriminación- y, en puridad, al menos 

en el terreno formal, no concurriría conducta contraria a “derechos fundamentales y libertades públicas”.  

Es cierto que la mayor parte de problemas aplicativos en materia de discriminación y despidos colectivos 

emerge en la fase del despido propiamente dicho (por tanto, cuando el empleador notifica la extinción a 

las personas afectadas); sin embargo, como se acaba de ver, la infracción del art. 14 CE puede aparecer 

también en la tramitación del despido colectivo, afectando en consecuencia, la esfera individual.  

Pero a esa problemática hermenéutica cabe añadir otro elemento del todo significativo, vinculado con la 

malta técnica legislativa que ha caracterizado las últimas reformas laborales: existe un evidente 

confusionismo en la Ley entre determinados conceptos que tienen una afectación directa en el juicio de 

constitucionalidad. Y ello se sitúa en dos ámbitos: en relación a la propia tramitación interna del despido 

colectivo y respecto a los actos extintivos posteriores. 

Así, en cuanto al proceso de tramitación previo a las extinciones cabe referir en primer lugar que no es 

apreciable una diferenciación clara entre el denominado “proyecto de despido” y el “despido” 

propiamente dicho. En segundo lugar, tampoco es diáfana la frontera entre los criterios de adscripción 

que se fijen en el período de consultas y la selección por el empleador de los trabajadores afectados. Y, en 

tercer lugar y en relación directa con la anterior afirmación: no es tampoco claro si en la decisión final del 

empleador tras el período de consultas o, en su caso, en el acuerdo alcanzado, debe figurar o no un 

listado de personas afectadas.  

Y por lo que hace a los actos extintivos posteriores al período de consultas aparecen en la práctica y en el 

texto legal dudas en relación a aspectos como las competencias decisorias del empleador a la hora de 

designar a las personas afectadas, los contenidos de la carta de despido y, finalmente, la diferencia entre 

las prioridades de permanencia y el cumplimiento de los propios criterios de adscripción. 

Todas esas cuestiones tienen, como veremos, una relación directa en la aplicación por los tribunales del 

juicio de constitucionalidad, lo que obliga en primer lugar a un análisis del marco legal y de la 

hermenéutica judicial aplicable sobre ellas. Y, una vez aclarados dichos conceptos, cabrá analizar el 

ámbito de aplicación de los distintos tipos de acciones –individual o colectiva-, para el estudio posterior de 

los supuestos típicos hasta ahora abordados por la doctrina judicial. 

 

2. Los conceptos “oscuros” de la Ley con incidencia en el juicio de constitucionalidad 

 

2.1 “Proyecto de despido” y “despido” 
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Habitualmente hablamos de “despido colectivo” como un todo, por tanto englobando el proceso desde 

la notificación inicial del empleador (bien en relación a la designación de la comisión representativa, bien 

en cuanto al escrito inicial) hasta el momento de la notificación individual del despido. En esa 

interpretación parece redundar el propio contenido del art. 51 ET (especialmente, en su apartado 2), al 

tratar en forma unitaria tanto la negociación con los representantes de los trabajadores, como la 

comunicación a los afectados. Sin embargo, si analizamos la Directiva 98/59/CEE podremos comprobar 

cómo ésta lo que está regulando no es otra cosa que lo que denomina “proyecto de despido”1; es decir, 

esencialmente lo que en términos habituales iuslaboralistas denominamos “tramitación”. De esta forma, el 

“despido” propiamente dicho, es el acto recepticio de notificación de la extinción a cada una de las 

personas asalariadas (un aspecto ajeno a la Directiva). Contra lo que pueda parecer de entrada, no es 

ésa una cuestión meramente dogmática; y ello por una evidente razón: mientras que el “proyecto de 

despido” tiene una vertiente esencialmente colectiva, el “despido”, como tal, se sitúa siempre en la esfera 

individual, aunque con un evidente nexo de causalidad y de formalidad con la previa tramitación. Por 

tanto, en principio y con las matizaciones que se verán en el epígrafe 3, la acción colectiva del art. 124 

LRJS se dirige esencialmente contra el “proyecto de despido”, mientras que la individual lo hace en 

relación a la notificación individual del despido. 

 

2.2 Criterios de selección y afectación individual 

 

También es frecuente en la práctica un cierto confusionismo entre los conceptos de criterios de selección y 

la afectación individual. Cabe observar que aquél primero se refiere al “proyecto de despido”. Por tanto, 

la obligación del empresario que activa el período de consultas de señalar ya en el escrito inicial y en la 

notificación a la autoridad laboral los “criterios tenidos en cuenta para la designación de los trabajadores 

afectados por los despidos” (art. 52.2 ET y 3.1 d) del RD 1483/2012). Y contra lo que pueda parecer no es 

ése un simple formalismo, al haber sido el trámite calificado por la mayor parte de la doctrina judicial como 

esencial en la tramitación de este tipo de extinciones2. De hecho, la Exposición de Motivos del RDL 3/2012 

justifica ese requisito –inexistente antes de las últimas reformas- con la finalidad de “de verificar que la 

empresa no incurre en discriminación prohibida”. Es por ello que su omisión en el período de consultas 

conlleva, como se ha afirmado por la doctrina constitucional, la nulidad del despido en aplicación del art. 

124.1 LRJS (en relación a la carencia de la documentación legalmente prevista)3. 

Asimismo, la propia ley y el reglamento observan que, lógicamente, a lo largo del período de consultas se 

puedan fijar otros criterios llegándose a acuerdos distintos a los indicados inicialmente por el empleador, sin 

que obviamente dicha modificación final afecte al principio de buena fe4. Y en la comunicación de 

                                                
1 .- Es ésa la expresión utilizada por dicha Directiva en los artículos 2,3, b)  i), 3.1 y 4.1. También es ésa la lógica derivada de la doctrina 

del TCEE y el TJUE, como se puede comprobar en las sentencias de 08.06.1994 (asunto Comisión/Reino Unido), 17.12.1998 (Lauge y 

otros), 12.10.2004 (Comisión/Portugal), 27.01.2005 (Junk), 07.09.2006 (Agorastoudis), 18.01.2007 (CGT), 15.02.2007 (Caso Athinaïki 

Chartopoïïa AE), 16.07.2009 (Mono Car Styling SA), 10.09.2009 (AkavanEritysisalojen Keskusliitto AED ry), 10.12.2009 (Rodríguez Mayor), 

03.03.2011 (Claes), 18.10.2012 (Nolan), 20.04.2015 (USDAW), 13.03.2015 (Lyttle), 13.05.2015 (Raval Cañas), 09.07.2015 (Balkaya), etc. 

2 .- Así, por ejemplo, la STS 18.07.2014 (rec. 303/2013): “La aportación empresarial al inicio del período de consultas de los criterios 

tenidos en cuenta para la designación de los trabajadores afectados, se constituye, por tanto, en una exigencia formal ineludible, 

cuyo incumplimiento debe comportar la nulidad del despido al impedir que el periodo de consultas cumpla con su finalidad; dado, 

además, que conforme al art. 4 Convenio 158 OIT " No se pondrá término a la relación de trabajo de un trabajador a menos que 

exista para ello una causa justificada (...) basada en las necesidades de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio ", 

de modo que los criterios deben permitir establecer la oportuna relación de causalidad entre las medidas y la afectación concreta a 

los trabajadores. Una real ausencia de criterios de selección, devaluará la negociación en el período de consultas, en cuanto los 

representantes de los trabajadores no podrán ofertar o contraofertas a las medidas empresariales, haciendo inútil el objetivo finalístico 

de período de consultas y el posterior y oportuno control judicial; debiendo recordarse que, conforme al art. 6 Directiva 98/59/CE , " 

Los Estados miembros procurarán que los representantes de los trabajadores o los trabajadores dispongan de procedimientos 

administrativos y/o jurisdiccionales con objeto de hacer cumplir las obligaciones establecidas en la presente Directiva” (en el mismo 

sentido: STS 24.03.2015 –Rec. 217/2014-) 

También en la denominada “jurisprudencia menor” hallaremos conclusiones similares. Así, por ejemplo, la SAN 15.10.2012 –núm. 

actuaciones 162/2012-: “A juicio de la Sala, esta información es absolutamente capital, pues la identificación de los criterios de 

selección en el período de consultas no es sólo una exigencia formal destinada a garantizar la negociación de buena fe (STSJ 

Cataluña núm. 13/2012, de 23-5-12; STSJ Madrid núm. 601/2012, de 25-6-12) y permitir el cumplimiento en sus propios términos de las 

previsiones del art. 51.9 TRLET( STSJ Madrid núm. 601/2012, de 25-6-12), sino un presupuesto imprescindible para apreciar la adecuada 

justificación de los despidos, puesto que está directamente relacionado con el fondo de la decisión extintiva”. Véase POQUET 

CATALÁ, R.; “Criterios de selección de los trabajadores afectados por despidos colectivos tras la reforma laboral de 2012”; AS núm. 

9/2013 

3 .- STS 18.07.2014 -Rec. 303/2013-. 

4 .- SAN 11.07.2013 –núm. actuaciones 181/2013-. 



finalización del período de consultas, la empresa deberá incluir, en su caso, la actualización de los datos 

inicialmente proporcionados a este respecto –entre otros extremos-, conforme al art. 12.1 RD 1383/2012. 

Por tanto, como puede fácilmente comprobarse, la Ley impone ahora una obligación al empleador: 

delimitar ya en el escrito inicial qué criterios va a seguir para proceder a “despedir”. Y no sólo eso: le 

reclama que negocie ese aspecto con la comisión representativa de los trabajadores y que, si no hay 

acuerdo, fije en la notificación final a dicha comisión los criterios de selección o que, en caso contrario, en 

el pacto entre las partes se señalen los mismos.  

Otra cosa, muy distinta, es la relativa al despido como tal (por tanto, la comunicación individualizada). Este 

otro aspecto se sitúa ya no en la esfera colectiva, sino en la individual.  

Todo ello tiene obvias consecuencias tanto respecto al juicio de constitucionalidad de los tribunales como 

al tipo de acción. No es lo mismo que el empleador quiera restar poder en su empresa a un sindicato 

utilizando la extinción colectiva como método y fijando como criterio de selección criterios no neutros, que 

aquel escenario en que a la hora de elección de los trabajadores afectados “castiga” mayoritariamente a 

los afiliados a un sindicato. Como tampoco es lo mismo que los criterios de adscripción fijados en el 

“proyecto de despido” sean discriminatorios por razón de género (por ejemplo: utilizando un criterio 

aparentemente neutro de absentismo que no tiene en cuenta el ejercicio de las responsabilidades 

laborales), que a la hora de despedir se elijan mayoritariamente en proporción estadística a mujeres. 

En todo caso –aunque se escapa del objeto de mi ponencia- cabrá recordar que la doctrina casacional 

ha venido considerando que el contenido de los criterios de selección ha de efectuarse desde una 

valoración finalista “ad causam” de dicha obligación, en función del conjunto la información 

proporcionada y teniendo en cuenta, además, las circunstancias concretas en las que se proyecta5. 

 

2.3 ¿Es posible fijar, con o sin acuerdo, un listado de afectados en el proyecto de despido? 

 

En este punto cabe señalar que el actual redactado vigente en nuestro ordenamiento adolece también 

de incertidumbres, que conllevan indudables efectos en nuestras reflexiones. 

En efecto, cabrá observar que el art. 51.2 ET se refiere a los “criterios tenidos en cuenta para la designación 

de los trabajadores afectados por los despidos”. Como se puede comprobar la norma contempla esas 

obligaciones en la comunicación inicial en pasado (no dice “los “criterios a tener en cuenta para la 

designación de los trabajadores afectados por los despidos”), de tal forma que puede fácilmente llegarse 

a la conclusión de que en dicha comunicación inicial se debe contener –pese a que expresamente no se 

diga- un listado de personas a despedir. Sin embargo, debe observarse que la Directiva 98/59/CE no tiene 

el mismo redactado, al referirse en forma expresa a que en la comunicación inicial deben señalarse “los 

criterios tenidos en cuenta para designar a los trabajadores que vayan a ser despedido”6. De ahí que 

variadas sentencias interpreten las obligaciones legales o reglamentarias al respecto entendiendo que lo 

que se reclama son, meramente, los criterios y no, la identificación subjetiva7, aunque en el caso de que el 

                                                
5 .- Se indica, por ejemplo en la SSTS 18.02.2014 (rec. 74/2013) que la exigencia de comunicación de los criterios de selección  " se ha 

de valorar en relación con las circunstancias concretas en las que se proyecta, pues, obvio, no es lo mismo su análisis en una empresa 

que cuente con un gran número de trabajadores que otra, como la demandada, que solo tenía 58 empleados, y los despidos 

afectarían en principio a 24 de ellos -finalmente a 17-”. O en la STS 17.07.2014 (rec. 32/2014): “el supuesto objeto de debate, nos 

encontramos con que si bien los criterios de selección fueron expresados de una forma inadecuadamente genérica [«la adscripci ón 

a puesto de trabajo, la polivalencia y la productividad», sin mayor concreción ni proyección objetiva sobre cada concreto 

trabajador], lo cierto y verdad es que la indicación fue acompañada de la relación nominal de afectados, y que en el curso de las 

reuniones entre la Empresa y el Comité [actas de 25/Mayo, 3/Junio y 14/Junio], como con todo acierto destaca el Ministerio Fi scal, 

hubo una verdadera negociación sobre la elección de los afectados, la empresa hizo aclaraciones sobre los referidos criterios de 

selección [inclusión en el ERE de los «trabajadores eventuales que finalizan contrato»; «... haciendo hincapié de nuevo en que la lista 

se ha dado en base a la productividad»] y los Sindicatos se limitaron a mostrar su disconformidad con que la lista incluyese a tres 

representantes de los trabajadores, que la empresa aceptó excluir del expediente, y a insistir en incluir dos prejubilaciones, sin que en 

momento alguno se plantease por la parte social la insuficiencia de los criterios de selección indicados por la empresa”. Véanse 

también las 20.05.2014 (Rec. 276/2013), 23.05.2014 (Rec. 179/2013),  25.06.2014 (Rec. 273/2013), 18.07.2014 (Rec. 303/2013), 11.12.2014 

(Rec. 138/2014), 20.10.2015 –Rec. 181/2014-, etc. 

6 .- Véase en este sentido, la STSJ País Vasco 11.12.2012 –núm. actuaciones 19/2012-:  

“Por otra parte, procede observar que la exigencia a debate trae causa de lo dispuesto en el art. 2, apartado 3, epígrafe V de la 

Directiva 98/59, de 20 de julio de 1998, relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros que se refieren a los 

despidos colectivos, y que a tenor de lo previsto en el párrafo primero de ese mismo apartado, el fundamento del deber de 

información que impone al empresario es que los representantes de los trabajadores puedan formular propuestas constructivas 

durante el transcurso de las consultas, y en tiempo hábil.  

Revela lo expuesto que la norma comunitaria, al consagrar la exigencia en cuestión, no tiene en mente a los trabajadores afectados, 

sin perjuicio de que el conocimiento por su parte de los criterios invocados por su empleador, facilite, una vez comunicada la decisión 

extintiva, el ejercicio de las acciones individuales, de considerar que tales pautas no resultan ajustadas a derecho o no se 

corresponden con las causas invocadas por la empresa, o que su designación no se atiene a tales criterios, sino que está pensando 

en sus representantes y en la efectividad del período de consultas”. 

7 .- STSJ Galicia 29.10.2012 –núm. actuaciones 14/2012-: “no es necesario que en la comunicación de apertura del período de 

consultas se identifique nominalmente a los trabajadores, de un lado, porque el art. 51.2 TRLET no lo exige”. En sentido similar, SAN 
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empresario haya optado por esta segunda posibilidad no puede considerarse, de entrada, que concurra 

mala fe8.  

Cabrá observar, en este sentido, que la regulación específica de la información empresarial en relación a 

los criterios de selección no es nueva: un redactado prácticamente idéntico al del artículo 51.2 TRLET en los 

términos antes apuntados se contemplaba en el artículo 6.1 b) del Real Decreto 43/1996, de 19 de enero, 

por el que se aprueba el Reglamento de los Procedimientos de Regulación de Empleo y de Actuación 

Administrativa en materia de Traslados Colectivos –por no retroceder más en el tiempo-. Sin embargo, el RD 

801/2011 intentó solucionar esa problemática haciendo mención en la letra c) de su artículo 8 a la 

“relación nominativa de los trabajadores afectados o, en su defecto, concreción de los criterios tenidos en 

cuenta para designar a los mismos y período a lo largo del cual está previsto efectuar las extinciones de los 

contratos de trabajo”. Esa previsión diferenciadora –plenamente coherente9- no aparece hoy ni en el 

mentado art. 51.2 TRLET tras la reforma del 2012 –que no ha hecho otra cosa que elevar a rango legal los 

contenidos de la notificación inicial, antes en sede reglamentaria-, ni en el art. 3.1 RD 1483/2012, que se 

limita a transcribir el texto de la Ley. 

Pese a que no es descartable la aportación del listado inicial de afectados (obviamente de carácter 

provisional10), la realidad pone en evidencia como esa práctica genera obvias dificultades de gestión del 

despido colectivo, por las inevitables tensiones y fragmentaciones que se provoca entre los trabajadores11. 

Es por eso que puede fácilmente llegarse a la conclusión que aquello que la Ley exige en el momento 

inicial es que en la memoria o en el escrito inicial se hagan constar los criterios más o menos objetivos (tipo 

de encuadramiento, valoraciones de mandos intermedios, productividad, polivalencia, titulaciones, 

rendimiento, edad –con las salvedades que luego se dirán-, absentismo, primacía de personas con 

responsabilidades familiares o discapacitados o víctimas de violencia de género, etc.) a tener en cuenta 

posteriormente y no, la relación nominal.  

Con todo, aquello que no puede eludirse por el empleador es la concreción de los criterios de selección, 

que resulta del todo imprescindible en el marco legal posterior a la reforma laboral del 2012, conforme a la 

doctrinal casacional recaída hasta la fecha12. En todo caso, se antoja obvio que, exista una comunicación 

                                                                                                                                                                         
10.06.2013 –núm. actuaciones 112/2013-, STSJ Madrid 09.04.2013 –núm. actuaciones 18/2013-, 17.03.2014 –núm. actuaciones 

2149/2013-, etc. 

8 .- SAN 21.11.2012 –núm. actuaciones 167/2012-: “La Sala no comparte la denuncia de los actores, aunque sea cierto que ni el art. 2.3 

de la Directiva 1998/59/CE, ni el art. 51.2 TRLET, prevean la identificación de los trabajadores afectados al inicio del período de 

consultas, puesto que ambos preceptos exigen únicamente al empresario que determine los criterios tenidos en cuenta para la 

designación de los trabajadores afectados, porque también es verdad que ninguno de los preceptos citados impide tampoco que se 

identifiquen concretamente los trabajadores desde el inicio.- De hecho, la identificación cabal de los criterios tenidos en cuenta para 

la designación de los trabajadores afectados supondrá, en la mayoría de los supuestos, que pueda deducirse razonablemente a 

quienes va a afectar el despido colectivo, sin que dicha circunstancia impida insalvablemente que la negociación alcance sus fines, 

en tanto que se trata en ambos casos de propuestas empresariales iniciales, que somete a la consideración de los representant es de 

los trabajadores en el período de consultas, cuyo resultado no se puede predeterminar”. 

9 .- Se afirma, así, en la citada STSJ País Vasco 11.12.2012-: “El texto del artículo 51.2 TRLET, reformado por el RD-ley 3/1012, al regular el 

contenido mínimo de la comunicación de la apertura del período de consultas, hace referencia, en su letra e), a los criterios tenidos 

en cuenta para la designación de los trabajadores afectados por el despido; regulación, frente a la que, en contra de lo razonado 

por la empresa demandada, no puede prevalecer, tanto por razones de jerarquía normativa como por el principio de sucesión de 

normas en el tiempo, lo dispuesto en el art. 8 c) del RD 801/2011, en relación con art. 2.5 de la Orden ESS/487/2012, de 8 de marzo, 

que permitía dos vías de concreción del personal objeto de la medida extintiva: con carácter principal, su identificación nominal, y, 

de forma subsidiaria, la especificación de los criterios utilizados para su elección”. En sentido similar, SAN 11.03.2013 –núm. actuaciones 

381/2012-. 

10 .- SAN 26.04.2013 –núm. actuaciones 29/2013-. 

11 .- En el mismo sentido, SAN 21.11.2012, anteriormente citada: “ la identificación de los trabajadores despedidos (…) constituye una 

medida no habitual en los despidos colectivos, porque polariza más intensamente la negociación en el período de consultas, en 

tanto que los representantes de los trabajadores recibirán normalmente más presiones que si se desconocen los afectados”. 

12 .- Se afirma así en la STS 20.05.2014 (Rec. 276/2013): “la relación nominativa no basta y la mención de criterios es necesaria”; en una 

lógica que también se sigue en las SSTS 26.03.2014 (Rec. 158/2013), 17.07.2014 (Rec. 322014), etc. También la STS 20.05.2014 (Rec. 

276/2013) –en relación a un supuesto anterior al RD 1483/2012- constatando que aunque inicialmente la empresa aportó un listado de 

afectados “como mínimo existe la referencia a las categorías de los puestos de trabajo cuya supresión se consideró necesaria, 

añadiendo la sentencia en la fundamamentación jurídica pero con innegable valor de hecho probado que se han considerado 

"aspectos tales como la versatilidad, recursos disponibles en la sección- departamento, coste económico y coste indemnizatorio...han 

sido afectados trabajadores descritos a distintas áreas de la empresa: Local, Deportes, Cierre (que ha desaparecido), Fotografía, 

Sistemas (que también ha desaparecido) y Comercial, excluyendo los de Dirección, Gerencia, Secretaría y Administración, que 

contaban solo con una persona, imprescindible para que el periódico pueda funcionar", lo que si bien muestra cierta parquedad en 

la determinación no permite tampoco negar el cumplimiento del requisito”. En sentido similar, STS 25.03.2015 –Rec. 295/2014- 



de parámetros aplicativos o un listado, lo que la Ley reclama son criterios coherentes y específicos, a fin de 

individualización posterior o coetánea, que pueden ser invocados en sede judicial a efectos de 

impugnación del despido.  

Ahora bien, dicho lo anterior, hay que reseñar que el juicio de constitucionalidad puede diferir en función 

de si hay o no listado. En efecto si no hay listado la solución procesal es relativamente simple: cabrá acción 

colectiva (art. 124 1 a 12 LRJS) si los representantes de los trabajadores consideran que los criterios de 

designación fijados por el empleador o consensuados en el período de consultas son discriminatorios. Y 

también cabrá acción individual por las personas despedidas con la misma finalidad–en los términos que 

serán posteriormente analizados- o para la impugnación de la selección individual. Ahora bien, también 

sería posible una acción colectiva centrada no tanto en los criterios de designación sino en la elección 

personal efectuada por el empleador, si ésta última se imputa como discriminatoria. Un ejemplo ayudará a 

comprender mejor esta reflexión. Así, si la empresa impone al fin del período de consultas criterios basados 

en la productividad, no habría en principio, discriminación apreciable. Ahora bien, si ese criterio de 

adscripción va acompañado de un listado, del que se deriva que la mayor parte de afectados son 

personas que están ejerciendo derechos de conciliación de la vida laboral y familiar (por afectación 

negativa a dicha productividad), no parece descartable que, al margen de la acción individual, concurra 

también una acción colectiva. 

 

 

2.4 Las competencias decisorias del empleador en relación a la selección de afectados 

 

La doctrina casacional anterior a la reforma del 2012 –en relación a aquellos supuestos en los que la 

autorización administrativa no incluía listado- venía observando con reiteración que la competencia de 

afectación correspondía exclusivamente al empleador, limitándose en este terreno el papel judicial a la 

revisión de los supuestos de fraude de ley, abuso de derecho o móvil discriminatorio o vulneración de 

derechos fundamentales y otras libertades públicas13 y sin que al juez o tribunal correspondiera decidir 

algún criterio objetivo, ajeno al fijado por el empleador en dicha decisión, que no tenía que justificar su 

decisión de afectación subjetiva, salvo concurrencia de indicios de causa ilícita14. 

Ahora bien, hasta la reforma laboral del 2012 –esto es: cuando todavía estaba en vigor la autorización 

administrativa- el artículo 51 ET no contenía ningún tipo de comunicación individual a las personas 

afectadas, sin hacer mención tampoco a los criterios de adscripción; sólo se hacía una genérica 

referencia a la prioridad de permanencia de los representantes de los trabajadores. Y, por su parte, el RD 

801/2011 contemplaba en su artículo 8 c) (a diferencia del artículo 6 1 b) del RD 43/1996, que establecía 

una regulación básicamente similar a la del actual arte. 51.2 b) ET) que la solicitud empresarial formulada 

ante la Administración laboral tenía que contener, entre otros aspectos una relación nominativa de los 

trabajadores afectados o, en su defecto, una concreción de los criterios que tendrá en cuenta para su 

designación. Por lo tanto, en el marco anterior a la última reforma laboral lo único que normativamente se 

establecía era una comunicación en los representantes de los trabajadores del listado de afectados o, en 

su caso, los criterios de aplicación, sin hacer ninguna mención a la comunicación individual y 

reconociendo únicamente la prioridad de permanencia de los representantes de las personas asalariadas. 

En dicha tesitura era frecuente –a pesar de que, como es notorio, no universal- que en la resolución 

administrativa que autorizaba un ERE se incluyera el listado de afectados (lo cual determinaba, hasta la 

entrada en vigor del actual LRJS la competencia o no de este orden jurisdiccional). En consecuencia, era 

la Autoridad laboral quién dictaba un acto administrativo en el cual o bien se establecía la relación 

nominal de personas afectadas o bien se regulaba su número –y, en su caso, los criterios de adscripción-. Y 

desde el dicho momento el empresario tenía plena libertad de determinar a quién despedía, excepto 

concurrencia de causa ilícita o discriminatoria, tal y como previamente ya se ha señalado. 

                                                
13 .- Véase, entre otras, las SSTS UD 19.01.1998 –Rec. 1460/1997- o 15.10.2003 –rec, 1204/2003-. Se afirma en la primera de las citadas: “la 

determinación de los trabajadores afectados por el despido depende de la relación entre la causa económica y los contratos 

potencialmente afectados por ésta. Sólo en el caso de que los contratos posiblemente afectados sean varios y el despido deba 

limitarse a alguno o algunos de ellos, puede plantearse el problema del alcance de la libertad empresarial para la selección y de su 

control y, en este punto, la ley sólo establece la preferencia que prevé el párrafo segundo artículo 52, c) del Estatuto de los 

Trabajadores en relación con el art. 68 del mismo texto legal y con el art. 10 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical. Fuera de este 

supuesto y a reserva de las eventuales previsiones de la negociación colectiva sobre esta materia y de lo que pudiera concluirse 

sobre la vigencia del tratamiento preferente que establecía el art. 9 de la Ley 25/1971, lo que no es relevante en este recurso, la 

selección de los trabajadores afectados corresponde en principio al empresario y su decisión sólo será revisable por los órganos 

judiciales cuando resulte apreciable fraude de ley o abuso de derecho o cuando la selección se realice por móviles discriminatorios”. 

14 .-Así, por ejemplo, la STSJ País Vasco 05.10.2010 –Rec. 2062/2010-: “no es necesario que el puesto a suprimir, cuando se decide 

eliminar uno, sea aquél que se considera menos "rentable" en estricto sentido. En realidad, como hemos visto, no es preciso que el 

empresario justifique la concreta elección de los afectados, salvo que se acrediten indicios de que lo ha hecho en base a causa 

ilícita”. 
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La desaparición de la autorización administrativa a partir del RDL 3/2012 cambia ostensiblemente nuestro 

sistema regulador de los despidos colectivos. Así el anterior modelo basado en una resolución 

administrativa posterior al periodo de consultas autorizando las extinciones, se ve sustituido por un ejercicio 

de la autonomía individual del empleador condicionado a la negociación con los representantes de los 

trabajadores. Y esto determina, al fin, que en la nueva regulación de los despidos colectivos concurran tres 

fases claramente diferenciadas: a) la propuesta inicial extintiva que hace el empresario (aquello que el 

TJUE ha calificado como “proyecto de despido”); b) el periodo de consultas (desde la comunicación 

inicial hasta la final), sometido a las reglas de buena fe y con el objetivo de lograr acuerdos; y c) el 

ejercicio empresarial de su derecho a la extinción contractual, limitado únicamente –además de las 

observaciones legales- por el contenidos del posible pacto logrado con la comisión representativa de las 

personas asalariadas o, en su defecto, por la comunicación final que regula el artículo 51.2 ET “in fine”: esto 

es las comunicaciones individuales de despido (o, en puridad: los despidos propiamente dichos), que 

tienen que cumplir con los requisitos observados al artículo 53 ET. No obstante, la potenciación de la 

autonomía individual del empleador ha sido compensada por el legislador estableciendo todo una serie 

de garantías para los trabajadores, que afectan esencialmente a su capacidad decisoria respete las 

personas afectadas. 

Así, en el “proyecto de despido” el empleador tiene que incluir ya los criterios que ha tenido presentes para 

la designación de los trabajadores, como se contempla a la letra f) del apartado 2 del artículo 51 ET y en el 

artículo 3.1 e) del RD 1483/2012. Nótese, por lo tanto, que a diferencia del marco jurídico anterior –

especialmente, cuando la resolución administrativa autorizando el ERE no contendía listado- opera ya aquí 

una primera limitación del empresario: este tiene que señalar ya a primeros de la negociación los criterios 

objetivos en los que ejercerá su poder de extinción contractual. 

El segundo límite a la autonomía individual del empresario que impone la Ley aparece también en el 

desarrollo del periodo de consultas. Y esto tanto por la obvia posibilidad de negociación de los criterios de 

adscripción a lo largo del periodo de consultas –que si bien no se regula en forma expresa se encuentra 

implícita en el marco normativo-, como por la exigencia de que, si no se logra acuerdo el empresario tiene 

que poner en conocimiento de los representantes de los trabajadores y de la autoridad laboral su decisión 

final, en la que tendrá que constar, entre otros aspectos, las “condiciones” de la extinción, como se indica 

al artículo 51.2 ET. Y en forma todavía más clara en el artículo 12.1 del RD 1483/2012 se establece que,  

haya o no acuerdo, se deben “actualizar” los extremos de la comunicación inicial –entre los que se 

incluyen los criterios de adscripción-. 

En el anterior sistema la capacidad decisoria del despido requería autorización administrativa, operando 

con posterioridad la autonomía decisoria del empleador, que podía decidir libremente (si bien con los 

límites ya expuestos de antijuridicidad y anticonstitucionalidad). Ahora el modelo se trastoca radicalmente: 

el despido colectivo se sitúa sustancialmente en el terreno decisorio unilateral del empresario, si bien 

sometido a una negociación real y efectiva con la comisión representativa de los trabajadores; sin 

embargo ya en el proyecto de despido el empleador tiene que señalar qué criterios de adscripción 

empleará si finalmente despide alguien, lo tiene que negociar a lo largo del periodo de consultas y, si 

finalmente se modifican los parámetros primigenios, lo habrá también de notificar a los representantes de 

las personas asalariadas y a la autoridad laboral. Por lo tanto, a la hora de despedir (notificaciones 

individuales) su capacidad decisoria está limitada bien por aquello pactado, bien por aquello que ha 

manifestado a finales del periodo de consultas. 

Podría entenderse que de la STS UD 24.11.2015 –Rec. 1681/2014, con voto particular- parece desprenderse 

el mantenimiento del anterior cuasi libre albedrío del empleador. Sin embargo no hay que olvidar que en 

dicho pronunciamiento no se está analizando en puridad la adecuación de la selección empresarial de un 

concreto asalariado en relación a los criterios de adscripción previamente fijados, sino la causalidad de 

dicha adscripción en relación al juicio de antijuridicidad por fraude de ley. Una reflexión adicional para 

aclarar esta última afirmación: aunque parece evidente que la antigua doctrina casacional sigue en vigor 

respecto al ejercicio de la autonomía empresarial del empleador en la determinación de los despedidos, 

con las únicas limitaciones de sometimiento a la buena fe contractual y la interdicción de discriminación, 

también lo es que si en el proyecto de despido se han establecido unos determinados criterios de 

adscripción, el cumplimiento de éstos prevalece sobre aquel libre albedrío.  

De todo ello se desprende que la posibilidad de alegación de discriminación en el acto extintivo puede 

surgir en base a diferentes escenarios. Así, al margen de aquellos supuestos en los que la pretensión de 

infracción se alegue en relación a los propios criterios señalados en el proyecto de despido, el trato 

desigual de transcendencia constitucional puede aparecer cuando el trabajador considere que ha sido 

despedido indebidamente, en tanto que su perfil profesional no se adecua a los criterios fijados. En 

segundo lugar, puede alegar que, aun estando incluido en los señalados criterios de adscripción, existen 

otras personas asalariadas con peor derecho. Y, finalmente, es también factible –de hecho, ésa es la 

hipótesis más frecuente en la práctica- que la pretensión del trabajador se base en la consideración de 



que ha sido elegido en forma discriminatoria. Por tanto, la posible vulneración del art. 14 CE en la esfera del 

despido puede aparecer en relación a distintas situaciones. 

 

 

2.5 Las prioridades de permanencia 

 

Junto con los criterios de adscripción (que se deciden por el empleador, salvo acuerdo expreso al respecto 

en el período de consultas) concurren también las denominadas prioridades de permanencia, por tanto, el 

derecho de preferencia en la relación laboral de determinados colectivos por mandato legal o 

convencional. Como puede fácilmente colegirse los efectos de dichas prioridades de permanencia no se 

enmarcan tanto en el área colectiva del despido (“el proyecto”), sino en la individual.  

Esas prioridades de permanencia están reguladas en el art. 51.ET, así como –con un contenido 

prácticamente idéntico- en el art. 13 RD 1483/2012. Ambas normas se refieren a los representantes unitarios 

de los trabajadores –en relación al artículo 68 b) ET- y a los delegados sindicales –respeto al art. 10.3 de la 

Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical [LOLS]-. Previsión que cabe ampliar 

lógicamente también a otras situaciones asimiladas, como son los delegados de prevención (art. 37 de la 

Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales [LPRL])15 o los miembros de órganos 

societarios de Cajas de Ahorro en representación de los trabajadores (art. 8.2 de la Ley 26/2013, de 27 de 

diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones bancarias) y otros estatutos similares. 

En todo caso, la novedad de la reforma laboral del 2012 es su gran apuesta por una normativización previa 

de dichas prioridades a través de los convenios colectivos (como se desprende de los artículos 51.5 TRLET y 

13.2 RD 1483/2012) a fin de que en dichas normas colectivas se establezcan parámetros de permanencia a 

favor de determinados colectivos, haciéndose expresa mención a trabajadores con cargas familiares, 

mayores de determinadas edades o personas con discapacidad. Sin embargo, como es notorio, es ésa 

una práctica con escasa transposición, hoy por hoy, en nuestros convenios.  

Por otra parte, es destacable que el marco legal permite también a las partes en el acuerdo tras el período 

de consulta regular criterios al respecto. Como se desprende de la lectura del artículo 51.5 TRLET y de su 

desarrollo reglamentario, esa posibilidad dispositiva sólo es posible en el caso de pacto. Por tanto –aun no 

siendo descartable una manifestación de voluntad del empleador en ese sentido- no es predicable una 

cláusula similar en el caso de disenso.  

Debe observarse sin embargo que dicha prioridad de permanencia no debe ser entendida en sentido 

absoluto (esto es, que los representantes de los trabajadores o los colectivos protegidos 

convencionalmente sean “los últimos en irse”), sino que debe vincularse con el ámbito funcional de 

afectación en relación a la adscripción de aquellos –en un sentido amplio, al aceptarse la comparación 

con trabajos equivalentes16-, y, en todo caso, con la posibilidad de modificación locativa, en el supuesto 

de que los representantes hayan sido elegidos en más de un centro de trabajo17.  

Ahora bien: las prioridades de permanencia, como se ha indicado, no son lo mismo que la aplicación de 

los criterios de selección. Si bien a menudo se confunden ambos conceptos, se puede comprobar como 

ambas figuras están reguladas en apartados diferentes del artículo 51 ET (el 2 y el 5 respectivamente) y en 

el propio RD 1483/2012 (en los artículos 3 y 12, por un lado, y 13 por otro, respectivamente). Pues bien, el 

apartado 13 del artículo 124 LRJS sólo hace mención a las reglas de prioridad de permanencia, como 

también lo hace el apartado 2 en la exclusión de estas pretensiones de la acción colectiva. De este modo, 

en tanto que la aplicación de las reglas de prioridad de permanencia comporta, como se acaba de 

indicar, un derecho preferente de terceros, la Ley procesal exige que estos sean llamados al proceso 

(cómo también ocurre, por ejemplo, en el artículo 125 d) LRJS). Y se sanciona con la nulidad –de efectos 

exclusivos sobre el despido individual- la descrita situación.  

Las prioridades de permanencia no son otra cosa que las normas de preferencia derivados de la ley, el 

convenio o el acuerdo interpartes; los criterios de selección obedecen a la previa limitación para despedir 

fijada a lo largo del proyecto de despido. Ello sitúa el juicio de comparación en términos distintos: el 

trabajador que no está “protegido” puede ser despedido por elección unilateral del empresario si su perfil 

se adapta a los criterios de adscripción previamente fijados, con las únicas salvedades –entre ellas, la 

                                                
15 .- Vid. SSTSJ Asturias 20.12.2013 –Rec. 1868/2013-, Galicia 23.07.2014 –Rec.1825/2014-, etc. Sin embargo, dicho criterio no se ha 

aplicado al delegado de prevención designado por el propio empleador, conforme al marco legal aplicable, en la STSJ Andalucía –

Sevilla- 10.05.2012 –Rec. 1994/2011-. 

16 .- Criterio ya establecido en su día en materia de despidos colectivos en loa STS C-A 06.05.2003, Rec. 7034/1998; o en materia de 

despidos objetivos por la STS 30.11.2005 –Rec.1439/2004– Esa hermenéutica ha sido ratificada, ya en sede social, en la SSTS 18.03.2014 

(Rec. 125/2013), 21.05.2014 (Rec. 182/2013), SAN 09.10.2013 –núm. actuaciones 234/2012-, TSJ Andalucía –Sevilla- 08.11.2012 –Rec. 

203/2012-, etc. 

17 .- STS UD 24.11.2005 -Rec. 1439/2004-. 
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vulneración de derechos fundamentales o la infracción del art. 14 CE- antes señaladas y sin que, por tanto, 

concurra un mejor derecho. Por el contrario, la persona asalariada que goza de prioridad de permanencia 

sí ostenta ese mejor derecho frente a otras personas asalariadas. 

Ahora bien, cuando aquello que se sustenta en la demanda individual es que el empresario ha 

seleccionado al trabajador en forma ajena a los criterios de adscripción aplicables ni es preciso constituir 

litisconsorcio pasivo necesario alguno, ni la calificación del despido puede ser la nulidad, sino la 

improcedencia, por aplicación del artículo 122.1 ET, dado que no concurre causa justificativa (pues el 

empresario ha limitado su derecho extintivo a determinados trabajadores, y no a otros); todo ello salvo, 

obviamente, que la designación incurra en discriminación o vulneración de derechos fundamentales.  

De ahí que la regla 2ª de la letra a) del apartado 13 del art. 124 LRJS prevea (insólitamente y sin que sea 

claro el por qué, únicamente en el caso que el despido no haya sido impugnado a través de la acción 

colectiva) que en el caso de que se pretenda hacer valer la prioridad de permanencia hay que constituir 

un litisconsorcio pasivo necesario respecto a los otros trabajadores con menos derecho. Una lógica que no 

parece aplicable cuando lo que se postula no es dicha prioridad de permanencia, sino el mejor derecho 

en relación a los criterios de selección fijados en el proyecto de despido. 

Aunque en la práctica ambos conceptos tienden a confundirse, el hecho cierto es que su naturaleza 

jurídica es distinta, como ha puesto de manifiesto la doctrina unificada (STS UD 13.07.2015 -Rec. 2691/2014- 

). 

 

 

2.6 El contenido de la carta de despido en relación a los criterios de afectación 

 

Las reflexiones contenidas en los apartados anteriores conducen inevitablemente a otra reflexión 

adicional: si el trabajador debe saber los criterios de adscripción fijados en el proyecto de despido y, 

además, si debe conocer su peor derecho frente a otros posibles afectados.  

En este punto hay que hacer, de nuevo, un especial énfasis en una reflexión ya previamente efectuada: 

no tienen el mismo tratamiento legal el incumplimiento empresarial del criterio de adscripción –por lo tanto, 

la inclusión de un trabajador que, conforme los parámetros acordados en periodo de consultas o 

establecidos por el empresario en la comunicación final- no tendría que haber sido seleccionado que la 

vulneración de preceptos legales, de convenio o de los criterios que se hayan fijado en acuerdo a lo largo 

del periodo de consultas en materia de prioridad de permanencia. En el primer caso puede existir o no 

afectación en terceros, pero en cambio, la prioridad de permanencia –como se deriva de su propio 

enunciado- siempre comporta un mejor derecho ante otras personas asalariadas.  

Ello aboca a una reflexión consiguiente: ¿debe constar en la carta de despido porqué el trabajador es 

despedido, al margen de los motivos de fondo?; por tanto, en relación a los criterios de adscripción o la 

aplicación de las reglas de prioridad de permanencia. 

Es obvio que si el empresario decide incluir en un despido colectivo a una persona que tiene el privilegio 

de prioridad de permanencia tiene que incluir la motivación suficiente justificativa en la carta de despido. 

Así se recoge en forma expresa en el artículo 13.3 del RD 1483/2012 que, si bien tiene valor reglamentario, 

se adecua perfectamente a la lógica sustantiva y procesal aplicable. Además, es de una lógica evidente 

que si el trabajador pretende hacer su mejor derecho ante un tercero tiene que conocer por qué se le ha 

incluido, a pesar de disfrutar del referido privilegio. 

Ahora bien, cuándo lo que se discute no es la aplicación del privilegio de permanencia, sino la afectación 

por si misma y respecto a los criterios de adscripción fijados por el empleador, la respuesta deviene más 

compleja. 

Ciertamente se puede acudir también aquí a una interpretación finalista, en forma tal que si se acredita en 

juicio dicho conocimiento (lo que es relativamente simple cuando ha existido listado) no existirá 

incumplimiento formal18.  Ahora bien, incluso en dicha tesitura como se ha señalado en alguna sentencia, 

                                                
18 .- Se indica en ese sentido en la ya citada STSJ Madrid 25.06.2014 –rec. 244/2014, de sala general, con voto particular-; “La 

circunstancia de que no se especifique y concrete cómo de ellos y por su aplicación resulta la elección del demandante no 

ocasiona la insuficiencia y la indefensión que se predica en la sentencia de instancia pues, como se consideró en la   sentencia de 14 

de febrero de 2014   , el trabajador conoció y pudo conocer los criterios y el por qué de su elección que, por otro lado, no cabe 

cuestionar porque no hay elementos para ello a la vista de los hechos probados. Como tampoco hay razones que obliguen a la 

empresa a comunicar la información relativa a la valoración con carácter previo al despido, esto es, a la selección, para así permitir 

que el trabajador valore la decisión de acogerse al sistema de baja incentivada. No se deduce esta obligación de los acuerdos  

firmados. Sin embargo, pese a ello, tampoco se estima que exista una incongruencia extra petitum pues no se han alterado con tal 

comentario judicial -realizado de forma muy marginal y a mayor abundamiento del argumento de indefensión- los términos del 

debate habiéndose ajustado al objeto del proceso tanto en el resultado pretendido, como en los hechos y fundamentos jurídicos que 

han sustentado la pretensión y la decisión final. En definitiva y en relación al presente supuesto se concluye que: 1) se ha alegado y 

señalado por la empresa en la carta de despido de forma suficiente los cri terios de selección que se entendieron conformes por los 

negociadores firmantes del acuerdo el cual se ha estimado cumplido por la empresa; 2) no se ha probado arbitrariedad, abuso o 

desviación en el ejercicio del poder empresarial de selección y aplicación en relación con límites constitucionales, legales, 



compete al empresario acreditar ese conocimiento por parte del trabajador –o, al menos, que podría 

haber tenido a la correspondiente información-19. 

Sin embargo, la mayor parte de la doctrina judicial que ha abordado el tema se ha decantado por 

considerar que la carta de despido no tiene porqué contener por mandato legal los criterios de afectación 

y los aplicables a la propia inclusión del trabajador20. Ahora bien, pese a ello y como antes se indicaba, 

difícilmente éste podrá alegar que no debería haber sido incluido si desconoce por qué se le ha afectado.  

De ahí que algún pronunciamiento judicial –cuya tesis suscribo- haya mantenido una postura contraria a 

dicha tendencia mayoritaria21. 

Desde este punto de vista resta evidente que el trabajador tiene que conocer los criterios de adscripción 

finales acordados o decididos unilateralmente por el empresario, en tanto que el juicio de causalidad en 

este supuestos no se limita sólo a la existencia de pérdidas o la concurrencia de dificultades en relación a 

los tipos legales, sino también respecto a si los parámetros delimitadores de la capacidad extintiva 

empresarial se adecuan a legalidad y/o han sido cumplidos en la selección de la persona afectada. El 

trabajador tiene que conocer no sólo porque se lo despide, sino porque él ha resultado seleccionado 

(obviamente, cuando no se trata de cierre íntegro de empresa). Cuando el empresario determina unos 

criterios de adscripción no sólo está afirmando que hace falta una reestructuración por motivos 

económicos, técnicos, organizativos o de producción; también está señalando los déficits de plantilla y las 

pautas a seguir en relación a la afectación de parte de su plantilla. La “causa”, por lo tanto, acontece 

polifacética. En consecuencia, en la carta de despido tienen que constar en forma fehaciente los criterios 

de adscripción generales. Sin embargo, dicha conclusión sólo tiene una excepción: si el empresario 

prueba que el trabajador ha tenido previamente conocimiento –o lo ha podido tener- de los referidos 

criterios de adscripción. Es esta una lógica postulable de todos los supuestos: haya o no acuerdo o exista o 

no listado nominal pactado de afectados. 

En segundo lugar, cabe  reflexionar sobre sí a la misiva extintiva tienen que constar o no los criterios de 

afectación individual del trabajador, por lo tanto su aplicación en su caso concreto. La respuesta 

acontece aquí más compleja. Y esto porque la casuística posible es múltiple. De ahí que dicho aspecto –

de indudable importancia- deba ser analizado a mi juicio en cada caso en función de las circunstancias 

concurrentes.  

Así, sobre el papel, pueden concurrir las siguientes situaciones: 

a) Aquellos casos en que los criterios son eminentemente objetivos –antigüedad, edad, absentismo, 

encuadramiento, funciones, etc.-. Aquí parece claro que no se precisa su concreción a la carta, sin 

perjuicio de que si el trabajador despedido no  está de acuerdo pueda solicitar las medidas de prueba 

anticipada, actos preparatorios o diligencias previas legalmente previstas y oponerse al despido a través 

de la acción individual.  

b) Por otro lado, no son descartables supuestos en los que los criterios de adscripción sean muy amplios 

(por ejemplo: un número concreto por sección o centro). En estos casos, dado que la limitación del 

ejercicio de la autonomía individual del empresario es muy escaso, cabrá estar a la plena disponibilidad 

del empleador al respeto, quitado arbitrariedad, antijuridicidad o inconstitucionalidad. Y, de nuevo, sin 

perjuicio del derecho del trabajador a solicitar, en su caso, la prueba anticipada o actos preparatorios o 

diligencias preliminares que considere oportunas.  

c) Finalmente, es posible que los criterios sean eminentemente subjetivos –valoración de mandos, 

productividad, etc-. En esta tipología de situaciones parece lógico exigir a la carta una mínima 

justificación, dado que como se ha dicho el trabajador no sólo tiene que saber porque se lo despide sino 

también porque se lo selecciona22.  

                                                                                                                                                                         
convencionales o en relación a los pactados existentes”. En sentido similar, STSJ Cantabria 21.10.2014 –rec. 650/2014-, 18.11.2014 –rec. 

697/2014-, etc. 

19 .- STSJ Cataluña 05.09.2014 –rec. 3254/2014-. 

20 .- Vid., entre otras SSTSJ Asturias 30.09.2014 –rec. 1539/2014-, Canarias –Las Palmas- 30.09.2014 –rec. 662/2014-, Cantabria 05.03.2014 –

rec. 49/2014-, 21.10.2014 –rec. 650/2014-, Castilla y León –Valladolid-  06.02.2014 –rec. -, Cataluña 18.09.2014 –rec. 3643/2014-, 

Extremadura 30.09.2014 –rec. 370/2014-, Illes Balears 17.12.2014 –rec, 377/2014-, Madrid 31.10.2014 –rec. 550/2014-, Murcia 03.11.2014 –

rec. 516/2014-, Navarra 21.09.2012 –rec. 434/2012-, etc. 

21 .- SSTSJ Castilla y León -Burgos- 02.07.2014 –rec. 452/2014-, País Vasco 11.03.2014 –rec. 369/2014-, 17.06.2014 –rec. 21/2014-, 15.07.2014 

–rec. 1189/2014-, etc. Véase AGUSTÍ MARAGALL, J.; “La comunicación individual de extinción por despido colectivo ex art. 51.4 ET: 

alcance de la exigencia informativa y  de su  control judicial”; comunicación presentada XXV Jornadas Catalanas de Derecho Social. 

Y, del mismo autor: “La exigencia informativa en la comunicación individual de extinción por despido colectivo ex artículo 51.4 ET  una 

reflexión respecto de las recientes -y contradictorias- sentencias del TSJ Madrid 9.1.2014 y del TSJ Castilla-León 16.1.2014 relativas al 

despido colectivo de Bankia”; IUSLabor núm. 1/2014. Véase las SSTS UD 01.02.2016 –Rec. 3917/14-, 10.02.2016 –Rec. 939/2014-, 

17.02.2016 –Rec. 868/2014-, desestimando el recurso por falta de contradicción. 

22 .- STSJ País Vasco 08.04.2014 –rec. 527/2014-. 
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La necesidad o no de que los criterios de adscripción y la afectación individual de los despedidos conste o 

no en la carta de despido ha dado lugar a múltiples pronunciamientos contradictorios en la doctrina 

casacional, en especial por lo que hace al despido colectivo de Bankia. Aunque el TS fue renuente en su 

momento a entrar en el conocimiento de dicha cuestión, por falta de contradicción23, finalmente se 

abordó el tema en la STS UD 15.03.2016 –Rec. 219/2016-, de Sala General. Cabe observar que también en 

dicho pronunciamiento se produce una evidente tensión doctrinal, al contar el mismo con un destacado 

voto particular. La respuesta mayoritaria de nuestro más alto órgano jurisdiccional pasó por negar que esos 

aspectos deban constar en la misiva extintiva. Se afirma a este respecto en relación a los criterios 

generales de selección: 

“Innecesaria reproducción -en la comunicación- de los criterios de selección.- Siendo ello así, 

parece razonable entender que en la comunicación individual del despido colectivo no es 

necesaria la reproducción de los criterios de selección fijados o acordados durante las 

negociaciones:  

a).- En plano de estricta legalidad, porque tal requisito está ausente en el art. 53.1 ET y en la remisión 

legal que al mismo hace el art. 54.1, de manera que su exigencia desbordaría el mandato legal; y 

porque -en igual línea normativa- el  art. 122.1 LRJS dispone que se declarará procedente la 

decisión extintiva cuando el empresario «acredite la concurrencia de la causa legal indicada en la 

comunicación escrita», y tal referencia textual -en cursiva- invita a sostener que para el legislador la 

«causa legal» es el único dato que ha de constar en la comunicación extintiva. 

b).- Atendiendo a consideraciones finalísticas, porque resultaría formalismo innecesario -y en todo 

caso enervante- exigir que se comunique de manera individual a los trabajadores aquellos datos 

que no sólo es razonable suponer que se han conocido materialmente por ellos en el curso de las 

negociaciones, en tanto que la decisión extintiva de la empresa se ha adoptado con activa 

intervención e incluso acuerdo de la representación -legal o sindical- de los trabajadores, que 

obligadamente han de informarles de las gestiones y sus resultados [ art. 64.7.e) ET ], sino que en 

todo caso el general conocimiento de tales datos por los sujetos representados bien pudiera 

entenderse como consecuencia directa del significado que tiene por sí misma la figura del 

mandato legal representativo [ art. 1259 CC ], pues sin perjuicio de la singularidad que ofrece el 

mandato propio de la RLT [gestiona intereses, más que voluntades], de todas formas no parece 

dudoso que su válida actuación «alieno nomine» y la eficacia jurídica de sus actos respecto del 

«dominus negotii» -personal representado- se extiende al íntegro objeto material que fije la norma 

de la que trae causa [aquí, el art. 51 ET ], salvo que la propia disposición legal imponga -éste no es 

el caso- otra cosa o la intervención personal de los trabajadores afectados. Y 

c).- Desde una perspectiva eminentemente práctica, tampoco resultaría en absoluto razonable 

pretender que en cada comunicación individual del cese se hagan constar -de manera expresa y 

pormenorizada- los prolijos criterios de selección que normalmente han de utilizarse en los PDC que 

afecten -como es el caso- a grandes empresas y numerosos afectados, dándole así a la indicada 

carta de despido una extensión tan desmesurada como -por lo dicho- innecesaria” 

 

Y en relación con los criterios individualizados aplicables se señala:  

“Inexigible constancia -en la carta de despido- de la concreta aplicación de los criterios al personal 

afectado.- Por estas mismas consideraciones -y alguna más- también excluimos la necesidad de 

que en la referida comunicación se lleve a cabo la justificación individualizada del cese que se 

comunica, con detallada referencia a la singular aplicación de los criterios de selección utilizados 

en el PDC de que se trate. A nuestro juicio la respuesta ha de ser contraria a tal exigencia, por tres 

razones: 

a).- En primer lugar porque -reiteramos lo dicho a propósito de los criterios de selección en sí mismos 

considerados- el precepto nada indica al respecto y la pretensión excede del mandato legal, que 

se limita a la expresión de la «causa». 

b).- Además, el adecuado cumplimiento de la exigencia -de proceder- supondría no sólo relatar la 

valoración individual del concreto trabajador notificado, sino también la de sus restantes 

compañeros con los que precisamente habría de realizarse el juicio de comparación, lo que en la 

mayor parte de los supuestos daría lugar a que la carta de despido tuviese -cuando menos 

tratándose de un PDC- una dimensión ajena a toda consideración razonable. Y 

c).- En último término, porque el derecho de defensa que corresponde al hipotético trabajador 

demandante, queda en todo caso garantizado con la posibilidad que el mismo tiene de reclamar 

a la empresa los datos que considere necesarios para presentar la correspondiente demanda [si 

                                                
23 .- SSTS UD 10.02.2016 –Recs. 3593/2014 y 624/2015-, entre otras 



duda de la legalidad de los criterios y/o de su correcta aplicación], acudiendo -a tales efectos- a 

los actos preparatorios y diligencias preliminares que regula la normativa procesal [ arts. 76 y 77 LRJS 

; y art. 256 LECiv ], así como a la solicitud de oportuna aportación documental por parte de la 

empresa, para de esta forma acceder a todos los datos que le permitan comparar su concreta 

situación con la de sus compañeros no despedidos y -en su caso- poder combatir la concreta 

aplicación de los criterios de selección llevado a cabo por la demandada” 

 

Y resumiendo dichos argumentos se indica: 

“Los dos planos -laboral/procesal- de la necesaria justificación del despido.- En síntesis, nuestra 

posición en torno a la justificación del despido individual producido en el marco de un PDC es la 

que sigue: 

a).- La comunicación individual al trabajador afectado tiene por obligada indicación - 

exclusivamente- la expresión de la concreta «causa motivadora» del despido [económica, técnica 

o productiva], en términos compatibles con el derecho de defensa del interesado a los que más 

arriba nos hemos referido [precedente apartado «1.a)» de este mismo FJ], proporcionando -como 

indicamos- detalles que permitan al trabajador tener un conocimiento claro e inequívoco de los 

hechos generadores de su despido; y ello -además- en el marco de una posible contextualización 

de las previas negociaciones colectivas, que puedan proporcionar el acceso a elementos fácticos 

que complementen los términos de la comunicación escrita [vid. apartado 1.b) de este mismo FJ]. Y 

b).- Los criterios de selección y su concreta aplicación al trabajador individualmente considerado, 

solamente han de pasar al primer plano de documentación para el supuesto de que se cuestionen 

en oportuna demanda -por los afectados- los propios criterios de selección y/o su específica 

aplicación a los singulares trabajadores; demanda que bien pudiera ser preparada o precedida de 

aquellas medidas -diligencias preliminares; actos preparatorios; solicitud de aportación de 

documental- que autoriza la Ley y que permiten al trabajador la adecuada defensa de sus 

derechos e interese legítimos [nos remitimos a los ya citados arts. 76 y 77 LRJS ; y art. 256 LECiv ]”24. 

Finalmente, cabe preguntarse si la carta debe contener los elementos necesarios para el posible juicio de 

comparación respeto a terceros. A diferencia del privilegio de prioridad de permanencia no se puede 

invocar aquí un mejor derecho ante aquellos, sino estrictamente una inclusión indebida, por el que el 

hecho de conocer los criterios valorativos otros trabajadores no tiene efecto directa en la defensa de los 

intereses de la persona afectada que reclama judicialmente. Y si bien es cierto que en determinados casos 

(por ejemplo, si se denuncia la selección con vulneración de derechos fundamentales o discriminación) el 

conocimiento de estos datos puede resultar significativo, nuestra ordenación procesal contempla las 

correspondientes instituciones garantistas (de nuevo, la práctica de prueba anticipada del artículo 78 LRJS, 

y los actos preparatorios o diligencias previas de los artículos 76 y 77 LRJS y 256 LEC) 25. 

Es éste un aspecto –de indudable importancia- aún no abordado por la doctrina casacional26. 

  

 

3 Aspectos procesales: vías de impugnación 

 

Aclarados los anteriores conceptos podemos dar ya una respuesta a los límites aplicables a la acción 

colectiva y a la individual. 

Así, volviendo al panorama que parece dibujarse en el art. 124 LRJS cabrá observar que aunque 

ciertamente la acción colectiva se limita al proyecto de despido y la individual lo hace a la comunicación 

                                                
24 .- En el mismo sentido, SSTS UD 08.03.2016 –Rec. 3788/2014-, 16.03.2016 –Rec. 228/2016-, 15.04.2016 –Rec. 3223/2014-, 27.04.2016 –Rec. 

3410/2014-, 20.05.2016 –Rec. 3221/2014-, 21.06.2016 –Rec. 138/2015-, 05.07.2016 –Rec. 603/2014-, 14.07.2016 –Rec. 374/2015-, 05.10.2016 

–Recs. 3963/2014, 1168/2015 y 1951/2015-, 14.10.2016 –Rec. 847/2016-, 21.12.2016 –(2) Recs. 3508/2015 y 3181/2015-, etc. 

25 .- En el mismo sentido, STSJ Asturias 10.01.2014 –rec. 2259/2013-: “Este criterio es perfectamente conjugable con el derecho a la 

tutela judicial efectiva que ampara al trabajador afectado y el propio derecho a no sufrir indefensión, teniendo en cuenta que no 

existe obstáculo para que el propio demandante pueda solicitar los criterios de selección que haya utilizado la empresa, o el 

resultado de las encuestas de valoración de personal, sean como diligencias preliminares al juicio o como prueba documental que la 

empresa deba aportar con anterioridad, o en el mismo acto del juicio según sea su interés jurídico. De esta manera el propio 

demandante tiene la posibilidad de desvirtuar en lo que a él se refiere los criterios de selección que ha utilizado la empleadora, 

realizar un juicio de contraste o comparación con otros trabajadores no afectados por la decisión extintiva y fi scalizar que la decisión 

de la empresa no implique en la selección de los trabajadores afectados un trato discriminatorio o vulnerador de cualquier derecho 

fundamental, una actuación arbitraria o implique fraude de ley o un abuso de derecho, que constituyen en todo caso límites al 

ejercicio de la facultad de elección de la empresa”. 

26 .- No me constan, en el momento de redactar esta líneas, sentencias del TS a este respecto, al menos cuándo actúa como 

segunda instancia. Y cuando lo hace por la vía del RCUD hallaremos sentencias que inadmiten el recurso por falta de contradicción 

(así, por ejemplo, las SSTS UD 25.06.2015 –Rec.1788/2014 -, etc. 
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extintiva individualizada, la frontera entre ambas no es lineal y terminante, en tanto que en función de las 

previas reflexiones cabe establecer una serie de matizaciones significativas en materia de tutela 

antidiscriminatoria y de derechos fundamentales. 

 

3.1 Límites de la acción colectiva 

 

a) Los distintos escenarios de alegación de discriminación; en especial: los criterios de determinación 

de afectados. 

 

Todos los aspectos vinculados con el juicio de constitucionalidad que se sitúen en la tramitación del 

proceso de tramitación del despido colectivo pueden ser, en principio, abordados por la modalidad 

procesal del art. 124 LRJS en su modalidad colectiva. Podrán, por tanto, analizarse cuestiones vinculadas a 

la motivación finalista del despido si la misma se considera por la parte actora como discriminatoria o 

contraria a derechos fundamentales o libertades públicas (así: el proyecto de despido reactivo ante una 

huelga, como se verá en el posterior apartado 4) o las infracciones que al respecto se produzcan durante 

su tramitación (verbigracia: marginación de un sindicato de la comisión representativa de los 

trabajadores).  

Sin embargo, en la práctica el mayor debate al respecto se ha producido en relación a los criterios de 

selección que se fijen a la finalización de las negociaciones, bien en relación a la decisión final del 

empleador, bien –por lo que hace a la posibilidad de impugnación de sindicatos minoritarios- en el 

acuerdo. De esta forma, si dichos criterios de adscripción se consideran contrarios a principios 

constitucionales  los órganos de defensa del interés colectivo legalmente legitimados podrán interponer la 

correspondiente acción colectiva. Así, por ejemplo, al determinarse como parámetro la productividad, sin 

específica valoración del ejercicio de derechos de conciliación de la vida laboral o familiar o embarazo o 

discapacidad,  o la fijación de un criterio que conlleve un mayor castigo a una sección en la que existen 

muchos afiliados a un sindicato, o la posibilidad que concurra discriminación por razón de sexo en función 

del tipo de funciones señaladas27. En este caso, podría plantearse una acción colectiva por los 

representantes de los trabajadores en el sentido expuesto28.  

Ahora bien, esa regla general debe ser matizada en función de las circunstancias concurrentes. 

El primer lugar: dicha legitimación para instar la acción colectiva se refiere estrictamente a los criterios de 

selección, no a la posterior designa por el empleador. Esta selección empresarial, respecto a los criterios de 

selección fijados, se sitúa ya en la propia esfera del despido y no en su tramitación previa, por lo que, en 

principio, si en el ejercicio de esa autonomía individual concurre discriminación (así, por ejemplo: aunque 

los criterios generales son neutros, en la práctica se acaba afectando mayoritariamente a afiliados a un 

sindicato concreto) el juicio de constitucionalidad aplicable debe efectuarse en las demandas 

individuales. 

Es más: la posible existencia de discriminación en la esfera individual no conlleva un efecto arrastre en 

relación al despido colectivo, no transcendiendo, por tanto, el marco individual al colectivo. Se afirma en 

ese sentido en la STS 25.06.2014 –Rec. 198/2013- (criterio también corroborado por la STS 24.02.2015, Rec. 

165/2014 y otras29): “la valoración y enjuiciamiento sobre los criterios de selección de los trabajadores 

afectados por la decisión extintiva empresarial, que, obviamente, es una decisión con efectos directa y 

primordialmente colectivos, como lo evidencia la propia naturaleza del proceso judicial que puede 

                                                
27 .- Véase la STS 20.11.2015 –Rec. 104/2015-, en la que se discute entre otros aspectos  la posible discriminación por razón de sexo en 

relación a un despido colectivo derivado de la externalización de un determinado servicio en el que prestan mayoritariamente 

servicios mujeres. 

28 .- Vid. STSJ Comunidad Valenciana 12.03.2013 –núm. actuaciones 5/2013-. También la SAN 12.06.2014 –núm. actuaciones 79/2014-: 

“Otra cosa es que, aunque no se hayan discutido los criterios de selección durante el periodo de consultas (aunque sí incluido en la 

comunicación inicial en los mismos términos que finalmente se aplicaron), la empresa los haya establecido en la decisión final de 

despido colectivo y el demandante quiera impugnar los mismos. Debe diferenciarse, a efectos procesales, entre la fijación de los 

criterios de selección en la decisión de despido colectivo, contenido obligatorio de la misma, y la aplicación de dichos criterios al 

seleccionar a los concretos trabajadores despedidos. Como hemos dicho anteriormente la aplicación de los criterios de selecci ón o 

de las preferencias legales o convencionales no es materia del procedimiento de impugnación de despido colectivo, sino de los 

litigios impugnatorios de los despidos individuales. Pero sí es materia de este procedimiento de despido colectivo la impugnación de 

los criterios de selección de los trabajadores despedidos fijados en la decisión de despido colectivo. No obstante hemos de reiterar lo 

dicho más arriba respecto de los efectos de la anulación de tales criterios sobre el conjunto del despido colectivo, puesto que la 

consecuencia pudiera ser, según las circunstancias, únicamente la de la anulación de determinados criterios ilícitos y no 

necesariamente en todo caso la nulidad del despido, si sobreviviese un cuerpo de criterios selectivos suficientes para permit ir la 

aplicación del despido colectivo”. 

29 .- En sentido similar, SSTS 25.03.2015 –Rec. 295/2014-, STS 20.05.2015 –Rec. 290/2014-: 20.10.2015 –Rec. 181/2014-, etc. 



revisarla, no puede referirse al análisis concreto y minucioso de cada una de las situaciones particulares de 

los trabajadores individualmente afectados, posiblemente incluso aunque en alguna de ellas ... pudiera 

apreciarse algún indicio de discriminación o de un trato desigual prohibido por el ordenamiento, a salvo, 

claro está, si esos indicios pudieran llegar a implicar una lesión con proyección general sobre un derecho 

fundamental o el trato desigual real afectara a todo un grupo indiscriminado de trabajadores”- 

Como puede fácilmente colegirse se trata de una lógica muy similar a la aplicable a la diferenciación 

entre demandas individuales/plurales del proceso ordinario y los conflictos colectivos, como también se ha 

remarcado por algún pronunciamiento casacional (STS 25.06.2014 -Rec. 198/2013)30. Incluso en este caso 

puede establecerse una cierta frontera temporal entre ambas modalidades: se articulan por la vía 

colectiva todas las actuaciones empresariales sobre criterios de adscripción anteriores al fin del período de 

consultas, mientras que las posteriores a dicho momento de concreción de los criterios de adscripción 

deben ser canalizadas por la demanda individual, como se desprende también del mentado 

pronunciamiento31. Pese a ello, esa solución posiblemente la única posible en el actual marco normativo- 

no deja de comportar problemas aplicativos, como indica el voto particular que se contiene en dicha 

sentencia, al referir el sinsentido de posibles demandas individuales en masa en las que, además, deberían 

ser demandados trabajadores no afectados. 

La segunda de las enunciadas reflexiones adicionales sobre los criterios de adscripción se sitúa en aquellos 

casos en los que existe un listado de afectados al fin del período de consultas. En ese escenario, nada 

infrecuente en la práctica, ocurre que al fin de la tramitación interna del despido colectivo los sujetos con 

legitimación para instar una acción colectiva por la vía del art. 124 LRJS son ya plenamente sabedores de 

quién se va, no debiéndose esperar a la elección posterior del empleador. En ese supuesto parece 

evidente que no concurren las excepciones de falta de acción y de legitimación activa, así como de 

incompetencia funcional del tribunal correspondiente, para el conocimiento de las acciones colectivas, 

como se ha indicado por la doctrina judicial, incluso en aquellos casos en los que el listado ha sido 

consensuado con la comisión representativa de los trabajadores32- 

Sin embargo, cabría preguntarse si cabe otra posibilidad: la impugnación colectiva cuando la empresa en 

la práctica concreta extintiva individualizada –obviamente, si no hay listado pactado- omite en forma 

generalizada los criterios que previamente ha señalado o, especialmente, se han pactado en el acuerdo, 

o se modifican los mismos; o, desde la perspectiva del juicio de constitucionalidad, cuando la concreción 

de dichos criterios con posterioridad comporta en la práctica una vulneración del derecho a la igualdad y 

no discriminación o vulneración de derechos fundamentales (así, por ejemplo, aunque los criterios de 

adscripción sean neutros los despedidos son mayoritariamente mujeres o afiliados a un concreto sindicato). 

Desde mi punto de vista es ésa una posibilidad hartamente discutible. En efecto, en dicho caso no se está 

impugnando tanto el proceso de negociación del despido colectivo –que es, en definitiva, la finalidad de 

la acción colectiva del artículo 124 LRJS-, sino sus consecuencias posteriores. Y, como tal, al margen de las 

                                                
30 .- Se afirma en la citada STS 25.06.2014 (Rec. 198/2013)  

“Es doctrina de la Sala, que por reiterada y uniforme nos excusa de cita concreta, que no es materia propia del conflicto colectivo, y 

la demanda de despido colectivo participa de la misma condición o naturaleza, la exigencia de un examen pormenorizado e 

individualizado de la situación de cada uno de los afectados integrantes del grupo genérico de trabajadores, pues esa discusión sería 

ya de las sustanciables en el proceso de despido individual ex  art. 124.13 de la LRJS . 

La valoración y enjuiciamiento de los criterios de selección, pues, ha de ponerse en relación con la naturaleza colectiva de la 

decisión y, sobre todo, con esa misma naturaleza que posee el presente proceso, que, sin perjuicio de la posible ejecutividad de la 

resolución que le ponga fin, en la forma prevista por el art. 247.2 de la LRJS cuando la decisión empresarial haya sido declarada nula, 

como la sentencia que se dicte ( art. 124.3 LRJS ), también tiene una naturaleza eminentemente declarativa. 

Entenderlo de otro modo y permitir el análisis de cada concreta situación individual transformaría el proceso colectivo en uno plural , 

vaciando por completo de contenido uno de los principales -si no el principal- objetivos que persigue esta institución jurídica, cual es 

la de posibilitar la viabilidad de la continuidad de la actividad empresarial y la pervivencia del resto de puestos de trabajo de la 

empresa, y ampliaría, en contra de la Ley ( art. 124 LRJS ), los limitados objetivos (numerus clausus) de este procedimiento” 

31 .- “El art. 51.4 ET constituye un claro indicio para pensar que el ámbito colectivo del despido, y las garantías y requisitos que el mismo 

ha de tener, extiende su eficacia temporal hasta que, en su caso, se alcance un acuerdo con los representantes de los trabajadores 

o, en último extremo, hasta que el empresario comunique a éstos la decisión extintiva. 

A partir de ahí, si, como dice la Ley, "el empresario podrá notificar los despidos individualmente a los trabajadores", "lo que deberá 

realizar conforme a lo establecido en el artículo 53.1 de esta Ley " [ art. 51.4 ET ] y ese precepto exige la "comunicación escrita al 

trabajador expresando la causa" [53.1.a)], disponiendo después que "contra la decisión extintiva podrá recurrir como si se tratare de 

despido disciplinario" [53.3], también parece claro que deberá ser en ese proceso individual donde se plantee y analice con precisión 

el cumplimiento o incumplimiento de los "criterios tenidos en cuenta para la designación de los trabajadores afectados" [ art. 51.2.e) 

del ET ] que, precisamente por la dimensión colectiva de todo el procedimiento, no pudieron tenerse en cuenta con el rigor y el 

detalle necesarios durante el período de consultas ni, consecuentemente, en la propia decisión final del empleador que acordó el 

despido colectivo” 

32 .- Véase, al respecto, la STS 28.01.2014 (Rec. 16/2013) valorando una supuesto de acuerdo con listado de trabajadores con 

afectación mayoritaria de afiliados a un sindicato, que había convocado una huelga en la que aquéllos habían participado. 
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antedichas impugnaciones individuales, cabría un específico conflicto colectivo ordinario o, en su caso, 

una demanda de tutela de derechos fundamentales.  

Esa opinión personal no parece, sin embargo, ser compartida por algunas de las sentencias hasta ahora 

recaídas en la materia. Así, se ha declarado en la SAN 16.01.2014 –núm. actuaciones 391/2013- la 

inadecuación de procedimiento en relación a una demanda de conflicto colectivo –por tanto, no 

articulada por la vía del art. 124 LRJS- en la que se denunciaba la indefinición de los criterios de adscripción 

de los trabajadores; un criterio validado posteriormente por la STS 08.07.2015 –Rec. 223/2014-. Y, asimismo, 

parece diferirse de otras sentencias en forma implícita la posibilidad de instar también en este caso una 

demanda colectiva, en el caso de una modificación empresarial de los criterios de adscripción 

determinados al fin del período de consultas, en tanto que algunos trabajadores ya despedidos podrían 

haberse beneficiado de esa mutación de los parámetros aplicables33 (lo que, desde mi punto de vista, 

siendo del todo cierto, no parece transcender del ámbito individual). Pese a ello hallaremos alguna 

sentencia del TS en la que, con carácter obiter dictum, se hace mención a la posibilidad de instar una 

demanda de conflicto colectivo34. 

 

  

b) Prioridades de permanencia y acción colectiva 

  

Por otra parte, respecto a la aplicación de los criterios de prioridad de permanencia cabe hacer una 

reflexión similar a la efectuada en relación a los criterios de selección. Así, en principio, conforme al art. 

124.2 LRJS es ajeno a la acción colectiva el debate sobre “las pretensiones relativas a la inaplicación de las 

reglas de prioridad de permanencia previstas legal o convencionalmente o establecidas en el acuerdo 

adoptado en el período de consultas”, que deben articularse “a través del procedimiento individual al que 

se refiere el apartado 11 [por 13] del presente artículo”. Ello ha dado lugar a variados pronunciamientos 

descartando que dicha cuestión pueda ser discutida a través de la acción colectiva35. 

Ese marco ha dado lugar también a unos ciertos interrogantes en el caso de que exista afectación a la 

representación legal o sindical de los trabajadores. Aunque obviamente es ésa una cuestión que tiene una 

esfera individual (la condición de trabajador de dichos representantes), también la tiene colectiva (la 

propia representación). La doctrina judicial36 ha sido unánime considerando que también estos supuestos 

deben articularse a través de la acción individual y no, la colectiva. Un criterio refrendado asimismo por el 

TS, entre otras37, en la STS 23.09.2014 (Rec. 231/2013): 

“Se plantea una compleja cuestión cual es la de cohonestar el contenido principal del articulo 

124.2 d) LRJS -la decisión extintiva se ha efectuado vulnerando derechos fundamentales y 

libertades públicas- con lo dispuesto en dicho precepto y apartado, en su último inciso -en ningún 

caso podrán ser objeto de este proceso las pretensiones relativas a la inaplicación de las reglas de 

prioridad de permanencia-. Entendemos que ha de darse prioridad a lo dispuesto en esta última 

norma por las siguientes razones: 

Primero: Los categóricos términos en que viene redactada la limitación del objeto del proceso de 

despido colectivo en el último inciso del apartado 2: "En ningún caso" cabe examinar "las 

pretensiones" referidas a la prioridad de permanencia. 

Segundo: Dicho inciso aparece a continuación de la letra d) del apartado 2, donde se establece 

como uno de los posibles fundamentos de la demanda del despido colectivo que "la decisión 

                                                
33 .- STSJ Comunidad Valenciana 04.11.2013 –núm. de actuaciones 17/2012-. 

34 .- Así la STS 20.05.2015 –Rec. 290/2014-, en la que se afirma: “Por tanto, es la decisión extintiva vulneradora de derechos 

fundamentales la que es objeto de este procedimiento, y no la ejecución de la decisión cuando el empresario la notifique 

individualmente a los trabajadores afectados, ejecución que cuando se considere infractora de derechos fundamentales podrá 

impugnarse también, pero por el procedimiento de despido individual, como prevé el apartado 13 del art. 124 LRJS , aunque a juicio 

del Fiscal nada impediría que si esa ejecución transgresora de la decisión afectara a una generalidad de los trabajadores afectados 

(por ejemplo, si fueran despedidos precisamente por su pertenencia a un sindicato) pudieran acudir al procedimiento de conflicto 

colectivo, ya que el art. 153 LRJS solo impide este procedimiento cuando se trate de impugnar la decisión empresarial de desp ido 

colectivo, que lógicamente deberán tramitarse por el procedimiento previsto en el art. 124 LRJS”. 
35 .- SSTS 21.05.2014 (Rec. 182/2013), 23.09.2014 (Rec. 231/2013), 24.02.2015 (Rec. 165/2014), 24.02.2015 (Rec. 165/2014), etc. 

36 .- SSAN 21.11.2012 –núm. actuaciones 167/2012-, 10.06.2013 –núm. actuaciones 112/2013-, SSTSJ Castilla y León –Burgos- 29.11.2012 –

núm. actuaciones 3/2012-,–Valladolid- 27.05.2013 –núm. actuaciones 8/2013-, Galicia 19.07.2012 –núm. actuaciones 8/2012-, etc. 

Véanse, asimismo, las ya citadas, 23.09.2014 (Rec. 231/2013), etc 

37 .- Véase, además de la que se cita a continuación, las SSTS 21.05.2014 (Rec. 182/2013),  24.02.2015 (Rec. 165/2014), 25.03.2015 (Rec. 

245/2014), 16.06.2015 –Rec. 273/2014-, 23.09.2015 (Rec. 64/2015), etc. 



extintiva se ha efectuado vulnerando derechos fundamentales y libertades públicas". Tal 

proximidad física se muestra reveladora de la voluntad del legislador, que si bien ha previsto un 

determinado fundamento de la demanda en la letra c) del apartado 2, inmediatamente establece 

una limitación, al negar la posibilidad de acudir a la impugnación del despido colectivo cuando se 

alegue prioridad de permanencia. 

Tercero: Las letras a) a d) del apartado 2 establecen con carácter general los distintos motivos en 

los que puede fundamentarse la demanda de despido colectivo, fijando en el último inciso una 

limitación, en principio común a todos los motivos, pero que encuentra habitualmente su reflejo en 

el motivo regulado en la letra d), ya que resulta más compatible con la vulneración de derechos 

fundamentales el no respetar la prioridad de permanencia que con algún otro de los motivos, 

como puede ser que no concurre la causa o que no se ha realizado el periodo de consultas o 

entregado la documentación prevista en el artículo 51.2 ET . 

Cuarto: La arquitectura del procedimiento de despido colectivo padecería si se permitiera la 

presencia de todos los intereses (legítimos) individuales de los que son portadores sujetos diversos de 

los que pueden intervenir en la modalidad procesal diseñada por el artículo 124 LRJS . No se trata 

necesariamente de que intervengan individualmente esas personas, sino de que sus situaciones e 

intereses sean "objeto de este proceso"”38. 

Por tanto, cabe afirmar inicialmente que la acción colectiva se limita a aquellos supuestos en los que se 

pretenda el mentado carácter ilícito o discriminatorio de los criterios de adscripción, siendo ajena a la 

misma la demanda respecto a la aplicación de las reglas de permanencia, que en todo caso deberá 

formularse por la vía individual (por ejemplo: la inclusión de representantes de los trabajadores o de 

mujeres embarazadas)  

Ahora bien, si dichos privilegios de mantenimiento contractual han sido fijados en acuerdo final, será 

posible instar una acción colectiva en relación al contenido de los mismos, no en cuanto a su concreción 

individual. Y lo mismo ocurrirá si, en aplicación de las prioridades de permanencia fijadas, se ha aportado 

en el proyecto final de despido un listado cerrado de afectados en aplicación de las mismas. Sin embargo, 

si dicho listado no existe, o no se han establecido criterios de permanencia o éstos no adolecen en 

principio de elementos de inconstitucionalidad, sólo será posible la acción individual como se desprende 

claramente del art. 124.2 LRJS y ha sido reiteradamente señalado por la doctrina judicial. 

  

 

3.2  Límites de la acción individual 

 

a) La posibilidad de que en la acción individual se analicen aspectos vinculados con el “proyecto de 

despido” 

 

En principio, como se ha indicado, el objeto de la acción individual, remitida legalmente a la modalidad 

procesal de despido objetivo, se centra en el propio acto extintivo, no en la tramitación previa; en 

consecuencia, el cumplimiento por el empleador de los requisitos legalmente exigidos o los derivados del 

acuerdo o de su decisión final tras el período de consulta. Pero antes de un análisis de los diferentes 

escenarios posibles concurrentes cabe hacer una reflexión específica en relación a los límites de la acción 

individual. Y, más en concreto, cabe preguntarse si la tramitación del despido colectivo (esto es, el 

“proyecto de despido”) puede o no abordarse en estos procesos o, por el contrario, es ése un aspecto 

interno previo ajeno a la propia extinción individual. No es ésa una cuestión baladí, en tanto que 

actualmente existe una cierta polémica en la doctrina de suplicación –aun no abordada por la unificada- 

en relación a si los trabajadores afectados tienen acción para discutir si el período de consultas se ha 

adecuado o no al marco legal.  

Se ha mantenido así por algún tribunal que esas pretensiones no son posibles por falta de acción. Se afirma 

en ese sentido en la SSTSJ Madrid 09.10.2013 –rec. 1803/2013, a la que han seguido otras muchas de la 

misma Sala y Tribunal, así como de otros tribunales39- “Resulta así que, pese a que el trabajador individual 

no tiene legitimación para negociar directamente un procedimiento colectivo, sí tiene legitimación para 

impugnar cada uno de sus trámites como una especie de sindicato censor, pues el artículo 51.2 tiene ese 

contenido: establecer los distintos trámites del procedimiento del ERE. Dado el resultado catastrófico para 

la seguridad jurídica que puede suponer convertir a cada trabajador afectado por el ERE en un sindicato, 

ejerciendo una representación de interés (propio) que comprende el examen del comportamiento de los 

representantes laborales en la tramitación del ERE, habrá que intentar en principio otra interpretación y 

                                                
38 .- En el mismo sentido STS 24.02.2015 –Rec. 165/2014-. 

39 .- Véase en este sentido las SSTSJ Comunidad Valenciana 15.07.2014 –Rec. 1614/2014-, Madrid 09.10.2013 –Rec. 1803/2013-, 

24.02.2014 –Rec. 1384/2012-, 04.11.2014 –Rec. 327/2014-, etc.  
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entender que lo que establece el precepto no es que se pueda revisar en fase individual la tramitación del 

ERE -lo que por lógica procesal exigiría demandar también a los representantes laborales que lo 

negociaron-, sino que lo que se puede alegar es precisamente la falta del procedimiento legal. El 

precepto dice «cuando se incumpla lo previsto en el art. 51.2» y podemos entender que no se refiere a las 

particularidades -cada uno de los trámites- sino a su sentido general -falta de procedimiento-, que así 

entendido no supone una verdadera novedad al ser precisamente la causa que constaba en la anterior 

redacción del precepto y ser tradicional la nulidad del despido objetivo cuando por su afectación exige la 

incoación del procedimiento colectivo que no se ha seguido”40.  

Es cierto que esa lógica puede postularse en relación a las modalidades procesales típicas (conflicto 

colectivo o impugnación de convenios), Y también lo es que haya un cierto cobijo en la remisión de la 

regla segunda de la letra b) del apartado 13 del art. 124 LRJS a “las cuestiones de carácter individual”. Sin 

embargo, es una conclusión que personalmente no comparto (al menos, en los términos absolutos en que 

se plantea) por varias razones. En primer lugar, porque excluir del ámbito individual en enjuiciamiento de 

los aspectos procedimentales del período de consultas conlleva una evidente indefensión para los 

trabajadores afectados, en tanto que se ven directamente concernidos por el resultado de una 

negociación en la que no han podido ser parte, sin posibilidad de discutir dicho proceso convencional. 

También concurren razones de índole meramente procesal, en tanto que el artículo 124.13 LRJS diferencia 

claramente dos niveles en las demandas individuales: de un lado, cuando ha existido acción colectiva –

con efecto de cosa juzgada negativa respecto al ámbito individual-, de otro, cuando no ha existido esa 

reclamación, regulándose en forma específica una serie de supuestos de nulidad como la entrega de 

documentación, claramente inserto en la esfera colectiva. Ningún sentido tendría que, exista o no 

acuerdo, la posibilidad de discutir los pormenores del período de consulta se derivada de la concurrencia 

de demanda colectiva. Asimismo, en el caso de la acción individual en ningún momento se declarará nulo 

el despido colectivo como tal –en relación al período de consultas-, sino la notificación extintiva a la 

persona individualmente afectada. Por último, no está de más recordar que tampoco resultan 

descartables prácticas de fraude de ley en relación a la representación de los propios afectados, 

especialmente en supuestos de “amarillismo” o de elección de representantes “ad hoc” fuertemente 

influenciables por el empleador41, en forma tal que la denuncia de dichas situaciones, si se niega la acción 

a nivel individual, sólo podría ser ejercida por la Administración laboral por el procedimiento de oficio o, en 

                                                
40 .- Para proseguir:  

“Ahora bien, aunque sigamos una interpretación expansiva y consideremos que el trabajador puede hacer valer la infracción de 

cualquier contenido del extenso art. 51.2, al margen de lo que hayan hecho los negociadores del acuerdo, aun podemos evitar los 

efectos colaterales caóticos acudiendo a la terminología civilista, que distingue, precisamente a efectos de impugnación procesal, 

distintos casos de nulidad, y ello a que en nuestro ordenamiento jurídico la dogmática surgida de la teorización interpretativa de los 

arts. 6 y 1.261 a 1.277 del Código Civil, no ha sido capaz de formular una teoría lógicamente satisfactiva, de la ineficacia en la 

formación del negocio jurídico. 

La contraposición entre nulidad y anulabilidad no puede hacerse sin atender a la dinámica de la formación del negocio tanto 

porque la anulabilidad exitosa provoca la anulación del negocio y por lo tanto y en principio el mismo efecto que la nulidad,  cuanto 

porque la apreciación de la nulidad no es igual si trata de la aplicación de normas jurídicas diseñadoras de la formación del negocio 

o de aquellas otras relativas al contenido del mismo. 

La contraposición entre nulidad y anulabilidad es en principio la del contraste de dos modelos de acciones impugnadoras, el modelo 

que podemos reputar conjuntivo y el modelo disyuntivo. La estructura conjuntiva de la acción de nulidad responde a una lógica 

unilateral, de un solo camino indefectible. En este modelo hablar de posibilidad de subsanación por ejemplo carece de sentido. 

La estructura disyuntiva se caracteriza en cambio por la posibilidad de opción, por la existencia de una alternativa, de tal modo que 

la subsanación es un camino alternativo a la anulación. Además el propio tiempo es un instrumento de subsanación ya que el mero 

transcurso del plazo de reclamación, sin activarla, supone una forma de superar el obstáculo constitutivo. 

Pero esta contraposición terminológica ha de matizarse necesariamente con la introducción de un elemento dinámico en cuanto, el 

vicio de nulidad en la formación del negocio, no aparece exteriorizado como lo hace el vicio resultante del contenido normati vo del 

mismo. El vicio formativo, aun siendo radical, es de naturaleza interna y por lo tanto su apreciación exige la denuncia previ a del 

mismo, a fin de eliminar la apariencia de normalidad jurídica que lo encubre. En estos supuestos la nulidad hay que alinearla, con la 

anulabilidad en el modelo disyuntivo, en contraste con la nulidad externa que resulta de contrastar un contenido contractual con la 

propia ley conforme al art. 6.3 del Código Civil , que puede apreciar de oficio el juez, sin necesidad de denuncia, bien para anular o 

para inaplicar, en función de que se trate de la valoración de la norma o de su aplicación particularizada. 

Así las cosas es manifiesto que nulidades referidas a faltas de notificación o de aportación de documentación entre los nego ciadores 

son subsanables por estos, y no tiene sentido que si la negociación culmina en acuerdo se entienda que éste es nulo por una causa 

formal, expresión de una garantía jurídica, que los cubiertos por la misma han convalidado con la manifestación concluyente que 

evidencia el acuerdo. 

En caso pues de acuerdo sólo las causas de nulidad externas, o sea, que se relacionan con el contenido del acuerdo, con el trámite 

final -fraude, abuso de derecho, infracción de derechos fundamentales, etc.-, pueden hacerse valer por ser indisponibles por los 

negociadores -son causas de nulidad y no de anulabilidad-.”. 

41 .- Vid. al respecto SSTSJ Andalucía –Málaga- 20.03.2014 –Rec. 207/2014- y 27.03.2014 –Rec. 210/2014-. 



su caso, por un sindicato con implantación en la empresa –lo que resulta ciertamente complejo en esos 

supuestos-. Es por ello que en otros pronunciamientos judiciales se ha llegado a una conclusión distinta42. 

Es todo caso, ese debate se ha producido también en el ámbito comunitario. Ello es de ver en la Sentencia 

TJUE de 16 de julio de 2009 –asunto C-12/08, Odemis-. En ella se analiza si se adecua a la Directiva 

98/69/CEE una legislación nacional –en este caso, la belga- que limita la impugnación individual del 

despido colectivo si los órganos colectivos que han participado en el período de consultas no han 

formulado objeciones a lo largo del mismo respecto a la documentación aportada por el empleador. En 

esa tesitura el TJUE considera que dicha legislación no se opone al derecho comunitario, afirmándose en 

primer lugar que “el derecho de información y de consulta previsto en la Directiva 98/59 (…) está 

concebido en beneficio de los trabajadores como colectivo y tiene pues una naturaleza colectiva”; para 

proseguir: “sin perjuicio de las vías de recurso de Derecho interno previstas para garantizar la protección de 

los derechos individuales de los trabajadores en caso de despido improcedente, no cabe sostener 

válidamente que la protección de los trabajadores quede restringida o que la Directiva 98/59 se vea 

privada de eficacia por el hecho de que, en el marco de los procedimientos a través de los cuales los 

trabajadores que actúan a título individual pueden exigir el control del cumplimiento de las obligaciones 

de información y de consulta establecidas en dicha Directiva, las imputaciones que estos trabajadores 

pueden formular estén limitadas o su derecho a ejercer una acción esté supeditado a la notificación 

previa de objeciones por los representantes de los trabajadores”. Asimismo se descarta que esa limitación 

de la acción individual sea contraria al derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el artículo 6.1 

del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, 

firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950. 

Cabe, con todo, una posibilidad intermedia, plenamente razonable: que aquello que no pueda discutirse 

en la acción individual sean los aspectos de procedimiento consustanciales a la función de representación 

de los organismos conformadores del banco social, precisamente por estar actuando el organismo 

colectivo como “representante”. Si bien se mira la cuestión ahora analizada guarda evidentes similitudes 

con las reglas de legitimación para la impugnación de convenios colectivos de los artículos 163 a 166 LRJS. 

Aunque las personas afectadas por dichas normas colectivas no tienen legitimación para actuar a través 

de esa modalidad procesal, ello no impide que puedan acudir a la demanda ordinaria de reconocimiento 

de derecho -y/o cantidad- para que, sin carácter colectivo pero sí en su específico ámbito, una concreta 

cláusula o contenido discutido no se les aplique y sin que, en principio, esto determine su nulidad (por 

todas STC 81/1990 de 4 mayo). Así se ha recogido en la nueva LRJS en su artículo 163.4 (previéndose 

además la comunicación de oficio del juez al Ministerio Fiscal, de dudosa aplicación a los despidos 

colectivos) Ahora bien, esa acción individual puede referirse –precisamente porque no es colectiva- 

únicamente al ámbito de la afectación de los derechos y obligaciones del demandante, sin que concurra 

acción en aquellas cuestiones que se inserten en la esfera estrictamente colectiva. “Mutatis mutandis” es 

ésa una lógica plenamente trasladable a los supuestos de despido colectivo. El asalariado afectado por el 

mismo podrá discutir no sólo el cumplimiento por el empleador de los requisitos conformadores de su 

propia extinción tanto formales –cumplimiento de los requisitos del art. 53.1 TRLET y criterios de afectación 

respecto a las reglas de prioridad de permanencia- sino también sustantivos; esto es: concurrencia de 

causa, funcionalidad y antijuridicidad –en especial, cuando se alegue fraude de ley en el caso de 

acuerdo o representación-. Y, asimismo, si ha existido pacto podrá cuestionar –en su estricta esfera 

individual- la legalidad del mismo43. Pero difícilmente tendrá acción para impugnar aspectos que, por su 

propia conformación, se insertan estrictamente en el ámbito de la autonomía colectiva (verbigracia: 

composición de la comisión de representantes, legitimaciones para la firma del acuerdo, etc.) Así, la no 

aportación de documentos es un vicio que puede denunciar el trabajador –como expresamente 

reconoce el artículo 124.13. a) 3ª-, pero no la insuficiencia de los mismos, si sus representantes nada 

objetaron al respecto en el período de consultas, como se ha señalado por algún pronunciamiento44 (aun 

no siendo un criterio pacífico45); también tiene acción para denunciar el incumplimiento real del requisito 

de celebración efectiva del período de consultas –tanto en su esfera formal como substantiva- pero no la 

                                                
42 .- Véase, por ejemplo, las SSTSJ Cataluña 11.11.2013 –Rec. 3839/2013-, 26.11.2013 –Rec. 2894/2013-, 22.09.2014 –Rec. 33/2014, con 

voto particular-, País Vasco 18.12.2012 –Rec. 2800/2012-. 

43 .- STSJ Galicia 27.03.2014 –Rec. 4328/2013-. 

44 .- STSJ Castilla-La Mancha 10.04.2014 –Rec. 52/2014-. 

45 .- Así reconociendo acción al trabajador afectado para alegar que los datos económicos aportados por la empresa no estaban 

actualizados, véase la STSJ Andalucía –Málaga- 20.02.104 –Rec. 1786/2013-. 



JURISDICIÓN SOCIAL 
 
tendrá en aspectos del todo incidentales en el desarrollo del mismo, como la superación de los plazos 

legales de duración, cuando nada se adujo en su momento por sus representantes46.  

Situando ahora dichas reflexiones en el terreno del juicio de constitucionalidad, parece del todo evidente 

que esta vía ecléctica por la que abogo tiene plena lógica aplicativa. Así, el trabajador individual no 

podrá, por ejemplo, aducir que se ha marginado a un determinado sindicato en la composición de la 

comisión representativa –incluso aunque él pertenezca al mismo-. Sin embargo, sí podrá pretender la 

nulidad del despido por considerar que la extinción colectiva pretendía “desprenderse” de trabajadores 

afiliados, o de determinadas actividades feminizadas, etc. A lo que cabrá añadir que parece evidente 

que también tendrá acción para denunciar que los criterios de selección fijados por el empleador 

unilateralmente al final del período de consultas o los acordados a lo largo del mismo son discriminatorios. Y 

a idéntica conclusión cabe llegar en aquellos supuestos en los que al final del proyecto de despido exista 

un listado de afectados.  

En todo caso, como ya se ha señalado, esa impugnación del resultado del procedimiento de despido 

colectivo no se sitúa en el ámbito colectivo, sino en el estrictamente individual. Por tanto, los efectos de un 

pronunciamiento judicial favorable al trabajador (en este caso: la declaración de nulidad por 

discriminación) se limitan al mismo, sin extender sus efectos sobre el propio despido colectivo como tal y sin 

eficacia directa respecto a otras posibles personas afectadas. 

 

b) La invocación de discriminación en la aplicación individual de los criterios de selección 

 

De las reflexiones inmediatamente previas se deriva la posibilidad de que el trabajador afectado en la 

demanda de despido articule como causa de oposición la existencia de discriminación respecto a su 

afectación. En esos supuestos, cuando el despido colectivo no afecta a toda la plantilla, la pretensión de 

la parte actora que se califique como nulo el despido por aplicación de los artículos 53.4 ET y 122.2 a) LRJS 

puede referirse a tres escenarios. 

El primero de ellos: que los criterios de selección fijados por el empleador al fin del período de consultas o 

pactados en acuerdo final son discriminatorios Y ello por concurrencia de discriminación directa 

(verbigracia y al margen de su adecuación a constitucionalidad: si se ha establecido que los trabajadores 

que superen una cierta edad son el colectivo afectado) o indirecta (criterios aparentemente neutros 

basados en la productividad que, en la práctica, comportan castigar a las personas que están ejerciendo 

derechos de conciliación de la vida laboral y familiar). Aunque esa alegación se refiere al “proyecto de 

despido” y no al propio despido, la existencia de nexo causal resta evidente. Y si se tienen en cuenta las 

reflexiones finales del apartado anterior, aparece obvio que el trabajador afectado en su acción individual 

tendrá acción para discutir –con efectos en su concreto pleito y sin extensión al resto de despedidos- ese 

aspecto de la tramitación del despido colectivo. 

El segundo de los escenarios posibles ya no se sitúa en los criterios generales fijados tras el período de 

consultas, sino en la propia elección por el empleador de las concretas personas afectadas. Y ello, como 

antes se señalaba, puede suceder cuando, aun estando incursa la persona asalariada en el campo de 

afectación de los criterios fijados considere que ha sido incluida por motivos discriminatorios (“aunque a mí 

me corresponde estar, se me ha afectado por discriminación”). Pero también puede ocurrir en aquellos 

casos en los que el trabajador considere que ha sido incluido indebidamente como afectado en relación 

a los mentados criterios (en otras palabras: “a mí no me corresponde estar y mi inclusión obedece a 

motivos discriminatorios”). 

Asimismo es posible otra situación: que exista listado final, pactado o no. En esos casos, aunque de nuevo 

nos hallamos ante decisiones adoptadas en el seno del “proyecto de despido” resulta evidente que el 

trabajador tendrá acción individual para discutir su inclusión invocando la vulneración de derechos 

fundamentales.  

Y, finalmente, cabe preguntarse qué ocurre si finalmente en el período de consultas no se han fijado los 

criterios de selección. Como se ha indicado en el previo apartado 2.2 ese requerimiento legal deviene 

esencial. Y aunque el contenido de la mentada obligación ha de efectuarse desde una perspectiva 

finalista, su omisión práctica comporta la nulidad del despido, por no superación del juicio de formalidad, 

en aplicación del art. 124.11 (por falta de entrega de la documentación legalmente exigida). Pero, al 

margen de la posible nulidad por este motivo, ocurre que en dicho escenario no es posible en modo 

alguno el término de comparación, en tanto que la adscripción se sitúa en la mera autonomía individual 

del empleador. De la STS 14.01.2015 –Rec. 104/2014- (si bien en relación a un despido colectivo anterior a la 

reforma laboral del 2012 y, por tanto, en la impugnación a través de la vía del artículo 151 LRJS de una 

                                                
46 .- SSTSJ Cantabria 11.11.2013 – Rec. 593/13-, 08.01.2014 –Rec. 803/2013-, Castilla y León –Burgos- 10.04.2013 –Rec. 162/2013-, 

24.04.2013 –Rec. 160/2013-, etc. 



resolución administrativa que aprobó un ERE) parece desprenderse que en dichos supuestos la mera 

adscripción unilateral del empleador sin fijar previamente criterios objetivos es indicio suficiente, 

debiéndose acreditar por éste la motivación de la afectación por parte de aquél en forma objetiva y 

razonable47. 

 

c) La acción individual en los supuestos de infracción de las reglas de prioridad de permanencia 

 

Si la afectación individual del despido se produce sin que el empleador respete las reglas de permanencia 

derivadas de la Ley, la negociación colectiva o los acuerdos al final del período de consultas, la 

calificación judicial del despido no puede ser otra por imperativo legal que la de nulidad, como se 

desprende de la regla 4ª de la letra a) del apartado 13 del art. 124 LRJS y de la regla 3ª del apartado b) del 

mismo precepto. En ambos casos, se prevé en forma expresa que los efectos de nulidad se limitan al 

afectado y en ningún caso extienden sus efectos “a las extinciones que dentro del mismo despido 

colectivo hayan respetado las prioridades de permanencia” (previsión del todo superflua, en tanto que se 

trata de una acción individual). Reside aquí otro aspecto diferenciador del supuesto anterior (la inclusión 

indebida de una persona asalariada, en relación a los criterios de selección), en tanto que en este caso, 

salvo discriminación u otros defectos legalmente previstos, la calificación correspondiente es la de 

improcedencia48. 

Es de denotar que esa previsión de nulidad del despido contrario a las prioridades de permanencia puede 

ser explicada tanto desde la perspectiva del juicio de formalidad (en tanto que existe una desconexión 

entre el “proyecto de despido” y el “despido”), como desde la del juicio de constitucionalidad. Y esto 

último porque bien puede entenderse que si se tienen en cuenta los colectivos que habitualmente gozan 

de ese privilegio (representantes de los trabajadores, personas con responsabilidades familiares, 

discapacitados, víctimas de violencia de género, etc.) la mentada previsión legal comporta una especie 

de presunción legal de discriminación. Si bien se observa esa calificación legal de nulidad tiene una cierta 

conexión con la denominada nulidad objetiva de los artículos 53.4 y 55.5 TRLET y 108.2 y 122.2 d) y e) LRJS 

(embarazo y postparto, suspensión de contrato o reducción de jornada por motivos familiares y ejercicio 

de derechos legales por las mujeres víctimas de violencia de género). En uno y otro caso el legislador ha 

venido a establecer una cierta presunción legal de discriminación previendo los efectos ordinarios de 

nulidad propios de ésta, aún sin pretensión específica de parte (lo que guarda también ciertas similitudes 

con el derecho de opción de los representantes de los trabajadores ex art. 56.4 ET).    

Aunque ciertamente no es claro en la Ley si la nulidad obedece al juicio de formalidad o al de 

constitucionalidad, no cabe obviar que el artículo 13.3 RD 1483/2012 reclama un quántum en el caso de 

afectación de los representantes u otros colectivos, al afirmar que “la empresa deberá justificar en la 

decisión final de despido colectivo a que se refiere el artículo 12, la afectación de los trabajadores con 

prioridad de permanencia en la empresa”, lo que parece redundar –en relación a la concurrencia de 

causa objetiva y razonable, en aquella segunda posibilidad. 

Sin embargo, es perfectamente posible y legítimo que si el trabajador que en principio goza del derecho a 

la preferencia pero pese a ello ha sido despedido,  no únicamente postule la nulidad “ex lege”, sino que 

también sitúe su oposición en el terreno del juicio de constitucionalidad. Por poner un ejemplo si el 

trabajador considera que, aunque en la comunicación final del empleador se afirmaba que tenían 

prioridad de permanencia las personas discapacitadas, a él se le ha incluido precisamente por su 

condición de discapacitado (verbigracia: por tener una enfermedad de larga duración, conforme a la 

conocida doctrina sentada a partir de la STJUE de 11 de abril de 2013 en los asuntos C-335/11 y C-337/11, 

                                                
47 .- En su parte final se indica en dicho pronunciamiento: “Tal y como ha señalado la STC 111/2003, de 15 de junio  "recae sobre la 

parte demandada la carga de probar que su actuación obedeció a causas reales y objetivas absolutamente extrañas a la 

pretendida vulneración de derechos fundamentales, así como que aquéllas tuvieron entidad suficiente para fundar la decisión",  

prueba que no ha logrado, ni tan siquiera intentado practicar. El demandado debió acreditar que la decisión extintiva era idónea, 

razonable y proporcionada, debiendo justificar qué criterio había seguido para la extinción del contrato de la actora, cuál era el 

motivo de que se prescindiera de su puesto de trabajo, teniendo en cuenta la incidencia de las causas económicas en la supresión 

del mismo. Por el contrario, el demandado nada ha acreditado, tal y como consta en el ordinal octavo del relato de hechos 

probados de la sentencia de instancia: "En la memoria y en el escrito de subsanación, aportados por las demandadas, se significó 

que los criterios de designación de los trabajadores nominados, entre los que se encontraba la demandante, debían determinarse en 

la negociación del período de consultas. - En el acta de 14-12-2011, que cerró con acuerdo el período de consultas, no se menciona 

qué criterios se han tenido en cuenta para la selección de los trabajadores afectados". A mayor abundamiento, en el fundamento de 

derecho quinto, con evidente valor de hecho probado, consta que la Dirección General de Empleo advirtió a la demandada, al 

inicio del periodo de consultas, que debía aportar los criterios tenidos en cuenta para designar a los trabajadores afectados por el 

expediente contestándole, en el escrito de 17 de noviembre de 2011, que dichos criterios se establecerían en el periodo de consultas, 

lo que no se realizó. En el proceso no se ha alegado ni, por ende, practicado prueba alguna tendente a acreditar las causas reales y 

objetivas que, en su caso, podrían justificar la decisión extintiva adoptada por la empresa respecto a la demandante” 

48 .- STSJ País Vasco 06.11.2012 –Rec. 2405/2012-. 



JURISDICIÓN SOCIAL 
 
HK Danmark). O lo mismo puede ocurrir si el afectado es un representante legal de los trabajadores y la 

tesis de la demanda se sustenta en una vulneración del derecho a la libertad sindical. 

En esos casos cabrá estar a la prioridad aplicativa de la modalidad procesal de despido (de conformidad 

con el artículo 184 LRJS), aunque con la trasposición a la misma de las reglas y garantías de los procesos de 

tutela de derechos fundamentales (art. 178.2 LRJS), en especial, la posible indemnización resarcitoria (art. 

183 LRJS). 

Esta posible dualidad de motivos de impugnación del despido individual comporta que la pretensión de 

nulidad se sitúe en dos parámetros diferenciados que no deben ser confundidos (por todas: STC 17/2003, 

de 30 de enero), lo que conlleva que ambas pretensiones sean claras y diferenciadas  en la demanda. 

 

d) Nulidad objetiva y resumen de las posibles acciones individuales 

 

A todo lo anterior cabe añadir en relación a la acción individual un aspecto relacionado, como es la que 

la remisión contenida en el art. 124.13 LRJS en cuanto a la acción individual a la modalidad procesal de 

despido objetivo conlleva que, de conformidad con el artículo 122 LRJS y las letras a), b) y c) del apartado 

4 del artículo 53 TRLET el despido individual en el marco del colectivo puede ser calificado como nulo 

objetivo cuando afecte a algunos de los colectivos allí señalados; por tanto, cuando, por ejemplo, en el 

caso de una asalariada embarazada la calificación no sea la procedencia. En estos casos, como ocurre 

también con los despidos disciplinarios, la no superación judicial de los juicios de formalidad, causalidad o 

proporcional no acarrean la declaración de improcedencia, sino la de nulidad “ex lege”. 

Cabe recordar, al respecto, que –como se ha indicado ya previamente- nada enerva la doble petición de 

nulidad –siempre que ambas pretensiones sean claras en la demanda-: por tanto, la nulidad objetiva por 

improcedencia y la nulidad por vulneración de derechos fundamentales. 

Nos hallamos, por tanto, ante cinco posibles vías procesales diferenciadas de impugnación, que a menudo 

suelen confundirse.  

- En primer lugar, cabrá considerar que el trabajador tiene acción para considerar que los criterios de 

adscripción pactados o unilateralmente fijados por el empleador son –en los mismos términos que 

los analizados en la acción colectiva- discriminatorios o contrarios a los derechos fundamentales, 

derivándose aquí la nulidad del art. 122.2 a) LRJS. En todo caso, no debe omitirse que los límites de 

la acción individual en el marco de la esfera colectiva es actualmente objeto de un enconado 

debate entre los distintos tribunales. 

- La segunda vía de impugnación individual aparecería cuando el trabador considerada que, 

siguiendo las reglas de adscripción fijadas por el empleador, él no debería estar afectado.  

- La tercera posibilidad aparecería cuando el trabajador afectado considerada que concurre en su 

caso un privilegio legal, convencional o contractual de permanencia. En este caso su pretensión 

impugnatoria no se dirigiría sólo contra el empleador, sino también contra las personas asalariadas 

respecto a las que considerada ostentar un mejor derecho. 

- La cuarta posibilidad de acción se daría cuando la demanda pretendiera que existe una 

discriminación en la elección empresarial; esto es: se adujera que se la ha incluido en la decisión 

extintiva por dicho motivo. Aquí la nulidad deriva del artículo 122.2 a) LRJS, con aplicación de las 

tutelas de los artículos 177 a 184 de la ley procesal. 

- Y, finalmente, cabe postular la nulidad del despido por la vía de las letras c), d) y e) del art. 122.2 

LRJS; por tanto –y en los límites de los colectivos allí contemplados-, la nulidad objetiva en el caso 

de que el despido no sea procedente (por no superación de los juicios de formalidad, causalidad o 

funcionalidad)    

Y obviamente –en el caso de las acciones individuales- pueden existir varias de esas pretensiones 

acumuladas en la demanda. 

Esos distintos escenarios –sin reglas claras en la Ley- conllevan el confusionismo que está surgiendo en la 

práctica en estas cuestiones, mezclándose a menudo conceptos diferenciados, como son la aplicación 

de los criterios de adscripción, las reglas de prioridad de permanencia y la nulidad objetiva del despido en 

los tipos legalmente tasados.  

 

4. Los supuestos típicos 

 

4.1 El juicio de constitucionalidad de los despidos colectivos en relación al ejercicio de derechos 

fundamentales 

 

a) Los distintos momentos en que puede producirse la infracción de derechos fundamentales en el 

despido colectivo 

 



En la práctica el despido contrario a valores y principios constitucionales puede aparecer en varios 

escenarios en la fase tramitación previa a la propia extinción, como es apreciable del acervo de la 

doctrina judicial hasta recaída en la materia. 

Así, el factor de inconstitucionalidad puede surgir por el hecho de que la medida extintiva propuesta por el 

empleador se impute por los trabajadores como reactiva al ejercicio de derechos fundamentales. Por 

tanto, cuando con el acceso al art. 51 ET no obedezca tanto a razones basadas en la situación de la 

empresa, sino a un intento de la empresa de “desprenderse” de trabajadores “molestos”. O, por ejemplo, 

cuando la comunicación empresarial de inicio de un despido colectivo por cierre coincide en forma 

prácticamente simultánea con el inicio de una huelga49. 

Es forzoso en este punto hacer mención a la polémica STS 20.09.2013 –Rec. 11/2013, caso Celsa Atlantic-. En 

ella se abordaba una situación en la que empresa había planteado inicialmente un despido colectivo 

parcial, así como otras medidas de flexibilidad interna, que tuvo como respuesta una situación de huelga, 

optando entonces el empleador, sin cambio aparente de la situación de la empresa, por la extinción de 

todos los contratos de dos centros de trabajo en los que existía una masiva afiliación a una concreta 

organización sindical. El TS consideró que concurría infracción del artículo 28.2 CE50. Sin embargo, se 

calificaba como parcial la nulidad del despido, al estimar que, pese a la infracción de derechos 

fundamentales, existían motivos para el despido de parte de la plantilla, tal y como inicialmente había 

planteado el empleador51, por lo que se derivaba a las acciones individuales la calificación, en cada caso, 

de los despidos. Dicho pronunciamiento fue anulado por el auto TS de 26.03.2014 –que contó, asimismo, 

con voto particular-, al considerar en incidente de nulidad de actuaciones que el mismo había incurrido en 

incongruencia, en tanto que dicha declaración de nulidad parcial no conformaba pretensión de la parte 

actora, dando lugar a la posterior STS de 18.07.2014 (también con voto particular), en la que se declaró la 

nulidad del despido por vulneración de los derechos de huelga y libertad sindical (extremo este último 

negado en la primera sentencia, en la que se derivaba dicha cuestión a la demanda individual).  

Tampoco es descartable que la conducta ilícita desde un punto de vista constitucional aparezca, 

esencialmente, en el propio desarrollo del período de consultas.  Es éste un escenario que esencialmente 

se vincula con el artículo 28.1 CE y en relación a la posible discriminación de un sindicato con presencia 

suficiente de la mesa de negociación a lo largo del período de consultas. Sin embargo, este posible 

escenario ha tenido una muy escasa repercusión en la práctica judicial, al menos desde la perspectiva del 

juicio de constitucionalidad. Aunque hallaremos variados pronunciamientos que abordan este tema, el 

debate se ha situado esencialmente en el juicio de antijuridicidad o en el de formalidad de cumplimiento 

de los requisitos procedimentales del art. 51 ET. Esa tendencia es apreciable en la STS 22.09.2014 –Rec. 

305/2013-, en relación a la exclusión de un sindicato del período de negociaciones -aun siendo el 

pronunciamiento desestimatorio- por falta de legitimación a dichos efectos de otro sindicato y no tener la 

representante de éste legitimación para formar parte del banco de negociación. También hallaremos 

otros supuestos de nulidad por vulneración del art. 28.2 CE, como son las maniobras empresariales que 

conllevan restricciones significativas al éxito de la huelga convocada por los representantes de los 

trabajadores como protesta ante el despido y mientras se está negociando a lo largo del período de 

consultas52.  O la sustitución de los huelguistas por otros trabajadores de otros centros de trabajo no 

afectados por el despido53. 

                                                
49 .- SSTS 23.02.2015 –Rec. 255/2013- y 24.02.2015 –Rec. 124/2014- 

50 .- “parece muy evidente, a la vista de la cronología de los hechos, la vinculación o conexión causal entre la declaración y 

convocatoria de la huelga acordadas por el comité intercentros y la reacción empresarial de convertir el despido colectivo de parte 

de la plantilla en el despido colectivo de la totalidad de los empleados. Como ha apreciado la sentencia de instancia, en los escasos 

dos meses que van desde la fecha del primer período de consultas a la fecha de comunicación a la autoridad laboral del cierre  

definitivo de dichos centros no constan variaciones significativas en la situación económica y productiva de la empresa. En cambio, 

el indicio de que la elevación del número de trabajadores despedidos es una medida de retorsión lesiva del derecho de huelga 

ejercitado es tanto más consistente cuanto que el acuerdo empresarial de cierre definitivo de los centros afectados se produjo 

consecutivamente, sin lapso de tiempo intermedio, al día siguiente del comienzo de la huelga declarada”. 

51 .- “la iniciativa o inicial decisión de despido colectivo parcial fue ampliada a la totalidad de los trabajadores de los centros 

afectados a raíz de la declaración de huelga acordada por el comité intercentros, lo que ha constituido un acto de retorsión 

contrario al ejercicio del derecho de huelga. Pero, por las razones que se exponen a continuación, la nulidad decretada no puede 

extenderse al despido colectivo parcial fijado en la fase del procedimiento desarrollada con anterioridad. Esta iniciativa de despido 

colectivo parcial para la amortización de 91 puestos de trabajo, propuesta y negociada en el período de consultas iniciado el 20 de 

abril que antecedió inmediatamente a los hechos originarios del litigio, habrá de ser declarada lícita o ilícita de acuerdo con los 

demás preceptos legales aplicables, pero no ha sido lesiva del derecho fundamental de huelga”. 

52 .- Véase, en especial, la SAN 12.06.2014 –núm. actuaciones 79/2014- (en el despido colectivo de Coca-Cola): 

“La conducta ha consistido en modificar las rutas de distribución del producto fabricado en las diversas factorías para suministrar 

producto a la plataforma logística de la empresa Casbega en Madrid, permitiendo así abastecer dicha plataforma para suministrar al 

mercado minorista que cubría. Consta en la resolución de la Comisión Nacional de la Competencia que se relaciona en los hechos 

probados cómo antes de la integración de las embotelladoras de Coca-Cola (la cual obtiene una revisión favorable en aquella 

resolución) las distintas embotelladoras cubrían comercialmente el suministro de sus territorios, sin interferirse en los de las otras 
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b) Despidos colectivos contrarios a los derechos fundamentales de libertad sindical y huelga 

 

Al margen de las alegaciones de vulneración del derecho a la igualdad y no discriminación cabe indicar 

que por lo que hace al juicio de constitucionalidad por pretensión de parte que concurre vulneración de 

derechos fundamentales en la concreción de los criterios de adscripción en el período de consultas (y del 

listado de afectados si éste se cierra a lo largo de la tramitación del “proyecto de despido”) cabe indicar 

que la mayor parte de pronunciamientos que han aplicado el juicio de constitucionalidad se refieren al 

derecho fundamental de libertad sindical y, en menor medida, al de huelga. 

La inmensa mayoría de dichos pronunciamientos han versado sobre la elección por el empleador de las 

personas afectadas (en acción individual) o bien, en su caso, por lo que hace al listado final de 

trabajadores seleccionados (en acción colectiva o individual). En esos supuestos se han tenido en cuenta 

esencialmente dos elementos de valoración: de un lado, la proporcionalidad sobre datos estadísticos de 

afectación a los afiliados de un sindicato o a las personas que han ejercido el derecho de huelga; de otro, 

la acreditación del conocimiento empresarial de las mentadas condiciones.  

Así, por lo que hace a la denominada jurisprudencia menor, se han dictado variadas sentencias que 

abordan la alegación de antisindicalidad del despido, por afectación mayoritaria a afiliados a un 

determinado sindicato, remitiéndose generalmente a datos estadísticos de proporcionalidad de las 

                                                                                                                                                                         
embotelladoras y siendo excepcional la compra de su producto por empresas de fuera del territorio, sin que conste que tal situación 

haya cambiado todavía durante la ejecución de la integración. Luego el hecho de que la plataforma logística de Madrid se 

suministrase por otras fábricas del grupo con motivo de la huelga implicaba una modificación organizativa del grupo, que solamente 

tiene como explicación la intención de paliar los efectos de la huelga . No se toman en consideración las actuaciones de otras 

plataformas logísticas titularidad de grandes cadenas de distribución, porque en tal caso no nos consta la participación del grupo 

CCIP en dichas conductas, pero sí, desde luego, la actuación de la plataforma logística al servicio del propio grupo para abastecer el 

mercado minorista. Y tal conducta se estima imputable a Casbega y a CCIP. En primer lugar porque ya hemos declarado que tienen 

la consideración solidaria de empleadores en la relación laboral de los trabajadores huelguistas. En segundo lugar porque, aunque 

solamente fueran empleados de Casbega, es su plataforma logística la que lleva a cabo la conducta. Y, en tercer lugar, porque, 

aunque el único empleador fuese Casbega, en materia de imputación de responsabilidad por actos ilícitos ésta se puede extender 

más allá de la persona del empresario a otros autores de la conducta, como pudiera ser CCIP, cuando éstos actúan en interés del 

empleador o coordinadamente con el mismo, o cuando uno actúa como mero agente ejecutor de las órdenes de otro. En definitiva 

en tales supuestos rige el concepto de autor, no el de empleador. No cabe olvidar que a partir de la integración y según consta 

sobradamente acreditado, la dirección del grupo se lleva a cabo de forma unitaria y es ese mismo grupo quien, por su propia 

decisión, había asumido como empresa unitaria la negociación en el periodo de consultas del despido colectivo 

De todo lo anterior resulta que las medidas empresariales modificando la producción y los canales de distribución del producto para 

mantener el suministro de la zona centro cubierta por la producción del centro de Fuenlabrada, según consta en los hechos 

probados, aunque fuesen lícitas en condiciones de normalidad productiva, no lo son cuando tienen por efecto un vaciamiento del 

contenido del derecho de huelga, o una desactivación o aminoración de la presión asociada a su ejercicio. Y esto es así porque el 

derecho de huelga goza de una singular preeminencia por su más intensa protección dentro de los derechos fundamentales de 

primer rango en el artículo 28 de la Constitución y ello produce, durante su ejercicio, el efecto de reducir y en cierto modo anestesiar, 

paralizar o mantener en una vida vegetativa, latente, derechos que en situaciones de normalidad pueden y deben desplegar toda 

su capacidad potencial, como es el derecho de organizar la producción por parte de la empresa . Esa conducta, vulneradora del  

derecho fundamental de huelga, ha tenido una incidencia directa en la negociación del periodo de consultas, puesto que la huelga 

cuyos efectos ha minorado y desactivado se llevaba a cabo durante el periodo de consultas y, precisamente, como instrumento de 

presión por parte de los trabajadores en el proceso de negociación colectiva del despido colectivo”. Dicho pronunciamiento ha sido 

confirmado por la STS 20.04.2015 –Rec. 354/2014-: “la conducta empresarial incidió de esa manera en el periodo de consultas 

privando de fuerza y posible eficacia a la posición de la representación de los trabajadores que actuaban en esa negociación 

utilizando la huelga como medio lícito de presión ante las propuestas de despido y cierres de plantas del grupo, con lo que de hecho 

se limitó sustancialmente el objeto,  la finalidad esencial que el repetido tiempo de consultas tiene atribuido tanto en el artículo 2.2 de 

la Directiva 98/59, como en el artículo 51.2 del Estatuto de los Trabajadores, que habrá de versar  siempre, como reiteradamente 

viene poniendo de relieve la jurisprudencia de esta Sala, como mínimo sobre las posibilidades de evitar o reducir los despidos 

colectivos. En ese escenario es evidente que la alteración de los términos del periodo de consultas que supuso la conducta del grupo 

de empresas neutralizando o diluyendo el efecto de una huelga directamente relacionada con ese intento de la representación de 

los trabajadores de evitar o minorar los efectos del despido, alteró de manera inevitable los términos de esa negociación que 

finalmente fracasó en alguno de sus contenidos, como fue el cierre de las cuatro plantas embotelladoras inicialmente previsto. Todo 

ello provoca la incidencia de esa vulneración del derecho a la huelga sobre la decisión de despido finalmente adoptada, aunque el 

despido no fuera una reacción empresarial directa frente al ejercicio de aquél derecho”. Cabe referir, en todo caso, que la mentada 

STS tiene un voto particular en el que se niega el nexo de causalidad entre el ejercicio del derecho de huelga y el despido. 

53 .- STS 20.07.2016 –Rec. 22/2016-: “consta en hechos probados que la recurrente, durante el desarrollo de la huelga (que se produjo 

coetáneamente al desarrollo del proceso de negociación y consultas), destinó a trabajadores que pertenecían a otros centros de 

trabajo a algunas zonas cuya limpieza dependía del centro de trabajo en el que se desarrollaba la huelga, desencadenando una 

situación de esquirolaje interno que convirtió en abusivo el ejercicio del poder de dirección empresarial puesto que tal conducta 

debe considerarse lesiva del derecho de huelga, habida cuenta del simultáneo desarrollo de un proceso negocial cuya finalidad era, 

por ministerio de la ley, la búsqueda de soluciones tendentes a reducir o paliar los efectos del despido colectivo”. 



personas despedidas en relación con el porcentaje de afiliados de cada organización sindical54. En otros 

casos, sin embargo, la conducta empresarial contraria al art. 28.1 CE se sitúa en el tratamiento de la 

empresa a los representantes de los trabajadores; así, por ejemplo, manifestando el empleador a éstos 

que, si ejercían su derecho a prioridad en la empresa, tendría que despedir a trabajadores de otros centros 

de trabajo55. 

Y en cuanto a la doctrina casacional, debe significarse que se ha desestimado la vulneración del derecho 

de libertad sindical por el hecho de mayor afectación a afiliados a un concreto sindicato autonómico si la 

inmensa mayoría de trabajadores (un setenta por ciento) prestan servicios en la comunidad autónoma en 

la que dicha organización actúa (STS 18.02.2014, Rec. 96/2013) 

Y, asimismo, cabe hacer mención también al contenido de la STS 22.09.2014 –Rec. 305/2013- en la que 

niega la legitimación de un sindicato para invocar una supuesta vulneración de la libertad sindical que se 

dice cometida contra otro organismo sindical56. 

Junto a ello, como previamente se ha indicado, es precisa la acreditación por la parte actora de otro 

elemento fáctico significativo: el conocimiento del empleador (o, en su caso, de las organizaciones 

firmantes del acuerdo) de la militancia individual de los afiliados57. 

Existen también algunos pronunciamientos que reflexionan sobre la pretensión de los trabajadores de que 

la conducta empresarial es contraria al derecho fundamental de huelga, generalmente por afectación 

mayoritaria en el listado de despedidos de las personas que han ejercido dicho derecho o han 

conformado el comité de huelga58; En otros supuestos se ha descartado que exista una actuación 

contraria por la mayor afectación de trabajadores de un centro de trabajo en huelga ante el despido –en 

relación a otros en los que no se ejerció dicho derecho- por concurrir una causa justificativa59. 

Una lógica similar es también apreciable en la STS 28.01.2014 (Rec. 16/2013), en un supuesto en que los 

trabajadores afectados (incluidos en el listado pactado en período de consultas) pertenecían en su 

práctica totalidad a un sindicato (que había convocado una huelga en la que aquellos habían 

participado), sin que se incluyeran en la extinción afiliados a la opción sindical mayoritaria en la empresa. 

Es una particularidad interesante en dicha sentencia el hecho de que en la misma se aborda la cuestión 

relativa a si la concurrencia de causa –implícita en la existencia de acuerdo- es una prueba suficiente por 

la empresa a efectos de desvirtuar la existencia de indicios de discriminación, lo que es negado en el 

pronunciamiento, por entender que el objeto del debate se sitúa en el terreno de la constitucionalidad –en 

cuanto a los afectados- y no, de mera legalidad –respecto a la causa-60. 

                                                
54 .- SAN 28.09.2012 –núm. actuaciones 152/2012- (confirmada por la STS 18.02.2014), SSTSJ Andalucía –Sevilla- 08.05.2013 –núm. 

actuaciones 5/2013-, Castilla y León –Burgos- 06.02.2014 –Rec. 40/2014-, 13.02.2014 –Rec. 46/2014-, –Valladolid- 04.03.2013 –núm. 

actuaciones 1/2012-, Galicia 21.01.2014 –núm. actuaciones 32/2013-, Murcia 17.01.2013 –núm. actuaciones 6/2012-, País Vasco 

04.09.2012 –núm. actuaciones 6/2012-, 11.12.2012 –núm. actuaciones -, 09.07.2013 –núm. actuaciones 14/2013-, etc. Véase también –

aunque respecto a una impugnación de una movilidad geográfica- la STS UD 22.12.2014 –Rec. 3059/2014-. 

55 .- SAN 20.09.2013 –núm. actuaciones 143/2013-. 

56 .- Véase también la STS 16.06.2015 –Rec. 273/2014-, constatando que el delegado impugnante no ha acreditado la mayor 

pertenencia de afiliados a un sindicato entre los no afectado. 

57 .- Vid. STS 24.02.2015 –Rec. 165/2014-: “como destaca la sentencia impugnada y, en especial, como pone de manifiesto el Ministerio 

Fiscal en su informe, el Ayuntamiento presentó al inicio del periodo de consultas la lista nominativa de los trabajadores afectados, lista 

que se modificó en virtud de la aplicación de los criterios acordados con el Comité de Empresa, por lo que la alegada animadversión 

del Ayuntamiento hacia los afiliados al Sindicato Unitario queda desvirtuada al desconocer su afiliación”. 

58 .- STS 16.05.2015 –Rec. 283/2014-, SSTSJ Madrid 13.06.2013 –núm. actuaciones 31/2013-, 16.09.2013 –núm. actuaciones 36/2013-, País 

Vasco 09.10.2012 –núm. actuaciones 13/2012- (en el supuesto de la empresa Celsa Atlántic, que ha dado lugar a los 

pronunciamientos del TS a los que luego se hará mención). 

59 .- SAN 16.05.2014 –núm. actuaciones 500/2013-, STS 20.07.2016 –Rec. 323/2014-, etc. 

60 .- Se afirma así en dicha sentencia: “Que la sentencia prescinda de las causas económicas que podrían justificar el expediente no 

significa la omisión del juicio acerca de los elementos que puedan contrarrestar los indicios sino que aquellos deberán vincularse a la 

actuación de la empresa en relación a los afectados, pues como decíamos el debate sobre la vulneración del derecho de libertad 

sindical se agota en este caso en los indicios del mismo y en aquellos actos de los trabajadores o de la empresa que también 

estuvieron vinculados a la actividad sindical, de ahí que carezca de relevancia, en este caso, el valor que deba ser atribuido a las 

circunstancias económicas por las que la empresa atraviesa. Por el contrario, abundando el hecho probado décimo quinto en los 

parámetros que debieran servir de guia para concretar la afectación de los trabajadores individualizándolos en función de aquellos, 

ninguna actividad ha desplegado la demandada en ese sentido, o al menos ni consta en la sentencia ni se ha intentado trasladar a 

la misma a través de los instrumentos que proporciona la casación”. 
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Sin embargo, se ha considerado que si el ejercicio del conflicto tuvo lugar un año y medio antes del 

despido, no concurren indicios suficientes a fin y efecto de inversión de las reglas de la carga de la 

prueba61. 

También cabe llamar la atención sobre la STS 24.02.2015 –Rec. 165/2014-, constatando que aunque un 

número importante de afectados en el despido de un Ayuntamiento estaban afiliados a un sindicato y/o 

habían sido miembros de un comité de huelga, existieron criterios objetivos pactados, basados en la 

primacía de permanencia de las personas asalariadas indefinidas por encima de la fijas. 

 

c) Garantía de indemnidad 

 

Hallaremos algún pronunciamiento – en general desestimatorio- en relación con la vulneración de la 

garantía de indemnidad62. Sin embargo, en otros casos se ha inferido que concurría fraude de ley –en 

relación a la garantía de indemnidad- por la afectación mayoritaria de las personas asalariadas que 

previamente habían obtenido una sentencia favorable a la extinción del contrato por la vía del artículo 50 

TRLET, ante los incumplimientos contractuales de la empresa63; o por conformación de la mayoría de 

despedidos de un colectivo que se negó a aceptar una previa reducción salarial propuesta por el 

empleador64.  O, ya en sede casacional, se ha declarado nulo el despido –autorizado por ERE anterior a la 

reforma del 2012- afectante a trabajadores que habían formulado demanda, a los que se les había 

ofertado en un proceso previo el mantenimiento del contrato si desistían de su acción, con amenaza de 

inclusión en el despido colectivo en caso contrario65. Sin embargo, la STC 183/2015, de 10 de septiembre, 

niega la vulneración del artículo 24.1 en el caso de una impugnación de una medida de reducción de 

jornada por causas económicas –con conciliación judicial de revocación y posterior oferta empresarial de 

nuevo horario- y un posterior despido objetivo con idéntica motivación. 

 

 

4.2 Supuestos de discriminación (art. 14 CE) en despidos colectivos 

 

a) Derecho a la igualdad y derecho a la no discriminación 

 

El debate judicial sobre la discriminación o el trato desigual a la hora del juicio de constitucionalidad en el 

caso de medidas extintivas del art. 51 ET ha aparecido esencialmente en la práctica en la determinación 

de los criterios de selección fijados en el “proyecto de despido” y en la selección empresarial de los 

afectados en el propio “despido”. 

En todo caso, cabrá llamar la atención sobre el hecho que conforme a constante criterio casacional (en 

lectura, quizás criticable, de la doctrina constitucional) que, de hecho, el art. 14 CE está contemplando 

dos principios  diferenciados: la igualdad y no discriminación. El primero consiste en la inexistencia de trato 

diferenciado de los ciudadanos ante la Ley y en el contenido de la Ley. Por el contrario, la  discriminación 

consiste en“un tratamiento peyorativo del que son víctimas categorías de sujetos caracterizadas por la 

concurrencia en ellos de rasgos expresamente rechazados por el legislador internacional o interno, dada 

su naturaleza atentatoria a la dignidad de la persona humana”66. De esta forma, conforme al viejo 

aforismo constitucionalista el principio de  igualdad no consiste en el derecho a ser tratado igual, sino el de 

no ser tratado en forma desigual por mera arbitrariedad. Sin embargo, la evolución constitucional 

determina que, en el caso de determinados colectivos tradicionalmente marginados, sí opere el derecho 

a ser tratado igual (o, incluso, a ser beneficiario de un trato singular en lo que se conoce como acción 

                                                
61 .- SSTSJ País Vasco 04.09.2012 –núm. actuaciones 6/2012- (confirmada por la STS 18.02.2014), 11.12.2012 –núm. actuaciones 19/2012-, 

etc. 

62 .- SSTS 25.03.2015 -Rec. 245/2014-, 16.05.2015 –Rec. 283/2014-, SSTSJ Canarias –Las Palmas -, 19.12.2012 –núm. actuaciones 17/2012-, 

Castilla y León –Valladolid- 28.05.2013 –núm. actuaciones 9/2013-, Cataluña 15.10.2012 –núm. actuaciones 32/2012-, Murcia 09.07.2012 

–núm. actuaciones 3/2012-, etc. 

63 .- STS 29.12.2014 -Rec. 93/2012-. 

64 .- SAN 24.07.2013 –núm. actuaciones 144/2012-. 

65 .- STS 10.02.2015 -rec. 221/2013-. En materia de despido objetivo véase la STS UD 17.02.2015 (rec. 891/2014) 

66 .- Entre otras muchas: SSTC 153/1994, de 23 de mayo, 173/1994, de 7 de junio, etc. AATC 309/203, de 29 de septiembre y 309/2003,  

de 29 de septiembre, etc. 



positiva), constituyendo este último supuesto, en sentido estricto, el derecho a la no discriminación. Esa sutil 

diferenciación entre no discriminación e igualdad ha merecido en algún pronunciamiento constitucional 

reciente un desarrollo más contundente. Se ha afirmado, así, que “la prohibición de discriminación 

contenida en el art. 14 CE representa un explícito rechazo de determinadas diferenciaciones 

históricamente muy arraigadas y que han situado a sectores de la población, tanto por la acción de los 

poderes públicos como por la práctica social, en posiciones, no sólo desventajosas, sino abiertamente 

contrarias a la dignidad de la persona que reconoce el art. 10 CE. En contraste con esa prohibición el 

principio genérico de igualdad no postula ni como fin ni como medio la paridad, y sólo exige la 

razonabilidad de la diferencia de trato”67. 

Esa dualidad de principios constitucionales tiene un efecto reflejo en el sistema de fuentes: la igualdad es 

esencialmente predicable de la norma (ley o convenio); la discriminación se sitúa en el terreno contractual 

o el de la autonomía de la voluntad. En este último caso cuando la diferencia de trato dimana de la 

autonomía individual el TC ha manifestado en forma reiterada que rige la autonomía de la voluntad y el 

principio constitucional de libertad de empresa ex art. 38 CE, de tal manera que, siempre que se respeten 

los mínimos legales y convencionales, el trato contractual diferenciado en esta sede sólo podrá ser 

reputado contrario al mandato constitucional de igualdad cuando obedezca a una causa 

discriminatoria68. Y es ése el criterio que ha adoptado en forma continuada por la doctrina casacional69. 

Por tanto, cuando el empresario adopta una determinada decisión de individualización extintiva en base a 

los criterios fijados en el “proyecto de despido” difícilmente puede incurrir en vulneración del principio de 

igualdad, pero sí que su decisión puede ser contraria al derecho a la no discriminación, siempre que nos 

hallemos ante algunos de los supuestos expresamente contemplados en los arts. 14 CE y 17 ET. Esa misma 

lógica es apreciable en relación a los criterios de selección que se fijen al final del período de consultas, 

incluso cuando dichos criterios son fruto de un acuerdo, en tanto que dicho éste tiene naturaleza 

convencional y no, normativa, equiparándolos a los convenios extraestatutarios70. 

Es por ello, que el mero trato diferenciado entre colectivos o sujetos afectados por un despido colectivo 

que no estén integrados en uno de los colectivos constitucional o legalmente observados no resulta 

afectado por el principio de no discriminación, pero tampoco por el de igualdad –en tanto que no 

concurre “norma”-. Es por ello que hallaremos variados pronunciamientos judiciales que descartan la 

vulneración del art. 14 CE por el hecho de que la medida extintiva afecte en mayor proporción a unos 

colectivos que otros dentro de la misma empresa71.  

También merece especial mención la práctica –harto frecuente- de fijación como criterio (generalmente 

principal y, a veces, con mejores condiciones) de adscripción voluntaria. Dicha cuestión ha sido abordada 

por la SAN 12.06.2014 –núm. actuaciones 79/2014- en los siguientes términos: 

“Esta voluntariedad, en cuanto criterio de selección, no ha de confundirse con la extinción del 

contrato por mutuo disenso del artículo 49.1.a del Estatuto de los Trabajadores, ni con la extinción 

por voluntad del trabajador del artículo 49.1.d. La causa de la extinción contractual sigue siendo el 

despido colectivo, puesto que la manifestación de disponibilidad del trabajador (sometida además 

                                                
67 .- STC 27/2994, de 4 de marzo. 

68 .- Se afirma en la ya citada STC 34/1984, de 9 de marzo: “Pues bien, tal principio falta en el presente caso. La legislación laboral, 

desarrollando y aplicando el art. 14 CE, ha establecido en el art. 4.2.c) ET y en el 17 de igual norma la prohibición de discriminación 

entre trabajadores por una serie de factores que cita, pero, según general opinión, no ha ordenado la existencia de una igualdad 

de trato en el sentido absoluto. 

 Ello no es otra cosa que el resultado de la eficacia del principio de autonomía de la voluntad que, si bien aparece fuertemente 

limitado en el Derecho del Trabajo, por virtud entre otros factores, precisamente del principio de igualdad, no desaparece, 

dejando un margen en que el acuerdo privado o la decisión unilateral del empresario en ejercicio de sus poderes de organización 

de la Empresa, puede libremente disponer la retribución del trabajador respetando los mínimos legales o convencionales. 

En la medida, pues, en que la diferencia salarial no posea un significado discriminatorio por incidir en alguna de las causas prohibidas 

por la Constitución o el Estatuto de los Trabajadores no puede considerarse como vulneradora del principio de igualdad. No afecta 

para nada a ello la argumentación del recurrente sobre las consecuencias que una situación de este tipo puede originar (vejación 

del trabajador, desunión de los trabajadores, etc.). Como toda medida en que se manifiestan los poderes empresariales, la licitud 

dependerá de un ejercicio dirigido hacia los fines por los cuales tales poderes se reconocen; y es evidente que una finalidad 

vejatoria, por ejemplo, convertirá en ilícita la medida, pero aparte de que ello deberá demostrarse, el problema se sitúa en un ámbito 

diferente al del principio de igualdad”, descartándose, acto seguido, el general principio de inversión de la carga de la prueba. 

Véase también las SSTC 128/1987, de 16 de julio, 2/1998, de 12 de enero, .74/1998, de 31 de marzo, 119/2002, de 20 de mayo, 39/2003, 

de 27 de febrero, 34/2004, de 8 de marzo, etc. 

69 .- Entre otras muchas, las SSTS 11.04.2000 –RJ 2000\3947-, 06.07.2000 –RJ 2000\6294-, 07.07.2005 –RJ 2005\777327-, etc. 

70 .- Entre otras muchas, SSTS 22.01.1994 -RJ 1994\3228-, 17.10.1994 -RJ 1994\8052-, 14.12.1996 - RJ 1996\9462-, 25.01.1999 -RJ 1999\896-, 

08.06.1999 -RJ 1999\5208-,   17.04.2000 -RJ 2000\3963-, 19.12.2001 -RJ 2001\2805-, 18.02.2003 -RJ 2003\3372-, 18.11.2003 -RJ 2004\504-, 

20.11.2003 -RJ 2004\29-, 01.06.2007 -RJ 2007\6349-, etc. 

71 .- SSTSJ Aragón 11.06.2013 –núm. actuaciones 209/2013-, Canarias –Sta, Cruz de Tenerife- 16.09.2013 –núm. actuaciones 9/2012-, etc. 
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a aceptación por parte de la empresa) no es sino un criterio de selección de los trabajadores 

afectados. Y dicho criterio no vulnera norma ni principio alguno y, aún más, parece que se 

acomoda mucho mejor a un principio de reducción de los daños del despido colectivo el que se 

seleccione prioritariamente a aquéllos trabajadores que, por los motivos que sea, manifiesten una 

mejor predisposición para su salida de la empresa. Con la introducción del criterio de adscripción 

voluntaria no se sustituye la negociación colectiva por una negociación plural que pudiera 

considerarse ilícita, puesto que la decisión de despido colectivo ya está adoptada por la empresa 

tras el agotamiento de la negociación. Lo que sigue a la decisión empresarial queda fuera del 

ámbito negociador del periodo de consultas y no es sino la aplicación de los criterios fijados para 

precisar el ámbito subjetivo de la decisión empresarial, esto es, los concretos trabajadores 

despedidos, y en dicho proceso no se hace intervenir a la negociación colectiva y, en todo caso, 

es posterior a la decisión empresarial de despido colectivo que constituye el objeto del proceso del 

artículo 124 de la Ley de la Jurisdicción Social. Después del periodo de consultas, donde pueden 

discutirse esos criterios, la Ley no contempla otro periodo de negociación colectiva para su 

aplicación y por lo tanto la adscripción voluntaria individual no sustituye una inexistente 

negociación colectiva en esa fase posterior a la decisión de despido colectivo. Por otra parte, 

incluso si, a título de mera hipótesis, se hubiese llegado por esta Sala a considerar contrario a 

Derecho el criterio selectivo de la adscripción voluntaria, ello no conllevaría la nulidad del despido 

colectivo, sino únicamente la de dicho criterio, ya que con los criterios restantes, sobre los que 

ninguna discusión se entabla, existirían elementos suficientes para guiar el proceso de selección, 

siempre sin perjuicio de la aplicación de las prioridades legales y convencionales de permanencia . 

Otra cuestión distinta es si, dado que no estamos ante bajas voluntarias, sino ante un mero criterio 

de selección, es legal o no fijar indemnizaciones y condiciones distintas y más favorables para 

quienes se adscriban voluntariamente que para quienes sean seleccionados forzosamente por la 

empresa. La legalidad de dicha diferenciación puede ser dudosa, pero como ya dijimos 

anteriormente su consecuencia no sería la nulidad del despido colectivo, sino la restauración de la 

igualdad por la vía de reconocer a los despedidos forzosos los mismos derechos que a los adscritos 

voluntariamente. Por ello solamente habremos de examinarla si desestimamos todos los motivos por 

los que el despido colectivo se pretende nulo o no ajustado a Derecho. Todo ello sin perjuicio de 

que la forma de proceder en la fase posterior a la decisión de despido colectivo y la fijación de 

criterios diferenciados permita iluminar y comprender la actitud de las partes durante el periodo de 

consultas, con los efectos que ello pueda tener”72. 

 

 

 

b) Discriminación por discapacidad 

 

Mención aparte merece la cuestión relativa a la posible discriminación de las personas discapacitadas en 

el marco de un despido colectivo. Cabe recordar, en todo caso, que con anterioridad a la reforma laboral 

del 2012 (y la propia LRJS) existían esporádicos pronunciamientos de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo, de los que parecía derivarse una cierta preferencia de permanencia de la relación laboral 

de dicho colectivo cuando con su despido podía romperse las cuotas de reserva de puestos de trabajo 

legalmente prevista, siendo legítimo –se indica- que las partes pudieran negociar a lo largo del período de 

consultas medidas paliativas73.  

No deja de ser altamente significativo que dicha posible anticonstitucionalidad  apenas tenga traslación 

en el debate judicial tras la reforma laboral del 2012. Sólo en algún esporádico pronunciamiento se ha 

venido considerando que, aun incumpliéndose los cupos legales, no resulta invocable discriminación por 

dicha causa si no se ha previsto la prioridad de permanencia en el convenio, ni el acuerdo final74. 

Sin embargo sí se ha indicado en alguna sentencia que la determinación del absentismo como criterio de 

adscripción puede resultar discriminatoria en el caso de enfermedades de larga duración susceptibles de 

equiparación con la discapacidad, conforme a la reciente doctrina del TJUE en la materia75. Se afirma así 

                                                
72 .- Véase también la STS 16.06.2015 –Rec. 273/2014-, 

73 .- STS C-A 04.02.2002 –Rec. 2620/1996-. 

74 .- STSJ Aragón 18.06.2014 –Rec. 301/2014-. 

75 .- Como es notorio el debate respecto a si la enfermedad se integraba en los supuestos de discapacidad, en relación a la Directiva 

2000/78/CEE, del Consejo, de 27 de noviembre de 2000 (actualmente transpuesta en nuestra ordenación por el Decreto Legislativo 

1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con 



en la SAN 11.11.2014 –núm. actuaciones 251/2014-: “la aplicación como criterio de selección de la 

situación de baja médica de larga duración no es necesariamente discriminatoria, pero sí puede serlo 

cuando afecte a trabajadores que sufran enfermedades de naturaleza estigmatizante o cuando afecten 

a trabajadores cuya situación pueda calificarse de discapacidad, aunque no sea definitiva, en los 

términos de la jurisprudencia expresada. Tales extremos habrían de verificarse en la aplicación de dichos 

criterios de selección y podrían ser cuestionados por los interesados en los litigios individuales mediante el 

ejercicio de la acción individual de despido, sin que en estos momentos pueda considerarse como una 

causa de nulidad del conjunto del despido colectivo, como se pretende. Incluso de estimarse la nulidad 

de dicho criterio en su conjunto, ello no conduciría a la pretendida nulidad de todo el despido colectivo, 

sino solamente a la de dicho criterio selectivo, dado que, aún suprimiendo el mismo, restarían criterios 

selectivos suficientes que permitirían la aplicación del despido colectivo”. Pese a ello, la Sala de lo Social 

del TS ha descartado que la fijación como criterio de adscripción de trabajadores en situación de 

incapacidad temporal –sin mayores condicionantes- vulnere el derecho a la no discriminación, 

recordando la vieja doctrina previa del mismo tribunal en relación a la diferencia entre enfermedad y 

discapacidad76. 

 

c) Discriminación por razón de edad 

 

Mención aparte merece el tema de la posible discriminación por razón de edad, en relación a la práctica 

–hasta la fecha muy generalizada- de afectación mayoritaria de trabajadores “provectos”. Concurren 

aquí tanto intereses empresariales –al “desprenderse” de asalariados habitualmente con mayores salarios-, 

como sindicales –en tanto que se trata de un colectivo más protegido, por tener acceso en su caso al 

subsidio de desempleo de mayores de cincuenta y cinco años-, pero que, sin embargo, es vista con 

“malos ojos” por los poderes públicos, en tanto que traspasa costes al erario público. En todo caso, en esta 

materia resultan aplicables las específicas tutelas de la Directiva 2000/78/CE, relativa al establecimiento de 

un marco general para la igualdad en el empleo y la conocida doctrina del TJUE en la materia –

especialmente por lo que hace a las cláusulas de jubilación forzosa- pero que también se ha aplicado en 

supuestos concretos de despidos colectivos77. Hallaremos algunos pronunciamientos que abordan esas 

prácticas de inclusión de trabajadores provectos, negando que se vulnere el derecho a la no 

discriminación por razón de edad78. Esa lógica parece haber sido corroborada por la STC 66/2015, de 13 

de abril, conforme a la cual: “, la selección de trabajadores en función de su edad próxima a la jubilación 

es un criterio adecuado y proporcionado siempre que se adopten medidas efectivas para evitar o 

minimizar los daños que la extinción de los contratos de trabajo produce en los afectados, de acuerdo con 

lo exigido por la propia legislación laboral” 

                                                                                                                                                                         
discapacidad y de su inclusión social), tuvo inicialmente una respuesta negativa por el TCEE en su Sentencia de 11 de julio de 2006 

(asunto C-13/05, Chacón Navas). Criterio, sin embargo, posteriormente modificado (en base a que la Unión Europea suscribió en el 

ínterin la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad) en la STJUE de 11 de abril de 2013 

(asuntos acumulados C-335/11 y C-337/11, HK Danmark), equiparando a  la discapacidad los supuestos de “una enfermedad curable 

o incurable [que acarree] una limitación, derivada en particular de dolencias físicas, mentales o psíquicas que, al interactuar con 

diversas barreras, puede impedir la participación plena y efectiva de la persona de que se trate en la vida profesional en igualdad de 

condiciones con los demás trabajadores”. Pronunciamiento al que ha seguido, en fecha más reciente, en la STJUE 18.12.2014, asunto 

C-354/13, FOA. 

76 .- Véase la STS 20.05.2015 –Rec. 290/2014-: “el recurrente parte de una premisa errónea cual es confundir la discapacidad, tal y 

como la define la sentencia que cita, con la incapacidad temporal, y además de una premisa que no ha acreditado cual es que los 

trabajadores excedentes son mujeres y que pidieron la excedencia para el cuidado de sus hijos, por lo que el motivo sin más debe ser 

desestimado sin necesidad de tener que argumentar que ni la excedencia ni la incapacidad temporal están incluidas en las 

situaciones de discriminación directa o indirecta que contempla el art. 17.1 ET” 

77 .- SSTJUE  18.01.2007 –asunto CGT e.a.-, 19.01.2010 –asunto Seda Kücükdeveci -, 12.10.2010 –asunto Ingeniørforeningen i Danmark- 

06.12.2012 –asunto Odar-, etc. En relación al marco legal anterior al RDL 3/2012, véase la STS 22.12.2014 –Rec. 147/2014-. 

78 .- SSTSJ Comunidad Valenciana 02.05.2013 –Rec. 561/2013-, 12.12.2013 –Rec. 1735/2013-, 24.09.2014 –Rec. 1844/2014-, etc. Se afirma 

en el primero de dichos pronunciamientos –al que remiten los posteriores-: “deberá estarse a la declaración de hechos probados 

contenida en la sentencia de instancia, en la que consta que el 4-5-12 se llegó a un Acuerdo en el expediente de regulación de 

empleo en el que se acuerda que serán 211 los trabajadores afectados y que para su determinación se atenderá a los criterios de 

selección establecidos en la Memoria, constando al hecho tercero que uno de los criterios fue, "con el objetivo de establecer una 

estructura de plantilla que se mantenga a largo plazo y de ocasionar un menor perjuicio para el trabajador se aplicara como criterio 

de selección el de aquellos trabajadores que se encuentren en una situación mas próxima a la jubilación con suscripción de 

convenio especial en aquellos casos en que sea preceptivo", resultando afectados todos los trabajadores que tenían 55 años o más a 

quienes se les ha gestionado el convenio especial con la Seguridad Social. Pues bien, de lo expuesto no cabe concluir que exi sta 

indicio de discriminación en los despidos de cuatro de las actoras, pues los mismos se encuadran en los criterios de selección 

establecidos, debiéndose tener en cuenta que razones productivas, económicas y organizativas han justificado el acuerdo de 

extinción colectiva alcanzado, lo que a su vez justifica la decisión extintiva empresarial sin que se aprecie indicio de discriminación en 

el despido de las actoras, por lo que ambos motivos deben desestimarse”. 
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En ese marco –ya desde la DA 16ª de la Ley 27/2011 y con otros antecedentes previos- el legislador ha 

venido imponiendo una serie de medidas que pretenden hacer más gravosa la inclusión de trabajadores 

de edad más avanzada. Es el caso de la denominada “cláusula Telefónica”79, imponiendo a las empresas 

que integren a trabajadores de cincuenta o más años de edad la obligación de hacer aportaciones 

económicas al Tesoro público, actualmente recogida en el apartado 11 del artículo 51 TRLET. Previsión que 

ha sido objeto en muy corto espacio de tiempo de múltiples cambios normativos y que actualmente tiene 

el desarrollo reglamentario del Real Decreto 1484/2012, de 29 de octubre, sobre las aportaciones 

económicas a realizar por las empresas con beneficios que realicen despidos colectivos que afecten a 

trabajadores de cincuenta o más años.  

Y, por otra parte, conforme al artículo 51.9 TRLET “cuando se trate de procedimientos de despidos 

colectivos de empresas no incursas en procedimiento concursal, que incluyan trabajadores con cincuenta 

y cinco o más años de edad que no tuvieren la condición de mutualistas el 1 de enero de 1967, existirá la 

obligación de abonar las cuotas destinadas a la financiación de un convenio especial respecto de los 

trabajadores anteriormente señalados en los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social”80 

(un precepto no aplicable en el caso de disolución administrativa de una entidad de seguros, conforme a 

la STS 07.07.2015, Rec.184/2014). 

Cabrá recordar, en todo caso que la omisión de estas medidas por parte de la empresa no tiene, sin 

embargo, incidencia alguna en la calificación del despido81. 

 

d) Discriminación por razón de sexo 

 

También hallaremos sentencias que abordan la posible discriminación por razón de género. Así, por 

ejemplo, en relación a la mayor afectación de personas –mayoritariamente mujeres- que están ejerciendo 

derechos de conciliación de la vida laboral y familiar, indicándose que ésta una cuestión que, en todo 

caso, debe abordarse en las demandas individuales82. Cabe hacer referencia a este respecto sobre el 

contenido de la STS 20.11.2015 –Rec. 104/2015-. En ella se aborda si la externalización del servicio de 

limpieza de un hotel vulnera el artículo 14 CE, en tanto que todas las afectadas son mujeres. La opinión 

mayoritaria de los magistrados del TS es negativa, al considerar que dicha decisión “es ajena al sexo de los 

trabajadores afectados, pues se ha tomado por razones objetivas, relacionadas con una mejor 

organización del servicio que, además, redundaría en una reducción de costes y no con el fin de prescindir 

de trabajadores del sexo femenino. La decisión de externalizar, sea o no ajustada a derecho, lo que luego 

se verá, se habría tomado igual si todos los afectados fuesen varones, lo que aplicando el "test de but for" 

nos lleva a concluir que es ajena a toda discriminación indirecta prohibida por la Ley”. Dicho 

pronunciamiento contiene un voto particular en el que se afirma: “en el caso, partiendo del relato de 

hechos probados, se constata que el despido colectivo se ha producido como consecuencia de haberse 

externalizado el Departamento de Pisos y Limpieza afecta, en su gran mayoría, a mujeres. Pero no se 

constata acreditado que sea otra circunstancia la que haya motivado la decisión empresarial impugnada 

en este proceso ni que existan criterios objetivos que, ajenos a la condición de las trabajadoras, aunque 

muy directamente relacionados, pues la afectación a las mujeres ha sido consecuencia de ser una 

actividad profesional que, normalmente, está segregada ocupacionalmente ya que se configura por 

personas del sexo femenino mayoritariamente, lo cual por sí solo pudiere resultar discriminatorio desde el 

momento de acceso al empleo, que trata de evitar la norma convencional aplicable con la previsión de 

planes de igualdad. Cierto es que la discriminación indirecta podría apreciarse no sólo en mujeres sino 

también en varones, aunque no es el caso. Y lo importante aquí y ahora es que la discriminación indirecta 

en el acceso, no se discute en el presente caso”. 

 

e) Discriminación por razones familiares 

 

                                                
79 .- Vid. SÁNCHEZ TRIGUERO, C.; “La nueva regulación del convenio especial y la “cláusula Telefónica””;  AS núm. 9/2013. 

80 .- En relación a la demanda específica a fin de que la empresa cumpla dicha obligación legal, véase la STSJ Cantabria 12.03.2014 –

Rec. 61/2014-. 

81 .- STS 26.03.2014 (Rec. 158/2013), SSTSJ Galicia 21.12.2012 –núm. actuaciones 22/2012-, Madrid 09.04.2013 –núm. actuaciones 

18/2013-, Murcia 17.07.2013 –núm. actuaciones 7/2013-, País Vasco 11.12.2012 –núm. actuaciones 19/2012-, etc 

82 .- STS 25.03.2015 (Rec. 245/2014), STSJ Cantabria 28.09.2012 –núm. actuaciones 2/2012-, etc. 



Ello nos lleva a preguntarnos si es posible en un despido colectivo una discriminación por razón de 

“circunstancias familiares” (STC 26/2011, de 14 de marzo); esto es: por el ejercicio de los derechos legales 

de conciliación de la vida laboral y familiar. En principio –es ésa una cuestión que debe sustanciarse en las 

demandas individuales, tal y cómo se apunta en los pronunciamientos allí referidos. Sin embargo, no resulta 

descartable el acceso a la acción colectiva cuando el listado de afectados incluya esencialmente a 

dicho colectivo –en relación a datos estadísticos- o, en su caso, cuando los criterios de afectación 

aparentemente objetivos puedan resultar discriminatorios (por ejemplo, al valorarse aspectos como la 

productividad y nivel de absentismo, sin tener en cuenta el ejercicio de dichos derechos conciliatorios o la 

maternidad). 

Por otra parte –y en directa relación con lo expuesto- hay que referir que el artículo 124 LRJS no contempla 

la posibilidad de nulidad objetiva por embarazo y postparto, suspensión de contrato o reducción de 

jornada por motivos familiares y ejercicio de derechos legales por las mujeres víctimas de violencia de 

género de los artículos 53.4 y 55.5 TRLET y 108.2 y 122.2 d) y e) LRJS. Se trata de una omisión lógica en la 

acción colectiva, en tanto que ese aspecto se sitúa, en principio, en el marco de la acción individual, en 

forma tal que en estas últimas demandas sí podrá invocarse la referida nulidad objetiva, caso de no 

procedencia, por la expresa remisión contenida en el apartado 13 del artículo 124 LRJS a la modalidad de 

despido objetivo. 

Ahora bien, cabe recordar que el despido de personas embarazadas o que han dado a luz en fecha 

reciente, así como el de las personas que ejercen derechos de conciliación de la vida laboral y familiar es 

susceptible de ser declarado como discriminatorio (en relación a los artículos 14 y 39 CE) Está de más 

recordar que el hecho de que el marco legal sancione con la nulidad objetiva el despido no procedente 

en dichos supuestos no enerva la posibilidad de reclamar contra la extinción también por la infracción de 

los mentados derechos fundamentales, con todas las garantías y tutelas inherentes83. 

Por tanto, en la demanda individual de impugnación del despido colectivo la persona asalariada 

afectada que se encuentre en alguna de dichas situaciones podrá no sólo alegar la nulidad objetiva, sino 

también –como pretensión principal- la nulidad por discriminación.  

En todo caso el juicio de constitucionalidad puede plantearse tanto en la acción colectiva como en la 

individual. Ahora bien, si de los criterios de adscripción que se fijen por el empleador o se acuerden en el 

período de consultas no aparecen en forma directa o indirecta criterios de afectación a los derechos a la 

igualdad y no discriminación o vulneración de derechos fundamentales, es evidente que las posibles 

decisiones empresariales en relación a la selección de afectados –que como tales también pueden tener 

ese contenido peyorativo de preceptos constitucionales- se deberán ejercer únicamente por la vía de la 

acción individual del artículo 124.13 LRJS84. 

 

 

f) Discriminación por razón del tipo de contrato 

 

Una de las novedades más significativas operadas en la DA 20ª TRLET por la Ley 3/2012, fue la inclusión de 

un tercer párrafo, con la siguiente redacción: “tendrá prioridad de permanencia el personal laboral fijo 

que hubiera adquirido esta condición, de acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad, a 

través de un procedimiento selectivo de ingreso convocado al efecto, cuando así lo establezcan los entes, 

organismos y entidades a que se refiere el párrafo anterior”. 

Se pretendía con esa inclusión normativa paliar las críticas efectuadas desde diversas instancias en las que 

se indicaba que el despido en las Administraciones públicas afectaba al principio de estabilidad en el 

empleo propio de los empleados públicos, creándose además agravios comparativos con el personal 

funcionario. 

Como puede comprobarse de dicha regulación se desprenden los siguientes elementos: a) una 

afectación inicial al personal laboral fijo, lo que determina obviamente que no se incluyan dentro de dicha 

tutela ni los trabajadores temporales, ni los indefinidos no fijos; b) la necesidad de que ese personal laboral 

fijo haya adquirido la condición de empleado público (en relación al art. 103.3 CE) a través de la 

correspondiente oposición o, en su caso, concurso-oposición, de conformidad con las previsiones 

                                                
83 .- Véase, en ese sentido, la STC 342/2006, de 11 de diciembre. Un criterio similar ha venido sustentando el TS, como es de ver en la 

STS UD 06.05.2009 (Rec. 2063/2008), considerando que la figura contemplada en el art. 55.5 TRLET “es «configurador de una nulidad 

objetiva, distinta de la nulidad por causa de discriminación contemplada en el párrafo primero y que actúa en toda situación de 

embarazo, al margen de que existan o no indicios de tratamiento discriminatorio o, incluso, de que concurra o no un móvi l de 

discriminación” (en el mismo sentido, SSTS UD 18.04.2011, Rec. 2893/2010, 25.01.2013, Rec. 1144/2012, 31.10.2013, Rec. 3279/2012, 

25.11.2014, Rec. 2344/2013, 14.01.2015, Rec. 104/2014, 20.01.2015, Rec. 2415/2014, 31.03.2015 –rec, .1505/2014-, etc 

84 - Se indica así en la STS 20.05.2015 –Rec. 290/2014-: “El objeto de este procedimiento especial del art. 124 LRJS es el previsto en la Ley: 

la decisión extintiva y el iter hasta llegar a esa decisión, sin que pueda ampliarse a los defectos habidos en la ejecución de la decisión 

aunque éstos se pusieran de manifiesto antes del plazo de caducidad de veinte días para impugnar la decisión”. 
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contenidas en los artículos 55 y siguientes EBEP (en especial, el art. 61 de dicha norma); c) dicho colectivo 

ostenta únicamente una “prioridad de permanencia”, de lo que no cabe diferir que exista un blindaje ante 

posibles extinciones, como que tampoco previamente se tenga que despedir al personal que no tiene la 

condición de fijo; d), finalmente, parece que del referido texto dicho criterio preferente puede ser 

disponible por la Administración pública correspondiente (aunque es éste un aspecto que, como luego se 

dirá, no ofrece en la Ley suficiente claridad).  

En todo caso, al margen de su contenido específico, surge de ese párrafo una duda aplicativa, en 

relación a si dicha regla se aplica al personal al servicio de las Administraciones públicas o se extiende, 

además, a los trabajadores del resto del sector público. Por el contexto de la Ley –que remite al “el párrafo 

anterior”, esto es, el segundo de dicha DA 20ª, en los términos previamente analizados- parece obvio 

colegir que la respuesta se corresponde con aquella primera opción. Una conclusión lógica si se tiene en 

cuenta además que en, principio, el mantenimiento del empleo es esencialmente postulable de los 

empleados públicos que prestan servicios, por tanto, para una Administración. Así lo ha entendido la 

doctrina casacional que han analizado el tema, excluyendo de dichas reglas de prioridad de 

permanencia a las empresas del sector público que no son Administración pública85. 

Por su parte, el art. 41 RD 1483/2012 en su apartado 1 reitera el contenido del tercer párrafo de la DA 20ª 

TRLET en términos prácticamente idénticos. Pero en el apartado 2, dicho precepto reglamentario 

establece que “la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas o autoridad equivalente en el ámbito 

de las Comunidades Autónomas, podrá establecer la aplicación de dicha prioridad en los procedimientos 

que afecten al personal laboral de sus respectivos ámbitos, aún cuando el Departamento, Consejería, 

organismo o entidad que promueva el procedimiento no lo hubiera previsto, si, a la vista del expediente, 

entendiese que es aplicable dicha prioridad, por ser adecuada a las circunstancias concurrentes, 

teniendo en cuenta la ordenación general en materia de recursos humanos y el interés público”. Nos 

hallamos –en lo que, como ya se ha visto es tónica general en el RD 1483/2012- ante un mecanismo de 

supervisión de los despidos colectivos por parte del órgano correspondiente en materia de empleo público 

en cada ámbito administrativo –salvo, el local-.  Y, finalmente, el mentado artículo 41 R 1483/2012 contiene 

en su párrafo tercero una remisión adicional a las reglas generales de prioridad de permanencia de su 

artículo 13 (por tanto, la de los representantes unitarios o sindicales, las establecidas en los convenios 

colectivos o las fijadas en el acuerdo en período de consultas). 

Esas reglas de prioridad de permanencia de los trabajadores fijos en detrimento de los trabajadores 

temporales y los indefinidos –o “temporalmente indefinidos”, como se les ha definido en alguna ocasión 

por la doctrina casacional- ha comportado dudas de constitucionalidad, en relación al derecho a la 

igualdad en el contenido de la Ley. Sin embargo habrá que remarcar que la doctrina judicial ha sido 

prácticamente unánime considerando que en ese trato diferenciado no resulta contrario al mandato 

contenido en el art. 14 CE. Hallaremos, así, pronunciamientos que deniegan la posibilidad de formular una 

cuestión de inconstitucionalidad al respecto86 o que, en forma directa, descantan la alegada infracción 

del artículo 14 CE87.  

También la doctrina casacional se ha decantado por idéntica conclusión desestimatoria de vulneración 

del derecho a la igualdad. A dichos efectos se ha partido de la consideración de que la afectación 

prioritaria a trabajadores indefinidos no supera el previo juicio de comparación imprescindible en cualquier 

vulneración del artículo 14 CE, en tanto que el régimen jurídico de los distintos colectivos es nítidamente 

distinto88 (por lo que en algún caso se ha denegado también la petición de plantear cuestión de 

                                                
85 .- Así es de ver en la STS 26.03.2014 -Rec. 158/2013-: “Ciertamente esta Sala IV sostiene la afirmación de la sentencia de instancia, por 

cuanto el art. 41 del RD 1483/2012 , relativo a la "prioridad de permanencia en el ente, organismo o entidad pública", por su propia 

ubicación en el Capítulo II de la norma es de aplicación a las Administraciones Públicas, pero no a los entes, organismos y entidades 

que forman parte del Sector Público, al que hemos resuelto pertenece el Ente demandado, cuya regulación se encuentra en el 

Capítulo I anterior”. Véase, también, la STS 20.10.2015 –Rec. 172/2014-. 

86 .- SSTSJ Andalucía –Sevilla- 20.03.2013 –núm. actuaciones 11/2012-, Cataluña 19.12.2012 –núm. actuaciones 36/2012 -, etc. 

87 .- SSTSJ Andalucía –Málaga- 25.10.2012 –núm. actuaciones 4/2012-, Canarias –Las Palmas- 19.12.2012 –núm. actuaciones 36/2012-, 

Castilla y León –Valladolid- 28.05.2013 –núm. actuaciones 9/2013-, Galicia 02.05.2013 –núm. actuaciones 10/2013-, Madrid 10.05.2013 –

núm. actuaciones 6/2013-, etc. 

88 .- Se afirma en ese sentido en la STS 23.05.2014  -Rec. 179/2013- (en términos similares las SSTS 23.09.2014 -Rec. 231/2013-, 18.11.2014 –

Rec. 160/2013-, 23.11.2016 –Rec. 256/2015-, 16.12.2016 –Rec. 65/2015-, etc.): 

“2.- Se trata, como puede apreciarse de un alegato de infracción del "derecho de igualdad" y no del "principio de no discriminación " 

por alguna de las circunstancias históricas que harían injustificable un tratamiento diferente. Aquí lo que se alega es una diferencia 

que se considera injustificada en base al primer párrafo del art. 14 de la Constitución según el cual " todos los españoles son iguales 

ante la ley".  

En relación con ello existe una amplia y reiterada jurisprudencia constitucional que, partiendo de la base de que no toda desigualdad 

de trato supone una infracción de ese principio de igualdad constitucional, sí que considera que no puede aceptarse en base al 



inconstitucionalidad89). Y a idéntica conclusión se ha llegado cuando el criterio de adscripción se centraba 

esencialmente en trabajadores temporales90. 

Se ha descartado, por otra parte, que la decisión empresarial de afectar esencialmente a trabajadores 

indefinidos no fijos constituya un fraude de ley, en tanto que no puede derivarse de ello una voluntad de 

pagar indemnizaciones más bajas que las correspondientes en tanto que concurría causa por la situación 

económica de la Administración empleadora (STS 23.05.2014, Rec. 179/2013). 

Por otra parte, hay que indicar que el trato diferenciado entre trabajadores fijos e indefinidos no constituye 

por sí mismo un supuesto susceptible de afectar al derecho a la igualdad, como se desprende de la 

doctrina constitucional. Así, el Auto TC 178/2011, de 13 de diciembre de 2011. En él se analiza la cuestión 

de constitucionalidad planteada en relación al artículo 96.2 EBEP, en cuanto a la limitación del derecho de 

opción en caso de improcedencia del personal laboral fijo respecto al indefinido o temporal. La respuesta 

del TC es negativa, afirmándose: “El acceso a la función pública mediante relación funcionarial o 

mediante contratación laboral fija requiere la superación de unos procesos selectivos que acrediten el 

mérito y la capacidad, lo que les sitúa en una posición distinta de aquellos trabajadores laborales 

temporales, sin que exista infracción de los arts. 14 y 23.2 CE por la regulación diferente de situaciones 

distintas, de acuerdo con la doctrina constitucional sobre el principio de igualdad ante la ley”. Para 

proseguir: “La necesidad de no alterar el régimen constitucional y legal de acceso al empleo público pero, 

al mismo tiempo, responder a las expectativas de inamovilidad de aquéllos que superan las pruebas de 

acceso al empleo público, explica la regulación del art. 96.2 LEEP, situado en el título VII, dedicado al 

régimen disciplinario”.  

Sin embargo, en esta materia es muy posible que un futuro inmediato aparezcan problemas interpretativos 

de hondo calado. En esto sentido hay que hacer mención al hecho de que las mentadas reglas de 

prioridad de permanencia aparecen como inconexas respecto a las establecidas en convenio o pacto de 

empresa, las que puedan establecerse legalmente respecto a determinados colectivos –especialmente, 

personas discapacitadas- y, en el caso de despidos colectivos, los criterios de adscripción que se acuerden 

a lo largo del período de consultas, lo que puede provocar una colisión entre distintas reglas de aplicación 

(debiéndose, de nuevo, hacer referencia al art. 41.2 del reglamento de despidos colectivos en el caso de 

omisión por la Administración inferior). 

                                                                                                                                                                         
mismo un trato desigual entre situaciones que pueden considerarse iguales cuando carece de una justificación objetiva y razonable - 

por todas ver sentencias en este sentido como las 117/1998, de 2 de junio , 46/1999, de 22 de marzo , 200/2001, de 14 de octubre, en 

general y las 34/2004, de 4 de marzo o 330/2005 en relación concreta con la vigencia del principio de igualdad en las 

Administraciones Públicas - doctrina que ha sido seguida y aplicada por esta Sala en ese mismo sentido como puede apreciarse 

entre otras en las sentencias de 11-11-2008 (Rec.- 120/2007 ), 26-10-2009 (Rec.- 24/2008 ) u 8-11- 2010 (Rec.- 4032/2009 ) . Se trata de un 

principio de igualdad que en las Administraciones públicas adquiere su sentido más profundo y una exigencia superior de aplicación 

en cuanto que como poder público queda sujeto al principio de interdicción de cualquier arbitrariedad como dispone el art. 9.3 CE 

en relación con todos los poderes públicos y con sumisión estricta al principio de legalidad como se recoge en el apartado 1 in fine 

del art. 103 de la misma norma fundamental. 

3.- En cualquier caso y con todos estos antecedentes normativos, para poder apreciar la existencia de una situación de desigualdad 

contraria al art. 14 de la Constitución es de todo punto preciso que concurra el principio básico sobre el que se asienta esta exigencia 

de igualdad de trato cual es el de que nos encontremos ante situaciones "sustancialmente iguales". Pues bien, esta exigencia de 

igualdad de situaciones no puede sostenerse que concurra entre los que la jurisprudencia ha venido en considerar "trabajadores 

indefinidos no fijos" y los "trabajadores fijos", y no existe tal igualdad porque los primeros son trabajadores contratados sin cubrir las 

exigencias que la propia Constitución requiere para el ingreso en la función pública como es que el ingreso se produzca a través de 

un procedimiento sujeto a las exigencias de igualdad, mérito y capacidad - art. 103.3 de la CE - de donde deviene que su estatuto 

jurídico sea distinto del de los fi jos propiamente dicho que al haber accedido a la función pública conforme a las exigencias 

constitucionales gozan de una situación de empleado público con todas las garantías; el indefinido no fijo pudo tener en origen su 

justificación en una necesidad temporal determinada de empleados por parte de una Administración que cuando la misma 

desaparece lo sitúa en una situación de precariedad que no puede alcanzar al que fue contratado por las vías legales para una  

actividad con visos de permanencia. Todo ello se traduce en una diferencia de situaciones que no justifican la aplicación del 

principio de igualdad. 

Es cierto que tanto la jurisprudencia constitucional - por todas la STC 104/2004, de 28 de junio y las que en ella se citan - como el art. 17 

del ET exigen un trato igual y no diferenciado entre trabajadores fijos y temporales que alcanzaría también a los indefinidos no fijos en 

cuanto se trate de derechos laborales durante la vigencia de la relación laboral, pero esa garantía de igualdad de trato no puede 

extenderse al momento de la extinción, como efectivamente no lo es en ninguno de aquellos casos como puede apreciarse en la 

reiterada doctrina de esta Sala en relación con esta categoría concreta de trabajadores como puede apreciarse en sentencias del 

Pleno de esta Sala de 22-7-2013 (Rec.- 1380/2012 ) o la de 16-12-2013 (Rec.- 3270/2012 ) con cita de otras anteriores en el mismo 

sentido en las que se admite la extinción de estos contratos por la mera amortización de los puestos de trabajo por ellos ocupados en 

decisión que en modo alguno puede ser de aplicación a los trabajadores fijos. Siendo por ello por lo que el propio legislador  ha 

previsto en el apartado tercero de la Disposición Adicional vigésima del ET que "en caso de despido colectivo en una admini stración 

pública " tendrá prioridad de permanencia el personal laboral fijo que hubiera adquirido dicha condición de acuerdo con los 

principios de igualdad, mérito y capacidad a través de un procedimiento selectivo de acceso convocado al efecto..."  

4.- Al no concurrir la igualdad de situaciones que justificaría defender el trato igual no puede prosperar el motivo fundado en la norma 

constitucional denunciada””.  

89 .- STS 18.11.2014 –Rec. 160/2013-. 

90 .- STS 23.09.2014 -Rec. 231/2013-. 
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TIEMPO DE TRABAJO, HORAS EXTRAORDINARIAS Y CONTROL 

EMPRESARIAL: ALGUNAS REFLEXIONES AL HILO DE LA STS 23.03.2017 

(Rec. 81/2016) 

MIQUEL ÀNGEL FALGUERA BARÓ 
Sala de lo Social del TSJ de Cataluña 

 

1. El tiempo de trabajo: algo “molesto” para los iuslaboralistas 

Siempre que el factor “tiempo” incide en el Derecho los juristas tenemos problemas. Probablemente esa 

constatación empírica nace de la contradicción entre la aplicación de un conocimiento basado en la 

mera racionalidad (si los humanos no existiéramos, no habría Derecho) a una magnitud física (que existe 

per se, ajena a la especie). Un buen ejemplo de esa paradoja la hallaremos en la enorme complejidad 

que se deriva en la práctica del marco legal y la jurisprudencia aplicables al tiempo de trabajo. 

El tiempo de trabajo se inserta en lo que podríamos calificar como “núcleo duro” del contrato laboral, 

junto al encuadramiento profesional y el salario. Su  concreción tiene una incidencia directa en otras 

instituciones contractuales (retribución, el tipo de contrato, modificaciones contractuales, o, incluso, el 

régimen disciplinario, etc.) y en el  Derecho de la Seguridad Social (base reguladora y tiempo cotizado a 

efectos de prestaciones en el caso de contratos a tiempo parcial, presunción legal de laboralidad de un 

accidente, jubilación parcial, etc.). Sin embargo, pese a dicho importancia substantiva, el tiempo de 

trabajo tiene en la práctica una escasa doctrina científica y judicial: se trata, sin duda, de un concepto 

“molesto” para nuestra disciplina, probablemente por la paradoja antes apuntada. Pero no sólo eso 

explica nuestra incomodidad ante la materia: concurre también lo que podríamos denominar como una 

peculiaridad normativa.  

En efecto, su regulación legal puede ser calificada sin ambages como claramente insuficiente y obsoleta. 

Baste con dar una simple ojeada a la Sección 5 del Capítulo II del Título I de la Ley Estatuto de los 

Trabajadores para comprobar cómo bajo en enunciado “tiempo de trabajo”, se confunden sin lindes 

claros aspectos como jornada, horario y calendario, o cómo existe un cierto confusionismo entre tiempo 

de trabajo y descansos o cómo no se diferencia entre aspectos de concreción temporal del trabajo y el 

salario. A lo que cabe añadir la inclusión en la misma sección legal de aspectos cuya incidencia en el  

tiempo de trabajo es meramente incidental, al estar más vinculados con otras materias como la 

organización del trabajo (nocturnidad y turnicidad) o la conciliación de la vida laboral y familiar (buena 

parte del régimen de permisos y ausencias y reducciones de jornada por razón de filiación y familia del art. 

37 ET).  

Y no es sólo eso: la “anomalía” del tiempo de trabajo en el modelo de fuentes tiene otras peculiaridades. 

Así, se trata probablemente de una de las instituciones de nuestra disciplina en las que más inciden las 

normas internacionales y comunitarias, como la práctica judicial ha puesto de manifiesto en aspectos 

como la naturaleza de las horas de presencia, la retribución de las vacaciones, etc. Y a ello cabe añadir la 

existencia de un singular y complejo reglamento autónomo regulador de determinadas situaciones (el RD 

1561/1995), así como las peculiares y no suficientemente claras relaciones entre el marco legal regulador 

del tiempo de trabajo y el convenio colectivo, los pactos o acuerdos de empresa y la autonomía 

individual. 

Incluso resulta dudosa la naturaleza del tiempo de trabajo. Así, nuestra Constitución en su artículo 40.2 lo 

vincula con la “seguridad e higiene en el trabajo” (una nueva prueba de cómo nuestra Carta Magna está 

deviniendo  añeja). Y esa vinculación ontológica con la prevención de riesgos está también presente en 

variadas normas comunitarias (en especial, la Directiva 2003/88/CE, en relación con el artículo 153 1 a) 

TUE). Sin embargo, cuando hablamos de tiempo de trabajo lo hacemos también de un aspecto 

esencialmente contractual (como se desprende del Convenio 132 OIT y del artículo 2 de la Carta Social 

Europea). Esa bipolaridad en su naturaleza conformadora ha dado lugar a pronunciamientos del Tribunal 

Constitucional en materia de vacaciones (SSTC 192/2003, de 27 de octubre y 324/2006, de 20 de 

noviembre) en los que se ha puesto de manifiesto que aunque dicho descanso surgió inicialmente 
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vinculado con la salud laboral actualmente se relaciona con “la libertad del trabajador para la 

autodeterminación consciente y responsable de la propia vida”. 

 

2. “Flexibilidad” contractual y tiempo de trabajo 

Pero las disincronías en esta materia no se agotan en el precario marco normativo. A ello cabe añadir un 

segundo aspecto nada desdeñable: el tiempo de trabajo se ha conformado históricamente como un 

elemento de naturaleza esencialmente económica en el “quid pro quo” del contrato de trabajo. De esta 

forma, se efectúa una relación directa con el salario: el coste de la mano de obra no se determina 

únicamente por éste, sino en conexión con la jornada. Sin embargo, las nuevas realidades del mercado 

laboral ponen en evidencia que el tiempo de trabajo se ha resituado en un nuevo paradigma, tanto 

desde la perspectiva de los empleadores como de las personas asalariadas. 

Así, en muchos sectores se ha pasado de un modelo “cerrado” (turnos de idéntica duración horaria diaria 

y distribución lineal) a otro que bien podría ser calificado como “dinámico”. De esta forma, las 

necesidades productivas de las empresas –ya no basadas tanto en la producción continuada e invariable, 

sino en un modelo de constantes cambios dependientes de la previa y oscilante demanda- requieren 

horarios y jornadas alterables y no establecidos sobre parámetros inmutables. De ahí que en ocasiones 

aparezcan dificultades para cuadrar la plantilla necesaria con los picos –al alza, o a la baja- productivos. 

Ello conlleva que desde diversas instancias empresariales a menudo se reclame una flexibilidad en la 

distribución horaria de los asalariados, por tanto la reivindicación patronal de que el horario diario no sea 

siempre inmutable, pudiendo tener un carácter irregular, tanto en cómputo anual como diario. En segundo 

lugar, se demanda la posibilidad de articular vínculos contractuales atípicos en cuanto al tiempo de 

trabajo, esto es que la empresa disponga de bolsas de trabajadores que puedan ser llamados en forma 

rápida y sin excesivas formalidades (entre otros ejemplos la reivindicación patronal del anglosajón 

“contrato de cero horas”, por tanto, un vínculo sin fijación de jornada, o el contrato “a llamada”, con 

tiempo laboral indeterminado). Y finalmente, se reclama también por la patronal la disponibilidad sobre la 

duración de la jornada de trabajo, a través de mecanismos de “jornada acordeón”, pudiendo ampliar o 

reducir los tiempos pactados en el contrato o fijados en convenio. 

Al margen de esta última vertiente (la flexibilidad en la duración de la jornada, que se analizará 

posteriormente), el legislador apenas ha dado respuesta efectiva a esas necesidades empresariales, más 

allá de la flexibilidad en la duración de la jornada diaria (art. 34.3 ET), del descanso  semanal (art. 37.1 ET) y 

de la denominada distribución irregular de la jornada. Pero incluso en relación a ésta última cabrá 

observar como la Ley parece establecer que el modelo tradicional –lineal- es la regla general y el artículo 

34.2 ET, la excepción.  Y también resulta evidente el silencio de la ley en relación a la posibilidad de 

articular mecanismos de contratación flexibles a llamada en base a un contrato indefinido con un posible 

abanico anual de jornada. De buen seguro que una medida como ésta (siempre que se regularan 

garantías tuitivas de los trabajadores, especialmente en materia de preavisos) podría coadyuvar a poner 

fin a una cierta práctica de temporalidad sin causa, muy presente en determinados sectores, que roza el 

fraude de ley, sino incurre en el mismo. Por el contrario, nuestro marco legal impide que concurran esos 

mecanismos de adaptación flexible del contrato a tiempo parcial, a tenor del rígido redactado del art. 

12.4 a) ET, que tampoco son de posible disponibilidad por la negociación colectiva, conforme a la 

doctrina casacional (SSTS 17.12.2001, Recs. 66/2001 y 68/2001)  

Pero esa lógica empresarial a la que se acaba de hacer mención, plenamente justificable en muchos 

casos (aunque en ocasiones se confunda flexibilidad con precarización), choca con una aspiración 

legítima de los trabajadores. Al margen de la humana pretensión de estabilidad en los ingresos salariales, 

éstos revindican la necesidad de gobernar su tiempo; esto es: adecuar su vida familiar y social al tiempo 

laboral. Aunque cuando se entra en los límites físicos de la empresa la persona asalariada ve limitados –

que no, cercenados- sus derechos de ciudadanía íntegra –en tanto que pasa a depender de otro, 

sometiéndose al poder directivo del empleador-, cuando abandona el centro de trabajo sigue siendo un 

ciudadano con plenos derechos constitucionales, sin que operen ya esas limitaciones. La dependencia y 

subordinación a un tercero no se extiende las veinticuatro horas a lo largo de los trescientos sesenta y días 

del año, sino que únicamente se limita al tiempo acordado en sede de autonomía de la voluntad.   

Pero, es más: la “feminización” del colectivo asalariado así como el cambio de valores sociales de las 

jóvenes generaciones en los últimos decenios conlleva como efecto colateral una cierta afectación en el 

tradicional concepto de interés colectivo de los provectos “trabajadores fordistas”. De esta forma el 

histórico “quid pro quo” salario/productividad se ve ahora interferido por una creciente reclamación de 

disponibilidad sobre el tiempo personal, a fin de conciliar la vida laboral con la personal, social y familiar.  

No en vano es un lugar común actualmente hablar de la “racionalización de los horarios de trabajo”; lo 
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que, si bien se mira, no es otra cosa que un modelo alternativo de ejercicio del poder organizativo del 

empleador, ajeno al tradicional jerarquizante. 

La colisión entre los intereses de empresario y trabajadores está comportando, de alguna forma, un 

cambio significativo en el tradicional conflicto entre las partes. Así, mientras que históricamente la 

pretensión patronal respecto al tiempo de trabajo pasaba por su incremento o por la mayor productividad 

en su decurso, y la de los sindicatos y trabajadores por la reducción de la jornada para incrementar los 

períodos de descanso, en la actualidad el foco de atención está girando hacia otro escenario adicional: 

la flexibilidad del tiempo.  

Hallar el fiel de la balanza constitucionalmente requerido para estos intereses totalmente contrapuestos no 

es simple. Un claro ejemplo de esa dificultad lo hallaremos en las evidentes complejidades que entrañan 

determinados pleitos en el ejercicio de un derecho similar, como el derivado de la reducción de jornada 

por guarda legal y lactancia y las conocidas dudas de la doctrina judicial y constitucional al respecto. 

Y tampoco respecto a esta posible y deseable flexibilidad bidireccional en el tiempo de trabajo nada 

observa el legislador, más allá del inconcreto y genérico 34.8 ET, a lo que cabrá añadir que la doctrina 

casacional ha sido renuente (aunque con algún voto particular) a reconocer el derecho de elección de 

horario o turnos si no concurre una reducción de jornada por guarda legal o cuidado de familiares (entre 

otras, SSTS UD 13.06.2008, Rec. 897/2007,  18.06.2008, Rec. 1625/2007, 19.10.2009,  Rec. 3910/2008, 24.04.2012, 

Rec. 3090/2011, 25.03.2013, Rec. 957/2012, etc.). 

Puede por tanto llegarse a la conclusión de que nuestro marco heterónomo dota a los empleadores de 

variados mecanismos de flexibilidad en relación a tiempo de trabajo –todo lo incompletos que se quieran-, 

sin embargo guarda un clamoroso silencio cuando quién pretende una adaptación de su tiempo de 

trabajo es la persona asalariada. La única excepción de esta conclusión son los variados derechos de 

conciliación de la vida laboral y familiar. Sin embargo, su contenido no deja de ser insuficiente, 

presentando múltiples carencias respecto a variadas situaciones vinculadas con la “condición familiar”; a 

lo que cabrá añadir que la necesidad de flexibilidad en el tiempo de trabajo no tiene porqué obedecer 

únicamente a esas causas. 

En consecuencia, bien puede afirmarse que nuestro marco legal regulador del tiempo de trabajo ha 

devenido obsoleto: no ha existido voluntad alguna de adaptarlo las nuevas realidades productivas, 

optándose por la discutible técnica del “parcheo” puntual y obviando que en buena lid la flexibilidad de 

jornada, horarios y descansos debería situarse no únicamente desde la perspectiva empresarial, sino 

también respecto a las personas asalariadas. 

 

3. La flexibilidad en la duración de la jornada de trabajo anual: la “trampa” de las horas 

extraordinarias. 

 

Como antes se apuntaba es cada vez más recurrente el debate relativo a la flexibilidad sobre la duración 

de la jornada anual, por tanto, su posible disponibilidad cuando “sobre” o “falte” tiempo de trabajo en la 

relación entre el pactado o aplicable y las exigencias de la producción, bien en relación a la totalidad de 

la plantilla, bien a parte de ella o a concretos puestos de trabajo. 

La adaptación de la bolsa total de horas de la plantilla a una demanda de producción o servicios 

oscilante es algo desconocido por la ley. El tiempo de trabajo se deriva en cómputo anual del convenio o 

del contrato, con los límites legales. Y estos son, en principio, inmutables, en forma tal que si existe un 

“superávit temporal” el empleador ha de pagar íntegramente el salario, conforme al artículo 30 ET. De 

hecho, nuestro marco legal, sólo prevé la posibilidad de disponibilidad de la jornada pactada en 

supuestos de situaciones de crisis, bien sean coyunturales (arts. 47 y 82.3 ET), o estructurales (art. 41 ET). Sin 

embargo, el cambio en el modelo productivo y de prestación de servicios en curso en amplios sectores no 

obedece a una situación de crisis, sino a una oscilación constante y cíclica del conjunto de horas totales 

de la plantilla. Y esa realidad no tiene respuesta en una legislación obsoleta, aunque sí empiezan a 

aparecer medidas reguladoras en la negociación colectiva, como ocurre con las denominadas “bolsas 

horarias”, validadas por la doctrina judicial. Es más, cabrá recordar que el malogrado II Acuerdo para el 

Empleo y la Negociación Colectiva 2012, 2013 y 2014 vino a regular interesantes recomendaciones a los 

convenios inferiores en materia de flexibilidad tanto en la distribución del tiempo de trabajo, como 

respecto a la propia concreción de la jornada (aunque dichas medidas desaparecieron en el III AIENC). 

La inexistencia de un claro marco legal regulador de esa disponibilidad condicionada sobre la jornada 

anual, así como la inexistencia de un contrato a llamada, conllevan que en la práctica las plantillas sean 



fijadas por los empleadores “a la baja”, recurriéndose en momentos álgidos a la contratación temporal (lo 

que es una perversión de nuestro sistema, con una incidencia directa sobre el empleo).  

Sin embargo, la Ley permite otra medida alternativa, de carácter histórico: las horas extraordinarias. Y 

aunque éstas tengan en principio un carácter excepcional y no ordinario –como se desprende de su 

denominación- y sean voluntarias, el legislador desde la reforma laboral de 1994 ha venido estableciendo 

toda una serie de elementos conformadores que las configuran en la práctica como un elemento de 

flexibilidad en la gestión del tiempo de trabajo. Baste con indicar, a este respecto que la superación del 

límite legal máximo de ochenta horas anuales no se aplica cuando la compensación se efectúa mediante 

descansos y carece de efectos contractuales (por todas: STS 22.01.1990), limitándose sus consecuencias a 

posibles sanciones administrativas conforme al art. 7.5 LISOS. Además, el artículo 35.4 ET permite (en una 

previsión de dudosa conformidad con la Directiva base sobre tiempo de trabajo, como parece 

desprenderse de la STJUE 5 de octubre de 2004, asuntos acumulados C-397/01 a C-403/01, Pfeiffer, 

respecto a las cláusulas “opting-out”) que en convenio colectivo o en contrato individual se rompa la regla 

general de voluntariedad y se establezca su carácter forzoso, lo que ocurría en el año 2014, conforme al 

Anuario de Estadísticas Laborales, en más de un diez por ciento de las normas colectivas. Súmese a ello la 

conocida doctrina judicial relativa a las reglas de la carga de la prueba en esta materia (aunque algo 

matizada en los últimos años en determinados supuestos). Y, finalmente, cabe destacar que el precio 

mínimo legal de la hora extraordinaria es actualmente el de la hora ordinaria (lo que, conforme a las 

estadísticas laborales oficiales, se aplica en la mayor parte de convenios). 

Las trampas del legislador son, pues, evidentes. Salvo en aquellos casos en los que existan órganos 

colectivos de representación consolidados (en general, la gran empresa, minoritaria en nuestro modelo 

productivo) las dosis de discrecionalidad empresarial en materia de sobrejornada son evidentes. Y ello 

deriva esencialmente de un laxo y permisivo marco legal que permite, en definitiva, la autonomía 

unilateral del empleador. Difícilmente una persona asalariada (especialmente si su vínculo es temporal) se 

negará en la práctica a un requerimiento de realizar una jornada superior a la legal o convencionalmente 

establecida. De esta forma (en especial si el convenio establece el carácter obligatorio de las horas 

extras), el empleador tiene las manos libres para extender a su voluntad el tiempo de trabajo, con una 

retribución que en la mayor parte de casos será la ordinaria. Y con un límite legal que aunque se 

sobrepase no tendrá efecto alguno real, salvo una posible sanción administrativa con un máximo de 6.250 

euros. A lo que cabrá añadir que en el supuesto que dicha compensación económica no se retribuya 

finalmente, corresponderá al trabajador a emprender acciones legales en las que deberá acreditar (“hora 

a hora”) que se ha sobrepasado el tiempo de trabajo pactado en la prestación laboral.  

Se trata de un panorama ciertamente precarizante, que se deriva del propio marco normativo. 

Paradójicamente el legislador no ha optado por regular con garantías para ambas partes las nuevas 

necesidades de la flexibilidad en el tiempo de trabajo –salvo en materias muy puntuales y con carácter 

limitado-. La opción es otra: dotar a los empleadores en la práctica de amplias competencias decisorias 

sobre la jornada a través de una regulación tramposa de las horas extraordinarias. 

 

4. El artículo 35.5 ET y la STS 23.03.2017 (Rec. 81/2016)  

 

De hecho, la única capacidad de control interno y externo que la ley prevé en ese marco tan frágil es la 

obligación empresarial de registro “día a día” de la jornada del trabajador “a efectos del cómputo de 

horas extraordinarias”, entregando al trabajador “copia del resumen (…) en el recibo correspondiente”.  

Ciertamente el cumplimiento efectivo del mentado precepto tendría en la práctica una evidente 

efectividad por lo que hace al control interno de la jornada (en tanto que la persona asalariada tendría a 

su disposición la prueba suficiente de la existencia de horas extraordinarias), así como del control externo 

por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Sin embargo, debo confesar que, aunque dicho precepto 

data del texto original del ET en 1980, en mis treinta y siete años de experiencia profesional como 

iuslaboralista apenas he visto nunca esos recibos. 

Pero es más: el registro horario fue diseñado hace casi cuatro décadas cuando el cómputo del tiempo de 

trabajo tenía establecido legalmente un parámetro semanal. La instauración a partir de la reforma laboral 

de 1994 de un período de referencia anual –lo que es aplicado por la práctica totalidad de los convenios- 

junto con el establecimiento de concretos elementos de flexibilidad en materia de jornada y descansos, 

conlleva que a efectos de determinación de la jornada final –sobre la que determinar, a la postre, la 

existencia o no de horas extraordinarias- el mentado registro devenga esencial. En efecto, la superación 

de la jornada máxima legal diaria de nueve horas, conlleva que se devenguen horas extraordinarias 

conforme a un antiguo criterio casacional (por todas: STS UD 27.02.1995, Rec. 2091/1994), cuya vigencia es 
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ciertamente discutible. Ahora bien, si la sobrejornada no es diaria, es evidente que el período de referencia 

se sitúa ya en la inmensa mayoría de casos en el ámbito anual. Y ello cobra una especial significación en el 

caso de concurrencia de una distribución irregular, debiéndose recordar que tras la reforma del 2012, con 

el antecedente del RDL 7/2011, el empleador puede disponer “en defecto de pacto” de un diez por 

ciento de la jornada. 

Pues bien, en esa tesitura cabe preguntarse cómo se controla la jornada al final del año. Sin duda que el 

trabajador puede llevar un estadillo personal, pero ello no tendrá posteriormente valor probatorio suficiente 

(y a él corresponde acreditar la realización de horas extraordinarias). 

De esta forma, el artículo 35.5 ET –que yacía olvidado en el baúl de la conflictividad judicial- ha cobrado 

especial vigencia tras las últimas reformas laborales, dando lugar a una serie de demandas en las que se 

reclamaba el cumplimiento por la empresa de la obligación de llevar un registro de las jornadas 

individuales realizadas. Pero ocurre que en esta materia existe un evidente problema hermenéutico: 

aunque dicha obligación está observada en la ley, su efectividad se limita “a efectos del cómputo de 

horas extraordinarias”. Ello permite tanto la interpretación que el registro es universal, se realicen o no horas 

extras, como que su efectividad se limita únicamente a éstas. La sala de lo social de la Audiencia Nacional 

dictó varias sentencias (sentencias 04.12.2015, número de actuaciones 301/2015, 19.12.2016, número de 

actuaciones 383/2015, etc.) en las que optaba por aquella primera exégesis, al considerar que “si el 

registro diario de la jornada solo fuera obligatorio cuando se realicen horas extraordinarias, provocaríamos 

un círculo vicioso, que vaciaría de contenido la institución y sus fines, puesto que el presupuesto, para que 

las horas extraordinarias tengan dicha consideración, es que se realicen sobre la duración máxima de la 

jornada de trabajo”. Es ésa una conclusión lógica si se tiene en cuenta que, como ya se ha indicado, la 

jornada actualmente tiene un marco de referencia anual y concurren elementos de flexibilidad, en 

especial su distribución irregular. 

Sin embargo, una vez hechas públicas dichas sentencias hemos asistido a la publicación de numerosos 

artículos críticos al respecto (en muchas ocasiones por autores claramente vinculados con lobbys de 

despachos patronales) y a la aparición de una alarma significativa en medios empresariales. Debo 

confesar que esa preocupación carece en mi opinión de sentido, salvo que en realidad lo que se esté 

intentando expresar es la inquietud por un cierto control sobre la discrecionalidad unilateral que el 

legislador permite con el actual redactado del artículo 35 ET.  

Obviamente el debate ha acabado ante el TS que ha dictado la citada reciente sentencia de 23 de 

marzo. Insólitamente la opción hermenéutica ha sido la de considerar que “la obligación del empresario 

de anotar (registrar) se extiende sólo a las horas extraordinarias realizadas para lo que se apuntará el 

número de horas trabajadas cada día y se dará copia de esos apuntes al trabajador a final de mes, según 

que los pagos sean mensuales o tengan otra periodicidad”. 

Dicha conclusión se alcanza  en base a una interpretación literal del art. 35.1 ET, sus antecedentes 

históricos y una hermenéutica lógico literaria, al no hacerse mención al respecto en la regulación de la 

jornada de trabajo del artículo 34 ET, en relación al art. 12.4 c) ET –respecto al registro de jornada de los 

contratos a tiempo parcial-. Y a continuación se afirma: “dado el contexto en el que se ubica la norma 

debe entenderse que su finalidad es el control de la realización de horas extraordinarias, para evitar 

excesos con los que se sobrepasen los límites que establece, pero no implantar un control de la jornada 

ordinaria, registro al que no obliga en el art. 34 del ET y sí impone en los supuestos especiales que antes se 

citaron, lo que evidencia el espíritu de la norma que solo establece esa obligación en casos concretos. 

Frente a ello, no cabe decir que lo impone la realidad social del siglo en que vivimos, ni utilizar argumentos 

como el de que otros lo hacen, por cuanto no se conoce en qué condiciones, ni que la empresa si 

controla las ausencias por intranet, donde el empleado que falta debe registrar sus ausencias y justificarlas, 

porque, precisamente, por ese medio u otro puede registrar las horas de entrada y salida, así como el 

exceso de jornada, lo que le permitirá conocer las horas que trabaja, sin necesidad de que la empresa 

lleve un complicado registro general de la jornada diaria realizada por cada uno de sus empleados”. 

Tras repasar los pronunciamientos anteriores de la Sala a este respecto se afirma, asimismo, que la Directiva 

base de tiempo de trabajo tampoco reclama obligación de registro de jornada, salvo en las concretas 

garantías de las cláusulas “opting-out”. Y asimismo se hace mención a los futuros efectos que respecto a 

los registros de datos personales tendrá la entrada en vigor del Reglamento 2016/679. 

Como es notorio, por el impacto que la sentencia ha tenido en los medios de comunicación, la sentencia 

cuenta con tres votos particulares. 

Pese a ello, el pronunciamiento parece reclamar al legislador un cambio en la legislación vigente “que 

clarificara la obligación de llevar un registro horario y facilitara al trabajador la prueba de la realización de 

http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7988611&links=%2281%2F2016%22&optimize=20170411&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7988611&links=%2281%2F2016%22&optimize=20170411&publicinterface=true


horas extraordinarias”. Implícitamente, pues, se están reconociendo las carencias del marco legal, pero se 

opta por no hacer una hermenéutica adecuada a los tiempos, en tanto que los “Tribunales no pueden 

suplir al legislador”. Es ésta una afirmación que en materia de horas extraordinarias no deja de ser 

sorprendente, teniendo en cuenta la propia dinámica que ha experimentado la doctrina casacional.  En 

efecto, tras el RDL 1/1986, el artículo 35 ET venía afirmando que la retribución de la hora extraordinaria “en 

ningún caso será inferior al 75% sobre el salario que corresponda a la hora ordinaria”. Pero aun y la 

existencia de una norma mínima indisponible, la jurisprudencia había venido validando convenios 

colectivos en los que el precio no alcanzaba dicho setenta y cinco por ciento (entre otras muchas, SSTS UD  

13.01.1992. Rec. 433/1991. 30.12.1992, Rec. 2538/1991, 30.11.1994, Rec. 1030/1994, 27.02.1995, Rec. 981/1994, 

17.05.1995, Rec. 1776/1994, etc.). Sin embargo esa línea doctrinal se modificará tras el cambio del texto del 

art. 35.1 ET por la Ley 11/1994. Así, a partir de la STS UD  28.11.2004 -Rec. 976/2004-, posteriormente seguida 

de otras muchas, se afirmó que nos hallábamos ante “norma legal imperativa y de derecho necesario”. 

Pues bien, si se compara el texto del mentado precepto antes y después de la Ley 11/1994 puede 

comprobarse como la única diferencia es que a partir de esta última, el precio mínimo de la hora 

extraordinaria ya no es del setenta y cinco por ciento, sino el de la hora ordinaria. Los motivos para un 

cambio radical de la interpretación del precepto se explican, siquiera en forma indirecta, en algunas 

sentencias, haciéndose mención “a la inadecuación del ya histórico elevado recargo legal de las horas 

extraordinarias” (STS UD 12.01.2005, Rec. 984/2004). La pregunta que surge es inevitable: ¿aquella primera 

hermenéutica del TS no vino en su momento a suplir la “voluntad del legislador”?. 

En definitiva, la doctrina del TS parece sustentarse en una lógica –el modelo de jornada lineal y sin 

cambios- que cada día está más ausente de nuestra realidad de relaciones laborales. Y, además, 

comporta inevitables problemas de determinación, concreción y seguimiento de la jornada en términos 

anuales –que es claramente el mandato legal- y sometida a una distribución irregular que el empleador 

puede adoptar ahora unilateralmente. Alguien debería explicar cómo se puede saber cuándo se 

efectúan horas extras al final del año sino existe un registro diario de jornada. 

Publicado en: http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/04/tiempo-de-trabajo-horas-extraordinarias.html  
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TRABAJO Y CAMBIO TECNOLÓGICO: ¿SÓLO DESCONEXIÓN DIGITAL? 

MIQUEL ÀNGEL FALGUERA BARÓ 
Sala de lo Social del TSJ de Cataluña 

 

 

En las últimas semanas han aparecido distintas informaciones sobre la posibilidad de implantación de la 

denominada desconexión digital en este país; por tanto,  el reconocimiento del derecho de las personas 

asalariadas a no estar pendiente de comunicaciones laborales fuera de su horario de trabajo. Se trata de 

un simple mimetismo de la descafeinada normativa francesa al respecto, tras la entrada en vigor de la 

denominada Loi El Khomri.  

De entrada el lector puede tener la sensación de que se trata de una excelente idea, en tanto que esa 

posibilidad comportaría limitar el ámbito de las obligaciones de prestación de servicio a los concretos 

límites temporales a los que se circunscribe el horario laboral. Sin embargo, si reflexionamos un poco más 

sobre la cuestión emergen dudas importantes.  

 

* Un cambio radical en las formas de trabajar 

 

Las nuevas tecnologías están presentes en el mundo de las relaciones laborales desde hace ya más de tres 

décadas. Y lo están con creciente intensidad, en forma tal que las formas de trabajar actuales tienen 

escasa vinculación con las anteriores al cambio tecnológico.   

Uno empieza a tener ya cierta edad. Y si intento recordar cómo hacía un recurso de suplicación hace 

treinta y cinco años (era entonces un aprendiz de abogado) rememoro que me sentaba ante una 

máquina de escribir, colocaba los variados folios con su correspondiente papel carbón –teniendo a mano  

aquél Tipex que te untaba de blanco los dedos- y así había que ir escribiendo poco a poco, meditando 

previamente cada frase. Pero antes, debía diseñar la “trama” del recurso y haberme provisto de las 

fotocopias de las sentencias y la normativa aplicables tras una búsqueda –a veces complicada- en los 

inagotables tomos de jurisprudencia y legislación. Un error en esa operación de confección del recurso 

devenía fatal, en tanto que obligaba a volver a empezar. El escrito así obtenido debía presentarse en el 
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juzgado al día siguiente (o, entonces, en el juzgado de guardia, antes de las doce de la noche si finía el 

plazo) 

Hoy un abogado que se enfrente a esa situación lo hace en forma radicalmente distinta: empieza a 

escribir por dónde quiere, rectifica lo que no le parece adecuando en el momento que cree oportuno, 

readecúa el texto cuándo le viene en gana, incluye –el maldito “corta y pega”- textos de sentencias, de 

legislación o de doctrina que obtiene fácil e inmediatamente de una base de datos on-line, etc. Y el 

recurso se presenta en el mismo momento de su finalización a través de LexNet. 

Comparemos el resultado de ambos escenarios: mis recursos ocupaban, como mucho, cinco o seis 

páginas y tenía que dedicarles, con suerte, toda una tarde. El abogado de hoy puede escribir los suyos en 

menos tiempo con una extensión de muchas decenas de folios (para desesperación del ponente en el 

tribunal al que corresponda en reparto). Conclusión de esta breve reflexión propia: las formas de trabajar –

y de pensar en el trabajo- de un abogado han sufrido un cambio radical por causa de las nuevas 

tecnologías. Y ello ha ocurrido en un sector en principio tan “artesanal” como el de los juristas… 

Estas modificaciones en la forma de trabajar ya no son las microdiscontinuidades que caracterizan –como 

afirma el maestro ROMAGNOLI- nuestra disciplina: se trata de un cambio sísmico que está afectando a la 

orografía del iuslaboralismo. 

 

*  Los inexplicables silencios del legislador, las insuficiencias de la negociación colectiva y el papel de los 

jueces 

 

Pues bien, en esa tesitura no deja de llamar la atención que el legislador siga mirando hacia otra parte y 

permanezca ajeno a las implicaciones que ese choque en las capas tectónicas está teniendo en el 

contenido de derechos y obligaciones del contrato de trabajo. Si acudimos a la norma básica en materia 

de relaciones laborales, el Estatuto de los Trabajadores (ET), podremos comprobar como la mención a la 

tecnología es prácticamente inexistente. Aparte de la indeterminada referencia a la “técnica” contenida 

en los artículos 12,4 e), 39.2, 40.1 y 4, 41,1, 45.1 j), 47, 49.1 i), 51.1, 52 b) y 82.3) el ET únicamente  utiliza el 

término “tecnológico” en la letra b) del artículo 68 –en relación a la prioridad de permanencia de los 

representantes de los trabajadores, como sinónimo de causas técnicas-. Sólo el artículo 19.4 (como el 

artículo 19.1 LPRL) contiene una previsión normativa al respecto en materia de prevención de riesgos 

laborales (en un precepto, además, que no es otra cosa que la transposición de la Directiva 89/391/CEE). 

La conclusión resulta evidente: con la única salvedad de una puntual mención en salud laboral, la norma 

legal que por mandato constitucional deviene el eje central en la regulación del contrato de trabajo 

contempla el cambio tecnológico únicamente desde la perspectiva de lo que se conoce como 

flexibilidad interna o externa, situándolo en el marco de las medidas legales de reestructuración; esto es: el 

impacto del cambio tecnológico en las necesidades de gestión de mano de obra de la empresa. Ninguna 

mención a los derechos de los trabajadores ante el nuevo paradigma… 

Podría pensarse que esa anomia ha sido cubierta por la negociación colectiva. Pero ocurre que no es así: 

si acudimos al Anuario de Estadísticas Laborales del 2015 publicado por el MEYSS podremos comprobar 

como apenas el 3,2 por ciento de los convenios registrados en ese período hacían mención a la regulación 

de la implantación de nuevas tecnologías (en porcentajes prácticamente inmodificados en los últimos 

años).  

La inexistencia de una normativa reguladora del cambio tecnológico pone en evidencia un grave 

problema: el marco jurídico de las relaciones laborales está diseñado para un escenario que ya no es 

actual. Y en tanto que las garantías históricas devienen desfasadas –porque están pensadas sobre un 

modelo obsoleto- la desigualdad contractual entre las partes comporta que se incrementen en la práctica 

las potestades decisorias de los empleadores en detrimento de las tutelas las personas asalariadas. 

Hace tiempo que he llegado a la conclusión que los silencios de la ley ante los grandes cambios del 

mercado de trabajo obedecen a una clara voluntad desreguladora. El legislador lleva casi un cuarto de 

siglo interviniendo, cual  elefante en cacharrería, en el complejo juego de derechos y obligaciones de lo 

que podríamos denominar “flexibilidad contractual”; pero lo ha hecho sólo en beneficio de una de las 

partes, negándose a regular el carácter bidireccional de esa flexibilidad (el empleador tiene concretos 

mecanismos de modificar horarios y condiciones de trabajo, pero esa opción no se contempla para el 

trabajador, más allá de declaraciones genéricas). Ese parcial intervencionismo se explica por razones de 

productividad y de adaptación de la producción. Sin embargo, la ley guarda un ominoso silencio ante los 

numerosos cambios del modelo de relaciones laborales; así ocurre, como se acaba de ver, respecto a los 

cambios derivados de los nuevos medios de producción. Pero ocurre también ante las nuevas formas de 

organización de la empresa (grupos de empresa, empresas-red, etc.) y de organización de la producción 

(externalización). Esas carencias del marco legal sólo son explicables por dos motivos: o una manifiesta 

ineptitud o, lo que se antoja más probable, una política no expresamente reconocida de potenciar la 

capacidad decisoria de los empresarios.  

http://www.empleo.gob.es/es/estadisticas/anuarios/2015/CCT/CCT.pdf


La obsolescencia de la ley obliga a jueces y tribunales a intentar adaptar –a martillazos- las antiguas tutelas 

al nuevo panorama, lo que provoca múltiples incertidumbres a los justiciables. Y a ello cabe añadir una 

creciente tendencia de la doctrina judicial de sustentar el progresivo deterioro de las garantías de las 

persona asalariadas, lo que se deriva del horror vacui y, por tanto, la negativa a suplantar el papel del 

legislador. Como prueba de esta afirmación: baste con observar la evolución de la doctrina casacional en 

relación con las capacidades empresariales de control del uso extraproductivo de los medios tecnológicos 

(no es lo mismo lo que se afirma en la STS UD 26.09.2007, Rec. 966/2006, que lo se indica en la STS UD 

06.10.2011, Rec. 4053/2010) o respecto a la validez como prueba de los registros videográficos en el centro 

de trabajo (es suficiente comparar la conclusión de la STS UD 13.05.2014, Rec. 1685/2013, que la de la STS 

UD 07.07.2016, Rec. 3233/2014). 

A ello cabe sumar que el propio Tribunal Constitucional –que sí tiene competencias para forzar la 

interpretación de la ley supliendo el papel del legislador- ha dejado de jugar en los últimos años el papel 

de impulsor del ejercicio de derechos fundamentales en las relaciones laborales que históricamente había 

venido cumpliendo. No está de más recordar cómo en la STC 114/1984, de 29 de noviembre se afirmaba 

que el secreto de comunicaciones no se limitaba únicamente al contenido de la misiva, extendiéndose 

asimismo a “otros aspectos de la misma, como la identidad subjetiva de los interlocutores o de los 

corresponsales”; y que la impenetrabilidad para terceros no se aplicaba únicamente respecto a los 

poderes públicos, sino que también era postulable en el ámbito interprivatus. A lo que se añadía que “el 

concepto de secreto en el art.  18.3 tiene un carácter formal, en el sentido de que se predica de lo 

comunicado, sea cual sea su contenido y pertenezca o no el objeto de la comunicación misma al ámbito 

de lo personal, lo íntimo o lo reservado”. Así el derecho constitucional al secreto de comunicaciones sólo 

podía ser afectado por una resolución judicial suficientemente motivada y con carácter proporcional. Una 

lógica que también se aplicó en el terreno de las nuevas tecnologías (STC 173/2011, de 7 de noviembre). 

Sin embargo, cuando años después, el TC tuvo que aplicar su doctrina en el terreno de las relaciones 

laborales optó por una clara opción propietarista, aceptándose el acceso del empresario a ámbitos de 

privacidad del trabajador por el mero hecho de ser el titular del mismo (SSTC 241/2012, de 17 de diciembre, 

170/2013, de 7 de octubre, etc.). El papel de cuasi legislador histórico –por tanto, de cubrir las carencias de 

la ley- del TC es claramente denotable en su sentencia 281/2005, reconociendo el derecho de los 

sindicatos a remitir información a los trabajadores, imponiendo, sin embargo, una serie de condicionantes. 

Por el contrario, la reciente STC 17/2017, de 2 de febrero, pone en evidencia cómo nuestro órgano de 

interpretación constitucional se ha negado a declarar contrario al derecho de huelga el esquirolaje 

tecnológico. 

 

*  ¿Qué hacer?: no es sólo el derecho a la desconexión 

 

Parece evidente que la inercia de potenciación de las competencias del empleador ante el nuevo 

paradigma tecnológico está afectando sensiblemente al juego tradicional de poderes del contrato de 

trabajo, rozando situaciones que en la práctica conllevan una limitación casi absoluta del ejercicio de 

derechos fundamentales por los trabajadores. Y ello sólo tiene una posible alternativa (obviamente, si lo 

que se pretende en un reequilibrio de fuerzas en el contrato de trabajo): una modificación legislativa. Se 

trata, pues, de regular por ley la incidencia del cambio tecnológico en las relaciones laborales. Ahí van 

algunas ideas: 

- En primer lugar desde una perspectiva meramente contractual, hay que romper la tendencia 

propietarista del uso extraproductivo de las nuevas tecnologías en el trabajo. Ciertamente, el ordenador es 

propiedad del empresario; sin embargo, cuando ese ordenador se conecta a Internet es algo más: es un 

instrumento de comunicación. Por ello, las limitaciones que pueda imponer el empleador al respecto no 

son universales (en tanto que esto conlleva negar el ejercicio de un derecho fundamental) sino que deben 

ser causales, proporcionadas y objetivas. No está de más recordar, en este sentido, que la ONU ha 

declarado el acceso a Internet como un “derecho humano altamente protegido” (lo que ha empezado a 

aceptarse en algunos países, como México o Grecia.  

- En segundo lugar, deben regularse los límites de las afectaciones de ámbitos de privacidad de la persona 

asalariada en el trabajo o en relación al mismo. Se trata, por tanto, de establecer las normas compositiva 

por la colisión del derecho a la libre empresa con los derechos al secreto de comunicaciones (acceso a los 

contenidos personales en el ordenador de la empresa), a la intimidad (grabaciones videográficas o de 

voz, instrumentos de seguimiento o reconocimiento, prueba de detectives, etc.), a la libertad informática 

(aspecto éste que tendrá que ser abordado por la trasposición del Reglamento 2016/79), a la libertad 

sindical (el tablón de anuncios virtual) y al derecho de huelga (esquirolaje tecnológico). 

- En tercer lugar, parece imprescindible un cambio en la normativa procesal que regule plenamente 

aspectos como la prueba digital y su adaptación al régimen de recursos, así como la ilicitud de la prueba y 

su prueba. 

- Por último, no estaría de más empezar a diseñar marcos legales ante fenómenos emergentes vinculados 

con la prestación laboral, como el teletrabajo (pese a los cambios experimentados en el art. 13 ET tras el 

http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/huelga-y-subcontratas-el-caso-altrad.html
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RDL 3/2012 quedan aún múltiples aspectos del Acuerdo Marco por trasladar a nuestro ordenamiento) o la 

ubereconomia (que me resisto a llamar “economía colaborativa”) 

Ni el mero propietarismo, ni el régimen de obligaciones contractuales justifican que el derecho a la libertad 

de empresa y el derecho a la propiedad enerven el ejercicio de otros derechos constitucionales (en 

especial cuando éstos tienen la condición de fundamentales). Es ésa una visión basada en la lógica de 

producción del paradigma fordista que, por tanto, está hoy en claro declive. El fin del fordismo no es 

únicamente predicable del contenido de la prestación laboral (la flexibilidad contractual), también se 

extiende a las formas de organización del trabajo y de la producción y al modelo de ejercicio del poder 

en la empresa. En otro caso, la subordinación autoritaria del anterior sistema deviene, por mor de las 

nuevas tecnologías, en una situación en la que se agudiza el sometimiento del trabajo a la esfera de poder 

del empleador. 

En esa tesitura, iniciativas como la regulación de la desconexión digital pueden ser positivas… siempre que 

se acompañen de una efectiva normativización de las nuevas tecnologías en el trabajo. Lo contrario –

quedarse ahí- conlleva un evidente mensaje implícito: mientras se está dentro de la empresa no existen 

derechos fundamentales (como escribió el gran Dante: “lasciate ogne speranza, voi ch'intrate”). 

Empezar a regular las nuevas realidades productivas en el trabajo por la desconexión digital es, 

simplemente, empezar la casa por la ventana. La tendencia legislativa debería ser exactamente la 

contraria. 

 

Publicado en: http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/04/trabajo-y-cambio-tecnologico-solo.html  
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OTRAS SENTENCIAS 
 

Pensión de viudedad en el caso de violencia de género: derecho a 

la prestación. Mujer víctima de maltrato que pese a iniciar el trámite 

de separación en 1994 sigue conviviendo con el causante hasta el 

fallecimiento de éste (2012) 
SENTENCIA DEL JUZGADO DE LO SOCIAL NÚM. 12 DE BARCELONA DE 16 DE MARZO 

DE 2017 

AMAYA OLIVAS DÍAZ 
HECHOS PROBADOS 

 

1º) La actora solicitó pensión de viudedad el 27 de agosto del 2015 por el fallecimiento del que 

fue su marido Don Raimundo.  

2º) Dicha prestación le fue denegada mediante resolución del INSS de 31 de agosto del 2015, por 

varios motivos (Folio 64). 

3º) Contra esta resolución formuló reclamación previa, en la que la parte actora alegó haber sido 

víctima de violencia de género al tiempo de su divorcio y con anterioridad, junto a otros 

argumentos, que fue desestimada por nueva resolución de 14 de octubre del 2015, en la que en 

concreto se expresa que: 

-La solicitante y el fallecido se hallaban legalmente separados, y no se ha acreditado la 

existencia de pensión de compensatoria, a favor de la primera, que se haya extinguido como 

consecuencia del fallecimiento.   

-Entre la fecha de la separación y del fallecimiento han transcurrido más de 10 años.  

-Tanto en la sentencia de separación como en la de divorcio no se hace mención alguna a la 

violencia de género.  

4º) La actora contrajo matrimonio con el causante el 30 de diciembre de 1982, y del matrimonio 

nacieron dos hijos, David y Miguel, en fechas respectivamente de 5 de octubre de 1986 y 21 de 

noviembre de 1989. 

5º) La actora interpuso demanda de separación en fecha de 3 de mayo de 1993, relatando que 

desde hace años sufría una situación de vejaciones e insultos, así como maltrato de obra y 

http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/04/trabajo-y-cambio-tecnologico-solo.html


palabra.  

Finalmente fue dictada Sentencia del Juzgado de Primera Instancia nº 45 de Barcelona que 

aprobó el convenio regulador suscrito entre los cónyuges, donde se pactó una pensión de 

alimentos para los dos hijos del matrimonio de 80. 000 pesetas mensuales.  

6º) La actora y el causante se divorciaron por sentencia de 27 de diciembre del 2005.  

7º) La actora y el causante no dejaron, tras las sentencias, la convivencia en común, hasta la 

fecha de 4 de junio del 2012, cuando aquel cambió de residencia.  

8º) En fecha de 10 de junio del 2005, la actora interpuso denuncia penal contra el causante, 

relatando de forma extensa la situación de malos tratos que durante 15 años venía recibiendo de 

su marido, tanto físicos como psicológicos.  

De esta situación, siempre fueron testigos desde pequeños sus hijos, como declaró David ante la 

policía en la misma fecha (y ha ratificado en el día de hoy, en la vista oral de este 

procedimiento).   

También fue testigo de la referida situación de violencia hacia la actora el Sr. P, vecino de la 

misma, que escuchaba los insultos desde su violencia, y pudo ver los moratones que ostentaba, 

frecuentemente. 

9º) En fecha de 16 de junio del 2005, fue acordaba Medida de Alejamiento por el Juzgado de 

Instrucción 2 de Barcelona, que impuso al causante la prohibición de acercarse a menos de 1000 

metros a la actora, ni aproximarse a su domicilio, a su trabajo, o cualquier otro lugar. La medida 

había sido instada por el Fiscal.     

10º) La base reguladora de la pensión de viudedad en el Régimen General de la Seguridad 

Social por violencia de género es en este procedimiento de 2100, 75 euros, con fecha de efectos 

de 29 de junio del 2015.   

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- Los hechos declarados probados resultan demostrados al examinar el material 

probatorio, según las reglas de la sana crítica. Concretamente, constan en la prueba 

documental aportada. 

Junto a ello, se ha dado plena credibilidad a la declaración como testigo del hijo mayor de la 

actora, Don David  y del vecino Sr. P, en los términos expuestos en los hechos probados.  

  

SEGUNDO.- La actora solicita una pensión de viudedad alegando varios motivos que combaten 

los expuestos en las resoluciones denegatorias, desde la falta de interrupción de la convivencia 

hasta el año 2012, a la situación de violencia de género padecida.  

El letrado del INSS se opone, reiterando los razonamientos de la entidad gestora obrantes en el 

expediente administrativo.  

   

TERCERO.- La cuestión controvertida debe ser resuelta estimando la pretensión actora, 

atendiendo en primer término a la legalidad aplicable: 

Así, el Art. 174 de la LGSS en su apartado 2º, según la redacción aplicable al caso, dada por la 

Ley 26/ 2009 dispone:  

“En los casos de separación o divorcio, el derecho a la pensión de viudedad corresponderá a 

quien, reuniendo los requisitos en cada caso exigidos en el apartado anterior, sea o haya sido 

cónyuge legítimo, en este último caso siempre que no hubiera contraído nuevas nupcias o 

hubiera constituido una pareja de hecho en los términos a que se refiere el apartado siguiente. 

Asimismo, se requerirá que las personas divorciadas o separadas judicialmente sean acreedoras 

de la pensión compensatoria a que se refiere el art. 97 del Código Civil  y ésta quedara 

extinguida a la muerte del causante. En el supuesto de que la cuantía de la pensión de viudedad 

fuera superior a la pensión compensatoria, aquélla se disminuirá hasta alcanzar la cuantía de 

esta última. En todo caso, tendrán derecho a la pensión de viudedad las mujeres que, aún no 

siendo acreedoras de pensión compensatoria, pudieran acreditar que eran víctimas de violencia 

de género en el momento de la separación judicial o el divorcio mediante sentencia firme, o 

archivo de la causa por extinción de la responsabilidad penal por fallecimiento; en defecto de 

sentencia, a través de la orden de protección dictada a su favor o informe del Ministerio Fiscal 

que indique la existencia de indicios de violencia de género, así como por cualquier otro medio 

de prueba admitido en Derecho…”  

De acuerdo con lo expuesto, es evidente que, como ya ha resuelto la STS en fecha de 20 de 

enero del 2016 (RCUD 3106/2014):  

"A) Hay que recordar que cuando se promulga la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 

Protección Integral contra la Violencia de Género ya se ha producido la separación de la 

demandante y que el art. 174 LGSS   pide que se acredite la condición reseñada.  
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B) La primera opción que el art. 174.2 LGSS   concede para acreditar que se era víctima de 

violencia de género viene dada por la "sentencia firme o archivo de la causa por extinción de la 

responsabilidad penal por fallecimiento". La segunda opción que el   art. 174.2 LGSS   brinda a la 

víctima discurre "a través de la orden de protección dictada a su favor o informe del Ministerio 

Fiscal".  

Se trata de previsiones concordantes con la LOVG. Su artículo 23 regula la "acreditación de las 

situaciones de violencia de género ejercida sobre las trabajadoras" respecto de "las situaciones 

de violencia que dan lugar al reconocimiento de los derechos regulados en este capítulo", es 

decir, los referentes al programa específico de empleo, a las trabajadoras asalariadas (y a sus 

empresas) y a la Seguridad Social de las mismas o de las mujeres que trabajan por cuenta propia. 

Y allí se alude a la orden de protección a su favor, expedida por el correspondiente Juzgado (de 

Violencia sobre la Mujer o de Primera Instancia e Instrucción), adoptada con arreglo al   art. 544 

ter de la LECriminal   y al Informe del Ministerio Fiscal cuando el mismo indique que existen indicios 

de que la demandante es víctima de violencia de género .  

C) Puesto que ninguna de las reseñadas vías acreditativas puede operar en nuestro caso, debe 

acudirse a la posibilidad de utilizar " cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho ".  

La determinación de si esta última vía acreditativa se activa o no en el presente caso ya requiere 

un análisis a fondo de los hechos, tanto para determinar si los supuestos con contradictorios, 

cuanto para aquilatar el alcance de lo acaecido al tiempo de la separación (febrero de 1998)".  

...Es innegable que en casos como el presente la titular de la pensión solo puede ser una mujer 

que haya sido víctima de violencia ejercida por su ex pareja masculina. La LO 1/2014 dispone 

que es "la trabajadora" o "la funcionaria" víctima de violencia de género quien obtiene la tutela 

sociolaboral; son "las mujeres víctimas de violencia de género " quienes poseen el derecho a la 

asistencia social integral (art. 19) o a la asistencia jurídica gratuita   (art. 20.1), o "las trabajadoras 

por cuenta propia víctimas de violencia de género " las beneficiadas en otros casos   (art. 21.5). Y 

el art. 174 LGSS   a que viene aludiéndose habla claramente de "las mujeres".  

Ahora bien, que solo las mujeres puedan acceder a la condición de pensionistas de viudedad 

como víctimas de violencia machista no comporta necesariamente que haya una previa 

tipificación o calificación jurídica de que ha concurre tal condición. La LGSS, a efectos de la 

pensión, les permite acreditar "que eran víctimas"; es decir, ya no se está en el automatismo sino 

en la acreditación de una cualidad.  
B) Dicho abiertamente: la violencia sobre el hijo común, que ha accedido a la mayoría de edad 

durante el proceso de separación y que ha testificado en favor de la madre, debe valorarse 

como indicio de que había una situación conflictiva entre los esposos.  

La propia LO 1/2014 introdujo diversas referencias a supuestos en que la víctima de la violencia 

"fuera una persona especialmente vulnerable que conviva con el autor" (   artículos 148.5   º,   153   

y   172 del Código Penal   con arreglo a su redacción). A partir del hecho cierto de que solo una 

mujer puede sufrir violencia de género, también se abre la posibilidad de lucrar derechos para los 

hijos menores (el   art. 5º facilita la escolarización de los hijos que se vean afectados por cambios 

de residencia derivados de actos de violencia de género). Esta idea late en la Exposición de 
Motivos de la LO 1/2014  cuando explica que "las situaciones de violencia sobre la mujer afectan 

también a los menores que se encuentran dentro de su entorno familiar, víctimas directas o 

indirectas de esta violencia. La Ley contempla también su protección no sólo para la tutela de los 

derechos de los menores, sino para garantizar de forma efectiva las medidas de protección 

adoptadas respecto de la mujer." Es decir, si el padre ejerce violencia sobre el hijo común y la 

madre se enfrenta por tal motivo estamos ante un indicio de violencia de género.  

El TS señala que los presupuestos para que opere la vía excepcional del articulo 174.2 (" cualquier 

otro medio de prueba admitido en Derecho") en la acreditación de la violencia de genero son: 

Con arreglo al art. 174.2 LGSS, en la versión aplicable al caso, la demandante de pensión ha de 

acreditar que es víctima de violencia de género en el momento de la separación judicial o el 

divorcio, pudiendo hacerlo por cualquier medio de prueba admitido en Derecho. En 

consecuencia son tres los datos que deben concurrir para que surja la pensión de viudedad a 

través de esta específica vía:  

  -Elemento instrumental: acreditarse la realidad a través de medios probatorios 

jurídicamente válidos.  

  -Elemento material: ser víctima de violencia de su ex pareja.  

  -Elemento cronológico: que exista violencia de género al producirse la separación o 

divorcio.  

Dicha STS fue recogida y ampliamente comentada por la STSJ de Catalunya de 21 de octubre 

del 2016, que, para un caso similar al que ahora nos ocupa, exponía lo siguiente:  



Pensamos que debe otorgarse la pensión en este supuesto por cuánto aunque no existe una 

resolución expresa de un órgano jurisdiccional con competencia en violencia de género , todos 

los indicios apuntan a que se vivía una situación de violencia, como mínimo de carácter 

psicológico: faltas de respeto, insultos y desplantes ante terceras personas, llamada a una amiga 

para que interpusiera denuncia por violencia de género (en vez de hacerlo personalmente, 

indicio claro de una situación debilidad psicológica), miedo constante en el domicilio con gritos 

e insultos frecuentes relatados por el hijo común, golpes a la pared y muebles de forma 

intimidatoria, amenazas a usar su arma profesional, episodio de violencia física con su hijo. Quien 

ha ejercido la jurisdicción en la instancia ha realizado la misma deducción y alcanzado la misma 

conclusión a la que habría llegado cualquier persona media de nuestra sociedad, y a partir de 

unos hechos probados ha alcanzado la conclusión de que existía violencia psicológica, lo cual - 

a nuestro modo de ver- es lógico en la medida en la que entre los hechos demostrados y la 

conclusión alcanzada existe un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, tal 

como prevé el artículo 386 de la Ley del Enjuiciamiento Civil . 

Por desgracia es sobradamente conocido que existen numerosos supuestos de mujeres víctimas 

de esta lacra social que por razones distintas (sea la presión familiar y el entorno, sean elementos 

culturales, sean déficits educativos o sea cualquier otra razón) o bien no mantienen sus 

denuncias hasta las últimas consecuencias, o no tienen capacidad de probar los elementos 

constitutivos de situación. Ello obliga a los órganos jurisdiccionales a una delicada valoración en 

la que deben ser analizados todos los elementos e intereses en juego; dicho lo cual, entendemos 

que el análisis que los órganos de la jurisdicción social debemos realizar en supuestos cual el 

presente es compleja, pues existe una primera aproximación al debate que podría parecer 

constituido por el dilema entre el derecho a la protección y la pensión de viudedad de la 

víctima, en contraposición al mantenimiento del buen nombre del causante fallecido, pero no se 

trata del buen nombre del fallecido y sí del derecho de la demandante: existen elementos de 

más peso y estamos obligados a variar dicho enfoque y considerar que nuestra decisión debe 

ponderar entre el interés de una hipotética víctima a percibir una pensión -con requisitos menos 

estrictos que otras mujeres para alcanzar la prestación, ello por decisión de la voluntad 

legislativa- como vía de protección específica, y el interés genérico del sistema de seguridad 

social de sólo otorgar aquellas prestaciones que responden a una necesidad real; al respecto 
hemos de tener en cuenta que la voluntad legislativa es claramente expansiva en este tipo de 

supuestos, pues admite como posibilidad para probar la situación de violencia, no sólo las 

decisiones anteriores al fallecimiento dictadas por órganos especializados en la materia, sino 

también cualquier otro medio de prueba válido en derecho; decisión legal que sin duda tiene por 

finalidad aumentar la protección a las mujeres víctimas de esta violencia que por su situación de 

debilidad o desamparo no han sido capaces de obtener aquellas decisiones; esta decisión del 

legislador es coherente con una lucha integral contra la violencia de género, pues esa distinción 

en la exigencia de los requisitos deriva de las características específicas de esta violencia que 
suele estar encubierta y se desenvuelve dentro del ámbito familiar; no olvidemos que la ONU ha 

declarado que es el crimen encubierto más extendido en el mundo, con independencia de raza, 

religión o país, y ello da fundamento a la distinción de trato en materia de viudedad , respecto de 

otras mujeres no víctimas de violencia de género. Y siendo la voluntad de la ley que la sociedad 

dé una tutela específica a quienes sufren esta lacra social, los Tribunales (y pensamos que 

también la administración pública) debemos actuar en consonancia con la misma. 

En definitiva entendemos que la sentencia recurrida es correcta cuando da credibilidad -a través 

del mecanismo probatorio que es la presunción judicial- a la existencia de una situación de 

violencia. Ahora en la Sala debemos confirmar dicha sentencia plenamente. 

Partiendo de todo lo expuesto, entendemos que en el caso que nos ocupa, la actora ha 

probado sobradamente que ya en el momento de interponerse la demanda de separación, en 

el año 1994, concurría una situación de malos tratos de violencia ejercida desde hacía años, 

aunque las circunstancias de opresión social hacia las mujeres, y de falta de información y 

protección social suficientes, hicieran que finalmente aquella acabara firmando un convenio 

regulador.  

Ha quedado acreditado que la convivencia fue común hasta el año 2012, según el volante de 

empadronamiento, así como que los malos tratos, el desprecio, la violencia de todo signo, se 

perpetuaron, llegando la actora junto a su hijo a declarar ante la policía y el juzgado de 

Instrucción, que acordó a petición del Fiscal medida de alejamiento a su favor.  

Esta situación se subsume por tanto de forma clara en el ámbito de protección recogido en la 

norma aplicable, y en los términos interpretados de la misma por el TS y el TSJ de Catalunya, por 

lo que procede sin más la plena estimación de la demanda.  

CUARTO.- Contra esta sentencia, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 191.3.C) de la Ley 

reguladora de la Jurisdicción Social, cabe RECURSO DE SUPLICACIÓN ante la Sala de lo Social del 
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Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que deberá anunciarse dentro de los CINCO días 

siguientes a la notificación de la presente resolución, haciendo al propio tiempo nombramiento 

de Letrado.  
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Jubilación anticipada por discapacidad por limitación visual 

derivada de las secuelas de un craneofaringioma: el requisito del 

período mínimo de quince años concurrencia de discapacidad 

puede acreditarse a través de otros medios de prueba, además de la 

resolución administrativa que fija el grado de discapacidad 
SENTENCIA TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL PAÍS VASCO DE 4 DE ABRIL DE 2017 

PONENTE: EMILIO PALOMO BALDA 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.-  La única instancia del proceso en curso se inició por demanda y terminó por 

sentencia, cuya relación de hechos probados es la siguiente: 

1).- El demandante XXX, nacido el 10 de agosto de 1957 , figura afiliado y de alta en el Régimen 

General de la Seguridad Social, y tiene acreditados 35 años y 3 meses de cotización a lo largo 

de su vida laboral. 

Desde el año 1983 el demandante está afectado por secuelas de un tumor cerebral 

(craneofaringioma), figurando esta enfermedad listada en el Real Decreto 1851/2009 como 

secuelas de tumor cerebral del Sistema Nervioso Central.  Esta enfermedad ha permanecido 

clínicamente estable y sin cambios según consta en los informe médicos que obran en el 

expediente administrativo, no habiéndose observado signos de recidiva en los numerosos 

controles médicos realizados. El demandante fue intervenido quirúrgicamente del tumor cerebral 

en el año 1983 en el Servicio de Neurología de la Clínica Puerta de Hierro Madrid. 

Como consecuencia del tumor cerebral presentaba una importante afectación oftalmológica 

permanente en el ojo izquierdo, así como problemas endocrinos que han venido siendo tratados 

en el Hospital de Donostia. 

2).-  Por resolución del Departamento de Política Social de la Diputación Foral de Gipuzkoa al 

demandante le ha sido reconocida un grado de discapacidad del 50% desde el 1 de julio de 

2004, en base al diagnóstico de “deficiencia visual”. 

3).- El demandante solicito del INSS el reconocimiento de la jubilación anticipada por 

discapacidad igual o superior al 45%, habiéndose dictado por la entidad gestora resolución de 

fecha 30/6/2016 en la que se acuerda denegar la prestación de jubilación por no haber 

trabajador un periodo efectivo de 5.475 días padeciendo la minusvalía alegada, por lo que 

resultaba de aplicación lo dispuesto en el art. 1 del Real Decreto 1.851/2009. Frente a esta 

resolución, el demandante formuló la oportuna reclamación previa la vía administrativa, 

dictándose por el INSS resolución de 2/9/2016 en la que se desestima íntegramente la 

reclamación previa, y en la que se indica que la edad obligatoria para acceder a una pensión 

de jubilación anticipada se podría reducir en el caso de personas con un grado de 

discapacidad igual o superior al 45%, siempre que se trate de discapacidades reglamentarias 

determinadas, y que asimismo era necesario acreditar que se había trabajado un tiempo 

efectivo, bajo estas circunstancias de discapacidad equivalente, al menos, el periodo mínimo de 

cotización exigido, y que en el caso de el demandante, según constaba en la certificación 

emitida por los servicios sociales de la Diputación de Gipuzkoa, el demandante tenia reconocido 

un grado de minusvalía por una deficiencia visual desde el 1/7/2004, por lo que no se cumplía los 

requisitos exigidos para acceder a la pensión solicitada, y que resultaba de aplicación el art. 1 

de el RD 1851/2009, de 4 de diciembre. 

Frente a esta resolución el demandante formula la presente demanda en la que solicita el 

dictado de una sentencia en la que, con revocación de la resolución del INSS impugnada, se 

declare el derecho de el actor a percibir la pensión de jubilación anticipada en la cuantía del 

100% de la base reguladora de 1.202€ mes con fecha de efectos de 15 de  junio de 2016. 

4).- Consta en los autos certificación de el entonces Instituto Nacional de la Salud de fecha 



18/2/1983, en el que se indica que el demandante padece ya desde antes déficit visual, y que 

en el estudio de scanner se observa la formación supraquiasmática sugestiva de 

craneofaringioma, y que por la localización y abordaje quirúrgico se entiende como necesario el 

que sea atendido por el Servicio de Neurocirugía de la Clínica puerta de Hierro de Madrid. 

5).-  Los datos de la pensión  de jubilación anticipada, en el caso de que sea procedente el 

abono de esta prestación son los siguientes: la base reguladora sería la de 1.204,80 € mes, el 

porcentaje de la pensión es el 100% de la base reguladora, y la fecha de efectos  de la 

prestación sería la de esta sentencia, siempre que el demandante cesara en su actividad en la 

fecha de esta sentencia 

 

SEGUNDO.-  La parte dispositiva de la sentencia de instancia dice: Que debo estimar la 

demanda promovida por XXX frente al INSS y la TGSS, y revocando la resolución del INSS 

impugnada, se reconoce el derecho del demandante a la jubilación anticipada, con la base 

reguladora  de 1.204,80 € mes, el porcentaje de la pensión del 100% de la base reguladora, y la 

fecha de efectos  de la prestación sería la de esta sentencia, siempre que el demandante 

cesara en su actividad en la fecha de esta sentencia, condenando a los demandados a el 

abono de esa pensión, con los incrementos, revalorizaciones y mejoras que procedan 

 

TERCERO.- Contra dicha sentencia la entidad gestora demandada interpuso recurso de  

suplicación, que fue impugnado por la contraparte. 

 

CUARTO.- Elevados, por el Juzgado de lo Social de referencia, los autos principales, en unión de 

la pieza separada de recurso de suplicación, los mismos tuvieron entrada en esta Sala el 8 de 

marzo de 2017, fecha en la que se emitió diligencia de ordenación, acordando la formación del 

rollo correspondiente y la designación de Magistrado-Ponente.  

 

QUINTO.- Por providencia de 20 de marzo de 2017 se señaló, para la 

deliberación y fallo del asunto, la audiencia del siguiente día 28 en que tuvo lugar. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

  

PRIMERO.- La deficiencia visual que desde los 26 años padece el ahora recurrido, como 

consecuencia de la extirpación quirúrgica, en 1983, de un tumor localizado en una zona próxima 

a los nervios ópticos, que le dejó como secuela una hemianopsia bitemporal y una atrofia 

papilar en el ojo izquierdo, así como el dato de que desde aquella lejana fecha esa disfunción 

no ha experimentado ninguna variación, no son objeto de discusión en este recurso, en el que la 

convicción alcanzada por el juzgador al respecto no ha sido impugnada. 

Lo que constituye el núcleo del debate es si el hecho de que la certificación formal de la 

discapacidad, en grado del 50 %, por parte de la Diputación Foral de Gipuzkoa, no se produjese 

hasta el año 2005, impide al demandante acceder a la pensión de jubilación anticipada que 

solicitó en junio de 2016, tiempo después de haber cumplido la edad mínima prevista en el 

artículo 3 del Real Decreto 19851/2009, de 4 de diciembre, por el que se desarrolla el artículo 

206.2 de la Ley General de la Seguridad Social, en cuanto al adelanto de la edad de jubilación 

de los trabajadores con discapacidad en grado igual o superior al 45 por ciento.  

Norma reglamentaria que en su artículo 1 incluye en su ámbito de aplicación a quienes a lo largo 

de su vida laboral han trabajado un tiempo efectivo equivalente, al menos, al período mínimo 

de cotización que se exige para acceder a la pensión de jubilación, afectados por alguna de las 

discapacidades enumeradas - entre las que figuran las secuelas de tumores del sistema nervioso 

central -, que hayan determinado, durante todo ese tiempo, un grado de discapacidad igual o 

superior al 45 %, y que en su artículo 5 dispone que la existencia de las discapacidades 

relacionadas en la norma, así como el grado correspondiente, deberán acreditarse mediante 

certificación expedida por el IMSERSO o por el órgano autonómico con competencia en la 

materia. 

De esos preceptos, deduce el Letrado de la entidad recurrente, en contra de lo resuelto en la 

instancia, que la fecha inicial de la que se ha de partir para verificar el cumplimiento del requisito 

de haber trabajado al menos 15 años con el grado de discapacidad mínimo previsto, es aquella 

en que surtió efectos la resolución por la que se certificó la situación de discapacidad, esto es, el 

1 de julio de 2004, de lo que deriva que el demandante no reúna el período requerido.   

 

SEGUNDO.- Fijado el alcance de la contienda, en los términos expuestos en el fundamento 

precedente, el punto de partida para su solución pasa, ineludiblemente, por constatar que lo 
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que exige la disposición reglamentaria aplicable es que el asegurado haya trabajado de 

manera efectiva al menos 5.475 días, y que durante todo ese período lo haya hecho bajo la 

situación de  discapacidad en el  porcentaje mínimo requerido, sin que la fijación de un medio 

de prueba tasado para justificar la existencia de la discapacidad y su grado acarree, 

necesariamente, que el momento inicial a considerar para computar el plazo señalado sea 

aquél en que obtuvo el reconocimiento administrativo. 

Tal consecuencia no se desprende de la literalidad de los apartados anteriormente reseñados, 

pues del hecho de que la discapacidad en sí, y el nivel preciso, hayan de acreditarse 

preceptivamente con el certificado emitido por un determinado órgano, que es la única 

exigencia que imponen, no cabe inferir razonablemente la imposibilidad de demostrar la 

concurrencia del grado de discapacidad declarado, o incluso de uno superior, desde un 

momento anterior al de su constatación formal por la Administración 

Y es que, la disposición reglamentaria no previene, como pudo hacer, que el asegurado 

demuestre, a través de un concreto medio de prueba, que trabajó, al menos 15 años, afectado 

por el porcentaje de discapacidad exigido.    

La data de la resolución administrativa, o de sus efectos, no puede configurarse en todos los 

supuestos como determinante del inicio del cómputo del plazo de los 15 años, pues la fecha 

decisiva a tal fin es aquella desde la que el interesado presentaba realmente el grado de 

discapacidad prefijado, aunque le fuese reconocido con posterioridad, de manera que sí 

acredita cumplidamente, por cualquiera de los medios de prueba idóneos a tal fin, que los 

déficits determinantes de ese porcentaje son anteriores a la resolución dictada  por la 

Administración, ese acto no puede ser valorado como constitutivo de la discapacidad, y de su 

grado, sino meramente como declarativo de una situación preexistente, y el “dies a quo” para el 

cómputo del mencionado plazo deberá retrotraerse al momento en que el asegurado comenzó 

a trabajar con ese porcentaje de discapacidad, aunque no estuviese oficialmente declarado.  

Una cosa es que no se pueda presumir que ese grado existía antes de su reconocimiento por el 

organismo competente para ello, y otra distinta que no se pueda acreditar su existencia a través 

de otros medios de prueba.   

 

TERCERO.- La conclusión que se obtiene a partir de los cánones literal y sistemático, se refuerza 

atendiendo a los de interpretación finalista, y conforme a la Constitución.  

En cuanto al primero, si el objetivo perseguido con esta clase de jubilación anticipada es que 

quienes se ven impelidos a desarrollar su actividad profesional aplicando un mayor esfuerzo que 

los demás trabajadores, y a hacerlo en condiciones de mayor penosidad, y que quienes, dado el 

tipo de disfunción que aquejan, cuentan con una menor esperanza de vida, puedan adelantar 

su edad de retiro, su consecución resultaría en muchos casos inviable, y en otros se vería 

seriamente dificultada de manera injustificada, de aceptarse la exégesis restrictiva que defiende 

la parte recurrente 

En lo que respecta al segundo criterio hermenéutico, el artículo 9.2 de la Norma Fundamental 

preceptúa que los poderes públicos deben promover las condiciones para que la libertad e 

igualdad de los individuos sean reales y efectivas y remover los obstáculos que impidan o 

dificulten su plenitud, y el artículo 49 les compele a amparar a los disminuidos físicos, sensoriales y 

psíquicos de manera especial para el disfrute de los derechos que el Título I de la Constitución 

otorga a todos los ciudadanos, comprendido el derecho a las prestaciones del régimen público 

de Seguridad Social; mandatos que no se compadecen como una interpretación como la que 

defiende la entidad gestora de la prestación. 

Resta señalar, a mayor abundamiento, que la solución aplicada por dicho Organismo incurre en 

una irretroactividad prohibida por el artículo 9.3 de la Constitución, pues obliga al demandante a 

acreditar un pretendido requisito de acceso a la pensión establecido en el año 2009, 

proyectándolo a períodos previos a la aprobación de la norma. 

Cuanto se deja razonado nos lleva a confirmar la sentencia de instancia y a desestimar el recurso 

interpuesto frente a la misma. 

 

CUARTO.- La demandada goza del beneficio de justicia gratuita, que le reconoce el artículo 2 de 

la Ley 1/1996, de 10 de enero, por lo que de conformidad con lo previsto en el artículo 235.1 de la 

Ley de la Jurisdicción Social, no procede condenarle al pago de las costas causadas en esta 

fase, al no apreciarse temeridad, o mala fe. en su actuación procesal 
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I.- Elements de convicció en la determinació dels fets provats. 

La relació de fets que es declaren provats s'ha deduït de la valoració conjunta de la prova 

aportada, d'acord amb els principis de la sana i imparcial crítica.   Els fets reflectits resulten de la 

documental aportada (que, per major claredat, s’especifica a cada fet provat al que donen 

suport) i de l’interrogatori de la demandant. No és de senyalar cap discrepància fàctica rellevant.  

En tot cas, no ha estat controvertit per cap de les codemandades, ni a les resolucions denegatòries 

ni a l’acte del judici,  que la demandant i el causant constituïssin una parella de fet “con análoga 

relación de afectividad a la conjugal”, convivència que –d’altra banda- ha quedat manifestament 

acreditada per l’abundant documentació aportada. 

 

II.-  L’objecte de debat.  

Demanada la pensió de viduïtat per la demandant en base a la convivència marital amb el 

causant, ha estat denegada per la mútua demandada en raonar, que “en la actualidad, a los 

efectos de la pensión de viudedad de la Seguridad Social, la acreditación de constituir pareja de 

hecho solo puede realizarse “mediante certificación de la inscripción en alguno de los registros 

específicos existentes en las CCAA o ayuntamientos del lugar de residencia o mediante 

documento público en el que conste la constitución de dicha pareja. “ 

La defensa lletrada de la demandant ha defensat a l’acte del judici que, en base al principi de 

seguretat jurídica, no es podia exigir el compliment d’aquest requisit “ad solemnitatem”  -dos anys 

d’inscripció en un Registre oficial  o, alternativament,  la seva constitució per mitjà de document 

públic- fins que no haguessin passat dos anys des de la publicació oficial de la STC 40/14 (en el BOE 

de 10 d’abril de 2014), ja que  fins aquell moment  -10.4.16-  el compliment d’aquest nou requisit (a 

Catalunya), esdevenia impossible.  

Les defenses lletrades de l’INSS i de la Mútua demandada s’han oposat a la pretensió de la 

demandant al.legant el caràcter “ad solemnitatem” d’aquell requisit, exigible des del mateix 

moment de ser dictada la STC 40/14, així com la jurisprudència del TSJ de Catalunya a la que es 

farà referència. L’empresa demandada s’ha limitat ha invocar la seva manca de legitimació 

passiva.  

 

III.-  L’anul.lació del paràgraf cinquè de l’art. 174.3 LGSS:  las STC 40/14 i les posteriors STC 44 i 45/14. 

1.- Escau començar recordant que, fins el moment de fer-se pública la STC 40/14, els integrants de 

parelles que, segons el Codi Civil de Catalunya, tenien la consideració legal de parella de fet i 

acreditaven una convivència marital no interrompuda de cinc anys, podien accedir a la pensió de 

viduïtat en raó del que es disposava en aquell precepte, sense necessitat d’inscripció en registre 

municipal o autonòmic,  o de constitució davant de notari. Així, entre d’altres, la   sentencia del TSJ 

de Catalunya  de 9 de octubre de 2.012, recurs 4848/2011, raonava:  

“Ahora bien, no se discute en el presente recurso que el requisito general de estar constituida 

la pareja de hecho mediante inscripción en registro autonómico o municipal (o escritura 

pública), no se exige en el presente caso por la remisión de la LGSS a la normativa 

autonómica con derecho civil propio, ya que el articulo 1 de la Ley catalana 10/1998, de 15 

de julio, al regular la unión estable heterosexual, viene a establecer que las disposiciones de 

su capítulo primero se aplicarán "a la unión estable de un hombre y una mujer, ambos 

mayores de edad, que, sin impedimento para contraer matrimonio entre sí, hayan convivido 

maritalmente, como mínimo, un período ininterrumpido de dos años ...", y su art. 2 establece 

que la acreditación de las uniones estables no formalizadas en escritura pública y el 

transcurso de los dos años de referencia se puede hacer por cualquier medio de prueba 

admisible y suficiente.”  
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En efecte, la legislació específica de Catalunya , l’art. 234.1 del Codi Civil, defineix la parella de fet 

com a  “dues persones que conviuen en una comunitat de vida anàloga a la matrimonial es 

consideren parella estable” pel sol fet de conviure més de dos anys, si tenen un fill comú o si  -

alternativament, però no preceptivament-  formalitzen la relació en escriptura pública. Per tant, ni 

s’exigia el requisit d’inscripció en un registre específic de parelles de fet (inexistent a nivell 

autonòmic), ni la formalització en escriptura pública. 

2.- El Tribunal Constitucional, per mitjà de la seva sentència núm. 40/14 de de 11.3.14,  va estimar la 

qüestió d’inconstitucionalitat plantejada per la Sala Social del Tribunal Suprem i anul·là el paràgraf 

cinquè de l’art. 174.3 LGSS,  que disposava que “en las Comunidades Autónomas con Derecho Civil 

propio, cumpliéndose el requisito de conviviencia a que se refiere el párrafo anterior, la 

consideración de pareja de hecho y su acreditación se llevará a cabo conforme a lo que 

estableza su legislación específica”. 

El fonament essencial d’aquesta decisió s’explica als fonaments jurídic Vé i VIé de la sentència en 

els següents termes: 

“…Ahora bien, atendiendo a su contenido, es claro que el precepto cuestionado no tiene por 

objeto la regulación de las parejas de hecho, ni guarda tampoco relación con las 

competencias autonómicas en materia de Derecho civil, porque no se trata de modificar, 

conservar o desarrollar el Derecho civil foral, lo que derivaría en diferencias consecuencia de 

la coexistencia de distintos derechos civiles en el ordenamiento español. En realidad se trata 

de una norma de Seguridad Social que, por referencia a otras normas, regula, exclusivamente, 

la forma de acreditar los requisitos para el acceso a una prestación de la Seguridad Social, la 

pensión de viudedad en el caso de parejas de hecho estables. Esto es, la finalidad de la 

norma es concretar los requisitos para acreditar la existencia de una unión de hecho a efectos 

de reconocer al superviviente el derecho a percibir una pensión de viudedad. Por tanto, 

como el Auto del Tribunal Supremo apunta, el párrafo quinto del art. 174.3 LGSS no constituye 

una norma de legislación civil vinculada al art. 149.1.8 CE, sino una norma de Seguridad Social 

que, en principio y salvo justificación suficiente que no concurre en este caso, debería 

establecer los requisitos que las parejas de hecho tienen que cumplir para poder lucrar en su 

momento una pensión de viudedad con el más exquisito respeto al principio de igualdad, tal 

como ya hemos dejado sentado. Lo contrario conduce al resultado de introducir diversidad 

regulatoria en un ámbito en el que el mantenimiento de un sustrato de igualdad en todo el 

territorio nacional deriva del art. 14 CE en relación con el art. 149.1.17 CE. Con el precepto que 

enjuiciamos, el legislador introduce, siquiera por vía de remisión, un factor de diversidad 

determinante de la desigualdad de trato en el régimen jurídico de la pensión de viudedad, 

trato desigual que ya hemos considerado carente de justificación. Incluso, en cuanto la norma 

estatal remite a las legislaciones autonómicas, podría entenderse que el Estado, con dicha 

remisión, está obviando las atribuciones que le confiere el art. 149.1.17 CE, ignorando que, 

como hemos declarado reiteradamente, las competencias tienen carácter irrenunciable [STC 

228/2012, de 29 de noviembre, FJ 6 j) y las allí citadas]. 

En efecto, el art. 174 LGSS, tras la redacción dada a este precepto por la Ley 40/2007, ha 

establecido como posibles vías de acceso del miembro supérstite de la pareja a la pensión de 

viudedad, dos tipos de vínculo jurídico previo entre ambos: el matrimonio, o la pareja de 

hecho debidamente legalizada. Como señala la exposición de motivos de la Ley 40/2007, la 

ausencia de una regulación jurídica de carácter general con respecto a las parejas de hecho 

hace imprescindible delimitar, si bien exclusivamente a efectos de la acción protectora de la 

Seguridad Social, los perfiles identificativos de dicha situación. Y eso es precisamente lo que 

hace el art. 174.3 LGSS: establecer la forma de acreditar los requisitos para el acceso de las 

parejas de hecho a la pensión de viudedad, materia caracterizada por constituir «un régimen 

legal que tiene como límites, entre otros, el respeto al principio de igualdad» y «la prohibición 

de arbitrariedad» (STC 134/1987, de 21 de julio, FJ 4). 

Por último, debemos señalar que, además de carecer de justificación suficiente, la 

aplicación del párrafo cuestionado puede conducir además a un resultado 

desproporcionado, pues dependiendo de la Comunidad Autónoma de residencia el 

superviviente de la pareja de hecho podrá tener o no acceso al cobro de la correspondiente 

pensión. 

En consecuencia, debemos llegar a la conclusión de que no es posible deducir finalidad 

objetiva, razonable y proporcionada que justifique el establecimiento de un trato diferenciado 

entre los solicitantes de la correspondiente pensión de viudedad en función de su residencia o 

no en una Comunidad Autónoma con Derecho civil propio que hubiera aprobado legislación 

específica en materia de parejas de hecho. 



6. Con el objeto de eliminar la desigualdad que se deriva del párrafo quinto del art. 174.3 

LGSS, en lo que a la forma de acreditación de la pareja de hecho se refiere, en relación con 

el párrafo cuarto, la Sala proponente de esta cuestión de inconstitucionalidad plantea como 

alternativa entender que la remisión del párrafo quinto a la legislación específica de las 

Comunidades Autónomas con Derecho civil propio debe entenderse hecha a las leyes de 

parejas de hecho de las Comunidades Autónomas, tengan o no las mismas Derecho civil 

propio. Sin embargo, de aceptarse esta solución persistiría la desigualdad dimanante de la 

propia diversidad de esas leyes autonómicas de parejas de hecho, porque el problema de 

fondo que el precepto cuestionado plantea no es la limitación de la remisión a las 

Comunidades Autónomas con Derecho civil propio, sino la remisión a la legislación 

autonómica en sí misma cuando se trata de determinar los requisitos de acceso a una 

prestación de la Seguridad Social. En consecuencia, las conclusiones alcanzadas en el 

examen de constitucionalidad del inciso del precepto cuestionado (acreditación de la pareja 

de hecho), deben extenderse por vía de conexión o consecuencia, en virtud del art. 39.1 de 

la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), a todo el párrafo quinto del art. 174.3 LGSS. 

Por todo lo señalado, debemos estimar la cuestión de inconstitucionalidad planteada, y 

declarar inconstitucional y nulo el párrafo quinto del art. 174.3 LGSS por vulneración del art. 14 

CE, en relación con el art. 149.1.17 CE.” 

3.- A la posterior STC 44/14, de 7 d’abril, el Tribunal Constitucional proclama el caràcter formal, 

“ad solemnitatem”,  de la forma d’acreditació de l’existència de les parelles de fet, en raonar el 

següent:  

“...a los efectos de la Ley, no son parejas estables que queden amparadas por su regulación 

las que no reúnan esos precisos requisitos para su existencia, al margen de que el derecho a la 

pensión exija, además, la acreditación de la realidad de la pareja de hecho a través de un 

requisito formal, ad solemnitatem , consistente en la verificación de que la pareja se ha 

constituido como tal ante el Derecho y dotada de análoga relación de afectividad a la 

conyugal, con dos años de antelación al hecho causante ( STC 40/2014, de 11 de marzo , FJ 

3). Y tales presupuestos suponen una opción libremente adoptada por el legislador a la hora 

de acotar el supuesto de hecho regulado que no resulta prima facie arbitraria o irracional. 

Téngase en cuenta que, como reconocimos en la STC 93/2013, de 23 de abril (RTC 2013, 93) , 

FJ 7, el legislador puede establecer regímenes de convivencia more uxorio con un 

reconocimiento jurídico diferenciado al del matrimonio, estableciendo ciertas condiciones 

para su efectivo reconocimiento y atribuyéndole determinadas consecuencias, regulación 

que encuentra sus límites en la propia esencia de la unión de hecho ( STC 93/2013 , FJ 8), lo 

que no quiere decir que el legislador deba otorgar igual tratamiento a todas las posibles 

situaciones de parejas de hecho >>. 

4.- En la mateixa data, la STC 45/14 aclareix, diferencia i valida la constitucionalitat de les dues 

exigències de l’art. 174.3 LGSS, la “material” i la “formal” (ad solemnitatem): 

“...el art. 174.3LGSS se refiere a dos exigencias diferentes: la material, referida a la convivencia 

como pareja de hecho estable durante un período mínimo de cinco años inmediatamente 

anteriores a la fecha de fallecimiento del causante; y la formal, ad solemnitatem , es decir, la 

verificación de que la pareja se ha constituido como tal ante el Derecho y dotada de 

análoga relación de afectividad a la conyugal, con dos años de antelación al hecho 

causante ( STC 40/2014, de 11 de marzo , FJ 3). Y todo ello presidido por un presupuesto previo 

de carácter subjetivo: que los sujetos no se hallen impedidos para contraer matrimonio y que 

no tengan un vínculo matrimonial subsistente con otra persona .... Quiere ello decir que, a los 

efectos de la Ley, no son parejas estables que queden amparadas por su regulación las que 

no reúnan todos esos precisos requisitos, lo que supone una opción adoptada por el legislador 

a la hora de acotar el supuesto de hecho regulado que no resulta prima facie arbitraria o 

irracional .....; concluyendo que ... la exigencia de la constitución formal, ad solemnitatem, de 

la pareja de hecho con una antelación mínima a la fecha del fallecimiento del causante de 

la pensión exigida en el párrafo cuarto del art. 174.3LGSS ... no carece de una finalidad 

constitucionalmente legítima, en tanto que atiende a constatar, a través de un medio idóneo, 

necesario y proporcionado, el compromiso de convivencia entre los miembros de una pareja 

de hecho, permitiendo al legislador identificar una concreta situación de necesidad 

merecedora de protección a través de la pensión de viudedad del sistema de Seguridad 

Social”. 

5.- Resulta clar, per tant, que les STC 40/14, 44/14 y 45/14  han capgirat la situació prèvia al moment 

de ser dictades, i han  provocat l’efecte, a Catalunya, de restringir l’accés a les pensions de viduïtat 

només a les parelles de fet que, en el moment del fet causant, acreditessin no només la realitat de 

la seva convivència marital anàloga a la conjugal en els termes exigits a l’art. 174 LGSS, sinó el 

compliment del requisit “ad solemnitatem” d’acreditar dos anys d’inscripció en un Registre oficial  -
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municipal o autonòmic-  de parelles de fet o, alternativament,  de la seva constitució per mitjà de 

document públic. 

 

IV.-  La qüestió determinant: la data d’efectes de l’anul.lació  del paràgraf cinquè de l’art. 174.3 

LGSS.  

1.-  A la llum de l’exposada doctrina constitucional, atesos  els termes del fonament de la 

demanda, escau fixar la qüestió clau per la resolució del present plet: en quin moment s’ha de 

considerar que guanya eficàcia l’anul.lació,  si en forma immediata, des de la mateixa  publicació 

de la STC 40/14 -com invoquen les demandades (INSS i Mútua Asepeyo)-  o només passats dos anys 

des de la mateixa, com al.lega la demandant, a fi possibilitar el compliment de la nova –a 

Catalunya- exigència “formal” d’acreditar dos anys d’inscripció registral o de la constitució notarial 

de la parella de fet.  

La STC 40/14, en el seu paràgraf  final, modula l’abast temporal del seu pronunciament en els 

següents termes:  

“ Llegados a este punto resulta necesario pronunciarse acerca de la modulación del alcance 

de nuestra declaración de inconstitucionalidad y nulidad que, siguiendo en este punto la 

doctrina recogida –entre otras muchas– en las SSTC 45/1989, de 20 de febrero, FJ 11; 180/2000, 

de 29 de junio, FJ 7; 365/2006, de 21 de diciembre, FJ 8, y 161/2012, de 20 de septiembre, FJ 7, 

no solo habrá de preservar la cosa juzgada (art. 40.1 LOTC), sino que, igualmente, en virtud del 

principio constitucional de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), se extenderá en este caso a las 

posibles situaciones administrativas firmes, de suerte que esta declaración de 

inconstitucionalidad solo será eficaz pro futuro, esto es, en relación con nuevos supuestos o 

con los procedimientos administrativos y procesos judiciales donde aún no haya recaído una 

resolución firme.” 

La qüestió clau, per resoldre el present plet, és com s’hagi d’interpretar l’expressió “que esta 

declaración de inconstitucionalidad solo será eficaz pro futuro, esto es, en relación con nuevos 

supuestos”.  

2.- La Sala Social del TSJ de Catalunya ha abordat aquesta qüestió en, entre altres, les seves 

sentències de 17.3.15 (recurs 7386/2014), 12.5.16 (recurs 1735/2016) i 22.9.16 (3379/2016), arribant  -

en totes elles- a la conclusió dels efectes “ex nunc” de la STC 40/14. Es reprodueix parcialment la 

primera de les esmentades sentències:  

“En esencia, pues, la disputa queda limitada a cuestión de derecho intertemporal y jurídico y, 

concretamente, cuales han de ser los efectos temporales del pronunciamiento de 

inconstitucionalidad que, por esencia es de nulidad y sólo puede tener efectos "ex nunc". 

Efecto "ex nunc" que debería servir, y sin mas reflexión, para concluir la incorrección de la 

conclusión de la sentencia recurrida pero que además abunda la propia sentencia cuando, 

teniendo cura de establecer el impacto que la expulsión de la regulación pueda tener sobre 

situaciones ya consolidadas dice, en su último fundamento: 

"Llegados a este punto resulta necesario pronunciarse acerca de la modulación del 

alcance de nuestra declaración de inconstitucionalidad y nulidad que, siguiendo en este 

punto la doctrina recogida -entre otras muchas- en las SSTC 45/1989, de 20 de febrero ( RTC 

1989, 45 ) , FJ 11 ; 180/2000, de 29 de junio ( RTC 2000, 180 ) , FJ 7 ; 365/2006, de 21 de 

diciembre ( RTC 2006, 365 ) , FJ 8 , y 161/2012, de 20 de septiembre ( RTC 2012, 161 ) , FJ 7, no 

solo habrá de preservar la cosa juzgada ( art. 40.1 LOTC ( RCL 1979, 2383 ) ),  sino que, 

igualmente, en virtud del principio constitucional de seguridad jurídica ( art. 9.3 CE ( RCL 1978, 

2836 ) ), se extenderá en este caso a las posibles situaciones administrativas firmes, de suerte 

que esta declaración de inconstitucionalidad solo será eficaz pro futuro, esto es, en relación 

con nuevos supuestos o con los procedimientos administrativos y procesos judiciales donde 

aún no haya recaído una resolución firme". 

El caso que nos ocupa no es un supuesto en el que, aplicando el inciso expulsado de la 

legalidad constitucional, haya recaído una resolución firme en procedimiento administrativo 

o proceso judicial que haya creado estado que, en aras la seguridad jurídica, pueda y deba 

respetarse como consolidado. 

Declarado inconstitucional y nulo el párrafo quinto del art. 174.3LGSS por vulneración del 

art. 14 CE , en relación con el art. 149.1.17 CE , recobra vigencia la regulación general de los 

requisitos para el lucro de la pensión de viudedad y como estos no se completan en 

integridad y no estamos ante supuesto de derecho consolidado en resolución administrativa 

o judicial firme es correcto el tenor de la resolución administrativa que denegó el derecho e 

incorrecta la conclusión de la sentencia recurrida que, con acogimiento del recurso y por 

contener doctrina inadecuada, debe revocarse.” 



3.- El Tribunal Suprem, a criteri d’aquest magistrat,  no s’ha pronunciat sobre aquesta –en paraules 

del TSJ de Catalunya- “cuestión de derecho intertemporal”. A la STS de 20.7.16, certament, recull la 

ja exposada doctrina constitucional, coincident amb la seva pròpia doctrina, per concloure –en 

termes molt clarificadors- que, després de la STC 40/14, "la pensión de viudedad que la norma 

establece no es en favor de todas las parejas «de hecho» con cinco años de convivencia 

acreditada, sino en exclusivo beneficio de las parejas de hecho «registradas» cuando menos dos 

años antes [o que han formalizado su relación ante Notario en iguales términos temporales] y que 

asimismo cumplan aquel requisito convivencial; lo que ha llevado a afirmar que la titularidad del 

derecho -pensión- únicamente corresponde a las "parejas de derecho" y no a las genuinas 

"parejas de hecho". Però no entra a considerar l’esmentada qüestió d’eficàcia temporal, si més no 

en els termes que es formulen a la demanda.   

4.- Tot i tenir molt present l’esmentada jurisprudència del TSJ de Catalunya respecte dels efectes 

“ex nunc” de la STC 40/14, considera aquest magistrat que –en el cas present- la confluència d’una 

específica situació fàctica i el fonament de la pretensió  -no invocat en els procediments que 

originaren aquelles sentències-  aboquen a una interpretació diferent respecte  als efectes 

temporals de la declaració de nul.litat de la STC 40/14. Se exposen a continuació. 

 

V.- El principi constitucional de seguretat jurídica consagrat a l’art. 9.3 CE. 

Com ja s’ha dit,  des del 1.1.08, data de l’entrada en vigor de la Llei 40/07 (que possibilità el seu 

accés la pensió de viduïtat), les “genuïnes parelles de fet”  (en afortunada accepció de la STS de 

20.7.16, ja citada) que, a més del requisit general de convivència de cinc anys “con anàloga 

relación de afectividad a la conjugal” (segons disposava el paràgraf 5é del  nou art. 174.3 LGSS), 

podien acreditar “la consideración de pareja de hecho” segons el Dret Civil propi de la seva 

Comunitat Autònoma, tenien la seguretat jurídica de que, cas de morir un dels seus integrants i 

complir la resta de requisits (inexistència de vincle conjugal anterior i dependència econòmica 

respecte del causant), podien accedir a la pensió de viduïtat, sense necessitat dels requisits 

formals (inscripció registral o constitució notarial durant dos anys)  exigits –amb caràcter general- 

a les parelles de fet d’altres CCAA sense Dret Civil propi que les regulés. Així es recull, entre 

d’altres, a la STSJ de Catalunya de 9 de octubre de 2.012, recurs 4848/2011, abans parcialment 

reproduïda.  

En tot cas, el criteri interpretatiu aplicat pel  TSJ de Catalunya –l’aplicació immediata “ex nunc” 

d’aquella exigència formal, des del 12.14.14-  determina, com a lògica conseqüència, la 

impossibilitat material, estrictament cronològica, de que –com a mínim durant els dos anys 

posteriors a la publicació de la STC 40/14- els integrants d’aquelles “genuinas parejas de hecho"  

no poguèssin esdevenir, a efectes de la regulació de la pensió de viduïtat, en “parejas de 

derecho”, ni –per tant- accedir a la pensió de viduïtat.  

Per tant, a criteri d’aquest magistrat, aquesta exigència  -ja des del 12.4.14 i no fins dos anys més 

tard-  d’un requisit formal d’impossible compliment  atempta al principi de seguretat jurídica 

consagrat a l’art. 9.3 CE, en relació als drets de protecció social, econòmica i jurídica de la 

família (art. 39.1 CE) i de Seguretat Social (art. 41 CE).   

 

VI.- El principi d’igualtat davant la llei  (art. 14 CE). 

Raona la STC 40/14, al seu 4rt FJ, en relació a la pensió de viduïtat, que “la finalidad de la 

prestación que en el caso de las parejas de hecho, según hemos señalado en la STC 41/2013, de 

14 de febrero, FJ 4, no es otra que la atender un estado real de necesidad del supérstite, en 

función de su nivel de ingresos propios y de la existencia o no de cargas familiares, otorgando a 

tal efecto una pensión que depende en su cuantía de las cotizaciones efectuadas por el 

causante al régimen de Seguridad Social correspondiente”, afegint a continuació “ que el art. 

174.3 LGSS regula los requisitos de acceso de las parejas de hecho a una prestación contributiva 

de la Seguridad Social y los requisitos de acceso a la prestación deben ser iguales para todos los 

que actualicen la contingencia correspondiente.” 

I, més endavant, recorda que el règim públic de la Seguretat Social s’ha de regir pel principi 

d’igualtat: 

 “El régimen público de la Seguridad Social se configura como una función de Estado 

destinada a garantizar la asistencia y prestaciones suficientes en situaciones de necesidad y al 

hacerlo debe asegurar la uniformidad de las pensiones en todo el territorio nacional. Como 

señala el art. 2.1 LGSS, «el Sistema de la Seguridad Social, configurado por la acción 

protectora en sus modalidades contributiva y no contributiva, se fundamenta en los principios 

de universalidad, unidad, solidaridad e igualdad». Y siguiendo estos principios hemos afirmado 

que las diferentes prestaciones «de la materia "Seguridad Social" conforman un entramado 

dirigido a la cobertura de riesgos y a la atención de otras situaciones de necesidad que 

presentan una tendencia de unidad y estabilidad en el tiempo y en el conjunto del territorio 
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nacional» (STC 239/2002, de 11 de diciembre, FJ 8). El régimen público de Seguridad Social 

debe ser único y unitario para todos los ciudadanos (art. 41 CE), y garantizar al tiempo la 

igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y deberes en materia de 

Seguridad Social (STC 124/1989, de 7 de julio, FJ 3), siendo ambos aspectos responsabilidad del 

Estado, en los términos el art. 149.1.17 CE. En consecuencia, la determinación de los sujetos 

beneficiarios de una prestación de la Seguridad Social, en este caso la pensión de viudedad, 

constituye una norma básica que corresponde establecer al Estado ex art. 149.1.17 CE y debe 

hacerlo de forma unitaria para todos los sujetos comprendidos dentro de su ámbito de 

cobertura, salvo razones excepcionales debidamente justificadas y vinculadas a la situación 

de necesidad que se trata de proteger”.  

Considera aquest magistrat que, paradoxalment, el criteri interpretatiu aplicat pel  TSJ de 

Catalunya –l’aplicació immediata “ex nunc” d’aquelles exigències formals- pot provocar –en 

casos com l’analitzat a les presents actuacions- una nova vulneració del principi d’igualtat, en 

sentit contrari a la que aquella sentència corregí. 

En efecte, exigir a partir del 10.4.14 (data de publicació en el BOE de la STC 40/14) un requisit 

formal “ad solemnitatem”, que no es podrà acreditar fins al cap de dos anys (carència mínima 

del temps d’inscripció registral o constitució notarial), comporta –a la pràctica- privar a les 

parelles de fet durant aquests dos anys del dret a l’accés a la pensió de viduïtat.  

Es podrà aduir –en sentit contrari- que ningú els impedia, abans de l’esmentada sentència, 

d’haver-se registrat o  constituït notarialment com a parella. Però el fet diferencial rellevant és 

que, mentre les parelles de fet de CCAA sense Dret Civil propi que les regules sí sabien, desde la 

promulgació de la Llei 40/07, que havien de complir amb la “exigència formal” (inscripció registral 

o constitució notarial) per accedir a la pensió de viduïtat, les parelles de fet de CCAA com la 

catalana a les que sí hi havia aquella regulació autonòmica, estaven en la lògica i legítima 

confiança jurídica (generada per la mateixa llei) de que això no era necessari (amb la remissió al 

dret civil autonòmic posteriorment anul.lada per la STC 40/14).  

Aquesta realitat es tan evident que, fins a data molt recent, a la immensa majoria d’ajuntaments 

de Catalunya no existien registres de parelles de fet, atesa la seva innecessarietat en ordre a la 

consideració legal com a tals. En motiu  de la STC 40/14,  el Govern de la Generalitat va promulgar 

el Decret Llei 3/2015, en data 6.10.15,  relatiu a la creació de Registres de parelles estables 

(pràcticament inexistents, fins aquell moment, a Catalunya, atesa la seva innecessàrietat.  Al seu 

preàmbul es justificà la necessitat del mateix  “amb la finalitat de facilitar, entre d’altres, el dret a 

percebre de la Seguretat Social la pensió de viduïtat”. El cert és, però, que el Registre únic de 

parelles de fet de la Generalitat de Catalunya no ha entrat en funcionament fins, el dia 3.4.17, dos 

dies abans de ser dictada aquesta sentència. 

D’altra banda, és un fet rellevant –a més de públic i notori (en tot cas, també acreditat 

documentalment, per l’informe de la Subdirección General de Gestión de prestaciones de l’INSS, 

aportada a les actuacions)-   que, en motiu de ser dictada la STC 40/14, ni  l’INSS ni el Ministeri de 

Treball del que depèn informaren a la societat en general, o els/les beneficiaris/ies de la seguretat 

social en particular, de les conseqüències de l’esmentada sentència en ordre a l’accés a la pensió 

de viduïtat (la necessitat d’inscripició en registre municipal o autonòmic,  o de constitució davant 

de notari, de la relació de parella de fet). Tampoc no consta que aquesta informació es facilités, en 

el cas de Catalunya,  des del Govern de la Generalitat.  

Semblaria lògic esperar d’un servei públic, com és l’Administració central que gestiona i atorga les 

prestacions de Seguretat Social, o del govern autonòmic (que ha de promoure i vetllar pel benestar 

social) que –davant d’una sentència del Tribunal Constitucional que,  a la pràctica, obliga a las 

parelles de fet a formalitzar-se com a “parelles de dret” (en afortunada expressió de la STS de 

22.7.16) per tal d’accedir a la pensió de viduïtat-  s’hagués informat de manera immediata al 

conjunt de la societat amb caràcter general i als beneficiaris de la Seguretat Social en particular. 

Aquest magistrat no té cap dubte que parelles de fet amb el compromís de vida en comú que 

s’ha evidenciat en el cas present sí haguessin complert aquell requisit  si la norma legal, l’art. 174.3 

LGSS, ho hagués exigit (com ho estan fent ara mateix, a rel d’informar-se públicament de la seva 

necessitat).  Però fins a ser dictada aquella sentència,  la remissió al Dret Civil autonòmic del 

mateix precepte, l’art. 174.3 LGSS, feia absolutament innecessària aquella inscripció, fins el punt 

que van desaparèixer els registres de parella de fet. I un cop dictada la sentència, ni una ni altra 

administració, la central i l’autonòmica, han donat la necessària informació als potencials 

beneficiaris/ies de la nova situació. 

Per tant, i expressant-ho en altres paraules: l’exigència del requisit formal de l’inscripció registral o 

de constitució notarial com a “parella de fet”, amb dos anys d’antelació, ja des del 12.4.14 (i no 

dos anys més tard), en el context normatiu i desinformatiu -si se’ns permet l’expressió-  existent a 



Catalunya, molt diferent al de les CCAA sense Dret Civil propi regulador de les parelles de fet (on 

els potencials beneficiaris/es de la pensió de viduïtat sí eren coneixedor d’aquella exigència de 

l’any 2008), genera una manifesta situació de desigualtat, contrària a l’art. 14 CE, en relació als 

drets de protecció social, econòmica i jurídica de la família (art. 39.1 CE) i de Seguretat Social 

(art. 41 CE).  . 

 

VI.- L’impacte negatiu de gènere: discriminació indirecta per raó de sexe. 

Segons dades estadístiques oficials, recollides en el relat fàctic, les beneficiàries del  92% de les 

pensions de viduïtat del Sistema de Seguretat Social són dones, i només el 8%, homes,  dada 

estadística que només s’explica per la pervivència de la perpetuació de rols per raó de gènere 

que segueix molt present a la nostra societat. Tot fa pensar, a més, que aquesta diferència 

estadística s’incrementi en el cas de les parelles de fet  -en raó del requisit de dependència 

econòmica exigit a l’art. 174.3 LGSS, inexistent en la pensió “conjugal”-  atesa l’atàvica i 

immutable discriminació ocupacional i salarial per raó de sexe que perviu a la nostra societat.  

Aquesta realitat   -el caràcter de gènere de la pensió de viduïtat-  és tan evident,  que portà al 

legislador, en el nostre principal instrument jurídic per a la promoció de l’igualtat efectiva d’homes i 

dones, la Llei Orgànica 3/2007, en el seu apartat IIon de l’exposició de motius, a identificar com una 

de les manifestacions de la situació de desigualtat real –juntament a la violència de gènere, la 

discriminació salarial, la major taxa d’atur i l’escassa representació en llocs de responsabilitat- “la 

discriminació a les pensions de viduïtat”.  

Establert aquest caràcter “de gènere” de la pensió de viduïtat, escau recordar, a continuació, el 

concepte de discriminació indirecta per raó de sexe recollit a l’art. 6.2 de la Ley Orgánica 3/2007 

para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres, en congruencia con la doctrinal constitucional 

previa a su promulgación: “se considerará discriminación indirecta por razón de sexo la situación 

en que una disposición , ….aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja 

particular con respecto a personas del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica 

puedan justificarse objetiva en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar 

dicha finalidad sean necesariamente adecuados”. 

La mateixa llei, al seu article 4rt i sota el títol, “integración del principio de igualdad en la 

interpretación y aplicación de las normas”, disposa que “la igualdad de trato y oportunidades 

entre mujeres y hombres es un principio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se 

integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas”, mandat que es 

concret   a l’article 15, al definir el el principi de transversalitat de gènere en la següent forma: “El 

principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con carácter 

transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Administraciones públicas lo 

integrarán, de forma activa, en la adopción y ejecución de sus disposiciones normativas, en la 

definición y presupuestación de políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del 

conjunto de todas sus actividades. 

Aquest principi de transversalitat de gènere, que obliga també als òrgans judicials en la 

interpretació de les normes, abona també una interpretació del paràgraf final de la STC 40/14 en 

forma que no agreugi  l’inquestionable impacte negatiu de gènere que ja de per sí ha 

comportat l’esmentada sentència (en restringir  l’accés a una pensió “feminitzada” com és la de 

viduïtat),  i possibiliti un període mínim de dos anys d’inscripció registral o constitució davant de 

notari de la parella de fet, a fi que els/les seves potencials beneficiàries (dones en la seva 

immensa majoria) pugin seguir accedint a la pensió de viduïtat.   

I és que  -en paraules de la catedràtica Maria Amparo Ballester al seu treball “Reformas en 

materia de protección social e impacto de género” - “el impacto de género no constituye, pues, 

una perspectiva de análisis jurídico de naturaleza estrictamente teórica sino, más 

adecuadamente, la única perspectiva coherente con el marco de principios antidiscriminatorios 

por razón de género establecidos tanto en la normativa de la Unión Europea como en la 

normativa española”, afegint, en relació a la pensión de viduïtat, que “cualquier reforma que 

anticipe su regresión protectora cuando las circunstancias de base no se alteren puede causar 

impacto de género negativo.” 

Per tant, l’exigència del requisit formal de l’inscripció registral o de constitució notarial com a 

“parella de fet”, amb dos anys d’antelació, ja des del 12.4.14 (i no dos anys més tard) comporta, 

també, una discriminació indirecta per raó de sexe en raó de l’impacte de gènere que provoca en 

el sexe femení (art. 14), en relació als drets de protecció social, econòmica i jurídica de la família 

(art. 39.1 CE) i de Seguretat Social (art. 41 CE).   

 

VII.- La doctrina del TEDH: sentències de 13.12.16 (cas Belane Nagy c. Hungría) i de 7.3.17 (cas 

Baczúr c. Hungría). 

Finalment, no està de més recordar  -amb tota la cautela i salvant les diferències respecte a la 



JURISDICIÓN SOCIAL 
 

situació analitzada a les presents actuacions-  les recents sentències del Tribunal Europeu de Drets 

Humans de 13.12.16 (cas Belane Nagy c. Hungría) i de 7.3.17 (cas Baczúr c. Hungría), que 

consideren que el dret d’un pensionista a cobrar una pensió del Sistema de Seguretat Social 

integra el dret de propietat proclamat a l’art. 1 a l’art. 1er del protocol 1er del Conveni Europeu de 

Drets Humans (CEDH), i que, per tant, la supressió del dret a una pensió o una reducció de la 

mateixa en un context de “racionalització” del sistema de Seguretat Social, que es valori com 

desproporcionada i no justificada per part de l’Estat,  pot lesionar l’esmentat dret.  

El TEDH considera que "el hecho de que una persona haya entrado a formar parte del Sistema de 

Seguridad social( incluso si es obligatorio, como ocurre en el presente caso), no implica 

necesariamente que ese sistema no pueda sufrir cambios, incluso en las condiciones de 

elegibilidad de pago o en la cantidad de las rentas o pensiones” ja que l’Estat  disposa d’un 

ampli marge de racionalització del seu Sistema de Seguretat Social. Això no obstant, les mesures 

de racionalització han de ser “proporcionals”, sense que puguin comportar un sacrifici individual 

excessiu, atès que el Sistema de Seguretat Social no deixa de ser “la expresión de la solidaridad 

de la sociedad con sus miembros más vulnerables  (see Béláné Nagy, , § 116).”  

Valoren ambdues sentències  “si el derecho del demandante a obtener beneficios del sistema de 

seguridad social en cuestión, ha sido infringido de modo que se haya afectado al contenido 

esencial de sus derechos de pensión”.  I en ambdós casos, aprecien que “no hubo una 

ponderación justa de los intereses en juego, incluso si la legislación tenía por objeto la protección 

del interés público racionalizand”.  

Certament, ambdós casos es refereixen a situacions en la que la pensió ja estaba causada i, per 

tant, consolidada, mentre en el cas present la demandant tenia –abans de la STC 40/14- una 

expectativa prestacional. Però no es descartable que, en la hipòtesi interpretativa de la que es 

discrepa,  la supressió de l’accés a la pensió de viduïtat als integrants de parelles de fet, a partir 

de 10.4.14 (data de publicació en el BOE d’aquella sentència), sense possibilitat material de 

complimentar els requisits formals exigits a la mateixa, no pogués ser entesa com una 

“despossessió” a la demandant d’un dret prestacional prèviament reconegut (encara que no 

consolidat).  

 

VIII.- Conclusió. 

Com s’ha exposat fins el moment, la interpretació de la que es dicrepa de la eficàcia temporal de 

la STC 40/14 podria lesionar el principi de seguretat jurídica consagrat a l’art. 9.3 CE, el principi 

d’igualtat davant la llei i, a l’hora, provocar una discriminació indirecte per raó de sexe, 

expressament prohibida a l’art. 14 CE, en relació als drets de protecció social, econòmica i jurídica 

de la família (art. 39.1 CE) i de Seguretat Social (art. 41 CE).   

Considera aquest magistrat que sota cap concepte es pot entendre ni que aquesta fos la 

intenció de la STC 40/14 ni pot ser-ne l’efecte,  quan –en el darrer paràgraf de la seva 

fonamentació jurídica- es pronuncià  “ acerca de la modulación del alcance de nuestra 

declaración de inconstitucionalidad y nulidad”, i raonà “que, siguiendo en este punto la doctrina 

recogida –entre otras muchas– en las SSTC 45/1989, de 20 de febrero, FJ 11; 180/2000, de 29 de 

junio, FJ 7; 365/2006, de 21 de diciembre, FJ 8, y 161/2012, de 20 de septiembre, FJ 7, no solo 

habrá de preservar la cosa juzgada (art. 40.1 LOTC), sino que, igualmente, en virtud del principio 

constitucional de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), se extenderá en este caso a las posibles 

situaciones administrativas firmes, de suerte que esta declaración de inconstitucionalidad solo 

será eficaz pro futuro, esto es, en relación con nuevos supuestos o con los procedimientos 

administrativos y procesos judiciales donde aún no haya recaído una resolución firme.” 

Per tant, aquesta referència a la “eficàcia pro futuro” i als “nuevos supuestos” s’ha de cohonestar 

amb el principi de seguretat jurídica i la prohibició de discriminació, i aboca a la conclusió –com a 

única interpretació possible amb aquest principi constitucional-   que la nova exigència formal de 

la inscripció registral o constitució davant de notari, amb dos anys d’antelació al fet causant, 

només podia ser exigida a Catalunya a partir del 10.4.16, en complir-se dos anys des de la 

publicació al BOE de la STC 40/14, que anul.là la norma que els exonerava d’aquella exigència 

formal.  Només a partir d’aquesta data de 10.4.16 poden existir “nuevos supuestos” en els que 

s’acreditin el compliment de la nova exigència de formalització amb una antelació de dos anys al 

fet causant, inexigible fins que no fou dictada la STC 40/14.  

I en el interregne d’aquests dos primers anys immediatament posteriors a la STC 40/14, en situacions 

com l’analitzada a les presents actuacions, a la que ha quedat plenament acreditada en seu 

judicial no només una convivència marital continuada de deu anys de durada, sinó –a més- un 

compromís de vida en comú (compra de vivenda, préstec hipotecari i filla en comú),   s’hagi de 

reconèixer l’accés a la pensió de viduïtat reclamada, en tant que el fet causant es va produir en 



una data, 24.3.15, quan encara era cronològicament impossible acreditar el nou requisit (a 

Catalunya) d’inscripció registral o constitució notarial de la parella amb una antelació de dos anys. 

Escau, per tant, estimar íntegrament la demanda i reconèixer el dret de la demandant a la pensió 

de viduïtat reclamada 
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